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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE RELACIONES EXTERIORES 

OFICIO mediante el cual se informa el nombramiento del señor Omar Servin Morales, como Cónsul Honorario de 

la República de Botswana en la Ciudad de México, con circunscripción consular en toda la República. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  

Relaciones Exteriores.- México.- Dirección General de Protocolo.- PRO-09597.- Expediente 333.03(BOT)'05/2. 

Asunto: Botswana.- Nombramiento de Cónsul Honorario. 

Se comunica que con esta fecha, el señor Omar Servin Morales ha sido nombrado Cónsul Honorario de la 

República de Botswana en la Ciudad de México, con circunscripción consular en toda la República. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Tlatelolco, D.F., a 18 de julio de 2005.- El Director General, Raphael Steger.- Rúbrica. 

 

 

OFICIO mediante el cual se informa el nombramiento del señor Alfonso Barnetche Pous, como Cónsul Honorario 

de la República de Portugal en la ciudad de Cancún, con circunscripción consular en el Estado de Quintana Roo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  

Relaciones Exteriores.- México.- Dirección General de Protocolo.- PRO-09594.- Expediente 333.03(POR)'05/7. 

Asunto: Portugal.- Nombramiento de Cónsul Honorario. 

Se comunica que con esta fecha, el señor Alfonso Barnetche Pous ha sido nombrado Cónsul Honorario de 

la República de Portugal en la ciudad de Cancún, con circunscripción consular en el Estado de Quintana Roo. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Tlatelolco, D.F., a 18 de julio de 2005.- El Director General, Raphael Steger.- Rúbrica. 

 

 

OFICIO mediante el cual se informa el nombramiento del señor Diego José Garibay García de Quevedo, como 

Cónsul Honorario del Reino de Suecia en la ciudad de Guadalajara, con circunscripción consular en los estados de 

Colima y Jalisco. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  

Relaciones Exteriores.- México.- Dirección General de Protocolo.- PRO-09595.- Expediente 333.03(SUE)'05/16. 

Asunto: Suecia.- Nombramiento de Cónsul Honorario. 

Se comunica que con esta fecha, el señor Diego José Garibay García de Quevedo ha sido nombrado 

Cónsul Honorario del Reino de Suecia en la ciudad de Guadalajara, con circunscripción consular en los 

estados de Colima y Jalisco. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Tlatelolco, D.F., a 18 de julio de 2005.- El Director General, Raphael Steger.- Rúbrica. 
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OFICIO mediante el cual se informa el nombramiento del señor Jorge Adrián Zubieta y Landa Ortiz, como 
Cónsul Honorario de la República de Nicaragua en la ciudad de Monterrey, con circunscripción consular en el 
Estado de Nuevo León. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  
Relaciones Exteriores.- México.- Dirección General de Protocolo.- PRO-09598.- Expediente 333.03(NIC)'05/20. 

Asunto: Nicaragua.- Nombramiento de Cónsul Honorario. 

Se comunica que con esta fecha, el señor Jorge Adrián Zubieta y Landa Ortiz ha sido nombrado Cónsul 
Honorario de la República de Nicaragua en la ciudad de Monterrey, con circunscripción consular en el Estado 
de Nuevo León. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Tlatelolco, D.F., a 19 de julio de 2005.- El Director General, Raphael Steger.- Rúbrica. 

 

 

OFICIO mediante el cual se informa el nombramiento del señor José Cruz De la Torre González, como Cónsul 
Honorario de la República Francesa en Aguascalientes, Aguascalientes, con circunscripción consular en esa ciudad 
y sus alrededores inmediatos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de  
Relaciones Exteriores.- México.- Dirección General de Protocolo.- PRO-09596.- Expediente 333.03(FRA)'05/73. 

Asunto: República Francesa.- Nombramiento de Cónsul Honorario. 

Se comunica que con esta fecha, el señor José Cruz De la Torre González ha sido nombrado Cónsul 
Honorario de la República Francesa en Aguascalientes, Aguascalientes, con circunscripción consular en esa 
ciudad y sus alrededores inmediatos. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Tlatelolco, D.F., a 18 de julio de 2005.- El Director General, Raphael Steger.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
RELACION de entidades paraestatales de la Administración Pública Federal sujetas a la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales y su Reglamento. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Hacienda  
y Crédito Público. 

Con fundamento en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o. 
y 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1o., 2o., 3o. y 12 de la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales; 3o. de su Reglamento, y 10 fracción X ter, del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, se procede a la publicación de la siguiente: 

RELACION DE ENTIDADES PARAESTATALES DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL 
SUJETAS A LA LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES Y SU REGLAMENTO 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS 

SECRETARIA DE GOBERNACION 

1. Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 

2. Talleres Gráficos de México 

SECRETARIA DE LA DEFENSA NACIONAL 

3. Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

4. Casa de Moneda de México 

5. Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros 

6. Financiera Rural 

7. Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas 

8. Instituto para la Protección al Ahorro Bancario 

9. Lotería Nacional para la Asistencia Pública 

10. Pronósticos para la Asistencia Pública 

11. Servicio de Administración y Enajenación de Bienes 

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 

12. Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra 

13. Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores 

SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 

14. Comisión Nacional Forestal 

15. Forestal Vicente Guerrero (en proceso de desincorporación) 

16. Instituto Mexicano de Tecnología del Agua 

17. Productos Forestales Mexicanos (en proceso de desincorporación) 

SECRETARIA DE ENERGIA 

18. Comisión Federal de Electricidad 

19. Instituto de Investigaciones Eléctricas 

20. Instituto Mexicano del Petróleo 

21. Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares 

22. Luz y Fuerza del Centro 

23. Pemex-Exploración y Producción  

24. Pemex-Gas y Petroquímica Básica 

25. Pemex-Petroquímica 
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26. Pemex-Refinación 

27. Petróleos Mexicanos 

SECRETARIA DE ECONOMIA 

28. Centro Nacional de Metrología 

29. Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 

30. Servicio Geológico Mexicano 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACION 

31. Colegio de Postgraduados 

32. Comisión Nacional de las Zonas Aridas 

33. Compañía Nacional de Subsistencias Populares (en proceso de desincorporación) 

34. Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias 

35. Productora Nacional de Biológicos Veterinarios 

36. Productora Nacional de Semillas 

SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 

37. Aeropuertos y Servicios Auxiliares 

38. Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos 

39. Ferrocarriles Nacionales de México (en proceso de desincorporación) 

40. Servicio Postal Mexicano 

41. Telecomunicaciones de México 

SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
42. Centro de Enseñanza Técnica Industrial 
43. Centro de Investigación y de Estudios Avanzados del Instituto Politécnico Nacional 
44. Colegio de Bachilleres 
45. Colegio Nacional de Educación Profesional Técnica 
46. Comisión de Operación y Fomento de Actividades Académicas del Instituto Politécnico Nacional  
47. Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte 
48. Comisión Nacional de Libros de Texto Gratuitos 
49. Comité Administrador del Programa Federal de Construcción de Escuelas 
50. Consejo Nacional de Fomento Educativo 
51. Fondo de Cultura Económica 
52. Instituto Mexicano de Cinematografía  
53. Instituto Mexicano de la Juventud 
54. Instituto Mexicano de la Radio 
55. Instituto Nacional de Lenguas Indígenas 
56. Instituto Nacional para la Educación de los Adultos 
57. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
58. Patronato de Obras e Instalaciones del Instituto Politécnico Nacional 
SECRETARIA DE SALUD 
59. Hospital General de México 
60. Hospital General “Dr. Manuel Gea González” 
61. Hospital Infantil de México Federico Gómez 
62. Hospital Juárez de México 
63. Instituto Nacional de Cancerología 
64. Instituto Nacional de Cardiología Ignacio Chávez 
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65. Instituto Nacional de Ciencias Médicas y Nutrición Salvador Zubirán 
66. Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias 
67. Instituto Nacional de Medicina Genómica 
68. Instituto Nacional de Neurología y Neurocirugía Manuel Velasco Suárez 
69. Instituto Nacional de Pediatría 
70. Instituto Nacional de Perinatología Isidro Espinosa de los Reyes 
71. Instituto Nacional de Psiquiatría Ramón de la Fuente Muñiz 
72. Instituto Nacional de Rehabilitación 
73. Instituto Nacional de Salud Pública 
74. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia 
SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
75. Comisión Nacional de los Salarios Mínimos 
PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
76. Instituto Nacional de Ciencias Penales 
CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 
77. Centro de Ingeniería y Desarrollo Industrial 
78. Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada, B.C. 
79. Centro de Investigación en Química Aplicada 
80. Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social  
81. El Colegio de la Frontera Sur 
82. Instituto de Investigaciones “Dr. José María Luis Mora” 
83. Instituto Nacional de Astrofísica, Optica y Electrónica 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS NO SECTORIZADOS 

84. Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

85. Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología 

86. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

87. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 

88. Instituto Federal de Acceso a la Información Pública 

89. Instituto Mexicano del Seguro Social 

90. Instituto Nacional de las Mujeres 

SUBTOTAL: 90. 

EMPRESAS DE PARTICIPACION ESTATAL MAYORITARIA 

SECRETARIA DE GOBERNACION 

91. Notimex, S.A. de C.V. 

92. Periódico El Nacional, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

93. Agroasemex, S.A. 

94. Almacenes Nacionales de Depósito, S.A. (en proceso de desincorporación) 

95. Banco de Crédito Rural del Centro, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

96. Banco de Crédito Rural del Centro-Norte, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

97. Banco de Crédito Rural del Centro-Sur, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

98. Banco de Crédito Rural del Golfo, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

99. Banco de Crédito Rural del Istmo, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

100. Banco de Crédito Rural del Noreste, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 
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101. Banco de Crédito Rural del Noroeste, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

102. Banco de Crédito Rural del Norte, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

103. Banco de Crédito Rural del Occidente, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

104. Banco de Crédito Rural del Pacífico Norte, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

105. Banco de Crédito Rural del Pacífico Sur, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

106. Banco de Crédito Rural Peninsular, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

107. Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, S.N.C. 

108. Banco Nacional de Comercio Exterior, S.N.C. 

109. Banco Nacional de Comercio Interior, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

110. Banco Nacional de Crédito Rural, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

111. Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. 

112. Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C.  

113. Exportadores Asociados, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 

114. Financiera Nacional Azucarera, S.N.C. (en proceso de desincorporación) 

115. Nacional Financiera, S.N.C.  

116. Ocean Garden Products, Inc. (en proceso de desincorporación) 

117. Productora de Cospeles, S.A. de C.V. 

118. Servicios de Almacenamiento del Norte, S.A. (en proceso de desincorporación) 

119. Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C. 

120. Terrenos de Jáltipan, S.A. (en proceso de desincorporación) 

SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 
121. Diconsa, S.A. de C.V. 

122. Incobusa, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
123. Liconsa, S.A. de C.V. 
SECRETARIA DE ENERGIA 
124. Compañía Mexicana de Exploraciones, S.A. de C.V. 
125. I.I.I. Servicios, S.A. de C.V. 
126. Instalaciones Inmobiliarias para Industrias, S.A. de C.V. 

127. P.M.I. Comercio Internacional, S.A. de C.V. 
128. Petroquímica Camargo, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
129. Petroquímica Cangrejera, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
130. Petroquímica Cosoleacaque, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
131. Petroquímica Escolín, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
132. Petroquímica Morelos, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 

133. Petroquímica Pajaritos, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
134. Petroquímica Tula, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
135. Terrenos para Industrias, S.A. (en proceso de desincorporación) 

SECRETARIA DE ECONOMIA 
136. Exportadora de Sal, S.A. de C.V. 
137. Transportadora de Sal, S.A. de C.V. 

SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACION 
138. Bodegas Rurales Conasupo, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
139. Instituto Nacional para el Desarrollo de Capacidades del Sector Rural, A.C. 
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
140. Administración Portuaria Integral de Altamira, S.A. de C.V. 
141. Administración Portuaria Integral de Coatzacoalcos, S.A. de C.V. 
142. Administración Portuaria Integral de Dos Bocas, S.A. de C.V.  
143. Administración Portuaria Integral de Ensenada, S.A. de C.V. 
144. Administración Portuaria Integral de Guaymas, S.A. de C.V. 
145. Administración Portuaria Integral de Lázaro Cárdenas, S.A. de C.V. 
146. Administración Portuaria Integral de Manzanillo, S.A. de C.V. 
147. Administración Portuaria Integral de Mazatlán, S.A. de C.V. 
148. Administración Portuaria Integral de Progreso, S.A. de C.V. 
149. Administración Portuaria Integral de Puerto Madero, S.A. de C.V. 
150. Administración Portuaria Integral de Puerto Vallarta, S.A. de C.V. 
151. Administración Portuaria Integral de Salina Cruz, S.A. de C.V. 
152. Administración Portuaria Integral de Tampico, S.A. de C.V. 
153. Administración Portuaria Integral de Topolobampo, S.A. de C.V. 
154. Administración Portuaria Integral de Tuxpan, S.A. de C.V. 
155. Administración Portuaria Integral de Veracruz, S.A. de C.V. 
156. Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, S.A. de C.V. 
157. Ferrocarril Chihuahua al Pacífico, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 
158. Ferrocarril del Istmo de Tehuantepec, S.A. de C.V.  
159. Grupo Aeroportuario de la Ciudad de México, S.A. de C.V. 
160. Servicios Aeroportuarios de la Ciudad de México, S.A. de C.V. 

SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 

161. Centro de Capacitación Cinematográfica, A.C. 

162. Compañía Operadora del Centro Cultural y Turístico de Tijuana, S.A. de C.V. 

163. Educal, S.A. de C.V. 

164. Estudios Churubusco Azteca, S.A. 

165. Impresora y Encuadernadora Progreso, S.A. de C.V. 

166. Televisión Metropolitana, S.A. de C.V. 

SECRETARIA DE SALUD 

167. Centros de Integración Juvenil, A.C. 

168. Laboratorios de Biológicos y Reactivos de México, S.A. de C.V. 

SECRETARIA DE TURISMO 

169. Consejo de Promoción Turística de México, S.A. de C.V.  

170. FONATUR-BMO, S.A. de C.V. 

171. Nacional Hotelera de Baja California, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 

172. Recro-Mex, S.A. de C.V. (en proceso de desincorporación) 

173. Singlar, S.A. de C.V. 

CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 

174. Centro de Investigación Científica de Yucatán, A.C.  
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175. Centro de Investigación en Alimentación y Desarrollo, A.C. 

176. Centro de Investigación en Geografía y Geomática “Ing. Jorge L. Tamayo”, A.C.  

177. Centro de Investigación en Matemáticas, A.C. 

178. Centro de Investigación en Materiales Avanzados, S.C. 

179. Centro de Investigación y Asistencia en Tecnología y Diseño del Estado de Jalisco, A.C. 

180. Centro de Investigación y Desarrollo Tecnológico en Electroquímica, S.C. 

181. Centro de Investigación y Docencia Económicas, A.C. 

182. Centro de Investigaciones Biológicas del Noroeste, S.C. 

183. Centro de Investigaciones en Optica, A.C. 

184. CIATEC, A.C. 

185. CIATEQ, A.C. Centro de Tecnología Avanzada 

186. Corporación Mexicana de Investigación en Materiales, S.A. de C.V. 

187. El Colegio de la Frontera Norte, A.C. 

188. El Colegio de Michoacán, A.C. 

189. El Colegio de San Luis, A.C. 

190. Instituto de Ecología, A.C. 

191. Instituto Potosino de Investigación Científica y Tecnológica, A.C. 

SUBTOTAL: 101. 

FIDEICOMISOS PUBLICOS 

SECRETARIA DE LA DEFENSA NACIONAL 
192. Fideicomiso para Construcciones Militares (en proceso de desincorporación) 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
193. Fideicomiso Liquidador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares de Crédito (en proceso  

de desincorporación) 
194. Fondo de Capitalización e Inversión del Sector Rural 
195. Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura 
196. Fondo de Garantía y Fomento para las Actividades Pesqueras 
197. Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda 
198. Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios 
199. Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios 
SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 
200. Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares 
201. Fondo Nacional para el Fomento de las Artesanías 
SECRETARIA DE ECONOMIA 
202. Fideicomiso de Fomento Minero 
SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACION 
203. Fideicomiso de Riesgo Compartido 
204. Fondo de Empresas Expropiadas del Sector Azucarero 
SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
205. Fideicomiso de Formación y Capacitación para el Personal de la Marina Mercante Nacional  
SECRETARIA DE EDUCACION PUBLICA 
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206. Fideicomiso de los Sistemas Normalizado de Competencia Laboral y de Certificación de 
Competencia Laboral 

207. Fideicomiso para la Cineteca Nacional 
SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
208. Fondo de Fomento y Garantía para el Consumo de los Trabajadores 
SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA 
209. Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal 
SECRETARIA DE TURISMO 
210. Fondo Nacional de Fomento al Turismo 
CONSEJO NACIONAL DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 
211. Fondo de Información y Documentación para la Industria 
212. Fondo para el Desarrollo de Recursos Humanos 

SUBTOTAL: 21. 

TOTAL: 212. 

La información contenida en el presente listado fue proporcionada por las coordinadoras de sector  
y globalizadoras de la Administración Pública Federal Paraestatal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 48, 49 y 50 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Esta relación se elaboró con la documentación disponible al 31 de julio de 2005, y no incluye a organismos 
expresamente previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como autónomos,  
ni a los referidos en el artículo 3o. de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. 

Tampoco incluye a los grupos aeroportuarios y las empresas en las que el Gobierno Federal mantiene 
participación accionaria, en virtud de los procesos existentes respecto a dicha tenencia. 

México, D.F., a 4 de agosto de 2005.- El Procurador Fiscal de la Federación, Luis Felipe Mancera  
de Arrigunaga.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL 
ACUERDO de Coordinación para la asignación y operación de subsidios del Programa Hábitat Vertiente General 
del Ramo Administrativo 20 Desarrollo Social, que suscriben la Secretaría de Desarrollo Social y el Estado de 
Nuevo León. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Desarrollo Social. 

ACUERDO DE COORDINACION PARA LA ASIGNACION Y OPERACION DE SUBSIDIOS DEL PROGRAMA HABITAT 
VERTIENTE GENERAL DEL RAMO ADMINISTRATIVO 20 “DESARROLLO SOCIAL”, QUE SUSCRIBEN POR UNA 
PARTE EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVES DE LA SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL, EN LO SUCESIVO 
“LA SEDESOL”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR EL SUBSECRETARIO DE DESARROLLO URBANO Y 
ORDENACION DEL TERRITORIO, DOCTOR RODOLFO TUIRAN GUTIERREZ, ASISTIDO POR EL DELEGADO EN EL 
ESTADO DE NUEVO LEON, C. DOCTOR FRANCISCO JAVIER CANTU TORRES; POR OTRA PARTE, EL ESTADO DE 
NUEVO LEON, EN LO SUCESIVO “EL ESTADO”, REPRESENTADO POR EL C. GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL 
ESTADO, JOSE NATIVIDAD GONZALEZ PARAS, CON LA ASISTENCIA DE LOS CC. SECRETARIO GENERAL DE 
GOBIERNO, NAPOLEON CANTU CERNA; SECRETARIO DE FINANZAS Y TESORERO GENERAL DEL ESTADO, 
RUBEN EDUARDO MARTINEZ DONDE; CON LA INTERVENCION DE LA CONTRALORA INTERNA DEL GOBIERNO 
DEL ESTADO, NORA ALICIA LIVAS VERA; LA COMPARECENCIA DEL ORGANISMO PUBLICO DESCENTRALIZADO 
DENOMINADO CONSEJO DE DESARROLLO SOCIAL, EN LO SUCESIVO “EL CONSEJO”, REPRESENTADO POR SU 
PRESIDENTA EJECUTIVA Y COORDINADORA GENERAL DEL COMITE DE PLANEACION PARA EL DESARROLLO 
DEL ESTADO, ALEJANDRA RANGEL HINOJOSA Y DEL FIDEICOMISO FOMENTO METROPOLITANO DE 
MONTERREY, REPRESENTADO POR FELIPE ENRIQUEZ HERNANDEZ, DIRECTOR EJECUTIVO DEL FIDEICOMISO, 
EN ADELANTE “FOMERREY”; EN EL MARCO DEL CONVENIO DE COORDINACION PARA EL DESARROLLO SOCIAL Y 
HUMANO, SUSCRITO ENTRE LAS PARTES, EN LO SUCESIVO “EL CONVENIO MARCO”. 

ANTECEDENTES 

El Convenio de Coordinación para el Desarrollo Social y Humano, tiene por objeto: concertar programas, 
acciones y recursos con el fin de trabajar de manera corresponsable en la tarea de superar la pobreza y 
mejorar las condiciones sociales y económicas de la población, mediante la instrumentación de políticas 
públicas que promuevan el desarrollo humano, familiar, comunitario y productivo, con equidad y seguridad, 
atendiendo al mismo tiempo, el desafío de conducir el desarrollo urbano y territorial. 

Por acuerdo de las Partes se establece en la cláusula séptima de “EL CONVENIO MARCO”, que la 
operación de dicho instrumento se realizará a través de la suscripción de acuerdos o convenios de 
coordinación y anexos de ejecución anuales, en los que se estipulará la realización de programas, proyectos, 
acciones, obras y servicios otorgando la participación que, en su caso, corresponda a los municipios. Cuando 
se pretenda la ejecución de acciones por los gobiernos federal y estatal con la participación de grupos 
sociales o con particulares, se suscribirán convenios de concertación. 

“LA SEDESOL” manifiesta que para efectos de este Acuerdo de Coordinación obtuvo de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público la autorización correspondiente para comprometer recursos para el presente 
ejercicio fiscal a través del oficio de autorización número OM/DGPP/410.20/00243/04 de fecha 28 de enero  
de 2004. 

DECLARACIONES 

I. Declara “LA SEDESOL” a través de sus representantes: 

I.1. Declara la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio: que es una dependencia 
del Ejecutivo Federal, de conformidad con el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal. 

I.2. Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de la misma Ley, tiene entre sus atribuciones: 

A) Formular, conducir y evaluar la política general de desarrollo social para el combate efectivo a 
la pobreza, en particular la de asentamientos humanos, desarrollo urbano y vivienda; 

B) Coordinar las acciones que incidan en el combate a la pobreza fomentando un mejor nivel de 
vida en lo que el Ejecutivo Federal convenga con los gobiernos estatales y municipales, 
buscando en todo momento propiciar la simplificación de los procedimientos y establecimiento 
de las medidas de seguimiento y control; 
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C) Evaluar la aplicación de las transferencias de los fondos a favor de estados y municipios, y de 
los sectores social y privado que se deriven de las acciones e inversiones convenidas; 

D) Prever a nivel nacional las necesidades de tierra para desarrollo urbano y vivienda, 
considerando la disponibilidad de agua determinada por la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales y la Comisión Nacional del Agua. 

E) Elaborar, apoyar y ejecutar programas para satisfacer las necesidades de suelo urbano y el 
establecimiento de provisiones y reservas territoriales para el adecuado desarrollo de los 
centros de población, y 

F) Promover la construcción de obras de infraestructura y equipamiento para el desarrollo regional 
y urbano y el bienestar social, en coordinación con los gobiernos estatales y municipales y con 
la participación de los sectores social y privado. 

I.3. Que el Subsecretario de Desarrollo Urbano y Ordenación del Territorio, doctor Rodolfo Tuirán 
Gutiérrez, cuenta con las facultades para suscribir el presente instrumento, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 6 y 8 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social en vigor. 

I.4. Que el doctor Francisco J. Cantú Torres, en su carácter de Delegado de esta dependencia en el 
Estado de Nuevo León, cuenta con las facultades para suscribir el presente Acuerdo, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 43 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social en 
vigor. 

I.5. Que para los efectos del presente instrumento, señala como domicilio el ubicado en Zaragoza 
número 1000 Sur, Condominio Acero, mezzanine 1, en Monterrey, N.L., código postal 64000. 

II. Declara “EL ESTADO” a través de sus representantes: 

II.1. Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 29 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León, el Estado de Nuevo León es 
una entidad libre y soberana que forma parte de la Federación y tiene personalidad jurídica. 

II.2. Que de conformidad con los artículos 30, 81, 85 fracciones X y XXVIII, 87, 88, 135 y demás relativos 
de la Constitución Política del Estado de Nuevo León; 2, 4, 6, 7, 14, 18 fracciones I, IV, 21, 24, 32, 41 
fracción I y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Nuevo León, está 
facultado para celebrar y suscribir el presente instrumento. 

II.3. Que el Titular del Ejecutivo del Estado es el jefe y responsable de la Administración Pública del 
Estado de Nuevo León, quien podrá convenir con la Federación la realización de acciones para 
fortalecer la planeación de los programas de gobierno, coordinar éstos con la ejecución de obras de 
prestación de servicios y, en general, de cualquier otro propósito de beneficio colectivo y con tal 
personalidad comparece a celebrar el presente Convenio, con la asistencia de los titulares de las 
dependencias y entidades estatales señaladas en el proemio, quienes por razón de su competencia y 
en ejercicio del refrendo ministerial, comparecen a la suscripción del presente instrumento. 

II.4. Que señala como domicilio para los efectos del presente Convenio, el ubicado en Palacio de 
Gobierno, sito en las calles de 5 de Mayo y Zaragoza, en la zona centro de la ciudad de Monterrey, 
Nuevo León, código postal 64000. 

III. Declara “EL CONSEJO” a través de su representante: 

III.1. Que de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 41 fracción 1 y 42 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública para el Estado de Nuevo León, es un Organismo Público Descentralizado de 
Participación Ciudadana, que tiene como objetivo, entre otros, coordinar, ejecutar y evaluar las 
políticas de desarrollo social para el combate a la pobreza en beneficio de grupos o familias en 
situación de marginación rural o urbana y vincular las relaciones en materia de política social con la 
Federación, los estados, municipios e instituciones públicas y privadas. 

III.2. Que en términos de lo dispuesto en el artículo 8 fracción X de la Ley del Consejo de Desarrollo 
Social, tiene como atribución realizar las acciones que le corresponden al Estado en materia de 
desarrollo social y ejecutar las acciones correspondientes a los proyectos y programas que se 
implementen en forma coordinada con la Federación, estados, municipios y particulares. 
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III.3. Que la licenciada Alejandra Rangel Hinojosa, cuenta con facultades para suscribir el presente 
Acuerdo, en términos de lo dispuesto por el artículo 30 fracción VI de la Ley del Consejo de 
Desarrollo Social, acreditando su carácter de Presidenta Ejecutiva del Consejo de Desarrollo Social, 
con el nombramiento expedido por el C. Gobernador Constitucional del Estado, licenciado José 
Natividad González Parás, con apoyo en los artículos 85 fracción III de la Constitución Política del 
Estado de Nuevo León, 3, 41 fracción 1, 42 y décimo primero transitorio de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública para el Estado de Nuevo León. 

III.4. Que señala como domicilio legal el ubicado en la calle Churubusco número 495 Norte, en la colonia 
Fierro en esta ciudad de Monterrey, Nuevo León. 

IV. Declara “FOMERREY” a través de su representante: 

IV.1. Que el Gobierno Federal y el Gobierno del Estado de Nuevo León, constituyeron con el carácter de 
fideicomitentes, ante Nacional Financiera, Sociedad Anónima, ahora Sociedad Nacional de Crédito, 
en su calidad de institución fiduciaria el Fideicomiso denominado Fomento Metropolitano de 
Monterrey (FOMERREY), mediante contrato de fideicomiso celebrado con fecha 30 de julio  
de 1973, mismo que en cumplimiento al Acuerdo Presidencial deI 22 de junio de 1984, fue objeto de 
modificación asumiendo el Gobierno del Estado de Nuevo León el carácter de fideicomitente único. 
El contrato constitutivo del fideicomiso ha sido objeto de otras modificaciones, siendo la última de 
ellas la que se contiene en el Convenio Modificatorio celebrado con fecha 18 de septiembre de 2003. 

IV.2. Que sus fines son atender el desarrollo armónico y urbano de la ciudad de Monterrey y su área de 
influencia, incluyendo a todos los municipios del Estado de Nuevo León, con el objeto de resolver los 
problemas de precarismo y el problema habitacional de los mismos, entre otros. 

lV.3. Que la personalidad jurídica de su representante para celebrar el presente instrumento, la justifica 
con la escritura pública número 29,810 de fecha 31 de octubre de 2003, pasada ante la fe del  
licenciado José Daniel Labardini Schettino, Notario Público de la Propiedad y del Comercio de 
Monterrey, Nuevo León, bajo el número 11229, volumen 4, libro primero, en fecha 7 de noviembre  
de 2003. 

Con base en lo antes expuesto y con fundamento en los artículos 32 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 33, 34 y 44 de la Ley de Planeación; 1o., 2o. y 25 de la Ley de Presupuesto, 
Contabilidad y Gasto Público Federal; 1o., 6, 7, 8, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos 
Humanos; 55, 56 y 57 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2004, 
en los artículos 6, 7 y 43 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 13 de septiembre de 2001; en el Acuerdo por el que se delegan facultades a los 
titulares de las delegaciones de la Secretaría de Desarrollo Social en las entidades federativas, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 31 de octubre de 2001; en el Acuerdo por el que se emiten y publican las 
Reglas de Operación del Programa Hábitat del Ramo Administrativo 20 “Desarrollo Social”; 30, 81, 85, 87, 88, 
118, 120 y 135 de la Constitución Política del Estado de Nuevo León; 2, 4, 7, 8, 14, 18 fracciones I y IV, 21, 
24, 32, 41 fracción I y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Nuevo León; 8 
fracción X, 30 fracción VI de la Ley del Consejo de Desarrollo Social; primero y segundo fracción II del Decreto 
por el que se crea el Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de Nuevo León, publicado en el 
Periódico Oficial del Estado el 1 de mayo de 1981; artículo 7 fracción XI del Reglamento Interno del Comité de 
Planeación para el Desarrollo del Estado de Nuevo León publicado en el Periódico Oficial del Estado el 26 
de diciembre de 1984; 1, 15, 35 y 36 de la Ley de Administración Financiera para el Estado de Nuevo León; 
artículos 10 fracción IV, 11, 12 fracción X y 192 y demás aplicables de la Ley de Ordenamiento Territorial de 
los Asentamientos Humanos y de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León y de conformidad con lo 
establecido en las cláusulas tercera y séptima de “EL CONVENIO MARCO” las Partes celebran el presente 
Acuerdo de Coordinación en lo términos de las siguientes: 

CLAUSULAS 

CAPITULO I.- DEL OBJETO 

PRIMERA.- El presente Acuerdo de Coordinación tiene por objeto coordinar las acciones y recursos del 
Programa Hábitat entre “LA SEDESOL” y “EL ESTADO” a través de un esfuerzo conjunto y complementario 
que impulse el trabajo corresponsable del Programa Hábitat en las ciudades y zonas de atención prioritaria 
seleccionadas. 
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SEGUNDA.- “LA SEDESOL” y “EL ESTADO” se comprometen a adoptar un esquema de aportación 
complementario en el Programa materia del presente Acuerdo, conforme al presupuesto autorizado a cada 
orden de gobierno. 

La ejecución del Programa Hábitat tendrá su sustento en propuestas de aplicación de subsidios, en las 
que se consigne la información correspondiente a la aportación federal, estatal y, en su caso, municipal, con 
apego a lo establecido en las Reglas de Operación del Programa, publicada en el Diario Oficial  
de la Federación en fecha 23 de marzo de 2004. 

CAPITULO II.- DE LA DETERMINACION DE LAS CIUDADES Y MUNICIPIOS POR APOYAR 

TERCERA.- “LA SEDESOL” y “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” promoverán que sus acciones se 
ejecuten en un marco de concurrencia y articulación de esfuerzos dirigidos a aquellas zonas de atención 
prioritaria en ciudades y zonas metropolitanas seleccionadas que por sus condiciones de pobreza y 
marginación así lo requieran, de acuerdo con los criterios de elegibilidad establecidos en las Reglas de 
Operación, asimismo, se brindará atención diferenciada con apoyos específicos a la población en situación  
de pobreza, así como a las prioridades locales en materia de desarrollo urbano y ordenamiento territorial, de 
conformidad con lo establecido en “EL CONVENIO MARCO”, por lo que las Partes convienen la atención a las 
siguientes ciudades y municipios: 

Ciudad Municipio 
Zona Metropolitana de Monterrey Monterrey, Santa Catarina, General Escobedo 

y Juárez. 
 
CAPITULO III.- DEL FINANCIAMIENTO DEL PROGRAMA HABITAT 

III.1.- ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS DE LA FEDERACION 

Distribución Federal 

CUARTA.- “LA SEDESOL” asignará a “EL ESTADO” recursos presupuestarios federales del Programa 
Hábitat previstos en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2004, 
conforme a lo establecido en el artículo 57 de dicho ordenamiento legal y las Reglas de Operación del 
Programa por la cantidad total de $43´037,560.49 (cuarenta y tres millones treinta y siete mil quinientos 
sesenta pesos 49/100 M.N.). 

Dichos recursos serán destinados en las modalidades del Programa Hábitat Vertiente General, conforme a 
los criterios establecidos en las Reglas de Operación y sus Lineamientos Específicos. 

QUINTA.- La ministración de recursos federales para el Programa Hábitat se hará considerando la 
estacionalidad de gasto y, en su caso, el calendario presupuestario autorizado por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, a través del Sistema Integral de Administración Financiera Federal. 

SEXTA.- De la aplicación y ejercicio de los subsidios señalados será responsable “EL ESTADO”, por 
conducto de “EL CONSEJO” y demás ejecutores, de acuerdo con los instrumentos que se suscriban al efecto 
y de conformidad con lo establecido en las Reglas de Operación del Programa Hábitat, publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación por “LA SEDESOL”. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, el Presidente Ejecutivo de “EL CONSEJO” suscribirá en 
representación de “EL ESTADO” los anexos, acuerdos o convenios de coordinación que sean necesarios para 
la operación y materialización del presente Programa, por sí misma o en coordinación con las dependencias 
del Estado que, en base a las acciones a realizar, tengan competencia directa en la materia; esto bajo los 
lineamientos establecidos en las Reglas de Operación del Programa. 

III.2.- ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS DEL ESTADO 
Distribución Estatal 
SEPTIMA.- “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO”, conforme a su disponibilidad presupuestal se 

compromete a aportar recursos en el Programa Hábitat por la cantidad de $43´037,560.49 (cuarenta y tres 
millones treinta y siete mil quinientos sesenta pesos 49/100 M.N.), para los proyectos y acciones que se 
ejecutarán en las zonas de atención prioritarias, concertadas por las Partes que celebran este documento. 
Dichas zonas se señalan en el Anexo 1, el cual se integrará en un plazo máximo de 30 días, posterior a la 
firma de este instrumento y formará parte del presente Acuerdo. 

Por su parte, “FOMERREY” aportará recursos propios por la cantidad de $6´455,634.07 (seis millones 
cuatrocientos cincuenta y cinco mil seiscientos treinta y cuatro pesos 07/100 M.N.) para la adquisición de 
reservas de suelo para el desarrollo de vivienda para la población de escasos recursos, previa aprobación  
de su Comité Técnico. 
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CAPITULO IV.- DE LAS METAS 

OCTAVA.- “LA SEDESOL” y “EL ESTADO” convienen en alcanzar con los recursos y esfuerzos 
convenidos, las siguientes metas cuya descripción se señala en las Reglas de Operación: 

 
Número de familias a ser atendidas 

(1) 
Hectáreas adquiridas para suelo para vivienda 

social y desarrollo urbano 
15,782 58.69 

1.- Asume una inversión total federal más estatal de $19´366,902.22 (diecinueve millones trescientos sesenta y seis mil 
novecientos dos pesos 22/100 M.N.) y un precio de adquisición de $330,000.00/Ha. 

2.- La cantidad de hectáreas podrá variar en función del precio final de adquisición por hectárea. 

Asimismo, las Partes acuerdan que las metas para las acciones emblemáticas del Programa, definidas 
para las ciudades participantes, se especificarán en el Anexo 2, el cual se integrará en un plazo máximo de 30 
días, posterior a la firma de este instrumento y que formará parte del presente Acuerdo. 

CAPITULO V.- DE LAS RESPONSABILIDADES 

NOVENA.- El Programa Hábitat, se sujetará en su instrumentación, operación, ejecución, evaluación, 
medición y seguimiento a lo que establece el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2004, a las respectivas Reglas de Operación, a las demás disposiciones legales federales 
aplicables y a los instrumentos jurídicos, técnicos y operativos derivados de las Reglas de Operación. 

DECIMA.- “LA SEDESOL” y “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” convienen en que los subsidios 
destinados a la entidad que no se comprometan en las fechas señaladas en las Reglas de Operación y 
siempre que esta circunstancia obedezca a situaciones imputables a “EL ESTADO” podrán reasignarse por 
“LA SEDESOL” a otras ciudades y municipios dentro de la misma entidad o a otras entidades del país. Dichas 
modificaciones presupuestarias serán notificadas por la Delegación de “LA SEDESOL” en la entidad al 
Coordinador General del COPLADE. Al final del ejercicio, a través de un Acuerdo Modificatorio, se 
especificarán todas y cada una de las asignaciones que se hayan modificado, integrándose al presente 
Acuerdo de Coordinación. 

DECIMA PRIMERA.- Las Partes se comprometen a: 

A) “LA SEDESOL”: 

a) Cumplir en el ámbito de su responsabilidad, lo que señalan las Reglas de Operación y los 
Lineamientos Específicos del Programa Hábitat. 

b) Que cuando en la ejecución de los proyectos, obras o acciones financiados por el Programa 
Hábitat corresponda a municipios, la asunción de dichos compromisos deberá ser con la 
participación de los tres órdenes de gobierno y, en su caso, con organizaciones de la sociedad 
civil y la población beneficiaria. 

c) A través de su Delegación apoyar en coordinación con “EL CONSEJO”, las gestiones de 
autorización y radicación de los subsidios en el ámbito de su responsabilidad. 

B) “EL ESTADO” por conducto de “EL CONSEJO” y “FOMERREY”: 

Se comprometen en la distribución de los recursos a: 

a) Cumplir en el ámbito de su responsabilidad, lo que señalan las Reglas de Operación y los 
Lineamientos Específicos del Programa Hábitat. 

b) A la correcta aplicación de los subsidios federales materia del presente Acuerdo de 
Coordinación, que se le asignen, sujetándose para estos efectos para su ejercicio a las Reglas 
de Operación y demás disposiciones normativas del Programa Hábitat. 

c) Que sus dependencias y entidades ejecutoras cumplan con los compromisos asumidos a nivel 
presupuestario con las metas que involucren tanto aportaciones federales como estatales, 
diferenciando para estos efectos su fuente de origen y de aplicación. 

d) Que cuando en la ejecución de los proyectos, obras o acciones financiados por el Programa 
Hábitat corresponda a los municipios la asunción de dichos compromisos, deberá ser con la 
participación de los tres órdenes de gobierno y, en su caso, con organizaciones de la sociedad 
civil y la población beneficiaria. 
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e) En el ámbito de su jurisdicción, como instancia de ejecución de los recursos, elaborar cuando le 
sea requerida la justificación de las obras y acciones ejecutadas en la entidad federativa.  
En el caso de que la ejecución corresponda a municipios, se hará por conducto de  
“EL CONSEJO”, conforme a los lineamientos expedidos al efecto. 

f) Que conforme a las Reglas de Operación, en su caso, garanticen la aportación correspondiente 
de los beneficiarios. 

CAPITULO VI.- DE LOS TRABAJOS DE SEGUIMIENTO, EVALUACION Y CONTROL DE LOS 
RECURSOS DEL PROGRAMA HABITAT 

DECIMA SEGUNDA.- “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” asume el compromiso de proporcionar al 
Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Desarrollo Social, informes trimestrales de seguimiento del 
Programa Hábitat, cuando el responsable ejecutor de dichos recursos sea el Ejecutivo Estatal. Para el caso de 
que el responsable ejecutor sea el Municipio, éste informará a “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” el 
que a su vez informará a “LA SEDESOL” en un lapso de 15 días naturales después de concluido el trimestre 
correspondiente, conforme a los lineamientos que emita esa dependencia. 

Las instancias ejecutoras enviarán los informes de seguimiento, avance y consolidación del ejercicio y 
operación de obras y acciones a “LA SEDESOL”, a través de su Delegación Estatal, de manera periódica  
y cuando para fines de evaluación y seguimiento lo requieran las instancias normativas. Para ello  
“LA SEDESOL” definirá los métodos de captación de información. 

“EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” y “FOMERREY”, podrán solicitar a “LA SEDESOL” apoyo, 
asistencia técnica y capacitación sobre los trabajos de seguimiento, evaluación y control de dichos recursos. 

Asimismo, “LA SEDESOL”, “EL ESTADO” a través de “EL CONSEJO” y, en su caso, los municipios 
colaborarán, en el ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones, en la operación de un sistema de 
información en acciones de capacitación que apoyen las actividades de medición, seguimiento y evaluación. 

DECIMA TERCERA.- “LA SEDESOL” promoverá la aplicación de diferentes métodos de captación de 
información y medición de avances para el seguimiento y evaluación del Programa Hábitat. Para ello,  
“EL ESTADO” por conducto de “EL CONSEJO” apoyará estas tareas, promoviendo la colaboración de los 
municipios y de los beneficiarios, especialmente en lo que corresponde a la captación de la información que 
se requiera de los estudios de campo. 

DECIMA CUARTA.- El control, vigilancia y evaluación de los subsidios federales a que se refiere la 
cláusula cuarta del presente instrumento corresponderá a “LA SEDESOL”, a la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público (SHCP), a la Secretaría de la Función Pública (SFP) y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización Superior de la Federación y demás disposiciones aplicables, sin perjuicio de 
las acciones de vigilancia, control y evaluación que en coordinación con la SFP, realice la Contraloría del 
Ejecutivo Estatal. 

DECIMA QUINTA.- Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente instrumento,  
“LA SEDESOL” y “EL ESTADO” por conducto de “EL CONSEJO” se comprometen a revisar periódicamente 
su contenido, así como adoptar las medidas necesarias para establecer el enlace y la comunicación requerida 
para dar el debido seguimiento a los compromisos asumidos. 

Las Partes convienen en que la SFP podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “EL CONSEJO” en los términos del presente instrumento. 

CAPITULO VII.- ESTIPULACIONES FINALES 
DECIMA SEXTA.- En caso de incumplimiento de los términos del presente instrumento, atribuible a  

“EL ESTADO” el Ejecutivo Federal, con fundamento en lo señalado en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación para el Ejercicio Fiscal 2004 y las leyes federales aplicables de la materia, a través de la  
“LA SEDESOL” podrá suspender la radicación de recursos o bien solicitar su reintegro, escuchando 
previamente la opinión de la dependencia estatal competente. 

En el supuesto de que “LA SEDESOL” incumpla los términos del presente Acuerdo, “EL ESTADO”, 
después de escuchar la opinión de “LA SEDESOL”, podrá suspender las acciones y recursos 
complementarios suscritos a través del presente instrumento. 

DECIMA SEPTIMA.- Las Partes acuerdan que los saldos disponibles de los subsidios federales, que no se 
encuentren devengados al término del ejercicio fiscal 2004, se reintegrarán a la Tesorería de la Federación. 
En cuanto a los rendimientos financieros de dichos saldos, éstos serán reintegrados invariablemente dentro 
de los primeros cinco días siguientes al mes de su correspondiente generación. En ambos casos los 
reintegros se efectuarán en los términos de las disposiciones aplicables. 
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DECIMA OCTAVA.- El presente Acuerdo de Coordinación se podrá revisar, adicionar, modificar o dar por 
terminado de común acuerdo por las Partes. Dichas modificaciones deberán constar por escrito y entrarán en 
vigor a partir de su suscripción. 

DECIMA NOVENA.- Las Partes realizarán las acciones necesarias para cumplir con los compromisos 
pactados en este Acuerdo de Coordinación. En el evento de que se presenten casos fortuitos o de fuerza 
mayor que motiven el incumplimiento a lo pactado, la contraparte quedará liberada del cumplimiento 
de las obligaciones que le son correlativas, debiendo comunicar dichas circunstancias por escrito a la 
brevedad posible. 

VIGESIMA.- Serán causas de inobservancia del presente Acuerdo, las siguientes: 
1. El incumplimiento a los lineamientos que establece el Decreto de Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal 2004, a las Reglas de Operación del Programa Hábitat y demás 
disposiciones jurídica-administrativas aplicables. 

2. La aplicación de los subsidios federales asignados por medio de este Acuerdo a “EL ESTADO” a 
fines distintos de los pactados, y 

3. La falta de entrega de la información, reportes y demás documentación prevista en este Acuerdo y en 
los diversos instrumentos derivados del mismo. 

VIGESIMA PRIMERA.- Este Acuerdo surte sus efectos desde el día primero de enero hasta el treinta y 
uno de diciembre del año dos mil cuatro y deberá publicarse, de acuerdo con lo establecido en el artículo 36 
de la Ley de Planeación, en el Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado, con el 
propósito de que la población conozca las acciones coordinadas de la Federación con el Estado. 

Este Programa es de carácter público, no es patrocinado ni promovido por partido político alguno y sus 
recursos provienen de los impuestos que pagan todos los contribuyentes. Está prohibido el uso de este 
Programa con fines políticos, electorales, de lucro y otros distintos a los establecidos. Quien haga uso 
indebido de los recursos de este Programa deberá ser denunciado y sancionado de acuerdo con la Ley 
aplicable y ante la autoridad competente. 

Leído que fue y debidamente enterados del alcance y contenido legal, se firma el presente Acuerdo de 
Coordinación en tres ejemplares, en la ciudad de Monterrey, Nuevo León, a los catorce días del mes de abril 
de dos mil cuatro.- Por la Secretaría de Desarrollo Social: el C. Subsecretario de Desarrollo Urbano y 
Ordenación del Territorio, Rodolfo Tuirán Gutiérrez.- Rúbrica.- El C. Delegado en el Estado de Nuevo León, 
Francisco Javier Cantú Torres.- Rúbrica.- Por el Estado: el C. Gobernador Constitucional del Estado de 
Nuevo León, José Natividad González Parás.- Rúbrica.- El C. Secretario General de Gobierno, Napoleón 
Cantú Cerna.- Rúbrica.- El C. Secretario de Finanzas y Tesorero General del Estado, Rubén Eduardo 
Martínez Dondé.- Rúbrica.- La C. Contralora Interna del Gobierno del Estado, Nora Alicia Livas Vera.- 
Rúbrica.- La C. Presidenta Ejecutiva del Consejo de Desarrollo Social y Coordinadora General del COPLADE, 
Alejandra Rangel Hinojosa.- Rúbrica.- El C. Director Ejecutivo de Fomerrey, Felipe Enríquez Hernández.- 
Rúbrica. 

Anexo I 

ACCIONES EMBLEMATICAS CONCERTADAS  
EN EL ESTADO DE NUEVO LEON 

De acuerdo a lo señalado en la CLAUSULA SEPTIMA del ACUERDO DE COORDINACION PARA LA 
ASIGNACION Y OPERACION DE SUBSIDIOS DEL PROGRAMA HABITAT VERTIENTE GENERAL, signado 
el 14 de abril de 2004 entre la SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
NUEVO LEON, las Partes convienen en que las zonas de atención prioritaria donde se desarrollarán las 
acciones y proyectos del Programa Hábitat Vertiente General son las siguientes: 

Ciudad Zona de Atención Prioritaria (Polígono) 
MONTERREY 19010 y 19039 
JUAREZ 19030, 19031, 19032 y 19033 
GARCIA 19004 y 19005 
ESCOBEDO 19008, 19014, 19017 y 19020 
SANTA CATARINA 19054 

 
Leído que fue y debidamente enterados del alcance y contenido legal, se firma el presente Anexo en la 

ciudad de Monterrey, Nuevo León, a los catorce días del mes de mayo de dos mil cuatro.- Por la Secretaría de 
Desarrollo Social: el C. Delegado en el Estado de Nuevo León, Francisco J. Cantú Torres.- Rúbrica.- Por el 
Estado: la C. Presidenta Ejecutiva del Consejo de Desarrollo Social y Coordinadora General del COPLADE, 
Alejandra Rangel Hinojosa.- Rúbrica. 
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Anexo II 

ACCIONES EMBLEMATICAS CONCERTADAS  
EN EL ESTADO DE NUEVO LEON 

De acuerdo a lo señalado en la CLAUSULA OCTAVA del ACUERDO DE COORDINACION PARA LA 
ASIGNACION Y OPERACION DE SUBSIDIOS DEL PROGRAMA HABITAT VERTIENTE GENERAL, signado 
el 14 de abril de 2004 entre la SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL Y EL GOBIERNO DEL ESTADO DE 
NUEVO LEON, las Partes convienen en que las acciones emblemáticas que se llevarán a cabo en las zonas 
de atención prioritarias son: 

Acciones emblemáticas de desarrollo social: 

Acción Meta 
Construcción de centros de desarrollo comunitario 5 

Apoyo a la integración de grupos en situación de vulnerabilidad 13 
 

Acciones emblemáticas de desarrollo urbano: 

Acción Meta 
Construcción o mejoramiento de infraestructura urbana básica 23 

Construcción, rehabilitación de parques y jardines y de espacios 
deportivos y recreativos 

5 

Construcción de reserva de suelo para la vivienda y desarrollo urbano 1 

Acciones de prevención de desastres y mitigación de riesgos 3 

Acciones encaminadas a impulsar la planeación urbana 2 
 
Leído que fue y debidamente enterados del alcance y contenido legal, se firma el presente Anexo en la 

ciudad de Monterrey, Nuevo León, a catorce de mayo de dos mil cuatro.- Por la Secretaría de Desarrollo 
Social: el C. Delegado en el Estado de Nuevo León, Francisco J. Cantú Torres.- Rúbrica.- Por el Estado:  
la C. Presidenta Ejecutiva del Consejo de Desarrollo Social y Coordinadora General del COPLADE, Alejandra 
Rangel Hinojosa.- Rúbrica. 

 

 

CONVOCATORIA de Promoción de la Asistencia Social hacia el Desarrollo Social (AS), dirigida a las 
organizaciones de la sociedad civil, a presentar propuestas para participar en el Programa de Coinversión Social 
(PCS) 2005. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Desarrollo Social. 

CONVOCATORIA DE PROMOCION DE LA ASISTENCIA SOCIAL HACIA EL DESARROLLO SOCIAL (AS) DIRIGIDA 
A LAS ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL, A PRESENTAR PROPUESTAS PARA PARTICIPAR EN EL 
PROGRAMA DE COINVERSION SOCIAL (PCS) 2005. 

La Secretaría de Desarrollo Social, por conducto de su órgano administrativo desconcentrado denominado 
Instituto Nacional de Desarrollo Social, con fundamento en los artículos 32 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 40 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Social, y en los 
numerales 3.1, 3.4.1, 3.4.2, 3.5, 4, 5.1 y 5.2 de las Reglas de Operación del Programa Coinversión Social, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de febrero de 2005. 

El objetivo del Programa de Coinversión Social (PCS) es fomentar el desarrollo social de la población en 
situación de pobreza, exclusión, marginación, desigualdad por género o vulnerabilidad social, a través de la 
coinversión y corresponsabilidad del gobierno y la sociedad civil, y la promoción de la igualdad de condiciones 
y oportunidades entre hombres y mujeres. 
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La Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), a través del Instituto Nacional de Desarrollo Social (Indesol), 
y en concordancia con las Reglas de Operación del PCS y los Lineamientos Específicos del Programa 
publicados en el Diario Oficial de la Federación el 18 de febrero y el 23 de marzo de 2005, respectivamente, 
emite la siguiente: 

CONVOCATORIA 

Promoción de la Asistencia Social hacia el Desarrollo Social (AS) 

Dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) para la presentación de proyectos de acuerdo 
con los siguientes términos: 

I. Objetivos 

General 

Fomentar y fortalecer las actividades de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales 
que desarrollan acciones de asistencia social hacia la población que se encuentra en situación de riesgo, 
pobreza, exclusión, marginación, desigualdad por género o vulnerabilidad social. 

Específicos 

■ Favorecer el fortalecimiento y profesionalización de los actores sociales que desarrollan procesos de 
asistencia social a individuos y familias que por sus condiciones físicas, mentales, jurídicas 
o sociales requieran de servicios especializados para su protección y su plena integración a su 
familia, la sociedad y al desarrollo social. 

■ Disminuir los riesgos de las personas en situación vulnerable a través de servicios profesionales de 
calidad que generen procesos de desarrollo social. 

■ Elevar los niveles de protección social de las personas que por su situación familiar, social 
o económica, no puedan acceder a servicios asistenciales privados o públicos. 

II. Características de los Proyectos 

Los proyectos que se presenten deberán enmarcarse en alguna de las siguientes vertientes: Desarrollo 
Humano y Social o Fortalecimiento y Profesionalización Institucional, descritas en el numeral 3.1. de las 
Reglas de Operación del PCS 2005. 

Los proyectos deberán dirigirse directa o indirectamente a la población en situación de pobreza, 
vulnerabilidad, marginación, desigualdad de género o exclusión social. Además tendrán que cumplir con los 
criterios de selección establecidos en el numeral 3.5.2 de las Reglas de Operación del PCS, los cuales 
servirán de base para la dictaminación del proyecto. 

Los proyectos deberán desarrollar, entre otros aspectos, las siguientes temáticas: 

■ Desnutrición; 

■ Deficiencias en el desarrollo físico o mental, discapacidad, incapacidad o necesidades especiales; 

■ Maltrato, abandono o abuso; 

■ Víctimas de cualquier tipo de explotación o delito; 

■ Afectados por enfermedades terminales; 

■ Asistencia a migrantes, desplazados y repatriados; 

■ Víctimas de conflictos armados y de persecución étnica o religiosa; 

■ Embarazos prematuros o no deseados; 

■ Privación de la libertad y defensoría jurídica; 

■ Alcoholismo y farmacodependencia; 

■ Indigencia; 

■ Afectados por desastres naturales. 

La cobertura de la presente Convocatoria es nacional. 

Se dará preferencia a los proyectos que tengan una incidencia más amplia en la población objetivo, 
entendida ésta como un mayor número de beneficiarios, de conformidad con el numeral 3.5.3 inciso a) de los 
criterios de priorización señalados en las Reglas de Operación del PCS. 
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III. Montos de apoyo y porcentajes de coinversión 

El PCS destinará para la presente Convocatoria la cantidad de $2’500,000.00 (dos millones quinientos mil 
pesos 00/100 M.N.), que podrá modificarse de acuerdo con la disponibilidad presupuestaria. A dicha cantidad 
se podrá sumar el aporte de gobiernos estatales y organismos de cooperación. 

El monto máximo de aportación del PCS por proyecto será de $500,000.00 (quinientos mil pesos 
00/100 M.N.). 

Además de considerar el monto máximo de aportación del PCS por proyecto, debe aplicarse el esquema y 
porcentaje de coinversión, según el costo total del proyecto, de acuerdo con la siguiente tabla: 

Costo total del proyecto Máximo de aportación del 
PCS 

Mínimo de aportación de la OSC 

Hasta $150,000.00 75% 25% 

De $150,001.00 hasta $300,000.00 65% 35% 

Más de $300,000.00 55%* 45% 
*La aportación del PCS en ningún caso podrá ser mayor al monto máximo arriba indicado. 

La aportación de la OSC en términos no monetarios podrá ser hasta de un 50%. 

IV. Criterios de participación 

Podrán participar las organizaciones de la sociedad civil que cumplan con lo establecido en el numeral 
3.5.1 de las Reglas de Operación del PCS 2005, que se mencionan a continuación: 

a) Acreditar mediante la constancia que expida el módulo correspondiente, estar inscritas en el Registro 
Federal de las Organizaciones de la Sociedad Civil, para lo cual requerirán, entre otros, no tener 
fines de lucro; cumplir con las disposiciones legales vigentes, y tener un objeto social que sea 
congruente con las tareas de desarrollo social y con los objetivos del proyecto que presentan; 

b) Contar con recibos que cumplan con los requisitos fiscales vigentes (no se aceptarán facturas); 

c) No llevar a cabo acciones de proselitismo hacia partido político, sindicato o religión alguna; 

d) No tener entre sus directivos o representantes a funcionarios públicos en el Poder Ejecutivo 
o en cualquiera de los tres órdenes de gobierno; legisladores locales o federales; o funcionarios 
públicos en el Poder Judicial Federal, estatal o municipal. Lo anterior, no será aplicable para las 
asociaciones municipales; 

e) No tener irregularidades o incumplimientos reportados, observaciones de auditorías sin solventar, 
o cualquier otro tipo de impedimento jurídico-administrativo con la Sedesol, con el Organo Interno de 
Control en la Sedesol, con el Registro Federal de las Organizaciones de la Sociedad Civil 
o cualquier otra dependencia o entidad federal; 

f) Presentar sus proyectos dentro de los plazos y en los términos que señale la presente Convocatoria, 
mediante el formato oficial que con este fin se ponga a disposición en la página de Internet: 
www.indesol.gob.mx. 

V. Documentación solicitada 

Las OSC deberán entregar los siguientes documentos: 

● Disquete de 3.5 pulgadas o CD ROM con formato oficial en versión electrónica del proyecto. 

● Una copia impresa del formato oficial de presentación de proyectos firmada por el (la) representante 
legal de la OSC. 

● Copia simple de la constancia de inscripción al Registro Federal de las Organizaciones de la 
Sociedad Civil. 

● Copia simple del recibo fiscal (no factura) de la OSC con la leyenda de cancelado. 
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● Documentación que respalde la coinversión avalando la cantidad correspondiente a su aportación, 
conforme a lo estipulado en el apartado 3.3.1, inciso g de los Lineamientos Específicos del Programa 
de Coinversión Social. 

● Dos cartas avales de OSC instituciones académicas o autoridades locales, reconocidas 
o vinculadas al sector que el proyecto atiende. Las cartas avales deberán especificar las razones por 
las que se otorga el aval al proyecto y a la organización; y estar elaboradas en papel membretado 
y con firma autógrafa. No se admitirán cartas firmadas “por ausencia”. 

● Relación de beneficiarios del proyecto. En caso de no disponer de ella, deberá sustituirla con una 
carta aclaratoria. 

● Presupuesto desglosado de los gastos del proyecto que incluya costo por concepto y costo total, 
agrupándolo en “Recursos Materiales” y “Recursos Humanos”. Se deberá distinguir entre la 
aportación propuesta por la OSC y la solicitada al PCS. Si es posible, detalle el número de unidades 
y costo unitario. Para el uso exclusivo de los dictaminadores. 

● Propuesta de evaluación de las acciones que se llevarán a cabo. (De acuerdo a su naturaleza, los 
proyectos que resulten apoyados deberán realizar una evaluación de acciones del proyecto). 

● Documento descriptivo de la metodología del proyecto. 

● Documento sobre acuerdos o convenios desarrollados con el proyecto. 

VI. Recepción de los proyectos 

La recepción de proyectos será a partir de la fecha de publicación de esta Convocatoria y hasta el día 26 
de agosto del presente año, en las oficinas de Indesol, sito en 2a. cerrada de Belisario Domínguez número 40, 
colonia Del Carmen, Delegación Coyoacán, código postal 04100, México, D.F., en días hábiles, con un horario 
de 9:00 a 15:00 y 16:00 a 18:00 horas. 

VII. Resultados 

Los proyectos serán validados y, en su caso, dictaminados de acuerdo al esquema señalado en los 
numerales 5.3. y 5.4 de las Reglas de Operación del PCS 2005 y en los numerales 3.3. y 3.4 de 
los Lineamientos Específicos del Programa. 

El Indesol dará a conocer en su página electrónica: www.indesol.gob.mx el status de los proyectos en un 
plazo no mayor a 60 días naturales después del cierre de la presente Convocatoria. 

VIII. Información 

El Indesol será la instancia ejecutora de la presente Convocatoria. 

Es obligación de las OSC participantes, conocer las Reglas de Operación y los Lineamientos Específicos 
del PCS que rigen la presente Convocatoria, los cuales proporcionan información sobre la normatividad, 
características y operación del PCS, mismos que están disponibles en la página electrónica: 
www.indesol.gob.mx. 

Para mayor información dirigirse al Indesol, a los teléfonos: 01800 718-8624, 01800 718-8621; 5554 0390, 
5554 0398, extensiones 68136, 68135, 68133, o por correo electrónico a: difusion_indesol@sedesol.gob.mx. 

La información presentada por las OSC estará sujeta a las disposiciones que establece la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

“Este Programa es de carácter público, no es patrocinado ni promovido por partido político alguno y sus 
recursos provienen de los impuestos que pagan todos los contribuyentes. Está prohibido el uso de este 
Programa con fines políticos, electorales, de lucro y otros distintos a los establecidos. Quien haga uso 
indebido de los recursos de este Programa deberá ser denunciado y sancionado de acuerdo con la ley 
aplicable y ante la autoridad competente.” 

Dado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los dos días del mes agosto de dos mil cinco.- La Titular 
del Instituto Nacional de Desarrollo Social, Cecilia Guadalupe Loría Saviñón.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
ACUERDO que modifica al diverso por el que se da a conocer el cupo para internar al Japón al amparo del 
arancel-cuota establecido en el Acuerdo para el Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados 
Unidos Mexicanos y el Japón, carne y despojos de porcino y preparaciones y conservas de carne de porcino 
originarios de los Estados Unidos Mexicanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía. 

FERNANDO DE JESUS CANALES CLARIOND, Secretario de Economía, con fundamento en el artículo 5 
del Acuerdo para el Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos Mexicanos y el 
Japón; 4o. fracción III, 5o. fracción V, 6o., 14, 17, 20, 23 y 24 de la Ley de Comercio Exterior; 9o. fracción III, 
26, 31, 32, 33 y 35 de su Reglamento, 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 1o. y 5o. 
fracción XVI del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

Que para fortalecer y ampliar las relaciones comerciales con el Japón, con fecha 17 de septiembre de 
2004, se suscribió el Acuerdo para el Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos 
Mexicanos y el Japón, mismo que aprobó el Senado de la República el 18 de noviembre de 2004 y publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2005; 

Que el artículo 5 del Acuerdo para el Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos 
Mexicanos y el Japón establece las condiciones para eliminar o reducir los aranceles aduaneros sobre bienes 
originarios; 

Que es necesario propiciar esquemas de promoción accesibles a las empresas exportadoras de productos 
originarios e incrementar la utilización de los aranceles-cuota establecidos al amparo del Acuerdo para el 
Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos Mexicanos y el Japón; 

Que la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), a través 
del Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA), autoriza  
a aquellos establecimientos Tipo Inspección Federal (TIF) que reúnen las condiciones sanitarias requeridas, 
para exportar productos cárnicos al Japón; 

Que la exportación de carne de cerdo nacional al Japón la han realizado tanto las empresas propietarias 
de los establecimientos TIF autorizados, como otras empresas filiales o independientes, comercializadoras 
o distribuidoras del mismo producto; 

Que el 1 de abril de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el cual se da a 
conocer el cupo para internar al Japón al amparo del arancel-cuota establecido en el Acuerdo para el 
Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos Mexicanos y el Japón, carne y despojos 
de porcino y preparaciones y conservas de carne de porcino originarios de los Estados Unidos Mexicanos, el 
cual es necesario modificar para incorporar a todas las empresas que hayan exportado carne de cerdo 
nacional al Japón procedente de establecimientos autorizados, y 

Que la medida a que se refiere el presente instrumento, ha sido aprobada por la Comisión de Comercio 
Exterior, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO QUE MODIFICA AL DIVERSO POR EL QUE SE DA A CONOCER EL CUPO PARA INTERNAR 
AL JAPON AL AMPARO DEL ARANCEL-CUOTA ESTABLECIDO EN EL ACUERDO PARA EL 

FORTALECIMIENTO DE LA ASOCIACION ECONOMICA ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
Y EL JAPON, CARNE Y DESPOJOS DE PORCINO Y PREPARACIONES Y CONSERVAS DE CARNE DE 

PORCINO ORIGINARIOS DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

ARTICULO UNICO.- Se reforman los artículos segundo, tercero y cuarto del Acuerdo por el cual se da a 
conocer el cupo para internar al Japón al amparo del arancel-cuota establecido en el Acuerdo para el 
Fortalecimiento de la Asociación Económica entre los Estados Unidos Mexicanos y el Japón, carne y despojos 
de porcino y preparaciones y conservas de carne de porcino originarios de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 1 de abril de 2005, para quedar de la siguiente manera: 

ARTICULO SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 24 de la Ley 
de Comercio Exterior, con objeto de incrementar la utilización del cupo de exportación a que se refiere el 
presente Acuerdo y favorecer las corrientes comerciales entre los Estados Unidos Mexicanos y el Japón, a 



22 DIARIO OFICIAL Viernes 12 de agosto de 2005 

partir de la entrada en vigor del presente Acuerdo se aplicará el procedimiento de asignación directa mediante 
la modalidad de “primero en tiempo, primero en derecho”. 

ARTICULO TERCERO.- Podrán solicitar asignación del monto disponible del cupo descrito en el artículo 
primero del presente Acuerdo, las personas físicas y morales establecidas en los Estados Unidos 
Mexicanos que exporten carne de cerdo nacional procedente de establecimientos TIF autorizados por 
SAGARPA-SENASICA, referente a que dichos productos cumplen con las regulaciones sanitarias 
establecidas por el Japón para exportar carne y despojos de porcino, y preparaciones y conservas de porcino 
a ese país. La Secretaría de Economía asignará el monto disponible del cupo hasta agotarlo, de acuerdo al 
procedimiento señalado en el artículo anterior. 

ARTICULO CUARTO.- Para cada año, la primera solicitud de asignación de cada uno de los cupos a que 
se refiere este Acuerdo, deberá presentarse en el formato SE-03-011-1 “Solicitud de asignación de cupo”, en 
la ventanilla de atención al público de la Representación Federal de esta Secretaría que corresponda. 
La Dirección General de Comercio Exterior emitirá, en su caso, constancia de asignación dentro de los siete 
días hábiles siguientes a la fecha de presentación de la solicitud. La hoja de requisitos específicos se 
establece como anexo al presente Acuerdo. 

Una vez obtenida la asignación, el beneficiario deberá solicitar la expedición de certificados de cupo por 
embarque mediante la presentación del formato SE-03-013-5, "Solicitud de certificados de cupo (obtenido 
por asignación directa)" en la ventanilla de atención al público de la misma Representación Federal que 
corresponda, adjuntando copia de factura comercial del producto a exportar, del conocimiento de embarque o 
carta de porte o guía aérea según corresponda y del certificado oficial de inspección de carne para la 
exportación de productos cárnicos de cerdo a Japón, expedido por SAGARPA-SENASICA; la cual emitirá el 
certificado de cupo dentro de los siete días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de expedición. 

Cuando los solicitantes hayan sido beneficiados de tres expediciones, a efecto de poder autorizarle 
certificados subsecuentes, deberán demostrar el ejercicio de por lo menos una de las expediciones otorgadas, 
adjuntando copia del pedimento de exportación correspondiente, así como la información señalada en la hoja 
de requisitos anexa al presente instrumento, o en caso de no haber ejercido cualquiera de ellos, deberá 
devolverlo a la representación federal correspondiente de esta Secretaría. 

TRANSITORIO 

UNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

México, D.F., a 5 de agosto de 2005.- El Secretario de Economía, Fernando de Jesús Canales 
Clariond.- Rúbrica. 

ANEXO 

SECRETARIA DE ECONOMIA 
DIRECCION GENERAL DE COMERCIO EXTERIOR 

REQUISITOS PARA LA ASIGNACION Y EXPEDICION DEL CUPO DE EXPORTACION DE: 
CARNE Y DESPOJOS DE PORCINO, Y PREPARACIONES Y CONSERVAS DE PORCINO 

Fracciones arancelarias: 0203.12, 0203.19, 0203.22, 0203.29, 0206.49, 0210.11, 0210.12, 0210.19, 1602.41 
Asignación Directa mediante la modalidad 
”Primero en tiempo, primero en derecho” 

Beneficiarios:  Personas físicas y morales establecidas en los Estados Unidos Mexicanos. 
   
Solicitud:  Solicitud de Asignación de Cupo (SE-03-011-1). 

Solicitud de Certificado de Cupo (obtenido por asignación directa) (SE-03-013-5). 
   

  Documento Periodicidad 
Documentación 
soporte para la 
expedición del 
certificado de cupo 

 Copia de factura comercial del producto a exportar y del 
conocimiento de embarque o carta de porte o guía aérea 
según corresponda. 
Copia del certificado oficial de inspección de carne para 
la exportación de productos cárnicos de cerdo a Japón, 
expedido por SAGARPA-SENASICA. 

Cada vez que solicite 
certificado de cupo 
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_____________________________ 

RELACION de declaratorias de libertad de terreno número 10/2005. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía. 

RELACION DE DECLARATORIAS DE LIBERTAD DE TERRENO 10/2005 

La Secretaría de Economía, a través de su Dirección General de Minas, con fundamento en los artículos 
1o. y 14 párrafo segundo de la Ley Minera; 6o. fracción III y 33 de su Reglamento, y 33 fracción VIII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y con motivo de la cancelación de las concesiones mineras 
correspondientes por no haber acreditado el pago de derechos sobre minería, de acuerdo con lo preceptuado 
en el artículo 55 fracción III de la citada Ley Minera, resuelve. 

PRIMERO.- Se declara la libertad de terreno que legalmente hayan amparado los lotes mineros que a 
continuación se listan, sin perjuicio de terceros: 

TITULO AGENCIA EXPEDIENT
E 

NOMBRE DEL LOTE SUPERFICIE 
(HAS.) 

MUNICIPIO ESTADO 

192054 ENSENADA, B.C. 321.1/4-730 SAN JOSE 100 ENSENADA B.C. 

210223 ENSENADA, B.C. 6563 SAN LUIS FRACCION I 42.7289 ENSENADA B.C. 

210224 ENSENADA, B.C. 6563 SAN LUIS FRACCION II 26.9285 ENSENADA B.C. 

179439 EX-GUADALUPE Y CALVO, CHIH. 321.1/1-45 SAN NICOLAS DE LOS 

TARROS 

29.8155 GUADALUPE Y CALVO CHIH. 

172423 EX-OCAMPO, CHIH. 321.1/1-32 VELIA 34 MORIS CHIH. 

161046 DURANGO, DGO. 14084 LA PROVIDENCIA 18.9686 GUANACEVI DGO. 

188740 DURANGO, DGO. 20754 EL BAJIO 64 GUANACEVI DGO. 

211353 CHILPANCINGO, GRO. 9250 ADELITA 90.9 MOCHITLAN GRO. 

186314 GUADALAJARA, JAL. 13493 LOS ALPES 124.0869 TEQUILA JAL. 

207315 MORELIA, MICH. 6942 EL TULE FRACCION No. 2 113.6724 HIDALGO MICH. 

193433 EX-ARTEAGA, MICH. 2277 LA COLORADA 86.2098 TEPALCATEPEC MICH. 

205003 MONTERREY, N.L. 13994 LA CAMPANA 20.5855 ARAMBERRI N.L. 

208494 MONTERREY, N.L. 14343 LA ILUSION FRACCION III 1486.083 GALEANA N.L. 

208495 MONTERREY, N.L. 14343 LA ILUSION FRACCION IV 2319.9066 GALEANA N.L. 

186262 TEPIC, NAY. 321.1/9-558 BONANZA I 200 ACAPONETA NAY. 

208100 PUEBLA, PUE. 19 OCHRE 24950 COXCATLAN PUE. 

165656 QUERETARO, QRO. 8000 CRISTO REY 32 PEÑAMILLER QRO. 

207936 CULIACAN, SIN. 9608 AMP. LOMA SACA DE AGUA 200 BADIRAGUATO SIN. 

206379 EX-CUMPAS, SON. 11205 LA CORONA FRACC. II 8.8561 BACOACHI SON. 

177196 HERMOSILLO, SON. 321.1/4-74 CONSTANCIA 495 SUAQUI GRANDE SON. 

206375 MONTERREY, N.L. 14188 MILE 72 CRUILLAS TAMPS. 

216678 ZACATECAS, ZAC. 16870 LA ESMERALDA 18773.2638 PINOS ZAC. 

 
SEGUNDO.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 6o. último párrafo, y 33 fracción V del 

Reglamento de la Ley Minera, los terrenos que se listan en el resolutivo anterior serán libres una vez 
transcurridos 30 días naturales después de la publicación de la presente Declaratoria en el Diario Oficial de 
la Federación, a partir de las 10:00 horas. 

Cuando esta Declaratoria surta efectos en un día inhábil, el terreno o parte de él podrá ser solicitado a las 
10:00 horas del día hábil siguiente. 

TERCERO.- Las unidades administrativas ante las cuales los interesados podrán solicitar información 
adicional respecto a los lotes que se listan en la presente Declaratoria, de conformidad con el procedimiento 
establecido en el artículo 99 del Reglamento de la Ley Minera, son: 

La Subdirección de Minería adscrita a la Delegación Federal de la Secretaría que corresponda a la entidad 
federativa de ubicación del lote, así como la Dirección General de Minas, sita en calle de Acueducto número 4, 
esquina Calle 14 bis, colonia Reforma Social, código postal 11650, en la Ciudad de México, D.F. 

CUARTO.- Conforme a lo dispuesto por la disposición quinta del Manual de Servicios al Público en Materia 
Minera, que señala la circunscripción de las agencias de minería, las solicitudes de concesión  
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de exploración deberán presentarse en la agencia de minería que corresponda a la entidad federativa de 
ubicación del lote. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D.F., a 20 de julio de 2005.- El Director General de Minas, Eduardo Flores Magón López.- 
Rúbrica. 

AVISO de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas PROY-NMX-S-003/1-SCFI-2005,  
PROY-NMX-S-003/2-SCFI-2005 y PROY-NMX-S-003/3-SCFI-2005. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía.- 
Dirección General de Normas. 

AVISO DE CONSULTA PUBLICA DE LOS PROYECTOS DE NORMAS MEXICANAS QUE SE INDICAN 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones XIII y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
51-A, 51-B de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y 19 fracciones I y XV del Reglamento Interior 
de esta Secretaría, publica el aviso de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas que se enlistan 
a continuación, mismos que han sido elaborados y aprobados por el Comité Técnico de Normalización 
Nacional para Productos de Protección y Seguridad Humana. 

De conformidad con el artículo 51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, estos proyectos 
de normas mexicanas, se publican para consulta pública a efecto de que dentro de los siguientes 60 días 
naturales los interesados presenten sus comentarios ante el seno del Comité que los propuso, ubicado en 
Toledo número 13, colonia Alamos, Delegación Benito Juárez, 03400, México, D.F., con copia a esta Dirección 
General, dirigida a la dirección descrita en el párrafo siguiente. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de esta Secretaría, ubicada en Puente de Tecamachalco número 6, Lomas de Tecamachalco,  
Sección Fuentes, Naucalpan de Juárez, 53950, Estado de México, o en el Catálogo Mexicano de  
Normas que se encuentra en la página de Internet de la Dirección General de Normas cuya dirección  
es: http://www.economia.gob.mx. 

CLAVE O CODIGO TITULO DE LA NORMA 

PROY-NMX-S-003/1-SCFI-2005 SEGURIDAD-EQUIPO DE PROTECCION PERSONAL-FILTROS 

OCULARES-PARTE 1: PROTECTORES OCULARES PARA SOLDADURA Y 

TECNICAS AFINES-REQUISITOS DE TRANSMITANCIA Y UTILIZACION. 

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece el código de numeración y los requisitos de transmitancia 
para filtros orientados a proteger a los usuarios que realizan trabajos manuales de soldadura, perforación 
por arco y corte térmico. También se proporciona una guía sobre la selección y uso de estos filtros 

PROY-NMX-S-003/2-SCFI-2005 SEGURIDAD-EQUIPO DE PROTECCION PERSONAL-FILTROS 

OCULARES-PARTE 2: FILTROS ULTRAVIOLETA-REQUISITOS DE 

TRANSMITANCIA Y UTILIZACION. 

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece el código de numeración y los requisitos de transmitancia 
para filtros de protección contra radiación ultravioleta. También incluye una guía sobre recomendaciones 
de selección y uso. 

PROY-NMX-S-003/3-SCFI-2005 SEGURIDAD-EQUIPO DE PROTECCION PERSONAL-FILTROS 

OCULARES-PARTE 3: FILTROS INFRARROJOS-REQUISITOS DE 

TRANSMITANCIA Y UTILIZACION. 
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Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece el código de numeración y los requisitos de transmitancia 
para filtros de protección contra radiación infrarroja. También incluye una guía sobre su selección y uso. 

 

México, D.F., a 1 de agosto de 2005.- El Director General, Miguel Aguilar Romo.- Rúbrica. 

AVISO de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas PROY-NMX-E-114-CNCP-2005,  
PROY-NMX-E-199/1-CNCP-2005, PROY-NMX-E-224-CNCP-2005 y PROY-NMX-E-251-CNCP-2005. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía.- 
Dirección General de Normas. 

AVISO DE CONSULTA PUBLICA DE LOS PROYECTOS DE NORMAS MEXICANAS QUE SE INDICAN 
La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 34 fracciones XIII y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 43, 44 y 46 del Reglamento de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización y 19 fracciones I y XV del Reglamento Interior de esta Secretaría, publica el aviso 
de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas que se enlistan a continuación, mismos que han 
sido elaborados y aprobados por el Organismo Nacional de Normalización denominado Centro de 
Normalización y Certificación de Productos, A.C. (CNCP). 

De conformidad con el artículo 51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, estos proyectos 
de normas mexicanas, se publican para consulta pública a efecto de que dentro de los siguientes 60 días 
naturales los interesados presenten sus comentarios ante el seno del organismo que los propuso, ubicado en 
bulevar Toluca número 40-A, colonia San Andrés Atoto, Naucalpan de Juárez, 53500, Estado de México, o al 
correo electrónico: cncp@cncp.org.mx. 

El texto completo de los documentos puede ser consultado en la Dirección General de Normas de esta 
Secretaría, ubicada en Puente de Tecamachalco número 6, Lomas de Tecamachalco, Sección Fuentes, 
Naucalpan de Juárez, 53950, Estado de México. 

CLAVE O CODIGO TITULO DE LA NORMA 
PROY-NMX-E-114-CNCP-2005 INDUSTRIA DEL PLASTICO-TUBOS DE POLI(CLORURO DE VINILO) 

(PVC) SIN PLASTIFICANTE DE CEDULAS 40, 80 Y 120 PARA EL 
ABASTECIMIENTO DE AGUA A PRESION Y USO INDUSTRIAL-SERIE 
INGLESA-ESPECIFICACIONES (CANCELARA NMX-E-224-1998-SCFI). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones aplicables a los tubos de poli(cloruro de 
vinilo) (PVC) sin plastificante, utilizados en sistemas de abastecimiento de agua para consumo humano y 
conducción de fluidos industriales compatibles con el PVC. Es aplicable a los tubos serie inglesa con 
extremos lisos y con bocina o casquillo, en diámetros de 6 mm a 400 mm, que operan a presión y 
protegidos de los rayos solares. 

PROY-NMX-E-199/1-CNCP-2005 INDUSTRIA DEL PLASTICO -TUBOS DE POLI(CLORURO DE VINILO) (PVC) 
SIN PLASTIFICANTE USADOS EN LA CONSTRUCCION DE SISTEMAS 
SANITARIOS-ESPECIFICACIONES (CANCELARA NMX-E-199/1-1998-SCFI). 

Síntesis 
Esta norma mexicana establece las especificaciones aplicables a los tubos de poli(cloruro de vinilo) (PVC), 
sin plastificante, utilizados para construir sistemas sanitarios para desalojar por gravedad: aguas residuales 
domésticas o industriales, aguas pluviales, en edificaciones y sistemas de ventilación. 

PROY-NMX-E-224-CNCP-2005 INDUSTRIA DEL PLASTICO-PELICULA DE POLIETILENO DE BAJA 
DENSIDAD TRATADA PARA USARSE EN LA INTEMPERIE, EN 
INVERNADEROS Y MACROTUNELES-ESPECIFICACIONES (CANCELARA 
NMX-E-114-1989). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece los requisitos mínimos de calidad que, como producto 
terminado, debe cumplir la película de polietileno de baja densidad tratada para usarse en la intemperie, 
utilizada en invernaderos y macrotúneles. Es aplicable a las cubiertas de polietileno usadas en 
invernaderos y macrotúneles con o sin hidroponía, para el cultivo de hortalizas, flores, forestales, 
ornamentales y algunos frutos. 

PROY-NMX-E-251-CNCP-2005 INDUSTRIA DEL PLASTICO-TUBOS DE POLIETILENO RETICULADO-
ALUMINIO-POLIETILENO RETICULADO (PEX-AL-PEX) PARA LA 
CONDUCCION DE AGUA CALIENTE Y FRIA-ESPECIFICACIONES Y 
METODOS DE ENSAYO. 
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Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de ensayo que deben cumplir 
los tubos multicapa de polietileno reticulado reforzados con aluminio entre la capa interior y exterior, así 
como también las especificaciones mínimas que deben cumplir sus conectores. Este Proyecto de Norma 
Mexicana es aplicable a los productos que se comercialicen en territorio nacional, empleados en sistemas 
de distribución de agua potable, sistemas de irrigación subterránea, sistemas de calentamiento por 
radiación (sistemas solares, de piso radiante, etc.), sistema de deshielo y gases compatibles. 

México, D.F., a 1 de agosto de 2005.- El Director General, Miguel Aguilar Romo.- Rúbrica. 

AVISO de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas PROY-NMX-J-017-ANCE-2005,  
PROY-NMX-J-024-ANCE-2005, PROY-NMX-J-043-ANCE-2005, PROY-NMX-J-141-ANCE-2005,  
PROY-NMX-J-226-ANCE-2005, PROY-NMX-J-292-ANCE-2005, PROY-NMX-J-321-ANCE-2005,  
PROY-NMX-J-433-ANCE-2005, PROY-NMX-J-444-ANCE-2005, PROY-NMX-J-534-ANCE-2005  
y PROY-NMX-J-536-ANCE-2005. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Economía.- 
Dirección General de Normas. 

AVISO DE CONSULTA PUBLICA DE LOS PROYECTOS DE NORMAS MEXICANAS QUE SE INDICAN 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones XIII y XXX de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 
51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 43, 44 y 46 del Reglamento de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización y 19 fracciones I y XV del Reglamento Interior de esta Secretaría, publica el aviso 
de consulta pública de los proyectos de normas mexicanas que se enlistan a continuación, mismos que han 
sido elaborados y aprobados por el Organismo Nacional de Normalización denominado Asociación de 
Normalización y Certificación, A.C. (ANCE). 

De conformidad con el artículo 51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, estos proyectos 
de normas mexicanas, se publican para consulta pública a efecto de que dentro de los siguientes 60 días 
naturales los interesados presenten sus comentarios ante el seno del organismo que los propuso,  
ubicado en avenida Lázaro Cárdenas número 869, fraccionamiento 3 esquina con Júpiter, colonia Nueva 
Industrial Vallejo, Delegación Gustavo A. Madero, código postal 07700, México, D.F., o al correo electrónico: 
ahernandez@ance.org.mx. 

El texto completo de los documentos puede ser consultado en la Dirección General de Normas de esta 
Secretaría, ubicada en Puente de Tecamachalco número 6, Lomas de Tecamachalco, Sección Fuentes, 
Naucalpan de Juárez, 53950, Estado de México. 

CLAVE O CODIGO TITULO DE LA NORMA 

PROY-NMX-J-017-ANCE-2005 ACCESORIOS PARA CABLES Y TUBOS-ESPECIFICACIONES Y METODOS 
DE PRUEBA. 

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba para los 
accesorios que utilizan con cables y tubos rígidos y flexibles, previstos para instalaciones eléctricas 
conforme a la NOM-001-SEDE Instalaciones Eléctricas (utilización). 

PROY-NMX-J-024-ANCE-2005 ILUMINACION-PORTALAMPARAS ROSCADOS TIPO EDISON-
ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA 
A LA NMX-J-024-1995-ANCE). 

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece las características constructivas, condiciones de operación, 
marcado y métodos de prueba de cada una de las clases de portalámparas que se mencionan en la 
misma. Se aplica a portalámparas de baja tensión, de alumbrado en general con una tensión nominal de 
hasta 600 V c.a. y 250 V c.d., y portalámparas de vapor de sodio de alta presión con picos de tensión de 
encendido múltiplos de 1 kV. 

PROY-NMX-J-043-ANCE-2005 CONDUCTORES-CUBIERTAS PROTECTORAS DE MATERIALES 
TERMOFIJOS, PARA CONDUCTORES ELECTRICOS-ESPECIFICACIONES Y 
METODOS DE PRUEBA (CANCELA AL PROY-NMX-J-043-ANCE-2005 Y 
CANCELARA A LA NMX-J-043-1994-ANCE). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba que deben cumplir 
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las cubiertas protectoras para cables de baja, media y alta tensión, fabricadas con materiales termofijos. 
PROY-NMX-J-141-ANCE-2005 PRODUCTOS ELECTRICOS-MOTORES ELECTRICOS VERTICALES-

ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA 
A LA NMX-J-141-1981). 

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba aplicables a 
motores eléctricos verticales trifásicos, de baja tensión, del tipo de rotor en cortocircuito o de jaula, en un 
intervalo de potencias de 746 W a 298 kW con flecha hueca o sólida, de carga axial que se utilizan para 
bombeo. 

PROY-NMX-J-226-ANCE-2005 PRODUCTOS ELECTRICOS-MOTORES DE INDUCCION DEL TIPO DE ROTOR 
EN CORTOCIRCUITO O DE JAULA EN POTENCIA HASTA 
DE 37,5 W DE POLOS SOMBREADOS, DE CAPACITOR PERMANENTEMENTE 
CONECTADO Y UNIVERSALES, HASTA 750 
W-ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA 
A LA NMX-J-226-1977). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y características de los motores de 
inducción que se mencionan en los incisos siguientes: a) motores de inducción del tipo de rotor 
en cortocircuito o de jaula, en potencias de 37,5 W o menores, llamados motores subfraccionarios, 
b) motores de inducción tipo jaula de polos sombreados y de capacitor permanentemente conectado, 
en potencia hasta de 750 W, y c) motores universales. 

PROY-NMX-J-292-ANCE-2005 CONDUCTORES-CUBIERTAS PROTECTORAS DE MATERIALES 
TERMOPLASTICOS, PARA CONDUCTORES ELECTRICOS-
ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELA AL 
PROY-NMX-J-292-ANCE-2005 Y CANCELARA A LA NMX-J-292-1994-ANCE). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba que deben cumplir 
las cubiertas protectoras para cables de baja, media y alta tensión, fabricadas con materiales 
termoplásticos. 

PROY-NMX-J-321-ANCE-2005 APARTARRAYOS DE OXIDOS METALICOS SIN EXPLOSORES, PARA 
SISTEMAS DE CORRIENTE ALTERNA-ESPECIFICACIONES Y METODOS DE 
PRUEBA (CANCELARA A LA NMX-J-321-1987). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba de apartarrayos 
que se aplican en sistemas de potencia de corriente alterna. La norma se aplica a los apartarrayos de 
resistores no-lineales de óxidos metálicos sin explosores diseñados para limitar sobretensiones transitorias 
en los sistemas de potencia de corriente alterna con tensiones nominales de 3 kV a 756 kV. 

PROY-NMX-J-433-ANCE-2005 PRODUCTOS ELECTRICOS-MOTORES DE INDUCCION TRIFASICOS DE 
CORRIENTE ALTERNA TIPO JAULA DE ARDILLA, EN POTENCIAS MAYORES 
DE 373 kW-ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA A 
LA NMX-J-433-1987). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de pruebas aplicables a 
motores de inducción trifásicos del tipo de jaula de ardilla, en potencias mayores que 373 kW. 

PROY-NMX-J-444-ANCE-2005 CONDUCTORES-PRUEBAS DE ALTA TENSION CON CORRIENTE CONTINUA 
EN EL CAMPO A CABLES DE ENERGIA-METODO DE PRUEBA (CANCELARA 
A LA NMX-J-444-1987). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece el método de prueba de alta tensión con corriente continua 
que se aplica en campo a cables de energía con pantalla metálica con tensiones de 5 kV a 115 kV. 

PROY-NMX-J-534-ANCE-2005 TUBOS METALICOS RIGIDOS DE ACERO TIPO PESADO Y SUS 
ACCESORIOS PARA LA PROTECCION DE CONDUCTORES ELECTRICOS-
ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA A LA 
NMX-J-534-ANCE-2001). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba que deben cumplir 
los tubos metálicos rígidos de acero tipo pesado (ERMC-S), los codos, los acopladores (coples) y los 
tubos cortos (niple), para utilizarse como una canalización metálica para la instalación y protección de 
conductores y cables eléctricos, conforme a lo indicado en la NOM-001-SEDE, Instalaciones Eléctricas 
(utilización). 

PROY-NMX-J-536-ANCE-2005 TUBOS METALICOS RIGIDOS DE ACERO TIPO LIGERO Y SUS ACCESORIOS 
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PARA LA PROTECCION DE CONDUCTORES ELECTRICOS-
ESPECIFICACIONES Y METODOS DE PRUEBA (CANCELARA A LA 
NMX-J-536-ANCE-2001). 

Síntesis 
Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones y métodos de prueba que deben cumplir 
los tubos metálicos rígidos de acero tipo ligero (EMT) y codos, para utilizarse como una canalización 
metálica para la instalación y protección de conductores y cables eléctricos, conforme a lo indicado en la 
NOM-001-SEDE, Instalaciones Eléctricas (utilización). 

 

México, D.F., a 1 de agosto de 2005.- El Director General, Miguel Aguilar Romo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 
REGLAMENTO para la comercialización de servicios de telecomunicaciones de larga distancia y larga  
distancia internacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad que 
me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con 
fundamento en lo dispuesto por los artículos 13 y 36 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
y 7, 31, fracción I, 32, 52, 53 y 54 de la Ley Federal de Telecomunicaciones, he tenido a bien expedir  
el siguiente 

REGLAMENTO PARA LA COMERCIALIZACIÓN DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES  
DE LARGA DISTANCIA Y LARGA DISTANCIA INTERNACIONAL 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 1. Las disposiciones del presente Reglamento son de interés público y tienen por objeto regular el 
establecimiento y operación o explotación de comercializadoras de servicios de telecomunicaciones de larga 
distancia y larga distancia internacional. 

Artículo 2. Para los efectos del presente Reglamento, se entenderá por: 

I. Comercializadora, toda persona física o moral que, sin ser propietaria o poseedora de medios de 
transmisión, proporcione a terceros servicios de telecomunicaciones de larga distancia o larga 
distancia internacional, mediante el uso de capacidad de un concesionario autorizado para prestar 
dichos servicios; 

II. Comisión, la Comisión Federal de Telecomunicaciones; 

III. Concesionario, la persona que cuenta con concesión para instalar, operar o explotar una red pública 
de telecomunicaciones para prestar los servicios de telecomunicaciones de larga distancia o larga 
distancia internacional; 

IV. Ley, la Ley Federal de Telecomunicaciones, y 

V. Servicios, los servicios de telecomunicaciones de larga distancia o larga distancia internacional. 

Artículo 3. Para efectos administrativos la interpretación del presente Reglamento corresponderá a la 
Comisión. 

Capítulo II 
De la comercialización 

Sección I 
Del permiso 

Artículo 4. Para establecer y operar o explotar una comercializadora se requiere contar con un permiso 
otorgado por la Secretaría. 

Artículo 5. Para obtener el permiso a que se refiere el artículo anterior se requiere ser mexicano y tener 
domicilio en territorio nacional. Los interesados en obtener el permiso deberán presentar solicitud que 
contenga nombre o razón social, domicilio y teléfono, así como de su representante legal, en su caso, y 
acompañar lo siguiente: 

I. Documento que acredite la nacionalidad mexicana; 
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II. Documento que acredite el domicilio en territorio nacional; 

III. Identificación del solicitante y, en su caso, documento con el que se acredite la personalidad del 
representante legal; este último, cuando se trate de persona moral, deberá estar inscrito en el 
Registro Público de Comercio; 

IV. Descripción de los servicios que se pretenden comercializar; 

V. Descripción del plan de negocios; 

VI. En su caso, listado y descripción de los equipos que se utilizarán para la comercialización de los 
servicios, así como manifestación bajo protesta de decir verdad que los equipos cumplen con las 
disposiciones legales en materia de normalización, certificación y homologación, y 

VII. Comprobante de pago de derechos. 

Artículo 6. La Secretaría analizará y evaluará la documentación correspondiente a la solicitud a que se 
refiere el artículo anterior y resolverá lo conducente en un plazo no mayor de noventa días naturales, dentro 
del cual podrá requerir al interesado información adicional, en cuyo caso se suspenderá el plazo para emitir la 
resolución y se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente a aquél en el que el interesado conteste. 

Previa opinión de la Comisión y una vez cumplidos a satisfacción los requisitos a que se refiere el artículo 
anterior, la Secretaría otorgará el permiso correspondiente en el que constarán los servicios autorizados para 
reventa. 

Artículo 7. Los permisos para establecer y operar o explotar una comercializadora se otorgarán por un 
plazo hasta de diez años contado a partir de la fecha de notificación del otorgamiento. 

Artículo 8. Las comercializadoras deberán solicitar a la Comisión la inscripción del permiso en el Registro 
de Telecomunicaciones, así como de las modificaciones que en su caso se autoricen al mismo, dentro de los 
treinta días hábiles siguientes, contados a partir de la fecha de notificación del otorgamiento del permiso o de 
la autorización de la modificación. 

Artículo 9. Los permisos podrán prorrogarse hasta por plazos iguales a los originalmente establecidos. 
Para el otorgamiento de las prórrogas será necesario que la comercializadora haya cumplido con las 
condiciones previstas en el permiso que se pretenda prorrogar y acepte las condiciones que establezca la 
Secretaría de acuerdo con la Ley y demás disposiciones aplicables. La comercializadora deberá solicitar la 
prórroga dentro de los noventa días naturales previos a los últimos tres meses de vigencia del permiso. La 
comercializadora deberá presentar solicitud que contenga nombre o razón social, domicilio y teléfono, así 
como de su representante legal, de ser el caso y acompañar el comprobante de pago de derechos. 

Previa opinión de la Comisión, la Secretaría resolverá lo conducente en un plazo no mayor de noventa 
días naturales, dentro del cual podrá requerir a la comercializadora interesada información adicional, en cuyo 
caso se suspenderá el plazo para emitir la resolución y se reanudará a partir del día hábil inmediato siguiente 
a aquél en el que la comercializadora interesada conteste. Presentada la solicitud en tiempo y transcurrido el 
plazo anterior sin que la Secretaría emita pronunciamiento alguno, se entenderá prorrogado el permiso por un 
plazo igual al originalmente establecido. La Secretaría expedirá, a petición de la comercializadora interesada, 
la constancia de prórroga dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha de presentación de la solicitud. 

La comercializadora interesada deberá solicitar a la Comisión la inscripción de la autorización de la 
prórroga en el Registro de Telecomunicaciones o, en su caso, de la constancia de prórroga, dentro de los 
treinta días hábiles siguientes contados a partir de la fecha de notificación del acto. 

Artículo 10. La cesión y terminación de los permisos deberá sujetarse a lo previsto en la Ley y demás 
disposiciones aplicables. 
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La comercializadora que pretenda ceder los derechos y obligaciones establecidos en el permiso, deberá 
presentar solicitud que contenga nombre o razón social, domicilio y teléfono, así como de su representante 
legal, en su caso, y acompañar el comprobante de pago de derechos. 

El cesionario deberá solicitar a la Comisión la inscripción de la cesión en el Registro de 
Telecomunicaciones dentro de los treinta días hábiles siguientes contados a partir de la fecha en que surta 
efectos legales el contrato de cesión. 

Artículo 11. Para la inscripción de documentos o actos en el Registro de Telecomunicaciones, prevista en 
el presente Reglamento, las comercializadoras deberán presentar la solicitud mediante el formulario 
correspondiente que para tal efecto emita la Comisión y acompañar lo siguiente: 

I. Documento que debe inscribirse, y 

II. Comprobante de pago de derechos. 

Sección II 
Obligaciones de las comercializadoras 

Artículo 12. Las comercializadoras tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Comercializar los servicios autorizados en el permiso; 

II. Contratar los servicios objeto de la comercialización exclusivamente con concesionarios que tengan 
autorizados éstos en los respectivos títulos de concesión; 

III. Revender al público los servicios que tenga autorizados, de manera no discriminatoria, con base en 
la tarifa y la calidad convenidas; 

IV. Responder frente a los usuarios por la calidad y continuidad de los servicios proporcionados; 

V. Utilizar exclusivamente equipos de telecomunicaciones que cumplan con las disposiciones en 
materia de normalización, certificación y homologación, y 

VI. Sujetarse a las disposiciones contenidas en la Ley, el presente Reglamento, el permiso y aquéllas 
que expida la Comisión. 

Artículo 13. Las Comercializadoras no podrán de manera directa o indirecta comercializar o intercambiar 
los servicios con operadores de redes y servicios de telecomunicaciones extranjeros o ubicados fuera del 
territorio nacional. 

Artículo 14. Los convenios que formalice una comercializadora con uno o más concesionarios, así como 
las modificaciones a éstos en cuanto a las partes contratantes, las condiciones económicas o los servicios 
objeto de la comercialización, los deberá presentar la comercializadora ante la Comisión para su inscripción 
en el Registro de Telecomunicaciones dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de formalización. 

La información contenida en el Registro de Telecomunicaciones sobre las partes contratantes, las 
condiciones económicas y los servicios objeto de la comercialización será pública. 

Artículo 15. Las comercializadoras deberán atender gratuitamente las consultas y quejas de los usuarios 
las veinticuatro horas del día, todos los días del año. El sistema de atención de consultas y quejas deberá 
operar al menos mediante un número telefónico no geográfico de cobro revertido. 

Artículo 16. Las comercializadoras no podrán ser propietarias o poseedoras de medios de transmisión. 

Sección III 
Tarifas 
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Artículo 17. De conformidad con lo establecido en la Ley, las comercializadoras fijarán libremente las 
tarifas que apliquen a sus usuarios, en términos que permitan proporcionar los servicios en condiciones 
satisfactorias de calidad, competitividad, seguridad y permanencia. Las tarifas deberán registrarse ante la 
Comisión previamente a su entrada en vigor, conforme a las disposiciones aplicables. Dichas tarifas 
serán públicas. 

Las tarifas de los servicios que las comercializadoras revendan deberán permitir al menos la recuperación 
de los costos en que incurra. 

Sección IV 
De los servicios 

Artículo 18. Las comercializadoras deberán proporcionar los servicios exclusivamente a través del uso de 
capacidad de la red pública de telecomunicaciones del concesionario, mediante la reventa a terceros  
de dichos servicios. 

Artículo 19. Las comercializadoras deberán comercializar los servicios en los términos del permiso 
otorgado y de las disposiciones aplicables. 

Capítulo III 
De los concesionarios 

Artículo 20. Los concesionarios deberán permitir a los permisionarios, en los términos de los convenios 
que hayan celebrado, la comercialización de los servicios que hayan adquirido de sus redes públicas de 
telecomunicaciones para su reventa. 

Los concesionarios, en los convenios que en su caso celebren con las comercializadoras, deberán: 

I. Abstenerse de imponer condiciones discriminatorias o que impidan o limiten la comercialización de 
los servicios; 

II. Ofrecer a las comercializadoras tarifas, términos y condiciones comerciales de contratación no 
menos favorables que las que ofrecen al público y a otras comercializadoras, siempre que la 
comercializadora se encuentre bajo los supuestos en que apliquen las respectivas tarifas; 

III. Otorgar a las comercializadoras al menos el mismo trato que se den a sí mismos respecto de la 
provisión de los servicios y reparación de fallas; 

IV. Prever que las solicitudes de servicio de las comercializadoras sean atendidas, al menos en el mismo 
tiempo y forma en que atiendan las solicitudes de servicio propias; 

V. Abstenerse de condicionar la comercialización de los servicios a la adquisición de determinado 
equipo u otro servicio, y 

VI. Prever la prestación de los servicios en condiciones de calidad no discriminatorias. 

Artículo 21. Los concesionarios no deberán vender a las comercializadoras servicios de 
telecomunicaciones que éstas no puedan comercializar de conformidad con el permiso respectivo. 

Capítulo IV 
De los usuarios 

Artículo 22. Las comercializadoras tendrán las siguientes obligaciones frente a los usuarios: 

I. Celebrar un contrato en términos y condiciones equitativas que contenga los elementos previstos en 
el artículo 24 del presente Reglamento; 

II. Informar cualquier modificación a las condiciones del contrato; 
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III. Poner a disposición procedimientos equitativos, transparentes, sencillos y expeditos para resolver 
quejas; 

IV. Compensar o rembolsar en los términos y condiciones convenidos, en caso que los servicios no se 
proporcionen conforme a lo contratado, y 

V. Proporcionar información completa y veraz sobre los servicios contratados. 

Artículo 23. Las comercializadoras deberán proporcionar a los usuarios cuando menos la información 
siguiente al momento de contratar o de acceder al servicio: 

I. El nombre, denominación o razón social de la comercializadora; 

II. El detalle de la tarifa aplicable a los servicios contratados; 

III. Las instrucciones para acceder y usar los servicios contratados; 

IV. El número telefónico no geográfico de cobro revertido para la atención de consultas y quejas; 

V. La cobertura de los servicios contratados, y 

VI. La vigencia de los servicios contratados. 

Artículo 24. Los términos y condiciones de los contratos que celebren las comercializadoras con los 
usuarios deberán especificar: 

I. El nombre, denominación o razón social y el domicilio de la comercializadora; 

II. La descripción de los servicios objeto del contrato; 

III. Las tarifas aplicables a los servicios, así como el mecanismo de tasación y facturación; 

IV. La cobertura de los servicios; 

V. La vigencia de los servicios; 

VI. El plazo para que inicien los servicios; 

VII. La vigencia, condiciones de renovación y causas de rescisión del contrato, así como los supuestos 
de interrupción, suspensión y cancelación de los servicios; 

VIII. Los supuestos de compensación y reembolso aplicables si no se cumplen los términos de 
contratación de los servicios, y 

IX. El procedimiento de atención de consultas y de resolución de quejas. 

Capítulo V 
De las facultades de la Comisión 

Artículo 25. La Comisión tendrá las facultades siguientes: 

I. Expedir las disposiciones administrativas que estime necesarias para regular la comercialización de 
los servicios; 

II. Requerir la información necesaria en la forma y términos que la misma determine, la cual podrá ser 
consultada por el público en general, salvo aquélla que en términos de las disposiciones aplicables 
sea de carácter reservado; 

III. Verificar el cumplimiento del presente Reglamento y demás disposiciones aplicables, y 

IV. Evaluar los resultados de las visitas de verificación efectuadas y, en su caso, proponer a la 
Secretaría la imposición de sanciones por infracciones a las disposiciones aplicables. 

TRANSITORIOS 
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PRIMERO. El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones reglamentarias y administrativas que se opongan a lo previsto 
en el presente Reglamento. 

Dado en la Residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los diez 
días del mes de agosto de dos mil cinco.- Vicente Fox Quesada.- Rúbrica.- El Secretario de Comunicaciones 
y Transportes, Pedro Cerisola y Weber.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las unidades administrativas de la Presidencia de la República,  
a las secretarías de Estado, departamentos administrativos y Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, 
Procuraduría General de la República, organismos descentralizados, empresas de participación estatal  
y fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobierno Federal o una entidad paraestatal, así como a las 
entidades federativas, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa B&B 
Chemicals de México, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la Función 
Pública.- Organo Interno de Control en Pemex Gas y Petroquímica Básica.- Area de Responsabilidades. 

CIRCULAR No. 011/05 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS DE LA PRESIDENCIA  
DE LA REPUBLICA, A LAS SECRETARIAS DE ESTADO, DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y CONSEJERIA 
JURIDICA DEL EJECUTIVO FEDERAL, PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA, ORGANISMOS 
DESCENTRALIZADOS, EMPRESAS DE PARTICIPACION ESTATAL Y FIDEICOMISOS EN LOS QUE EL 
FIDEICOMITENTE SEA EL GOBIERNO FEDERAL O UNA ENTIDAD PARAESTATAL, ASI COMO A LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS, QUE DEBERAN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS O CELEBRAR CONTRATOS CON LA 
EMPRESA B&B CHEMICALS DE MEXICO, S.A. DE C.V. 

Oficiales mayores de las dependencias,  
Procuraduría General de la República  
y equivalentes de las entidades de la  
Administración Pública Federal y de los  
gobiernos de las entidades federativas.  
Presentes.  

Con fundamento en los artículos 59 y 60 fracción IV de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos  
y Servicios del Sector Público, de texto vigente al momento de los hechos; 2, 4, 8 y 9 primer párrafo de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria en la esfera administrativa; 67 fracción I 
punto 5 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública y, en cumplimiento a lo ordenado en el 
resolutivo quinto de la resolución de quince de julio de dos mil cinco, que se dictó en el expediente 
18/577/OIC/AR/UI/SP/0034/2005, mediante el cual se resolvió el procedimiento de sanción administrativa 
incoado a B&B Chemicals de México, S.A. de C.V., esta autoridad administrativa hace de su conocimiento que 
a partir del día siguiente al en que se publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, 
deberán abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato alguno sobre la materia de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios del sector público, con dicha proveedora de manera directa o por interpósita 
persona, por el plazo de tres meses. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente  
se tengan formalizados con la mencionada infractora, no quedarán comprendidos en la aplicación de la 
presente Circular.  

Las entidades federativas y los municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 
cuando las adquisiciones, arrendamientos y servicios, se realicen con cargo total o parcial a fondos federales, 
conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal.  

Una vez transcurrido el plazo antes señalado, concluirán los efectos de la presente Circular, sin que sea 
necesario algún otro comunicado.  

Atentamente 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 



México, D.F., a 28 de julio de 2005.- El Titular del Area de Responsabilidades del Organo Interno de 
Control en Pemex Gas y Petroquímica Básica, Salvador A. Nassri Valverde.- Rúbrica. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
ACUERDO 499/2004, del Consejo Técnico del Instituto Mexicano del Seguro Social por el que se autoriza celebrar 
convenios de reversión de cuotas por los servicios de guarderías con los patrones que tengan instaladas guarderías 
en sus empresas o establecimientos. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Mexicano del Seguro Social.- Secretaría General. 

El H. Consejo Técnico, en la sesión celebrada el día 20 de octubre del presente año, dictó el Acuerdo 
número 499/2004, en los siguientes términos: 

“Este Consejo Técnico, de conformidad con lo establecido en los Artículos 11 fracción V y 
12 fracción I de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, 201, 202, 203, 
204, 205, 206, 207, 212 y 213 de la Ley del Seguro Social, y con fundamento en los 
Artículos 251 fracciones I, II, IV, VI, VIII y XXXVII, 263 y 264 fracciones II, III, VII, XIV y XVII 
de la propia Ley del Seguro Social, 31 fracciones II, III, VII y XXVII del Reglamento de 
Organización Interna del Instituto Mexicano del Seguro Social, y conforme a la propuesta 
que presenta la Dirección de Prestaciones Económicas y Sociales con oficio 1280 del 13 de 
octubre de 2004, Acuerda: Primero.- Autorizar la celebración de Convenios de Reversión 
de Cuotas por los Servicios de Guarderías, con los patrones que tengan instaladas 
guarderías en sus empresas o establecimientos, cuando reúnan los requisitos señalados en 
las disposiciones relativas. Las personas a que se refiere este punto estarán obligadas a 
proporcionar al Instituto los informes que éste les exigiere y a sujetarse a los reglamentos, 
disposiciones, normas técnicas, instrucciones, inspecciones y vigilancia prescritas por el 
propio Instituto, con el propósito de mantener en todas las instalaciones los mismos fines y 
programas educativos, asistenciales y de salud con un nivel de calidad homogéneo igual al 
resto de los servicios de guarderías que ofrece el IMSS; Segundo.- Para otorgar la 
reversión de cuotas, se deberá tomar en cuenta tanto que ésta resulte financieramente 
viable para el IMSS, como la protección de los derechos de los trabajadores a que alude el 
Artículo 201 de la Ley del Seguro Social; Tercero.- El monto de la reversión se fijará de 
acuerdo a la metodología que determinen en conjunto la Dirección de Prestaciones 
Económicas y Sociales y la Dirección de Planeación y Finanzas, que será un porcentaje de 
la prima por el Seguro de Guarderías y Prestaciones Sociales que el patrón pague por el 
conjunto de sus trabajadores, siempre y cuando la cantidad resultante sea igual o inferior a 
la erogación que el Instituto tuviera que realizar por el pago de las cuotas a una guardería 
que presta el servicio en el esquema Vecinal Comunitario Unico, para la inscripción y 
asistencia de los menores a la guardería en cuestión, tomando en cuenta la cuota de la 
zona económica de su ubicación. Para el caso de que el monto mensual correspondiente al 
porcentaje de la prima del seguro sea mayor al costo por el pago de la prestación del 
servicio, la cantidad a revertir sería exclusivamente el monto equivalente al cálculo de la 
erogación para el pago de un esquema Vecinal Comunitario Unico. Este monto se calculará 
mensualmente; Cuarto.- Las personas interesadas deberán estar, en todo momento, al 
corriente en el pago de las cuotas obrero-patronales, así como cumplir con la normatividad 
institucional, de lo contrario el IMSS podrá rescindir el convenio de reversión de cuotas 
mismo que será revisable cada 3 años; Quinto.- Autorizar los lineamientos específicos que 
se aplicarán para la celebración de Convenios de Reversión de Cuotas por los Servicios de 
Guarderías; Sexto.- Los órganos normativos, colegiados, de operación administrativa 
desconcentrada y operativos apoyarán, en lo que a su ámbito de competencia corresponda, 
el cumplimiento de este Acuerdo; Séptimo.- La Dirección de Prestaciones Económicas y 
Sociales deberá informar a este Consejo Técnico, en seis meses, el resultado de la 
aplicación de esos Convenios; Octavo.- Instruir a la Dirección Jurídica a efecto de que 
tramite la publicación del presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación; y Noveno.- 
Los lineamientos contenidos en el presente Acuerdo entrarán en vigor a partir del mismo día 
de su publicación en dicho Diario”. 

Atentamente 

México, D.F., a 24 de noviembre de 2004.- El Secretario General, Juan Moisés Calleja García.- Rúbrica. 

(R.- 215859) 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA, voto concurrente, voto paralelo y votos particulares, relativos a la Controversia Constitucional 
103/2003, promovida por el Poder Ejecutivo Federal, en contra del Congreso y del Gobernador del Estado de San 
Luis Potosí. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 103/2003 

ACTOR: PODER EJECUTIVO FEDERAL. 

MINISTRO PONENTE: JUAN DIAZ ROMERO. 

SECRETARIOS: PEDRO ALBERTO NAVA MALAGON 

 VICTOR MIGUEL BRAVO MELGOZA. 

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al cuatro de abril de dos mil cinco. 

VISTOS; Y, 
RESULTANDO: 

PRIMERO.- Por oficio presentado el cuatro de noviembre de dos mil tres, en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Reyes Silvestre Tamez Guerra, 
como Secretario de Educación Pública, promovió en representación del titular del Poder Ejecutivo Federal, 
controversia constitucional en la que demandó la invalidez de los actos que más adelante se precisan, 
emitidos por las autoridades que enseguida se mencionan: 

"ENTIDAD DEMANDADA:--- El Estado de San Luis "Potosí, a través de:--- A) El 
Congreso del propio "Estado, autoridad que aprobó y expidió la norma "general 
impugnada, con domicilio en Vallejo "número cien, Zona Centro, Código Postal 78000 
en "San Luis Potosí, S.L.P..--- B) El Gobernador del "mismo Estado, autoridad que 
promulgó la citada "norma general y emitió su primer acto de "aplicación, con 
domicilio en Jardín Hidalgo "número once, Zona Centro, en San Luis Potosí, "S.L.P..--- 
NORMA GENERAL Y ACTOS CUYA "INVALIDEZ SE DEMANDA:--- A) Norma general 
"impugnada: ARTICULOS 46 BIS y 46 TER de la Ley "de Educación Pública del Estado 
de San Luis "Potosí, adicionados mediante Decreto 593 por el "que se adiciona un 
Capítulo II Bis al Título "Segundo de la Ley de Educación del Estado de "San Luis 
Potosí, publicado en el Periódico Oficial "de dicha entidad federativa el 16 de 
septiembre de "2003.--- B) Actos impugnados:--- Del Gobernador "Constitucional del 
Estado Libre y Soberano de "San Luis Potosí la expedición del Acuerdo "mediante el 
cual se le otorga la calidad de "autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, 
"fechado el 22 de septiembre del año 2003 y "publicado en el Periódico Oficial del 
Estado el 23 "del mismo septiembre de 2003, acto administrativo "que constituye el 
primer acto de aplicación de la "norma general que se impugna”. 

SEGUNDO.- Los antecedentes del caso, narrados por la actora, son los siguientes: 

"1.- El Congreso de la Unión en ejercicio de las "facultades que se le confieren en los 
artículos 3o., "fracción VIII y 73, fracción XXV, de la Constitución "Federal expidió la 
Ley General de Educación que "se publicó en el Diario Oficial de la Federación del "13 
de julio de 1993 para, entre otros efectos, "regular la educación que imparte el Estado 
"-Federación, entidades federativas y Municipios- "sus organismos descentralizados 
y los "particulares con autorización o con "reconocimiento de validez oficial de 
estudios, "según se desprende de su artículo 1o.--- 2.- El 9 de "septiembre de 2003 el 
Congreso del Estado de San "Luis Potosí expidió el Decreto 593 por el que se 
"adiciona un Capítulo II Bis al Título Segundo de la "Ley de Educación del Estado, así 
como los "artículos 46 Bis y 46 Ter, los cuales contravienen "los preceptos 
constitucionales que se listan en el "apartado correspondiente de la presente 
"demanda. Dicho Decreto del Poder Legislativo del "Estado fue publicado en el 
Periódico Oficial de la "Entidad el 16 de septiembre de 2003.--- 3.- El "Gobernador 
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Constitucional del Estado Libre y "Soberano de San Luis Potosí mandó que el 
"mencionado Decreto se cumpla y ejecute y que "todas las autoridades lo hagan 
cumplir y guardar y "al efecto se imprimiera, publicara y circulara a "quienes 
corresponda, según dispone en el acto "promulgatorio de 11 de septiembre de 2003 y 
"según consta publicado en el referido órgano "oficial del 16 del mismo septiembre.--- 
4.- Como "primer acto de aplicación de la referida norma "general, el Gobernador 
Constitucional del Estado "Libre y Soberano de San Luis Potosí, con fecha 22 "de 
septiembre del año 2003, expidió el Acuerdo "mediante el cual se le otorga la calidad 
de "autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil. "Dicho Acuerdo del 
Gobernador fue publicado en el "Periódico Oficial de la Entidad correspondiente al 
"23 de septiembre de 2003”. 

TERCERO.- Los conceptos de invalidez que hace valer la parte promovente, son los siguientes: 

"PRIMERO.- Violaciones al artículo 3o., fracción VI, "de la Constitución Política de 
los Estados Unidos "Mexicanos:--- El artículo 3o. de la Constitución "General de la 
República, a la letra dispone:--- "‘ART. 3o.- Todo individuo tiene derecho a recibir 
"educación. El Estado - Federación, Estados, "Distrito Federal y Municipios - impartirá 
educación "preescolar, primaria y secundaria. La educación "preescolar, primaria y la 
secundaria conforman la "educación básica obligatoria.--- La educación que "imparta 
el Estado tenderá a desarrollar "armónicamente todas las facultades del ser "humano 
y fomentará en él, a la vez, el amor a la "patria y la conciencia de la solidaridad 
"internacional, en la independencia y en la justicia.-"-- I.- Garantizada por el artículo 
24 la libertad de "creencias, dicha educación será laica y, por tanto, "se mantendrá 
por completo ajena a cualquier "doctrina religiosa;--- II.- El criterio que orientará a 
"esa educación se basará en los resultados del "progreso científico, luchará contra la 
ignorancia y "sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y "los prejuicios.--- 
Además:--- a) Será democrático, "considerando a la democracia no solamente como 
"una estructura jurídica y un régimen político, sino "como un sistema de vida fundado 
en el constante "mejoramiento económico, social y cultural del "pueblo;--- b) Será 
nacional, en cuanto -sin "hostilidades ni exclusivismos- atenderá a la "comprensión 
de nuestros problemas, al "aprovechamiento de nuestros recursos, a la "defensa de 
nuestra independencia política, al "aseguramiento de nuestra independencia 
"económica y a la continuidad y acrecentamiento "de nuestra cultura; y,--- 
c) Contribuirá a la mejor "convivencia humana, tanto por los elementos que "aporte a 
fin de robustecer en el educando, junto "con el aprecio para la dignidad de la persona 
y la "integridad de la familia, la convicción del interés "general de la sociedad, cuanto 
por el cuidado que "ponga en sustentar los ideales de fraternidad e "igualdad de 
derechos de todos los hombres, "evitando los privilegios de razas, de religión, 
de "grupos, de sexos o de individuos;--- III.- Para dar "pleno cumplimiento a lo 
dispuesto en el segundo "párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo Federal "determinará 
los planes y programas de estudio de "la educación preescolar, primaria, secundaria 
y "normal para toda la República. Para tales efectos, "el Ejecutivo Federal considerará 
la opinión de los "gobiernos de las entidades federativas y del "Distrito Federal, así 
como de los diversos sectores "sociales involucrados en la educación, en los 
"términos que la ley señale;--- IV.- Toda la "educación que el Estado imparta será 
gratuita;--- "V.- Además de impartir la educación preescolar, "primaria y secundaria 
señaladas en el primer "párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los "tipos 
y modalidades educativos -incluyendo la "educación inicial y a la educación superior- 
"necesarios para el desarrollo de la Nación, "apoyará la investigación científica y 
tecnológica, y "alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra "cultura;--- VI.- Los 
particulares podrán impartir "educación en todos sus tipos y modalidades. En "los 
términos que establezca la ley, el Estado "otorgará y retirará el reconocimiento de 
validez "oficial a los estudios que se realicen en planteles "particulares. En el caso de 
la educación "preescolar, primaria, secundaria y normal, los "particulares deberán:--- 
a) Impartir la educación "con apego a los mismos fines y criterios que "establecen el 
segundo párrafo y la fracción II, así "como cumplir los planes y programas a que se 
"refiere la fracción III, y--- b) Obtener previamente, "en cada caso, la autorización 
expresa del poder "público, en los términos que establezca la ley;--- "VII.- Las 
universidades y las demás instituciones "de educación superior a las que la ley 
otorgue "autonomía, tendrán la facultad y la "responsabilidad de gobernarse a sí 
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mismas; "realizarán sus fines de educar, investigar y "difundir la cultura de acuerdo 
con los principios "de este artículo, respetando la libertad de cátedra "e investigación 
y de libre examen y discusión de "las ideas; determinarán sus planes y programas; 
"fijarán los términos de ingreso, promoción y "permanencia de su personal 
académico; y "administrarán su patrimonio. Las relaciones "laborales, tanto del 
personal académico como del "administrativo, se normarán por el apartado A del 
"artículo 123 de esta Constitución, en los términos "y con las modalidades que 
establezca la Ley "Federal del Trabajo conforme a las características "propias de un 
trabajo especial, de manera que "concuerden con la autonomía, la libertad de 
"cátedra e investigación y los fines de las "instituciones a que esta fracción se refiere, 
y--- "VIII.- El Congreso de la Unión, con el fin de unificar "y coordinar la educación en 
toda la República, "expedirá las leyes necesarias, destinadas a "distribuir la función 
social educativa entre la "Federación, los Estados y los Municipios, a fijar "las 
aportaciones económicas correspondientes a "ese servicio público y a señalar las 
sanciones "aplicables a los funcionarios que no cumplan o no "hagan cumplir las 
disposiciones relativas, lo "mismo que a todos aquéllos que las infrinjan’.--- "Los 
artículos 46 Bis y 46 Ter que fueron "adicionados a la Ley de Educación del Estado de 
"San Luis Potosí en los términos del multicitado "Decreto 593, a su vez disponen:--- 
‘ARTICULO 46 "BIS.- Las instituciones particulares de educación "superior del 
sistema educativo del Estado, "después de cinco años de contar con 
"reconocimientos de validez oficial de estudios en "los términos de esta Ley, 
obtendrán la condición "de instituciones autónomas de Educación "Superior, si 
además cumplen con los requisitos "siguientes:--- I.- Acreditar que en lo general su 
"planta de docentes tenga la preparación científica "o tecnológica indispensable; y 
que por lo menos "el cincuenta por ciento de ellos, tiene el grado de "maestría en la 
rama del saber humano en que "imparte su cátedra;--- II.- Disponer de local 
"adecuado a la enseñanza que haya que impartirse; "así como las instalaciones, 
equipo y laboratorio "convenientes, según el caso;--- III.- Reunir las "condiciones 
necesarias de seguridad e higiene en "su establecimiento, y cumplir con todas las 
"disposiciones de carácter administrativo;--- IV.- "Obtener de la Secretaría de 
Educación de "Gobierno del Estado, dictamen favorable en el "sentido de que la 
educación que imparte tiene un "alto nivel académico;--- V.- Declarar, bajo protesta 
"de decir verdad, que mantendrán los altos niveles "académicos, bajo pena de 
revocación del decreto "donde se otorga autonomía a la institución; y que "dará a la 
Secretaría de Educación todas las "facilidades que requiera para que ejecute sus 
"facultades de inspección y vigilancia, con la "finalidad de constatar el mantenimiento 
"permanente de los altos niveles académicos, y--- "VI.- Publicar en el Periódico Oficial 
del Estado el "compromiso de mantener los altos niveles "académicos, bajo pena de 
revocación de su "calidad de autónoma conforme al procedimiento "previsto en el 
artículo siguiente.--- Reunidos los "requisitos enumerados, el titular del Poder 
"Ejecutivo del Estado, expedirá el decreto "respectivo que reconozca la calidad de las 
"instituciones autónomas de educación superior, "en donde se hará una relación 
sucinta de los "antecedentes académicos de la institución’.--- "‘ARTICULO 46 TER.- 
Las instituciones de "educación superior que, conforme a esta Ley "reciban la calidad 
de autónomas, gozarán de plena "libertad académica, entendida no sólo como el 
"ejercicio de la más irrestricta libertad de cátedra, "sino como la autonomía para 
elaborar sus planes "y programas de estudio, los que sólo deberán "registrar ante la 
Secretaría de Educación de "Gobierno del Estado.--- Las instituciones "autónomas de 
educación superior:--- I.- Podrán "impartir los conocimientos que ellas mismas 
"determinen;--- II.- Señalarán los estudios que "sirvan como antecedente 
propedéutico para "cursar los que ellas mismas impartan;--- III.- "Gozarán de libertad 
administrativa para el efecto "de que puedan determinar libremente su "estructura, 
órganos de gobierno, normatividad "interna general y la forma de manejar, dirigir, 
"controlar y vigilar la documentación y su propio "patrimonio;--- IV.- Contarán con 
validez oficial los "estudios que impartan, y los títulos que expidan "serán 
registrados, una vez que satisfagan los "requisitos de la Ley Federal reglamentaria al 
"ejercicio de las profesiones;--- V.- Deberán "publicar, en el Periódico Oficial del 
Estado y en "uno de los diarios de mayor circulación de la "Entidad, un informe anual 
donde se expresen las "labores desarrolladas durante ese término, sus "estados 
financieros, así como los cambios hechos "en su organización administrativa y 
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régimen "académico, y--- VI.- Estarán obligadas a mantener "en forma permanente 
programas de investigación "científica y tecnológica, sobre todo en su aspecto 
"aplicado, con miras a acrecentar los campos de "producción de bienes y servicios 
en el Estado.--- "La calidad de institución autónoma de educación "superior, sólo 
podrá ser revocada por decreto "expreso del titular del Poder Ejecutivo del Estado, 
"debidamente fundado y motivado, cuando a juicio "de éste, la institución haya 
dejado de cumplir las "condiciones y obligaciones impuestas por la "legislación 
aplicable’.--- De lo dispuesto por el "artículo 3o. constitucional se desprende en 
primer "término que corresponde al Estado, entendido "como Federación, Estados, 
Distrito Federal y "Municipios la impartición de la educación "preescolar, primaria y 
secundaria.--- Asimismo se "concluye que el Estado promoverá y atenderá "todos los 
tipos y modalidades educativos, "incluyendo la educación superior.--- De lo 
"dispuesto por la fracción VI del precitado artículo "3o. constitucional se infiere el 
derecho público "subjetivo de los particulares para impartir "educación en todos los 
tipos y modalidades.--- Se "concluye asimismo, que toca al Estado el "otorgamiento y 
retiro del reconocimiento de "validez oficial de estudios que se realicen en los 
"planteles particulares.--- Es claro que el "constituyente estableció dos regímenes 
para la "prestación del servicio público educativo: el "público a cargo del Estado - 
Federación, Estados, "Distrito Federal y Municipios; y el particular cuya "validez 
oficial estará sujeta al reconocimiento que "el propio Estado otorgue o, en su caso, 
retire.--- "En efecto, los particulares, entre quienes se "comprende a cualquier 
persona física o moral no "pública, pueden impartir educación en todos sus "tipos y 
modalidades, si bien toca al Estado el "otorgar o negar su reconocimiento de validez 
"oficial de estudios.--- Los artículos 46 Bis y 46 Ter "adicionados a la Ley de 
Educación del Estado de "San Luis Potosí, contradicen ostensiblemente al "régimen 
jurídico establecido por la Constitución "General de la República en materia de 
educación "impartida por particulares.--- Esto es así en la "medida en que los 
dispositivos de referencia "pretenden posibilitar la obtención de ‘la condición "de 
instituciones autónomas de educación "superior’ a las instituciones particulares, con 
la "consecuencia de que ‘podrán impartir los "conocimientos que ellas mismas 
determinen’, "(artículo 46 Ter, fracción I), de tal manera que "resulte nugatoria la 
obtención del reconocimiento "de validez oficial que es el acto administrativo 
"mediante el que se faculta a los particulares para "la impartición de estudios 
oficialmente válidos, de "acuerdo con lo que al efecto dispone la fracción VI "del 
artículo 3o. constitucional: ‘…el Estado "otorgará y retirará el reconocimiento de 
validez "oficial a los estudios que se realicen en planteles "particulares…’.--- 
SEGUNDO.- Violaciones al "artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política "de 
los Estados Unidos Mexicanos.--- La fracción "VII del artículo 3o. constitucional, a la 
letra dice:--- "‘VII.- Las universidades y las demás instituciones "de educación 
superior a las que la ley otorgue "autonomía, tendrán la facultad y la "responsabilidad 
de gobernarse a sí mismas; "realizarán sus fines de educar, investigar y "difundir la 
cultura de acuerdo con los principios "de este artículo, respetando la libertad de 
cátedra "e investigación y de libre examen y discusión de "las ideas; determinarán 
sus planes y programas; "fijarán los términos de ingreso, promoción y "permanencia 
de su personal académico; y "administrarán su patrimonio. Las relaciones "laborales, 
tanto del personal académico como del "administrativo, se normarán por el apartado 
A del "artículo 123 de esta Constitución, en los términos "y con las modalidades que 
establezca la Ley "Federal del Trabajo conforme a las características "propias de un 
trabajo especial, de manera que "concuerden con la autonomía, la libertad de 
"cátedra e investigación y los fines de las "instituciones a que esta fracción se 
refiere’.--- El "contenido de la actual fracción VII del artículo 3o. "constitucional, se 
adicionó a dicho artículo "originalmente como fracción VIII a raíz de la "reforma 
publicada en el Diario Oficial de la "Federación el 9 de junio de 1980.--- En la 
"exposición de motivos queda muy claro el "concepto de autonomía:--- ‘…--- …--- 
Invocar a la "autonomía universitaria es señalar la posibilidad "que tienen desde hace 
50 años a nivel nacional "estas comunidades de garantizar la educación "superior y 
ofrecerla al alcance del pueblo.--- La "autonomía universitaria es una institución que 
hoy "es familiar a la nación mexicana. Es compromiso "permanente del Estado 
respetar irrestrictamente la "autonomía para que las instituciones de cultura "superior 
se organicen, administren y funcionen "libremente, y sean sustento de las libertades, 
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"jamás como fórmula de endeudamiento que "implique un derecho territorial por 
encima de las "facultades primigenias del Estado. Fortalecer "estas instituciones 
arraigadas y obligadas con la "colectividad nacional e independientes entre sí es 
"requisito indispensable para el cumplimiento de "su objeto.--- Las universidades e 
instituciones de "educación superior que derivan su autonomía de "la ley, deberán 
responsabilizarse primeramente "ante las propias comunidades y en última "instancia 
ante el Estado, del cumplimiento de sus "planes, programas, métodos de trabajo y de 
que "sus recursos han sido destinados a sus fines. La "universidad se consolidará de 
esta manera "idóneamente para formar individuos que "contribuyan al desarrollo del 
país.--- Las "universidades públicas del país han solicitado que "se legisle a nivel 
constitucional para garantizar el "ejercicio de su autonomía y precisar las 
"modalidades de sus relaciones laborales, con la "finalidad de hacer compatibles la 
autonomía y los "fines de las instituciones de educación superior "con los derechos 
laborales de los trabajadores "tanto académicos como administrativos. El "Gobierno 
de la República está persuadido de que "estas precisiones auxiliarán a que las 
"universidades cumplan cada día mejor sus "finalidades y se superen 
académicamente para "que México pueda lograr su independencia "científica y 
tecnológica’.--- De la transcripción "anterior podemos llegar a las siguientes 
"conclusiones:--- 1) Con la reforma se reconoce a "nivel constitucional una realidad 
que se daba a "nivel legal: la existencia de universidades públicas "autónomas.--- En 
este sentido, se reconoce en la "exposición de motivos que es una posibilidad que 
"se tiene ‘desde hace 50 años’ (tercer párrafo) y "que dicha iniciativa obedece a un 
reclamo de las "universidades ya existentes (sexto párrafo). Es "decir, las 
universidades autónomas que existían "desde hacía 50 años exigieron que se les 
"reconociera este carácter a nivel nacional.--- Sólo "existían universidades 
autónomas públicas, nunca "hubo una universidad privada autónoma.--- 2) Las 
"universidades autónomas únicamente son "universidades públicas.--- En el sexto 
párrafo de la "exposición de motivos se establece textualmente "que ‘las 
universidades públicas del país han "solicitado que se legisle a nivel constitucional 
"para garantizar el ejercicio de su autonomía;...’.--- "3) La autonomía de las 
universidades deriva de "sus Leyes.--- Las universidades autónomas, al ser "públicas 
son creadas por ley, en la cual se "establece su autonomía.--- El constituyente 
"permanente determinó con toda claridad que la "autonomía se otorga a las 
universidades y demás "instituciones de educación superior, por un acto "formal y 
materialmente legislativo; luego entonces "sólo los Poderes Legislativos pueden 
conferirla.--- "En los términos expuestos por la exposición de "motivos transcrita en 
lo conducente, existe el "compromiso del Estado de respetar la autonomía "para que 
las instituciones de cultura superior se "organicen, administren y funcionen 
libremente; de "tal manera que, desde un punto de vista jurídico, "la autonomía 
entraña un grado extremo de "descentralización respecto del propio poder "público 
que permite a las Universidades e "Instituciones Públicas de Educación Superior 
"cumplir sus finalidades de docencia, investigación "y difusión de la cultura con 
libertad e "independencia.--- Las universidades e "instituciones autónomas, de 
conformidad con las "leyes orgánicas que las rigen, tienen naturaleza "jurídica de 
organismos públicos descentralizados; "adicionalmente disponen de un mayor grado 
de "descentralización para el cumplimiento de sus "fines.--- Sobre el carácter público 
de las "universidades autónomas esa Honorable Suprema "Corte de Justicia de la 
Nación, en la sentencia "recaída al Amparo en Revisión 1195/92 (resultando "séptimo) 
dejó establecido lo que se transcribe en "lo conducente:--- ‘… En efecto, es cierto que 
la "autonomía de las universidades presenta "orígenes, evolución y rasgos muy 
específicos; sin "embargo, tal y como se encuentra concebida en "nuestro orden 
jurídico, no es sino una fórmula "para conseguir el funcionamiento más eficaz de "las 
universidades públicas en cuanto instituciones "creadas para la prestación de un 
servicio público.-"-- Sobre el particular, debe destacarse que en sus "orígenes estas 
instituciones en el orden universal "responden básicamente a dos moldes: las 
"universidades del mundo anglosajón, en el que "surgen como iniciativas 
independientes del "Estado y se desarrollan al margen de la actividad "de éste. Más 
bien, son producto de la iniciativa "privada que aporta el patrimonio inicial y 
"establece sus estatutos. Su vida se rige por las "reglas del mercado y en esa medida 
no tiene "vínculo de compromiso el Estado con ellas; así, su "autonomía no es 
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resultado de una concesión de "los poderes públicos sino consecuencia de su 
"especial concepción; y las universidades del "sistema napoleónico en el que se les 
considera "como una función del Estado y, por ende, se "conceptúan como servicios 
integrados en la "jerarquía administrativa de éste, de tal suerte que "sus autoridades 
y financiamiento son públicos.--- "Posteriormente, advertimos con el decurso del 
"tiempo el surgimiento de las universidades "públicas en el mundo anglosajón y la 
"reivindicación de autonomía para las "universidades públicas en los países que 
seguían "el sistema napoleónico.--- De manera especial "llama la atención para 
efectos del presente fallo el "fenómeno mencionado en último término: la 
"reivindicación de autonomía para las "universidades públicas.--- Al respecto, debe 
"señalarse que el movimiento que surgió en los "albores de este siglo en América 
Latina y se "desarrolló más tarde en Europa (por ejemplo en "España a finales de la 
década de los años sesenta "y comienzo de los años setenta) tuvo por finalidad 
"esencial terminar con la autoridad del Estado en la "dirección universitaria, y en su 
sustitución por una "dirección colegiada formada por profesores, "estudiantes y 
graduados en igualdad de "representación así como lograr su autogestión. "Este 
nuevo modelo se viene a generalizar a lo "largo de la primera mitad del siglo XX en 
América "Latina.--- Sin embargo, estas nuevas formas "adoptadas por las 
universidades americanas no "cristalizan la autonomía en los términos de las 
"universidades anglosajonas, es decir, no se "conciben como entidades 
autosuficientes en un "mercado abierto; su creación es precisamente a "manera de 
una fundación privada; encuentran su "origen en la ley y parte importante de su 
"financiamiento en los fondos públicos, aunque el "Estado se excluye de su gobierno 
interno y "fijación de reglas funcionales. Se caracteriza por "ser, pues, un modelo de 
autogestión.--- En este "sentido, las universidades de que se viene "hablando surgen 
como un punto intermedio entre "los modelos universitarios supraindicados, que 
"van configurándose en forma diversa en las "distintas latitudes.--- Particularmente 
en nuestro "país, esta evolución alcanza un sistema en el que, "siendo la educación 
un servicio público por "definición constitucional, se previene una "prestación de 
manera mixta, esto es, tanto por el "Estado como por los particulares, aunque sujeto 
"en el último caso, a los lineamientos y objetivos "planteados en la propia Carta 
Magna.--- De esta "forma, advertimos la existencia, por un lado, de "las universidades 
privadas cuya autonomía refleja "sin duda alguna el modelo universitario 
"anglosajón, aunque en cierta forma moderado por "la sujeción a una plataforma de 
principios "constitucionales y, por otro, las universidades "públicas dotadas de una 
autonomía.--- Pero esta "autonomía de las universidades públicas, de "manera 
alguna, puede conducir a la afirmación de "su concepción como entidades ajenas al 
Estado.--"- …--- Ya en el nivel constitucional, se confirma lo "anterior, al fijarse las 
bases esenciales de la "autonomía universitaria.--- El nueve de junio de mil 
"novecientos ochenta, fue publicada en el Diario "Oficial de la Federación la reforma 
al artículo 3o. de "la Carta Magna, en la que se elevó al rango "constitucional el 
principio de autonomía "universitaria.--- El texto del apartado "correspondiente 
quedó, en lo conducente, en los "siguientes términos:--- ‘VIII.- Las Universidades y 
"las demás instituciones de educación superior a "las que la ley otorgue autonomía, 
tendrán la "facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí "mismas; realizarán sus 
fines de educar, investigar "o difundir la cultura de acuerdo con los principios "de 
este artículo, respetando la libertad de cátedra "e investigación y de libre examen y 
discusión de "las ideas; determinarán sus planes y programas; "fijarán los términos 
de ingreso, promoción y "permanencia de su personal académico; y "administrarán 
su patrimonio ...’.--- En estas "condiciones, la autonomía universitaria en el "rango 
constitucional se vino a configurar como "una auténtica garantía institucional, es 
decir, una "protección constitucional de las características "esenciales de dichas 
instituciones, para el "aseguramiento de la libertad académica en el nivel "de 
enseñanza superior.--- Su contenido, de "conformidad con el texto constitucional, se 
"traduce en la capacidad de decisión de estos "establecimientos respecto de la 
normatividad de "su organización y funcionamiento, la designación "de sus órganos 
de gobierno, selección de "profesores y personal no docente, admisión de 
"estudiantes, fijación de programas de estudios y "disposición de su patrimonio e 
ingresos.--- Pero "esta capacidad de decisión está limitada por el "propio texto 
constitucional desde dos puntos de "vista; uno, porque la norma suprema alude al 
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"otorgamiento de la autonomía por la ley, esto es, "la fuente de la autonomía se 
localiza en la "voluntad del Estado, pues es éste quien crea las "universidades 
públicas, otro, consistente en que "en el ejercicio de esta autonomía se supedita a los 
"principios constitucionales que informan la "enseñanza nacional, y al respeto del 
derecho de "libertad académica. Aun en la disposición de sus "ingresos las 
universidades públicas pueden ser "objeto de control por parte del gobierno, en la 
"medida en que reciben un subsidio de éste, y "forma parte del mismo. En este 
sentido, al nutrirse "de los fondos públicos, la universidad queda en "dicho renglón 
contemplada en la cuenta pública, y "en su carácter de organismo descentralizado 
debe "actuar en concordancia con las disposiciones de "orden público, pues 
autonomía no significa "inmunidad, ni extraterritorialidad, en excepción de "orden 
jurídico.--- …’.--- Don José de Jesús Gudiño "Pelayo, en su texto ‘Problemas 
Fundamentales del "Amparo Mexicano’, (Editorial ITESO, México, 1994, "Págs. 227 y 
234) afirma que:--- ‘… cuando nos "referimos a ‘las universidades denominadas 
"autónomas’, sólo queremos comprender a "aquéllas que tienen el carácter de 
organismos "descentralizados por servicio, bien sea del "Gobierno Federal o del de 
las entidades "federativas, y no a algunas que, aunque también "incluyen en su 
denominación el vocablo "autónoma, son universidades privadas por lo "tanto 
sujetas a un régimen jurídico diferente;…’.--- "‘Las actividades de las universidades 
"denominadas autónomas no se agota con la "impartición de cursos. Estas 
instituciones ejercen "funciones públicas que el Estado les ha otorgado "a través de 
la ley orgánica que las rige, como lo "son, entre otras … aprobar los programas 
"académicos;...’.--- Es evidente que el constituyente "distingue con claridad que uno 
es el régimen "aplicable a los particulares que decidieren impartir "educación y otro 
distinto el de las instituciones "autónomas públicas.--- El primero se establece y 
"fundamenta en la fracción VI del artículo 3o. "constitucional que confiere a los 
particulares la "facultad de educar en los diferentes tipos y "modalidades, pero con 
sujeción al reconocimiento "de validez oficial de estudios que el Estado les "otorgue, 
en los términos que legalmente "procedan.--- Otro es el régimen establecido por la 
"fracción VII para universidades e instituciones "legalmente autónomas, mismas que 
"evidentemente tienen naturaleza de públicas, "sujetas a los principios y normas que 
derivan de la "autonomía y no a las condiciones que deriven del "reconocimiento de 
validez oficial de estudios "propio de los educadores particulares.--- A mayor 
"abundamiento, la fracción VII sirvió para "establecer un régimen laboral de 
excepción a las "instituciones públicas autónomas, toda vez que "por su propia 
naturaleza de públicas pudiera "haberse entendido que estaban sujetas al régimen 
"del Apartado B) del artículo 123 constitucional; de "forma tal que el constituyente 
precisó la "excepción cuando dejó expreso que su régimen "laboral sería el del 
Apartado A) del precepto "enunciado.--- En el tomo I de la Constitución "Política de 
los Estados Unidos Mexicanos "comentada, publicada por el Poder Judicial de la 
"Federación, el Consejo de la Judicatura Federal y "la Universidad Nacional 
Autónoma de México en "1997, página 28, puede leerse el siguiente "comentario de 
Mario Melgar Adalid respecto de la "autonomía universitaria:--- ‘… en primer lugar, la 
"autonomía debe entenderse como el ejercicio de "ciertas facultades que 
originalmente "corresponden al Estado, en tanto que están "directamente 
relacionadas con el servicio público "de educación, en este caso del tipo superior; es 
"decir, el Estado se desprende de esas facultades "que le son propias para 
depositarlas en otra "entidad creada por él. En segundo lugar, la "autonomía se 
otorga sólo mediante un acto "jurídico emanado del órgano legislativo, sea "federal o 
local, por lo que no existe autonomía "emanada de actos del Ejecutivo o del Judicial. 
En "tercer lugar, la autonomía se ejerce sólo por "algunos organismos 
descentralizados del Estado, "por lo que no es posible concebir una "dependencia u 
organismo integrado a la "estructura del gobierno central y que al mismo "tiempo sea 
autónomo. No puede concebirse la "autonomía fuera del marco jurídico que le es 
"propio ni otorgada por otra instancia que no sea el "Estado, de allí que la autonomía 
sea una condición "jurídica que sólo pueda otorgarse a instituciones "públicas’.--- La 
autonomía universitaria debe "entenderse como una garantía jurídica conferida "por 
la ley a favor de instituciones públicas de "educación superior con el propósito de 
asegurar "el cumplimiento pleno de sus finalidades de "educar, investigar y difundir 
la cultura en el marco "de la libertad.--- De acuerdo con el dispositivo "constitucional 
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transcrito las universidades e "instituciones públicas de educación superior a las 
"que la ley otorgue autonomía están facultadas "para autogobernarse y establecer 
sus propias "normas, determinar sus planes y programas, fijar "los términos de 
ingreso, promoción y "permanencia de su personal académico y "administrar su 
patrimonio.--- Así expresada, en los "términos de la fracción VII del artículo 3o. 
"constitucional, la autonomía universitaria entraña "una limitación al poder público 
que le impide "invadir la vida interna de las universidades e "instituciones públicas, 
con el efecto de asegurar el "pleno cumplimiento de sus fines.--- Define Jorge 
"Carpizo en su artículo ‘Autonomía Universitaria’, "Diccionario Jurídico Mexicano, 
Editorial Porrúa; "México; 1994; tomo I, Pp 282-283:--- ‘AUTONOMIA "UNIVERSITARIA. 
I.- (Autonomía; del griego, autos, "propio mismo, y nomos, ley). Entre los 
"antecedentes de la autonomía universitaria en "México se pueden mencionar el 
Decreto número 2 "del 5 de octubre de 1917 que reconoció algunos "aspectos 
autonómicos a la Universidad "Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y, en igual 
"forma, el Decreto núm. 106 de 1923 de la "Legislatura local en el caso de la 
Universidad "Autónoma de San Luis Potosí, aunque dichos "Decretos no fueron 
cumplidos íntegramente.--- A "la Universidad Nacional de México le fue "reconocida 
su autonomía en la Ley Orgánica de "1929.--- II.- El 9 de junio de 1980 se elevó el 
"principio de autonomía universitaria a rango "constitucional, adicionándole una 
fracción al "artículo tercero de la Ley Fundamental.--- La "autonomía es la facultad 
que poseen las "universidades para autogobernarse -darse sus "propias normas 
dentro del marco de su Ley "Orgánica y designar a sus autoridades-, para "determinar 
sus planes y programas dentro de los "principios de libertad de cátedra e 
investigación y, "para administrar libremente su patrimonio.--- La "autonomía 
constitucional sólo se refiere a las "universidades públicas y no a las privadas.--- III.- 
"El artículo mencionado no establece la autonomía "de las universidades, ya que este 
principio se "reconoce en la ley que crea y regula a cada "universidad. Así, una 
universidad o institución de "educación superior será autónoma o no de "acuerdo a 
lo que disponga su ley. Es decir, las "universidades públicas no autónomas -como la 
de "Veracruz y la de Guadalajara- continúan siendo no "autónomas.--- El artículo 
mencionado señala los "fines de las universidades y de las instituciones "de 
educación superior; educar, investigar y "difundir la cultura, y estos fines se deben 
realizar "conforme con los principios establecidos en el "propio artículo tercero: en 
forma democrática, "nacional, con conciencia social, de acuerdo con la "dignidad 
humana y fomentando el amor a la patria "y la conciencia de la solidaridad 
internacional en "la independencia y en la justicia.--- IV.- Las "características de la 
autonomía universitaria son:--"- 1.- Académica, que implica que sus fines los "realiza 
de acuerdo con la libertad de cátedra e "investigación y el libre examen y discusión 
de las "ideas; la determinación de sus planes y "programas; y la fijación de los 
términos de "ingreso, promoción y permanencia del personal "académico.--- 2.- De 
gobierno, que implica el "nombramiento de sus autoridades y el "otorgamiento de sus 
normas dentro de los marcos "de su ley orgánica. En este último aspecto es 
"interesante resaltar que la autonomía universitaria "se asemeja a la autonomía de las 
entidades "federativas: la facultad de legislar en el ámbito "interno teniendo como 
guía una norma de carácter "superior que no deben contravenir.--- 3.- "Económica, 
que implica la libre administración de "su patrimonio. Las universidades no pueden 
"cubrir sus necesidades con sus propios recursos, "lo que hace necesario que el 
Estado les otorgue "un subsidio, pero son las propias universidades "las que 
determinan en qué materias y en qué "proporción se gastarán los recursos, y los 
"órganos universitarios que manejan esos recursos "no rinden cuentas a organismos 
gubernamentales, "sino a otro órgano universitario que generalmente "es el Consejo, 
el mismo órgano que casi siempre "posee facultades legislativas para el ámbito 
"interno.--- V.- Las relaciones entre las "universidades y el Estado deben ser de 
mutuo "respeto, cada cual dentro del campo de "atribuciones que le corresponde.--- 
Las "universidades en el cumplimiento de sus "funciones se encuentran con las 
siguientes "limitaciones: a) realizar sus funciones bien y no "otras que no les 
corresponden, b) actuar dentro "del orden jurídico y, c) realizar sus funciones con 
"libertad y responsablemente; es decir, sin "libertinaje ni anarquía.--- VI.- El a. (sic) 
tercero "constitucional, como parte de la autonomía, "señala algunos aspectos de 
carácter laboral; a) las "universidades autónomas se regirán por el "apartado A del a. 
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(sic) 123 constitucional, b) como "el trabajo universitario tiene características 
"propias de un trabajo especial, éstas se "establecen en la Ley Federal del Trabajo, 
ley que "indica las modalidades necesarias para que se "haga concordar esa relación 
laboral con la "autonomía, la libertad de cátedra e investigación y "los fines de las 
universidades y, c) como el "ingreso, la promoción y la permanencia del "personal 
académico son cuestiones de carácter "académico, como se ha precisado, son 
fijados por "las propias universidades autónomas.--- VII.- "BIBLIOGRAFIA: Carpizo, 
Jorge, ‘La garantía "constitucional de la autonomía universitaria’, "Gaceta Informativa 
de Legislación y "Jurisprudencia, México, vol. 9, número 31, "septiembre-diciembre 
de 1980; Hurtado Márquez, "Eugenio, La Universidad Autónoma: 1929-1944, "México, 
UNAM, 1976; Pinto Mazal, Jorge, La "autonomía universitaria, México, UNAM, 1974; 
"Valadés, Diego, La Universidad Nacional "Autónoma de México, México, UNAM, 
1974: Varios "Autores, La autonomía universitaria en México, "México, UNAM, 1979. 
Jorge Carpizo.--- De lo "expuesto puede concluirse evidentemente, que los "artículos 
46 Bis y 46 Ter, adicionados a la Ley de "Educación del Estado de San Luis Potosí 
violan la "fracción VII del artículo 3o. constitucional, toda vez "que pretenden 
extender el régimen de la "autonomía universitaria, propio de las "instituciones 
públicas a instituciones particulares "de educación superior, las cuales sólo pueden 
"estar sujetas al régimen jurídico cuyo fundamento "constitucional se ubica en lo 
dispuesto por la "fracción VI del artículo 3o. de la Constitución "General de la 
República, el cual consigna que los "particulares pueden impartir educación en todos 
"sus tipos o modalidades, con sujeción al "reconocimiento de validez oficial de 
estudios que "el Estado les otorgue, en los términos que la ley "establezca.--- Sirven 
de apoyo para acreditar que "la autonomía universitaria es prerrogativa "únicamente 
de las instituciones públicas, las "siguientes tesis jurisprudenciales:--- 
"‘UNIVERSIDADES PUBLICAS AUTONOMAS. LA "DETERMINACION MEDIANTE LA 
CUAL "DESINCORPORAN DE LA ESFERA JURIDICA DE "UN GOBERNADO LOS 
DERECHOS QUE LE "ASISTIAN AL UBICARSE EN LA SITUACION "JURIDICA DE 
ALUMNO, CONSTITUYE UN ACTO "DE AUTORIDAD IMPUGNABLE A TRAVES DEL 
"JUICIO DE AMPARO.- Las universidades públicas "autónomas son organismos 
descentralizados que "forman parte de la administración pública y, por "ende, 
integran la entidad política a la que "pertenecen, esto es, la Federación o la 
"correspondiente entidad federativa; además, se "encuentran dotadas legalmente de 
autonomía, en "términos del artículo 3o., fracción VIII, de la "Constitución Política de 
los Estados Unidos "Mexicanos, por lo que gozan de independencia "para determinar 
por sí solas, supeditadas a los "principios constitucionales que rigen la actuación "de 
cualquier órgano del Estado, los términos y "condiciones en que desarrollarán los 
servicios "educativos que presten, los requisitos de ingreso, "promoción y 
permanencia de su personal "académico y la forma en que administrarán su 
"patrimonio, destacando que en la ley en la que se "les otorga la referida autonomía, 
con el fin de que "puedan ejercerla plenamente, se les habilita para "emitir 
disposiciones administrativas de "observancia general. En ese tenor, una vez que un 
"gobernado cumple con los requisitos que le "permiten adquirir la categoría de 
alumno previstos "en las respectivas disposiciones legislativas y "administrativas, 
incorpora en su esfera jurídica un "conjunto específico de derechos y obligaciones, 
"por lo que la determinación mediante la cual una "universidad pública autónoma lo 
expulsa, o por "tiempo indefinido le impide continuar disfrutando "de dicha situación 
jurídica, constituye un acto de "autoridad impugnable a través del juicio de "amparo, 
ya que se traduce en el ejercicio de una "potestad administrativa, expresión de una 
relación "de supra a subordinación, que tiene su origen en "una disposición integrada 
al orden jurídico "nacional y que implica un acto unilateral, lo cual "hace innecesario 
acudir a los tribunales ordinarios "para que surtan efectos las consecuencias 
"jurídicas impuestas por el órgano decisor sin el "consenso del afectado’.--- 
AUTONOMIA "UNIVERSITARIA. ORIGEN Y ALCANCE DE LAS "ATRIBUCIONES DE 
AUTOGOBIERNO "CONFERIDAS A LAS UNIVERSIDADES "PUBLICAS.- La autonomía 
de las universidades "públicas es una atribución de autogobierno que "tiene su 
origen en un acto formal y materialmente "legislativo proveniente del Congreso de la 
Unión o "de las Legislaturas locales, a través del cual se les "confiere independencia 
académica y patrimonial "para determinar, sujetándose a lo dispuesto en la 
"Constitución General de la República y en las "leyes respectivas, los términos y 
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condiciones en "que desarrollarán los servicios educativos que "decidan prestar, los 
requisitos de ingreso, "promoción y permanencia de su personal "académico y la 
forma en que administrarán su "patrimonio; por tanto, la capacidad de decisión "que 
conlleva esa autonomía está supeditada a los "principios constitucionales que rigen 
la actuación "de cualquier órgano del Estado y, en el ámbito de "las actividades 
específicas para las cuales les es "conferida, único en el que puede desarrollarse 
"aquélla, deben sujetarse a los principios que la "propia Norma Fundamental 
establece tratándose "de la educación que imparta el Estado’.--- "AUTONOMIA 
UNIVERSITARIA. NO SE VIOLA POR "LA VERIFICACION QUE HAGA LA ENTIDAD DE 
"FISCALIZACION SUPERIOR DE LA FEDERACION "(ANTES CONTADURIA MAYOR DE 
HACIENDA), DE "LOS SUBSIDIOS FEDERALES QUE SE OTORGAN "A LAS 
UNIVERSIDADES PUBLICAS.- El artículo 3o., "fracción VII, de la Constitución Política 
de los "Estados Unidos Mexicanos establece el principio "de autonomía universitaria 
como la facultad y la "responsabilidad de las universidades de "gobernarse a sí 
mismas, de realizar sus fines de "educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo 
"con los principios consignados en el propio "precepto, con libertad de cátedra e 
investigación y "de examen y discusión de las ideas, de formular "sus planes de 
estudio y de adoptar sus "programas, así como de fijar los términos de "ingreso, 
promoción y permanencia de su personal "académico y de administración de su 
patrimonio, "pero dicho principio no impide la fiscalización, por "parte de dicha 
entidad, de los subsidios federales "que se otorguen a las universidades públicas 
para "su funcionamiento y el cumplimiento de sus fines, "porque tal revisión no 
significa intromisión a su "libertad de autogobierno y autoadministración "sino que la 
verificación de que efectivamente las "aportaciones económicas que reciben del 
pueblo "se destinaron para los fines a que fueron "otorgadas y sin que se hubiera 
hecho un uso "inadecuado o incurrido en desvío de los fondos "relativos. La anterior 
conclusión deriva, por una "parte, de la voluntad del Organo Reformador "expresada 
en el proceso legislativo que dio origen "a la consagración, a nivel constitucional, 
mediante "Decreto publicado en el Diario Oficial de la "Federación el nueve de junio 
de mil novecientos "ochenta, tanto del principio de autonomía "universitaria, como de 
la responsabilidad de las "universidades en el cumplimiento de sus fines "ante sus 
comunidades y el Estado, su ejecución a "la ley y la obligación de rendir cuentas al 
pueblo y "justificar el uso correcto de los subsidios que se "les otorgan’.--- 
‘UNIVERSIDADES E "INSTITUCIONES DE EDUCACION SUPERIOR "AUTONOMAS 
POR LEY. LOS CONFLICTOS "ORIGINADOS CON MOTIVO DE LAS RELACIONES 
"LABORALES CON SU PERSONAL "ADMINISTRATIVO Y ACADEMICO, DEBEN 
"RESOLVERSE POR LAS JUNTAS DE "CONCILIACION Y ARBITRAJE.- Las relaciones 
de "trabajo entre las universidades e instituciones de "educación superior autónomas 
por ley y su "personal administrativo y académico, están "sujetas a las disposiciones 
del capítulo XVII, del "título sexto de la Ley Federal del Trabajo, pues si "bien les 
corresponde exclusivamente a las propias "universidades o instituciones regular los 
aspectos "académicos, dada la facultad con que cuentan "para fijar los términos de 
ingreso, promoción y "permanencia de su personal académico, ello no "implica que 
las decisiones que tomen en los "aspectos laborales con su personal, sean 
"jurisdiccionalmente inatacables, pues ese no es el "alcance de la autonomía 
universitaria, ya que el "artículo 3o. constitucional establece que las "relaciones 
jurídicas de las universidades públicas "autónomas con su personal académico y 
"administrativo son de naturaleza laboral, y deben "sujetarse a lo establecido en el 
apartado A del "artículo 123 de la propia Norma Fundamental y a lo "dispuesto en la 
Ley Federal del Trabajo. En tal "virtud, los conflictos entre dichas universidades y 
"sus trabajadores se someterán a la decisión de "una Junta de Conciliación y 
Arbitraje, lo que de "ningún modo implica una violación a la autonomía "universitaria 
en lo que se refiere al ingreso, "promoción y permanencia de su personal "académico 
y administrativo, ya que el régimen a "que se hallan sujetas y que deriva de sus 
propias "leyes orgánicas, reglamentos y estatutos, no se "menoscaba por el hecho de 
que sus controversias "laborales, aun las de orden académico y "administrativo, se 
sujeten a los laudos de las "Juntas de Conciliación y Arbitraje, en virtud de "que 
conforme al artículo 353-S de la Ley Federal "del Trabajo, dichas Juntas deben ajustar 
sus "actuaciones y laudos no sólo a la Ley Federal del "Trabajo, sino también a las 
normas interiores, "estatutarias y reglamentarias de la institución "autónoma 
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correspondiente’.--- ‘UNIVERSIDADES "PUBLICAS AUTONOMAS. LA DETERMINACION 
"MEDIANTE LA CUAL DESINCORPORAN DE LA "ESFERA JURIDICA DE UN 
GOBERNADO LOS "DERECHOS QUE LE ASISTIAN AL UBICARSE EN "LA SITUACION 
JURIDICA DE ALUMNO, "CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD "IMPUGNABLE A 
TRAVES DEL JUICIO DE "AMPARO.- Las universidades públicas autónomas "son 
organismos descentralizados que forman "parte de la administración pública y, por 
ende, "integran la entidad política a la que pertenecen, "esto es, la Federación o la 
correspondiente "entidad federativa; además, se encuentran "dotadas legalmente de 
autonomía, en términos del "artículo 3o., fracción VIII, de la Constitución Política "de 
los Estados Unidos Mexicanos, por lo que "gozan de independencia para determinar 
por sí "solas, supeditadas a los principios "constitucionales que rigen la actuación de 
"cualquier órgano del Estado, los términos y "condiciones en que desarrollarán los 
servicios "educativos que presten, los requisitos de ingreso, "promoción y 
permanencia de su personal "académico y la forma en que administrarán su 
"patrimonio, destacando que en la ley en la que se "les otorga la referida autonomía, 
con el fin de que "puedan ejercerla plenamente, se les habilita para "emitir 
disposiciones administrativas de "observancia general. En ese tenor, una vez que un 
"gobernado cumple con los requisitos que le "permiten adquirir la categoría de 
alumno previstos "en las respectivas disposiciones legislativas y "administrativas, 
incorpora en su esfera jurídica un "conjunto específico de derechos y obligaciones, 
"por lo que la determinación mediante la cual una "universidad pública autónoma lo 
expulsa, o por "tiempo indefinido le impide continuar disfrutando "de dicha situación 
jurídica, constituye un acto de "autoridad impugnable a través del juicio de "amparo, 
ya que se traduce en el ejercicio de una "potestad administrativa, expresión de una 
relación "de supra a subordinación, que tiene su origen en "una disposición integrada 
al orden jurídico "nacional y que implica un acto unilateral, lo cual "hace innecesario 
acudir a los tribunales ordinarios "para que surtan efectos las consecuencias 
"jurídicas impuestas por el órgano decisor sin el "consenso del afectado’.--- 
TERCERO.- Violaciones "a los artículos 3o., fracción VIII y 73, fracción XXV "de la 
Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos.--- Tanto de la lectura de la 
fracción VIII "del artículo 3o., como de la fracción XXV del "artículo 73, ambos de la 
Ley Suprema, se "desprende que corresponde al Congreso de la "Unión, con el fin de 
unificar y coordinar la "educación en toda la República, expedir las leyes "necesarias 
para distribuir la función social "educativa entre la Federación, las entidades 
"federativas y los Municipios.--- Con ese "fundamento constitucional el Poder 
Legislativo "Federal expidió la Ley General de Educación, "publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el "13 de julio de 1993.--- En lo conducente, la Ley "General 
de Educación dispone:--- ‘ARTICULO 1o.- "Esta Ley regula la educación que imparten 
el "Estado -Federación, entidades federativas y "Municipios-, sus organismos 
descentralizados y "los particulares con autorización o con "reconocimiento de 
validez oficial de estudios. Es "de observancia general en toda la República y las 
"disposiciones que contiene son de orden público "e interés social. La función social 
educativa de las "universidades y demás instituciones de educación "superior a que 
se refiere la fracción VII del artículo "3o. de la Constitución Política de los Estados 
"Unidos Mexicanos, se regulará por las leyes que "rigen a dichas instituciones’.--- 
‘ARTICULO 7o.- La "educación que impartan el Estado, sus "organismos 
descentralizados y los particulares "con autorización o con reconocimiento de validez 
"oficial de estudios tendrá, además de los fines "establecidos en el segundo párrafo 
del artículo 3o. "de la Constitución Política de los Estados Unidos "Mexicanos, los 
siguientes:…’.--- ‘ARTICULO 10.- "La educación que impartan el Estado, sus 
"organismos descentralizados y los particulares "con autorización o con 
reconocimiento de validez "oficial de estudios, es un servicio público.--- "Constituyen 
el sistema educativo nacional:--- I.- "Los educandos y educadores;--- II.- Las 
"autoridades educativas;--- III.- Los planes, "programas, métodos y materiales 
educativos;--- "IV.- Las instituciones educativas del Estado y de "sus organismos 
descentralizados;--- V.- Las "instituciones de los particulares con autorización "o con 
reconocimiento de validez oficial de "estudios, y--- VI.- Las instituciones de educación 
"superior a las que la ley otorga autonomía.--- Las "instituciones del sistema 
educativo nacional "impartirán educación de manera que permita al "educando 
incorporarse a la sociedad y, en su "oportunidad, desarrollar una actividad productiva 
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"y que permita, asimismo, al trabajador estudiar’.--- "‘ARTICULO 14.- Adicionalmente 
a las atribuciones "exclusivas a que se refieren los artículos 12 y 13, "corresponden a 
las autoridades educativas federal "y locales, de manera concurrente, las atribuciones 
"siguientes:--- …IV.- Otorgar, negar y retirar el "reconocimiento de validez oficial a 
estudios "distintos de los de primaria, secundaria, normal y "demás para la formación 
de maestros de "educación básica que impartan los "particulares;…’.--- ‘ARTICULO 
37.- La educación "de tipo básico está compuesta por el nivel "preescolar, el de 
primaria y el de secundaria. La "educación preescolar no constituye requisito "previo 
a la primaria. El tipo medio-superior "comprende el nivel de bachillerato, los demás 
"niveles equivalentes a éste, así como la educación "profesional que no requiere 
bachillerato o sus "equivalentes.--- El tipo superior es el que se "imparte después del 
bachillerato o de sus "equivalentes. Está compuesto por la licenciatura, "la 
especialidad, la maestría y el doctorado, así "como por opciones terminales previas a 
la "conclusión de la licenciatura. Comprende la "educación normal en todos sus 
niveles y "especialidades’.--- CAPITULO V. DE LA "EDUCACION QUE IMPARTAN LOS 
"PARTICULARES.--- ‘ARTICULO 54.- Los "particulares podrán impartir educación en 
todos "sus tipos y modalidades.--- Por lo que concierne a "la educación primaria, la 
secundaria, la normal y "demás para la formación de maestros de "educación básica, 
deberán obtener previamente, "en cada caso, la autorización expresa del Estado. 
"Tratándose de estudios distintos de los antes "mencionados, podrán obtener el 
reconocimiento "de validez oficial de estudios.--- La autorización y "el reconocimiento 
serán específicos para cada "plan de estudios.--- Para impartir nuevos estudios "se 
requerirá, según el caso, la autorización o el "reconocimiento respectivos. La 
autorización y el "reconocimiento incorporan a las instituciones que "los obtengan, 
respecto de los estudios a que la "propia autorización o dicho reconocimiento se 
"refieren, al sistema educativo nacional’.--- "‘ARTICULO 55.- Las autorizaciones y los 
"reconocimientos de validez oficial de estudios se "otorgarán cuando los solicitantes 
cuenten:--- …III.- "Con personal que acredite la preparación "adecuada para impartir 
educación y, en su caso, "satisfagan los demás requisitos a que se refiere el "artículo 
21;--- IV.- Con instalaciones que "satisfagan las condiciones higiénicas, de "seguridad 
y pedagógicas que la autoridad "otorgante determine. Para establecer un nuevo 
"plantel se requerirá, según el caso, una nueva "autorización o un nuevo 
reconocimiento, y--- V.- "Con planes y programas de estudio que la "autoridad 
otorgante considere procedentes, en el "caso de educación distinta de la primaria, la 
"secundaria, la normal y demás para la formación "de maestros de educación 
básica’.--- ‘ARTICULO "56.- Las autoridades educativas publicarán, en el "órgano 
informativo oficial correspondiente, una "relación de las instituciones a las que hayan 
"concedido autorización o reconocimiento de "validez oficial de estudios. Asimismo 
publicarán, "oportunamente y en cada caso, la inclusión o la "supresión en dicha lista 
de las instituciones a las "que otorguen, revoquen o retiren las "autorizaciones o 
reconocimientos respectivos.--- "Los particulares que impartan estudios con 
"autorización o con reconocimiento deberán "mencionar en la documentación que 
expidan y en "la publicidad que hagan, una leyenda que indique "su calidad de 
incorporados, el número y fecha del "acuerdo respectivo, así como la autoridad que 
lo "otorgó’.--- ‘ARTICULO 57.- Los particulares que "impartan educación con 
autorización o con "reconocimiento de validez oficial de estudios "deberán:--- 1.- 
Cumplir con lo dispuesto en el "artículo 3o. de la Constitución Política de los 
"Estados Unidos Mexicanos y en la presente Ley;--- "II.- Cumplir con los planes y 
programas de estudio "que las autoridades educativas competentes "hayan 
determinado o considerado procedentes;--- "III.- Proporcionar un mínimo de becas en 
los "términos de los lineamientos generales que la "autoridad que otorgue las 
autorizaciones o "reconocimientos haya determinado;--- IV.- Cumplir "los requisitos 
previstos en el artículo 55, y--- V.- "Facilitar y colaborar en las actividades de 
"evaluación, inspección y vigilancia que las "autoridades competentes realicen u 
ordenen’.--- "‘ARTICULO 58.- Las autoridades que otorguen "autorizaciones y 
reconocimientos de validez "oficial de estudios deberán inspeccionar y vigilar "los 
servicios educativos respecto de los cuales "concedieron dichas autorizaciones o 
"reconocimientos’.--- Con la emisión de los "artículos 46 Bis y 46 Ter a la Ley de 
Educación del "Estado de San Luis Potosí, el Poder Legislativo "del Estado invadió 
facultades que la Constitución "General de la República reserva para el Congreso "de 
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la Unión.--- En efecto, corresponde al legislador "federal expedir la ley reglamentaria 
que distribuya "la función social educativa entre Federación, "entidades federativas y 
Municipios. En uso de "esas facultades el Congreso de la Unión expidió la "Ley 
General de Educación que delimita las "competencias de las esferas federal, locales y 
"municipales en materia educativa.--- Dejó claro el "artículo 14, fracción IV del 
ordenamiento legal "federal que, de manera concurrente, las "autoridades educativas 
federal y locales, tienen "facultades para otorgar, negar y retirar el "reconocimiento 
de validez oficial de estudios, "distintos a los de primaria, secundaria, normal y 
"demás para la formación de maestros de "educación básica que impartan los 
particulares.--- "Es evidente que el legislador federal, facultado por "la Constitución, 
al distribuir la función social "educativa, sólo consideró posible el régimen, el 
"reconocimiento de validez oficial de estudios para "la impartición de la educación 
superior por parte "de los particulares.--- De ninguno de los preceptos "de la Ley se 
desprende la extensión del régimen "de autonomía universitaria a favor de 
educadores "particulares.--- De acuerdo con los preceptos "transcritos, puede 
concluirse que la función social "educativa de las instituciones autónomas se "regula 
por las leyes que rigen a dichas "instituciones: puede interpretarse entonces 
"válidamente que la Ley General de Educación y las "correspondientes Leyes de 
Educación de los "Estados regulan la educación impartida por las "instituciones 
públicas no autónomas y por los "particulares.--- Asimismo se concluye que la 
"impartición de la educación del tipo superior por "parte de particulares se sujeta al 
régimen de "reconocimiento de validez oficial de estudios que "se establece en los 
artículos del 54 al 59 del "Capítulo V de la ley.--- Al pretender el "establecimiento de 
un régimen jurídico distinto del "consignado en la Ley General de Educación para "la 
educación superior impartida por particulares, "el Poder Legislativo del Estado de 
San Luis Potosí "invadió la esfera de competencia del Poder "Legislativo Federal, 
quien en uso de las facultades "que la Constitución le confiere para distribuir la 
"función social educativa, dejó claras las reglas "que integran el marco jurídico de la 
educación "impartida por particulares.--- CUARTO.- El Decreto "del Gobernador 
Constitucional del Estado Libre y "Soberano de San Luis Potosí mediante el que 
"otorga calidad de autónoma a la Universidad "Abierta, Sociedad Civil, viola las 
fracciones VI y VII "del artículo 3o. constitucional.--- El Decreto del "Ejecutivo del 
Estado expedido el 22 de septiembre "de 2003, publicado en el Periódico Oficial del 23 
"del mismo septiembre y que entró en vigor al día "siguiente de la publicación, de 
acuerdo con lo "dispuesto por su Artículo Unico Transitorio, "otorga la autonomía a 
favor de la Universidad "Abierta, Sociedad Civil, facultándola para elaborar "sus 
planes y programas de estudio, los que sólo "deberá registrar ante la Secretaría de 
Educación "del Estado (artículo 2o.); así como para impartir los "conocimientos que 
ella misma determine. (artículo "3o.).--- El Gobernador del Estado fundó su Decreto 
"en los artículos 46 Bis y 46 Ter de la Ley de "Educación del Estado de San Luis 
Potosí los "cuales son objeto de impugnación en el presente "juicio.--- De los 
considerandos expuestos en el "Decreto se desprende que la Universidad Abierta, 
"Sociedad Civil, es una persona moral de derecho "privado.--- El Decreto de 
referencia viola la "fracción VI del artículo 3o. de la Constitución "General de la 
República, en la medida en que "extiende a una institución particular el régimen 
"jurídico de la autonomía, mientras que lo "constitucionalmente válido para los 
educadores "particulares es el régimen consignado en la "multicitada fracción VI, 
consistente en "reconocimiento de validez oficial de estudios.--- El "Decreto del 
Ejecutivo del Estado de San Luis "Potosí viola también la fracción VII del 3o. 
"constitucional la cual dispone que la autonomía "sólo puede ser otorgada por acto 
formal y "materialmente legislativo, mientras que el "Gobernador del Estado 
pretendió hacerlo de "manera inconstitucional, mediante un Decreto que "tiene 
naturaleza de acto administrativo por "provenir del Poder Ejecutivo”. 

CUARTO.- Los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se estiman 
violados, son: 3o., fracciones VI, VII y VIII y 73, fracción XXV. 

QUINTO.- Por acuerdo de seis de noviembre de dos mil tres, el Presidente de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente controversia constitucional, 
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a la que correspondió el número 103/2003 y, por razón de turno, designó como instructor al Ministro Humberto 
Román Palacios. 

Por auto de la misma fecha, el Ministro instructor admitió la demanda, teniendo como autoridades 
demandadas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de San Luis Potosí, a quienes ordenó 
emplazar a juicio; asimismo, tuvo al Poder Legislativo Federal, por conducto de la Cámaras de Senadores y 
de Diputados, con el carácter de tercero interesado, a las que ordenó dar vista, así como al Procurador 
General de la República. 

SEXTO.- El Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, al formular su contestación de demanda 
manifestó, en síntesis, que a través de los preceptos legales impugnados se pretendió fomentar la apertura de 
planteles de educación superior; sin embargo, el otorgar autonomía a universidades privadas no impulsa el 
avance educativo que requiere esa entidad y sí en cambio, difiere de la premisa de educación pública a que 
se refiere el artículo 3o. de la Constitución Federal, por lo que, ante la carencia de elementos y precedentes 
que puedan sostener la validez de la norma general controvertida, era innecesario esgrimir argumentos 
tendentes a defender su constitucionalidad. 

SEPTIMO.- El Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí, al formular contestación de demanda 
manifestó, en síntesis: 

1.- Que los preceptos legales impugnados no son violatorios del artículo 3o. de la Constitución Federal, ya 
que éste, en su fracción VII, no limita la autonomía universitaria a instituciones públicas, toda vez que la 
función educativa nunca ha sido exclusiva del ámbito público, sino que la propia Constitución Federal, desde 
su texto original y a través de sus diversas reformas, ha reconocido la realidad en materia educativa, al 
contemplar como un hecho la participación particular en la impartición de conocimientos, como expresamente 
lo contempla la fracción VI del precepto constitucional en comento, que permite que los particulares puedan 
impartir educación en todos sus tipos y modalidades. 

2.- Que los preceptos legales cuya invalidez se demanda tampoco violentan el artículo 3o., fracción VII, de 
la Constitución Federal, que refiere que “Las universidades y las demás instituciones de educación 
superior a las que la ley otorgue autonomía tendrán la facultad de...”, ya que el otorgamiento de la 
autonomía a instituciones privadas que establecen los preceptos impugnados, se encuentra evidentemente en 
un acto formal y materialmente legislativo, contenido en la misma norma, en la que se contemplan los 
lineamientos generales y aun específicos necesarios para conceder tal carácter, por lo que el hecho de que en 
dichos dispositivos legales se faculte al Ejecutivo Estatal para que expida el Decreto que reconozca la calidad 
de autónoma a las instituciones de educación superior que lo hayan obtenido, únicamente implica la 
expedición del reconocimiento oficial conforme al texto legal, pero el otorgamiento de ese carácter se da 
directamente por la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, cuando la institución correspondiente se 
coloca dentro de la hipótesis normativa. 

OCTAVO.- El Poder Legislativo Federal, en su carácter de tercero interesado y por conducto de las 
Cámaras de Senadores y de Diputados, manifestó, en síntesis: 

CAMARA DE SENADORES: 

1.- Que los preceptos legales impugnados contravienen lo dispuesto en el artículo 3o., fracciones VI, VII y 
VIII de la Constitución Federal, al pretender otorgar autonomía a universidades privadas, que por su 
naturaleza no forman parte de la administración pública Federal o Estatal. 

Que lo anterior es así, toda vez que por autonomía debe entenderse como la potestad que, dentro del 
Estado, pueden gozar las entidades públicas que lo integran, dentro de una determinada esfera territorial y 
que les permite la gestión de sus intereses locales por medio de organizaciones propias; de tal suerte que la 
autonomía sólo la pueden tener organismos públicos, con el fin de que puedan autogobernarse para lograr 
una mayor eficiencia y agilizar su administración, por lo que, conforme al artículo 3o., fracción VII, en relación 
con el artículo 90, ambos de la Constitución Federal, corresponde al Congreso de la Unión, a nivel Federal, 
mediante un acto formal y materialmente legislativo el crear organismos descentralizados que llevarán a cabo 
el ejercicio de la función educativa y, a nivel estatal, es la Legislatura local quien cuenta con la atribución de 
otorgar autonomía a las universidades que pertenecen a la administración pública centralizada del Estado. 

Que tanto la Constitución Federal como la Ley General de Educación contemplan el derecho de las 
instituciones privadas a impartir educación superior, siempre y cuando se sujeten al proceso de 
reconocimiento de validez oficial de estudios y a los medios de control para garantizar que la enseñanza que 
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imparten se encuentra apegada a los principios constitucionales; de tal manera que estas universidades 
pueden tener el nombre de “autónomas”, pero sólo para efectos denominativos y nunca para efectos jurídicos 
ni administrativos. 

2.- Que los preceptos legales controvertidos violan el artículo 73, fracción XXV de la Constitución Federal, 
que faculta al Congreso de la Unión para llevar a cabo la distribución de la función educativa, la cual realiza a 
través de leyes de carácter Federal, como en el caso lo es la Ley General de Educación. 

Que atento a lo anterior, el pretender dar autonomía a universidades privadas se viola dicho precepto 
constitucional, ya que estas instituciones, al adquirir tal carácter, no tendrían que solicitar autorización a la 
Secretaría de Educación para elaborar y modificar sus planes de estudio, con lo que indudablemente se 
invade la facultad constitucional del Congreso de la Unión. 

3.- Que el Decreto emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual otorga 
autonomía a una universidad privada, también resulta contrario a lo establecido en los artículos 3o., fracciones 
VII y VIII y 73, fracción XXV de la Constitución Federal, ya que por una parte, la autonomía universitaria debe 
realizarse mediante un acto formal y materialmente legislativo del Congreso de la Unión o del Congreso de 
alguno de los Estados, y no mediante un Decreto del Ejecutivo local; y, por otro lado, se otorga autonomía a 
una institución privada, no obstante que esta figura jurídica se encuentra contemplada exclusivamente para 
instituciones públicas. 

CAMARA DE DIPUTADOS: 

1.- Que los preceptos legales impugnados, al establecer que las instituciones privadas de educación 
superior puedan obtener la autonomía universitaria, conculcan el artículo 3o., fracciones VI y VII de la 
Constitución Federal, toda vez que la autonomía se encuentra dirigida a las instituciones públicas, dado que, 
por ser éstas parte del Estado, su funcionamiento proviene de recursos públicos, por lo que su otorgamiento 
es a través de un acto legislativo, con el fin de garantizar la calidad de la educación, lo que le da 
independencia para establecer las formas y términos de ingreso; de examen y discusión de ideas; determinar 
sus planes y programas de estudio; tomar decisiones respecto del personal académico; y, determinar todo lo 
relacionado a su gestión financiera. 

Que las universidades privadas, aunque auxilian al Estado en la prestación del servicio público educativo, 
por su propia naturaleza, sus fines de lucro, no requieren de autonomía, ya que cuentan con recursos 
económicos particulares; no existe la posibilidad de que el Estado pueda intervenir en su gestión, dado que 
gozan de autonomía curricular, así como en lo referente a la administración de recursos y en su organización 
interna, por lo que para su funcionamiento sólo requieren del reconocimiento de validez oficial de estudios, el 
cual se encuentra supeditado a que sus establecimientos cumplan con los requisitos legales y que sus 
programas de estudios, ingresos, exámenes y plantillas del personal docente, cumplan con los estándares de 
calidad que exige el Estado; por ende, no puede otorgárseles autonomía universitaria. 

Que de acuerdo con lo anterior, se puede decir que en estricto sentido la naturaleza de la educación que 
imparten los particulares es el de ser autónoma y únicamente requiere del reconocimiento de validez oficial de 
estudios que otorga la autoridad educativa correspondiente, por lo que, el otorgar autonomía a instituciones 
privadas va en contra del espíritu del Organo Reformador de la Constitución. 

2.- Que los artículos impugnados son violatorios de los artículos 3o., fracción VIII y 73, fracción XXV de la 
Constitución Federal, toda vez que invaden la esfera constitucional de competencia del Congreso de la Unión, 
quien cuenta con la facultad de expedir la ley reglamentaria que distribuya la función social educativa entre la 
Federación, Estados y Municipios. 

3.- Que el Decreto del Gobernador del Estado de San Luis Potosí, también controvertido en esta vía, es 
conculcatorio del artículo 3o., fracciones VI y VII de la Constitución Federal, toda vez que la autonomía 
universitaria únicamente puede otorgarse mediante un acto formal y materialmente legislativo y no mediante 
un acto administrativo como lo es el Decreto cuestionado. 

NOVENO.- El Procurador General de la República externó, en síntesis: 

1.- Que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente 
controversia constitucional. 

2.- Que la demanda fue presentada oportunamente. 

3.- Que el Secretario de Educación Pública cuenta con la representación del Poder Ejecutivo Federal, el 
que se encuentra legitimado para promover la controversia constitucional. 
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4.- Que con la adición a los artículos 46 bis y 46 ter de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, 
cuya invalidez se demanda, al prever que las universidades particulares puedan obtener por parte del Poder 
Ejecutivo Estatal la autonomía, se contravienen los artículos 3o., fracciones VI, VII y VIII y 73, fracción XXV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo siguiente: 

a) Que en el precepto constitucional citado en primer término, se contempla la posibilidad de otorgar 
autonomía a las universidades e instituciones de educación superior, pero únicamente a las que tengan el 
carácter de públicas, ya que éstas son órganos del Estado y mediante un acto formal y materialmente 
legislativo, se les confieren las atribuciones necesarias para gobernarse a sí mismas, en términos de la ley 
que las rija, con el objeto de que cumplan con la finalidad de educar, investigar y difundir la cultura. Para ello, 
se les faculta para determinar sus planes y programas, fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia 
de su personal académico, así como administrar su patrimonio. 

b) Que en la autonomía universitaria a que se refiere el precepto constitucional en comento, no se 
contempla a las universidades o instituciones de educación superior de origen particular, ya que éstas, por su 
propia naturaleza, gozan de autonomía sin necesidad de que les sea otorgada por parte del Estado, dado que 
son producto de la iniciativa privada que aporta el patrimonio inicial y establecen sus propios estatutos, 
rigiéndose, consecuentemente, por las reglas de libre mercado; carecen de vínculos de compromiso alguno 
con el Estado, por cuanto hace a su libertad de autogobernarse, es decir, pueden libremente y sin intervención 
del poder público realizar sus fines de educar, investigar y difundir la cultura; y no pertenecen a la estructura 
del Estado, ya que se crean con fundamento en normas de derecho privado; motivos éstos que hacen 
innecesario que se les otorgue la calidad de autónomas. 

5.- Que ante la inconstitucionalidad de los artículos impugnados, también debe declararse la invalidez del 
Acuerdo mediante el cual el Gobernador del Estado de San Luis Potosí otorgó la calidad de autónoma a la 
Universidad Abierta, Sociedad Civil, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintitrés de septiembre 
de dos mil tres, ya que éste se funda en aquellos preceptos legales. 

DECIMO.- Agotado en sus términos el trámite respectivo, se celebró la audiencia prevista en el artículo 29 
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, en la que de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 34 del propio ordenamiento, se hizo relación de las constancias de autos, se 
tuvieron por exhibidas las pruebas documentales ofrecidas por las partes, por presentados los alegatos y se 
puso el expediente en estado de resolución. 

En virtud del deceso del Ministro designado como instructor para conocer de este asunto, mediante 
proveído de primero de julio de dos mil cuatro, el Presidente de este Alto Tribunal ordenó turnar los autos al 
Ministro Juan Díaz Romero, a quien correspondió elaborar el proyecto de resolución. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO.- Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para 
conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 105, 
fracción I, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, por virtud de que se plantea un conflicto entre la Federación, 
por conducto del Poder Ejecutivo y el Estado de San Luis Potosí, por conducto de sus Poderes Legislativo 
y Ejecutivo. 

SEGUNDO.- Por ser de estudio preferente, se procede a analizar si la controversia constitucional fue 
promovida oportunamente. 

La parte actora impugna en su demanda lo siguiente: 

a) Los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí. 

b) El Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, 
emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres, publicado 
en el Periódico Oficial de la Entidad el veintitrés del mismo mes y año. 

Por cuanto hace a la expedición de reformas y adiciones a la Ley de Educación Pública del Estado de San 
Luis Potosí, cuyo Decreto fue publicado en el Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos 
mil tres, se advierte que se trata de una norma general, porque cuenta con los elementos de generalidad y 
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abstracción, ya que es aplicable para todo supuesto que se coloque en la hipótesis normativa, no se 
encuentra dirigido a un caso en particular y no se agota al momento de su aplicación. 

Respecto del Acuerdo emitido por el Gobernador de la citada entidad, se advierte que constituye un acto, 
por referirse a situaciones particulares y concretas. 

Ahora bien, para efectos de la oportunidad de la demanda, las fracciones I y II del artículo 21 de la Ley 
Reglamentaria de la materia, disponen: 

"ARTICULO 21.- El plazo para la interposición de la "demanda será: 
"I.- Tratándose de actos, de treinta días contados a "partir del día siguiente al en que 
conforme a la ley "del propio acto surta efectos la notificación de la "resolución o 
acuerdo que se reclame; al en que se "haya tenido conocimiento de ellos o de su 
"ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor "de los mismos; 
"II.- Tratándose de normas generales, de treinta "días contados a partir del día 
siguiente a la fecha "de su publicación, o del día siguiente al en que se "produzca el 
primer acto de aplicación de la norma "que dé lugar a la controversia, y...”. 

De lo transcrito se advierte que el plazo para la presentación de la demanda, tratándose de actos, es de 
treinta días contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación del acto conforme a la ley que 
lo rige; al en que se haya tenido conocimiento de éste por el actor, o en que este último se ostente sabedor; o 
bien, a partir del día siguiente de la fecha de su publicación, tratándose de normas generales, o del día 
siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia. 

Conviene aclarar que la impugnación de los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación Pública del 
Estado de San Luis Potosí, cuya adición se encuentra contenida en el Decreto número “593”, publicado en el 
Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos mil tres, se hace con motivo de su primer acto 
de aplicación, el cual se hizo consistir en el Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la 
Universidad Abierta, Sociedad Civil, emitido por el Gobernador de dicha entidad el veintidós de septiembre de 
dos mil tres, el cual fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el veintitrés del mismo mes y año. 

Así, en primer lugar debe determinarse si el referido Acuerdo constituye o no un acto de aplicación de la 
norma general impugnada, para lo cual es conveniente tener en cuenta que un acto constituye la aplicación de 
una norma general, siempre y cuando tenga su fundamento en la misma y que en ella se encuentre previsto el 
caso concreto que se identifica o se contiene en el acto señalado como el de su aplicación, de tal forma que a 
través de este último se materialice el presupuesto normativo que contiene la disposición general. 

En el considerando Octavo del referido Acuerdo se dice: 

"OCTAVO.- De lo anterior, se desprende que la "Universidad Abierta, Sociedad Civil, 
reunió "satisfactoriamente todos y cada uno de los "requisitos que establece el 
artículo 46 Bis de la "Ley de Educación del Gobierno del Estado, por lo "que resulta 
procedente otorgarle la calidad de "autónoma, entendida ésta como la más amplia 
"libertad de cátedra e investigación y del libre "examen y discusión de las ideas, 
donde se "determinen sus planes y programas, se fijen los "términos de promoción y 
permanencia de su "personal académico y de la administración de su "patrimonio 
y demás, en los términos del artículo "46 Ter del cuerpo legal previamente invocado”. 

De la transcripción anterior puede advertirse que el Acuerdo de mérito sí constituye un acto de aplicación 
de los artículos 46 BIS y 46 TER, impugnados, toda vez que estos preceptos legales fueron el fundamento 
legal para el otorgamiento de la calidad de autónoma a la universidad que se menciona en el referido 
Acuerdo; además, debe considerarse como el primer acto de aplicación de la ley, en virtud de que no obra en 
autos constancia alguna de la que pueda advertirse que previamente a la emisión de éste se hubiese 
pronunciado un diverso acto de aplicación de la norma. 

De acuerdo con la conclusión alcanzada, en el sentido de que el primer acto de aplicación de la norma 
general impugnada lo constituye el “Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la 
Universidad Abierta, Sociedad Civil”, emitido por el Gobernador de dicha entidad el veintidós de septiembre de 
dos mil tres y publicado en el Periódico Oficial del Estado el veintitrés del mismo mes y año (foja treinta y tres 
del expediente); por lo que en atención a lo dispuesto por el artículo 21, fracción II, de la Ley Reglamentaria 
de la materia transcrito, debe estimarse que el plazo de treinta días hábiles para promover la demanda 
transcurrió del miércoles veinticuatro de septiembre al martes cuatro de noviembre de dos mil tres, 
debiéndose descontar del cómputo respectivo los días sábado veintisiete de septiembre, cuatro, once, 
dieciocho, veinticinco de octubre y primero de noviembre; domingos veintiocho de septiembre, cinco, doce, 
diecinueve, veintiséis de octubre y dos de noviembre, todos de dos mil tres, por ser inhábiles, de conformidad 
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con lo dispuesto por el artículo 2o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Federal en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

Por lo anterior, al haberse presentado la demanda de controversia constitucional el cuatro de noviembre 
de dos mil tres, esto es, el último día del plazo legal, debe concluirse que respecto de la norma general 
impugnada, así como de su primer acto de aplicación, fue promovida oportunamente. 

TERCERO.- A continuación se procederá al análisis de la legitimación del promovente de la controversia 
constitucional, por ser un presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción. 

El artículo 105, fracción I, inciso a), de la Constitución Federal, prevé: 
"ARTICULO 105.- La Suprema Corte de Justicia de "la Nación conocerá, en los 
términos que señale la "ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
"I.- De las controversias constitucionales que, con "excepción de las que se refieran a 
la materia "electoral, se susciten entre: 
"a) La Federación y un Estado o el Distrito "Federal...”. 

Por su parte, los artículos 10, fracción I y 11 de la Ley Reglamentaria de la materia, establecen: 
"ARTICULO 10.- Tendrán el carácter de parte en las "controversias constitucionales: 
"I.- Como actor, la entidad, poder u órgano que "promueva la controversia...”. 
"ARTICULO 11.- El actor, el demandado y, en su "caso, el tercero interesado deberán 
comparecer a "juicio por conducto de los funcionarios que, en "términos de las 
normas que los rigen, estén "facultados para representarlos. En todo caso, se 
"presumirá que quien comparezca a juicio goza de "la representación legal y cuenta 
con la capacidad "para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
"En las controversias constitucionales no se "admitirá ninguna forma diversa de 
representación "a la prevista en el párrafo anterior; sin embargo, "por medio de oficio 
podrán acreditarse delegados "para que hagan promociones, concurran a las 
"audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen "alegatos y promuevan los incidentes 
y recursos "previstos en esta ley. 
"El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos "será representado por el Secretario 
de Estado, por "el Jefe del Departamento Administrativo o por el "Consejero Jurídico 
del Gobierno, conforme lo "determine el propio Presidente, y considerando "para 
tales efectos las competencias establecidas "en la ley. El acreditamiento de la 
personalidad de "estos servidores públicos y su suplencia se harán "en los términos 
previstos en las leyes o "reglamentos interiores que correspondan”. 

De las disposiciones transcritas, se desprende que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, 
entre otros asuntos, de las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la 
materia electoral, se susciten entre la Federación y un Estado o el Distrito Federal sobre la constitucionalidad 
de sus actos o disposiciones generales; que tendrá el carácter de actor la entidad, poder u órgano que 
promueva la controversia constitucional; y que el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo. Además, que el 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos será representado por el Secretario de Estado, entre otros, 
conforme lo determine el propio Presidente y considerando para tales efectos las disposiciones establecidas 
en la ley. 

Suscribe la demanda de controversia constitucional Reyes Silvestre Tamez Guerra, con el carácter de 
Secretario de Educación Pública, en representación del Ejecutivo Federal, lo que acredita con la copia 
fotostática certificada de su nombramiento, expedido el primero de diciembre de dos mil dos (foja veintiséis del 
expediente), en el que se advierte que fue designado en ese cargo; además de que fue designado por el 
Presidente de la República para que promoviera en su representación la presente controversia constitucional, 
como se desprende del acuerdo respectivo (foja veintisiete del expediente). 

Atento a lo anterior, se concluye que el Secretario de Educación Pública cuenta con la debida legitimación 
procesal para representar al citado Poder Público de conformidad con el artículo 11 de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, que el 
Poder Ejecutivo Federal sí cuenta con legitimación para promover la presente controversia constitucional. 

CUARTO.- A continuación se procede al análisis de la legitimación de la parte demandada, en atención a 
que ésta es una condición necesaria para la procedencia de la acción, consistente en que dicha parte sea 
obligada por la ley para satisfacer la exigencia de la demanda, en caso de que resultare fundada. 



Viernes 12 de agosto de 2005 DIARIO OFICIAL 53 

En el caso, quien suscribe la contestación de la demanda en representación del Poder Legislativo del 
Estado de San Luis Potosí, es la Diputada Beatriz Eugenia García Reyes, en su carácter de Presidenta de la 
Mesa Directiva del Congreso local, personería que acredita con la certificación de los Diputados Secretarios 
de esa Mesa Directiva (foja ciento cincuenta y cinco de autos), en la que se hace constar que en sesión 
ordinaria celebrada el once de noviembre de dos mil tres por el Pleno de la Quincuagésima Séptima 
Legislatura del Congreso de esa entidad, fue designada en el cargo antes mencionado para fungir en el 
dicho mes. 

De un análisis de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, así como de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo de esa entidad, no se desprende en quién recae la representación legal de la Legislatura 
local; por tanto, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 11 de la Ley Reglamentaria 
de la materia, se presume que la Diputada signante de la contestación de demanda sí se encuentra legitimada 
para intervenir en la presente controversia constitucional en representación del Congreso del Estado de San 
Luis Potosí, sin que exista constancia que desvirtúe esa presunción. 

Asimismo, debe considerarse que el Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí cuenta con 
legitimación pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que se le imputa la expedición de la norma 
general cuya invalidez se demandó. 

Por otra parte, quien suscribe la contestación de demanda en representación del Poder Ejecutivo del 
Estado de San Luis Potosí, es Marcelo de los Santos Fraga, en su carácter de Gobernador Constitucional de 
esa entidad, lo que acredita con un ejemplar del Periódico Oficial Estatal de diecinueve de agosto de dos mil 
tres (foja ciento treinta y uno del expediente), en el que aparece la publicación de la declaratoria emitida por el 
Consejo Estatal Electoral, en la que se declaró Gobernador Constitucional al signante de la contestación 
de demanda, para el período comprendido entre el veintiséis de septiembre de dos mil tres y el veinticinco de 
septiembre de dos mil nueve. 

El artículo 72 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente: 

"ARTICULO 72.- El ejercicio del Poder Ejecutivo se "deposita en un solo individuo que 
se denomina "Gobernador Constitucional del Estado Libre y "Soberano de San Luis 
Potosí. Su elección será "directa y en los términos que disponga la Ley "Electoral del 
Estado, salvo los casos previstos en "la presente Constitución”. 

De acuerdo con la disposición constitucional transcrita, debe interpretarse que si el Poder Ejecutivo del 
Estado de San Luis Potosí se deposita en el Gobernador, entonces éste se encuentra legitimado para 
intervenir en la presente controversia en representación de aquél. 

De igual forma debe considerarse que el Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí cuenta con legitimación 
pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que se le imputa la promulgación y publicación de la 
norma general cuya invalidez se demandó, así como la emisión del primer acto de aplicación de aquélla. 

QUINTO.- Toda vez que las partes no hicieron valer causa de improcedencia o motivo de sobreseimiento 
alguno, ni este Alto Tribunal advierte alguno de ellos, se pasa al estudio de los conceptos de invalidez. 

SEXTO.- En los conceptos de invalidez planteados se aduce, en síntesis, que los artículos 46 BIS y 46 
TER de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí, al prever que las universidades o 
instituciones de educación superior de carácter particular puedan adquirir la calidad de autónomas, violan los 
artículos 3o., fracciones VI, VII y VIII y 73, fracción XXV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo siguiente: 

1.- Que en el precepto constitucional citado en primer término, se establece que corresponde al Estado 
promover y atender a todos los tipos y modalidades educativos, incluyendo la educación superior, permitiendo 
que los particulares puedan impartir la educación con la autorización del Estado, el que otorgará y retirará el 
reconocimiento de validez oficial de los estudios que se impartan en esos planteles educativos, de lo que se 
infiere que el Organo Reformador de la Constitución estableció dos regímenes para la prestación del servicio 
público educativo: a) el público que se encuentra a cargo del Estado (Federación, Estados, Distrito Federal y 
Municipios); y, b) el particular, cuya validez oficial estará sujeta al reconocimiento que el propio Estado 
otorgue o, en su caso, retire. 

Que de esta forma, de acuerdo con la fracción VI del precepto constitucional en comento, en relación con 
el funcionamiento de las universidades particulares, el Estado se limita a otorgar el reconocimiento de validez 
oficial a los estudios que impartan en sus planteles puesto que, por su propia naturaleza, gozan de plena 
autonomía, ya que su organización, administración y funcionamiento es libre, lo que no ocurre tratándose de 
instituciones de educación superior o universidades de carácter público, las que para obtener la libertad de 
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autogobernarse y de establecer sus propias normas, así como de determinar por sí mismas sus planes y 
programas, fijar los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico y administrar su 
patrimonio, requieren de un acto formal y materialmente legislativo en el que, conforme a la fracción VII del 
artículo 3o. de la Constitución Federal, se les otorgue la autonomía universitaria, la que además tiene la 
característica de que esa institución adquiere el carácter de organismo descentralizado y, consecuentemente, 
las relaciones laborales con sus trabajadores se regularán conforme al apartado A del artículo 123 
constitucional. 

2.- Que el Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades que le confieren los preceptos 
constitucionales en comento, expidió la Ley General de Educación, en la que tampoco se contempla el 
régimen de autonomía universitaria a favor de escuelas particulares, sino que sólo tienen derecho al 
reconocimiento de validez oficial de los estudios que imparten. 

3.- Que de acuerdo con todo lo anterior, tanto las disposiciones impugnadas, como el Decreto expedido 
por el Poder Ejecutivo del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres, por el que 
otorgó la autonomía a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, son violatorios de los artículos 3o. y 73, fracción 
XXV, de la Constitución Federal, ya que la autonomía universitaria sólo puede otorgarse mediante un acto 
formal y materialmente legislativo y a favor de universidades públicas. 

Por cuestión de método, se analiza en primer término el concepto de invalidez planteado por la parte 
actora en el sentido de que los preceptos impugnados violan la fracción VII del artículo 3o. constitucional, al 
establecer que el Poder Ejecutivo del Estado será el encargado de otorgar autonomía a las instituciones de 
educación superior mediante la expedición de un decreto. 

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que la actora considera 
violado, prevé lo siguiente: 

"ARTICULO 3o.- Todo individuo tiene derecho a "recibir educación. El Estado –
Federación, "Estados, Distrito Federal y Municipios- impartirá "educación preescolar, 
primaria y secundaria. La "educación preescolar, primaria y la secundaria "conforman 
la educación básica obligatoria. 
"La educación que imparta el Estado tenderá a "desarrollar armónicamente todas las 
facultades "del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor "a la Patria y la 
conciencia de la solidaridad "internacional, en la independencia y en la justicia. 
"I.- Garantizada por el artículo 24 la libertad de "creencias, dicha educación será laica 
y, por tanto, "se mantendrá por completo ajena a cualquier "doctrina religiosa; 
"II.- El criterio que orientará a esa educación se "basará en los resultados del 
progreso científico, "luchará contra la ignorancia y sus efectos, las "servidumbres, 
los fanatismos y los prejuicios. 
"Además: 
"a) Será democrático, considerando a la "democracia no solamente como una 
estructura "jurídica y un régimen político, sino como un "sistema de vida fundado en 
el constante "mejoramiento económico, social y cultural del "pueblo; 
"b) Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni "exclusivismos- atenderá a la 
comprensión de "nuestros problemas, al aprovechamiento de "nuestros recursos, a 
la defensa de nuestra "independencia política, al aseguramiento de "nuestra 
independencia económica y a la "continuidad y acrecentamiento de nuestra 
cultura, "y 
"c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, "tanto por los elementos que aporte a 
fin de "robustecer en el educando, junto con el aprecio "para la dignidad de la 
persona y la integridad de la "familia, la convicción del interés general de la 
"sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en "sustentar los ideales de fraternidad e 
igualdad de "derechos de todos los hombres, evitando los "privilegios de razas, de 
religión, de grupos, de "sexos o de individuos; 
"III.- Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en "el segundo párrafo y en la 
fracción II, el Ejecutivo "Federal determinará los planes y programas de "estudio de la 
educación preescolar, primaria, "secundaria y normal para toda la República. Para 
"tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la "opinión de los gobiernos de las 
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entidades "federativas y del Distrito Federal, así como de los "diversos sectores 
sociales involucrados en la "educación, en los términos que la ley señale. 
"IV.- Toda la educación que el Estado imparta será "gratuita; 
"V.- Además de impartir la educación preescolar, "primaria y secundaria señaladas en 
el primer "párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los "tipos y modalidades 
educativos –incluyendo la "educación inicial y a la educación superior- "necesarios 
para el desarrollo de la nación, "apoyará la investigación científica y tecnológica, y 
"alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra "cultura. 
"VI.- Los particulares podrán impartir educación "en todos sus tipos y modalidades. 
En los términos "que establezca la ley, el Estado otorgará y retirará "el 
reconocimiento de validez oficial a los estudios "que se realicen en planteles 
particulares. En el "caso de la educación preescolar, primaria, "secundaria y normal, 
los particulares deberán: 
"a) Impartir la educación con apego a los mismos "fines y criterios que establecen el 
segundo párrafo "y la fracción II, así como cumplir los planes y "programas a que se 
refiere la fracción III, y 
"b) Obtener previamente, en cada caso, la "autorización expresa del poder público, en 
los "términos que establezca la ley; 
"VII.- Las universidades y las demás instituciones "de educación superior a las que la 
ley otorgue "autonomía, tendrán la facultad y la "responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; "realizarán sus fines de educar, investigar y "difundir la cultura de acuerdo 
con los principios "de este artículo, respetando la libertad de cátedra "e investigación 
y de libre examen y discusión de "las ideas; determinarán sus planes y programas; 
"fijarán los términos de ingreso, promoción y "permanencia de su personal 
académico; y "administrarán su patrimonio. Las relaciones "laborales, tanto del 
personal académico como del "administrativo, se normarán por el apartado A del 
"artículo 123 de esta Constitución, en los términos "y con las modalidades que 
establezca la Ley "Federal del Trabajo conforme a las características "propias de un 
trabajo especial, de manera que "concuerden con la autonomía, la libertad de 
"cátedra e investigación y los fines de las "instituciones a que esta fracción se 
refiere, y 
"VIII.- El Congreso de la Unión, con el fin de unificar "y coordinar la educación en toda 
la República, "expedirá las leyes necesarias, destinadas a "distribuir la función social 
educativa entre la "Federación, los Estados y los Municipios, a fijar "las aportaciones 
económicas correspondientes a "ese servicio público y a señalar las sanciones 
"aplicables a los funcionarios que no cumplan o no "hagan cumplir las disposiciones 
relativas, lo "mismo que a todos aquéllos que las infrinjan”. 

El reconocimiento de autonomía a que se refiere la fracción VII, del artículo 3o. constitucional, proviene de 
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del nueve de junio de mil novecientos ochenta, cuya 
importancia específica deriva de que eleva a la categoría de norma constitucional la posibilidad de transformar 
las universidades e instituciones de educación superior en autónomas, transformación que ya existía a nivel 
de legalidad, en relación con la ahora Universidad Nacional Autónoma de México a raíz del movimiento 
estudiantil de mil novecientos veintinueve, con motivo del cual se expidieron leyes orgánicas, la última de mil 
novecientos cuarenta y cinco, antes de la reforma constitucional de mil novecientos ochenta, cuya iniciativa 
establece: 

“…El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos define 
nuestra vocación por la libertad, la solidaridad en la independencia, la justicia y el 
desarrollo equitativo. Es, asimismo, el mandato que impone el carácter democrático 
de nuestro sistema de vida, fundado en el constante mejoramiento económico, social 
y cultural de los mexicanos. 
La filosofía educativa rechaza postulados cerrados a toda posibilidad dialéctica. 
Supone un sistema ajeno a fanatismos y prejuicios, abierto a todas las corrientes del 
pensamiento universal y atento a la convicción del interés general, a la comprensión 
de nuestros problemas y el acrecentamiento de nuestra cultura. 
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Invocar a la autonomía universitaria es señalar la posibilidad que tienen desde hace 
50 años a nivel nacional estas comunidades de garantizar la educación superior 
y ofrecerla al alcance del pueblo. 
La autonomía universitaria es una institución que hoy es familiar a la nación 
mexicana. Es compromiso permanente del Estado respetar irrestrictamente la 
autonomía para que las instituciones de cultura superior se organicen, administren 
y funcionen libremente, y sean sustento de las libertades, jamás como fórmula de 
enfeudamiento que implique un derecho territorial por encima de las facultades 
primigenias del Estado. Fortalecer estas instituciones arraigadas y obligadas con la 
colectividad nacional e independientes entre sí es requisito indispensable para el 
cumplimiento de su objeto. 

Las universidades e instituciones de educación superior que derivan su autonomía de 
la ley, deberán responsabilizarse primeramente ante las propias comunidades y en 
última instancia ante el Estado, del cumplimiento de sus planes, programas, métodos 
de trabajo y de que sus recursos han sido destinados a sus fines. La universidad se 
consolidará de esta manera idóneamente para formar individuos que contribuyan al 
desarrollo del país. 
Las universidades públicas del país han solicitado que se legisle a nivel 
constitucional para garantizar el ejercicio de su autonomía y precisar las modalidades 
de sus relaciones laborales, con la finalidad de hacer compatibles la autonomía y los 
fines de las instituciones de educación superior con los derechos laborales de los 
trabajadores tanto académicos como administrativos. El Gobierno de la República 
está persuadido de que estas precisiones auxiliarán a que las universidades cumplan 
cada día mejor sus finalidades y se superen académicamente para que México pueda 
lograr su independencia científica y tecnológica. 
Por ello, el Ejecutivo a mi cargo ofreció que enviaría a la consideración de vuestra 
Soberanía, este proyecto 
[…] 
Por lo expuesto anteriormente y con fundamento en la fracción I del artículo 71 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter, por el 
digno conducto de ustedes, al Honorable Constituyente Permanente la siguiente 
INICIATIVA DE DECRETO 
Artículo único. Se adiciona con una fracción VIII el artículo 3o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y cambia el número de la última fracción 
del mismo artículo, para quedar como sigue: 
Artículo 3o. 
I a VII. 
VIII. Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la 
ley otorgue autonomía tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo 
con los principios de libertad de cátedra e investigación y de libre examen 
y discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos 
de ingreso y permanencia de su personal académico; y administrarán su patrimonio. 
El ejercicio de los derechos laborales tanto del personal académico; como del 
personal administrativo se realizará de acuerdo con las modalidades necesarias para 
hacerlo compatible con la autonomía y con la libertad de cátedra e investigación…”. 

Por otra parte, conviene hacer referencia en este apartado a las consideraciones que se establecieron en 
el dictamen que preparó la Cámara de Diputados con motivo de la reforma de mil novecientos ochenta, del 
cual se transcribe en la parte que interesa, lo siguiente: 

"Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Educación Pública. 
Honorable Asamblea: 
La Iniciativa de Decreto enviada por conducto de esta Cámara de Diputados al 
honorable Constituyente Permanente, por el Presidente de los Estados Unidos 
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Mexicanos, José López Portillo, proponiendo se adicione con un nuevo contenido la 
fracción VIII del Artículo 3o. de nuestra constitución Política, y señalando la fracción 
IX el actual contenido de la VIII, refleja la profunda preocupación que el titular del 
Poder Ejecutivo Federal ha expresado en ocasiones trascendentes sobre el destino 
de la educación superior, y confirma el esfuerzo del gobierno para señalar las 
decisiones fundamentales de la República en esta materia, dirigidas a lograr una 
estructura educacional vinculada al desarrollo de la nación para hacer así más 
profunda y auténtica nuestra vida democrática. 
La Iniciativa del Ejecutivo, adicionando el texto constitucional, reconoce los 
principios contenidos en el Artículo 3o. de nuestra Ley Fundamental, nuestra 
vocación por la libertad, nuestra solidaridad en la independencia, en la justicia y en el 
desarrollo equitativo. 

En la adición al Artículo 3o. que se propone en la Iniciativa, se incorpora la autonomía 
universitaria a los preceptos constitucionales que postulan dogmáticamente las 
decisiones fundamentales de la nación. Incluyendo la autonomía universitaria en 
estos principios básicos se enriquecen los postulados ideológicos normativos de la 
educación superior, los que están determinados por el proceso de evolución histórica 
de nuestras universidades, conforme a la realidad socio - política que vive el país. 

Por otra parte, recoge la inquietud de las universidades y demás instituciones de 
educación superior a las que la ley otorgue autonomía, organismos estos, que 
solicitaron se legisle sobre esta materia a nivel constitucional, para sí afirmar la 
seguridad jurídica en el ejercicio de ese derecho, al pasar a la rigidez de una norma 
constitucional la autonomía universitaria otorgada por la ley...”. 

Del análisis de la fracción VII, del artículo 3o. constitucional, se desprende que el Constituyente reconoció 
la existencia de universidades autónomas; sin embargo, desde la indicada reforma constitucional de mil 
novecientos ochenta, dicho reconocimiento se encuentra sujeto a una reserva, consistente en que la 
autonomía se otorgue mediante un acto formal y materialmente legislativo. 

Esta idea encuentra apoyo en diversos tratadistas, quienes coinciden en que la autonomía de las 
universidades únicamente puede otorgarse mediante la ley orgánica respectiva, entre ellos, Jorge Carpizo y 
Jorge Pinto Mazal, al señalar lo siguiente: 

Carpizo, Jorge, “Diccionario Jurídico”. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma 
de México, México, Tomo I, Editorial Porrúa, México 2002. 

"La autonomía es la facultad que poseen las "universidades para autogobernarse – 
darse sus "propias normas dentro del marco de su Ley "Orgánica y designar a sus 
autoridades -, para "determinar sus planes y programas dentro de los "principios de 
libertad de cátedra e investigación, y "para administrar libremente su patrimonio”. 

Pinto Mazal, Jorge, “La Autonomía Universitaria”, México, UNAM, 1974. 

"La diferencia esencial consiste en que la "autonomía se refiere a las relaciones de la 
"Universidad con el Estado y, en general, con el "mundo externo, y la libertad de 
cátedra y de "investigación es un concepto interno relativo a la "vida dentro de la 
misma Universidad. Por otro "lado, es posible hablar de instituciones en las que 
"existe la libertad de cátedra sin ser autónomas, y "viceversa.- La autonomía es la 
facultad que el "Estado otorga a la Universidad, a través de una "ley, para dictarse a 
sí misma las normas que rijan "su organización y vida interna, sin la intervención "de 
éste. Podemos dividir en tres renglones esta "facultad; el académico, el de gobierno y 
el "financiero”. 

Por su parte, Eugenio Hurtado Márquez, en su libro titulado “La Universidad Autónoma 1929-1944”, 
UNAM, México 1976, hace referencia al estudio publicado en la Revista General de Derecho y Jurisprudencia, 
Tomo V, correspondiente al año de mil novecientos treinta y cuatro, por Manuel Sánchez Cuén, Angel 
Carbajal y Antonio Carrillo Flores, en el que, tratándose de la autonomía universitaria, llegaron a las siguientes 
conclusiones: “...c) La autonomía significa la desvinculación absoluta del Poder Ejecutivo Federal, pero 
no de los otros poderes que conservan sobre ella jurisdicción, como el Poder Legislativo, que tiene 
facultad para derogar o aprobar la ley en todo momento”. 
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En este tenor de ideas, conviene señalar que la reserva de ley antes mencionada ha sido reconocida por 
la Segunda Sala de este tribunal, según se desprende de la tesis 2a. XXXVI/2002, visible en la página 576, 
Tomo XV Abril de 2002, correspondiente a la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación, cuyo 
texto señala: 

“AUTONOMIA UNIVERSITARIA. ORIGEN Y ALCANCE DE LAS ATRIBUCIONES DE 
AUTOGOBIERNO CONFERIDAS A LAS UNIVERSIDADES PUBLICAS. La autonomía de 
las universidades públicas es una atribución de autogobierno que tiene su origen en 
un acto formal y materialmente legislativo proveniente del Congreso de la Unión o de 
las Legislaturas Locales, a través del cual se les confiere independencia académica y 
patrimonial para determinar, sujetándose a lo dispuesto en la Constitución General de 
la República y en las leyes respectivas, los términos y condiciones en que 
desarrollarán los servicios educativos que decidan prestar, los requisitos de ingreso, 
promoción y permanencia de su personal académico y la forma en que administrarán 
su patrimonio; por tanto, la capacidad de decisión que conlleva esa autonomía está 
supeditada a los principios constitucionales que rigen la actuación de cualquier 
órgano del Estado y, en el ámbito de las actividades específicas para las cuales les es 
conferida, único en el que puede desarrollarse aquélla, deben sujetarse a los 
principios que la propia Norma Fundamental establece tratándose de la educación 
que imparta el Estado.” 

En términos de lo expuesto con anterioridad, resulta claro que la intención del Constituyente al dotar de 
autonomía a una universidad o institución de educación superior, fue la de que dicho reconocimiento 
proviniera de un acto formal y materialmente legislativo, esto es, una ley orgánica emitida por el Congreso de 
la Unión o bien por las legislaturas estatales. 

Bajo este contexto, se pasa al análisis de la constitucionalidad de los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley 
de Educación del Estado de San Luis Potosí, cuya invalidez se demanda en esta vía, los cuales prevén: 

"ARTICULO 46 BIS.- Las instituciones particulares "de educación superior del 
sistema educativo del "Estado, después de cinco años de contar con 
"reconocimientos de validez oficial de estudios en "los términos de esta Ley, 
obtendrán la condición "de instituciones autónomas de Educación "Superior, si 
además cumplen con los requisitos: 

"I.- Acreditar que en lo general su planta de "docentes tenga la preparación científica 
o "tecnológica indispensable; y que por lo menos el "cincuenta por ciento de ellos, 
tiene el grado de "maestría en la rama del saber humano en que "imparte su cátedra; 

"II.- Disponer de local adecuado a la enseñanza que "haya que impartirse; así como 
las instalaciones, "equipo y laboratorios convenientes, según el "caso; 

"III.- Reunir las condiciones necesarias de "seguridad e higiene en su 
establecimiento, y "cumplir con todas las disposiciones de carácter "administrativo; 

"IV.- Obtener de la Secretaría de Educación de "Gobierno del Estado, dictamen 
favorable en el "sentido de que la educación que imparte tiene un "alto nivel académico; 

"V.- Declarar, bajo protesta de decir verdad, que "mantendrán los altos niveles 
académicos, bajo "pena de revocación del decreto donde se otorga "autonomía a la 
institución; y que dará a la "Secretaría de Educación todas las facilidades que 
"requiera para que ejecute sus facultades de "inspección y vigilancia, con la finalidad 
de "constatar el mantenimiento permanente de los "altos niveles académicos, y 

"VI.- Publicar en el Periódico Oficial del Estado el "compromiso de mantener los altos 
niveles "académicos, bajo pena de revocación de su "calidad de autónoma conforme 
al procedimiento "previsto en el artículo siguiente. 

"Reunidos los requisitos enumerados, el titular del "Poder Ejecutivo del Estado, 
expedirá el decreto "respectivo que reconozca la calidad de las "instituciones 
autónomas de educación superior, "en donde se hará una relación sucinta de los 
"antecedentes académicos de la institución”. 
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"ARTICULO 46 TER.- Las instituciones de "educación superior que, conforme a esta 
Ley "reciban la calidad de autónomas, gozarán de plena "libertad académica, 
entendida no sólo como el "ejercicio de la más irrestricta libertad de cátedra, "sino 
como la autonomía para elaborar sus planes "y programas de estudio, los que sólo 
deberán "registrar ante la Secretaría de Educación de "Gobierno del Estado. 

"Las instituciones autónomas de educación "superior: 

"I.- Podrán impartir los conocimientos que ellas "mismas determinen; 

"II.- Señalarán los estudios que sirvan como "antecedente propedéutico para cursar 
los que "ellas mismas impartan; 

"III.- Gozarán de libertad administrativa para el "efecto de que puedan determinar 
libremente su "estructura, órganos de gobierno, normatividad "interna general y la 
forma de manejar, dirigir, "controlar y vigilar la documentación y su propio 
"patrimonio; 

"IV.- Contarán con validez oficial los estudios que "impartan, y los títulos que expidan 
serán "registrados, una vez que satisfagan los requisitos "de la ley federal 
reglamentaria al ejercicio de las "profesiones; 

"V.- Deberán publicar, en el Periódico Oficial del "Estado y en uno de los diarios de 
mayor "circulación de la Entidad, un informe anual donde "se expresen las labores 
desarrolladas durante ese "término, sus estados financieros, así como los "cambios 
hechos en su organización administrativa "y régimen académico, y 

"VI.- Estarán obligadas a mantener en forma "permanente programas de investigación 
científica "y tecnológica, sobre todo en su aspecto aplicado, "con miras a acrecentar 
los campos de producción "de bienes y servicios en el Estado. 

"La calidad de institución autónoma de educación "superior, sólo podrá ser revocada 
por decreto "expreso del titular del Poder Ejecutivo del Estado, "debidamente 
fundado y motivado, cuando a juicio "de éste, la institución haya dejado de cumplir 
las "condiciones y obligaciones impuestas por la "legislación aplicable”. 

De los preceptos legales transcritos, se desprende lo siguiente: 

a) Que las instituciones de educación superior cuyo reconocimiento de validez oficial de estudios haya 
sido otorgado por el Estado de San Luis Potosí, con una antigüedad de cinco años, podrán obtener la 
condición de instituciones autónomas de educación superior. 

b) Que dichas instituciones, para obtener la autonomía universitaria, además del requisito de antigüedad 
mencionado, deberán acreditar, entre otras cuestiones, que su personal docente cuenta con la preparación 
científica o tecnológica indispensable, para lo cual, cuando menos el cincuenta por ciento de ellos deberá 
tener el grado de maestría; y, disponer de local, instalaciones, equipo y laboratorio adecuados. 

c) Que una vez reunidos los requisitos legales, será el titular del Poder Ejecutivo del Estado quien 
mediante decreto reconocerá la calidad de las instituciones autónomas de educación superior. 

d) Que las universidades que obtengan su autonomía conforme a las disposiciones legales en comento, 
gozarán de plena libertad académica (cátedra y elaboración de planes y programas de estudio), así como 
administrativa (autogobierno). 

e) Contarán con validez oficial los estudios que impartan, y los títulos que expidan serán registrados, una 
vez que satisfagan los requisitos de la Ley Federal reglamentaria al ejercicio de las profesiones. 

f) Que la autonomía universitaria sólo podrá ser revocada por decreto del titular del Poder Ejecutivo de la 
entidad, cuando la institución respectiva haya dejado de cumplir las condiciones y obligaciones impuestas en 
la legislación aplicable. 

En términos de lo dispuesto por el artículo 46 bis de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis 
Potosí, una vez satisfechos determinados requisitos, las instituciones de educación superior podrán adquirir el 
carácter de autónomas; calidad ésta que será otorgada mediante Decreto proveniente del Poder Ejecutivo del 
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Estado, quien a su vez será la autoridad facultada para revocar la aludida autonomía en caso de 
que la institución respectiva hubiera dejado de cumplir las condiciones y obligaciones impuestas en la 
legislación aplicable. 

Atento a lo anterior, puede concluirse que el citado artículo va en contra de lo dispuesto por la fracción VII, 
del artículo 3o. constitucional, al permitir que el otorgamiento y/o revocación de autonomía a una institución de 
educación superior pueda provenir de un Decreto expedido por el Ejecutivo Local, violando con ello la reserva 
expresa de ley prevista en el precepto constitucional antes señalado. 

La invalidez apuntada debe hacerse extensiva al diverso artículo 46 ter de la Ley de Educación Pública del 
Estado de San Luis Potosí; lo anterior es así, al tomarse en consideración que el precepto de mérito establece 
diversas facultades conferidas a favor de las instituciones de educación superior a las que dicho ordenamiento 
hubiere otorgado autonomía, entre las cuales se encuentran aquéllas que la hubieran obtenido por medio de 
Decreto emitido por el Ejecutivo Local, lo cual se insiste, viola la reserva expresa de ley prevista en la fracción 
VII, del artículo 3o. constitucional. 

En virtud de lo antes expuesto, procede declarar fundados los conceptos de invalidez aducidos por la parte 
actora en contra de los artículos 46 bis y 46 ter de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Atento a lo señalado en líneas precedentes, de igual forma resultan fundados los motivos de 
inconformidad planteados en torno al acto reclamado del Gobernador Constitucional del Estado Libre y 
Soberano de San Luis Potosí, consistente en la expedición del acuerdo mediante el cual se le otorga la 
calidad de autónoma a la Universidad Abierta, sociedad civil, fechado el veintidós de septiembre de dos mil 
tres, y publicado el día siguiente en el Periódico Oficial del Estado. 

Esto es así, toda vez que la autonomía en comento se otorgó en términos de los artículos 46 bis y 46 ter 
de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí, cuya invalidez ha sido declarada, esto es, la 
citada autonomía no fue conferida mediante un acto formal y materialmente legislativo, como lo exige la 
fracción VII, del artículo 3o. constitucional, sino mediante decreto expedido por el Ejecutivo Local, lo cual viola 
la reserva de ley apuntada con antelación. 

No pasa inadvertido para el Pleno de este tribunal, que adicionalmente a los conceptos de invalidez 
estudiados con anterioridad, la parte actora formula en su demanda diversos argumentos tendentes a 
acreditar que la autonomía prevista en la fracción VII del artículo 3o. constitucional, únicamente puede 
conferirse en favor de universidades públicas y no así de instituciones particulares de educación superior. 

Sin embargo, este tribunal se abstiene de hacer pronunciamiento alguno en torno a dicho planteamiento, 
al haber sido declarada fundada la violación a la reserva de ley prevista en el artículo 3o. constitucional, en 
términos de las consideraciones vertidas en la presente resolución. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia P./J. 100/99 emitida por el Pleno, visible en la página 705, 
Tomo X Septiembre de 1999, correspondiente a la Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación, 
cuyo texto señala: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE 
INVALIDEZ. Si se declara la invalidez del acto impugnado en una controversia 
constitucional, por haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez propuestos 
por la parte actora, situación que cumple el propósito de este juicio de nulidad de 
carácter constitucional, resulta innecesario ocuparse de los restantes argumentos 
de queja relativos al mismo acto.” 

SEPTIMO.- Ahora bien, el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de la materia, obliga a este 
Tribunal Pleno a determinar los alcances y efectos de la declaratoria de invalidez, fijando con precisión los 
órganos obligados a cumplirla. 

Al efecto, los dos últimos párrafos de la fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, prevén: 

"Siempre que las controversias versen sobre "disposiciones generales de los 
Estados o de los "Municipios impugnadas por la Federación, de los "Municipios 
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impugnadas por los Estados, o en los "casos a que se refieren los incisos c), h) y k) 
"anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de "Justicia las declare inválidas, 
dicha resolución "tendrá efectos generales cuando hubiera sido "aprobada por una 
mayoría de por lo menos ocho "votos. 

"En los demás casos, las resoluciones de la "Suprema Corte de Justicia tendrán 
efectos "únicamente respecto de las partes en la "controversia”. 

Atento a lo anterior y toda vez que la presente controversia versa sobre una disposición general del Estado 
de San Luis Potosí, impugnada por el Poder Ejecutivo Federal, en términos del inciso a) de la fracción I del 
artículo 105 constitucional, los efectos de la ejecutoria son de carácter general y consisten en declarar la 
invalidez de los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, adicionados 
mediante Decreto “593”, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos mil 
tres, así como del Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, 
Sociedad Civil, emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil 
tres y publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis del mismo mes y año. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO.- Es procedente y fundada la presente controversia constitucional. 

SEGUNDO.- Se declara la invalidez de los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado 
de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto “593”, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 
dieciséis de septiembre de dos mil tres; asimismo, se declara la invalidez del Acuerdo mediante el cual se 
otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, emitido por el Gobernador del Estado 
de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres y publicado en el Periódico Oficial de la entidad 
el veintiséis del mismo mes y año. 

TERCERO.- Publíquese esta resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el 
Diario Oficial de la Federación y en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió la Suprema Corte de Justicia de la Nación en Pleno por mayoría de ocho votos de los 
señores Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Díaz Romero, Gudiño Pelayo, Ortiz Mayagoitia, Sánchez 
Cordero, Silva Meza y Presidente Azuela Güitrón; los señores Ministros Cossío Díaz y Valls Hernández 
votaron en contra, y las señoras Ministras Luna Ramos y Sánchez Cordero y el señor Ministro Silva Meza 
formularon salvedades con algunas de las consideraciones del proyecto. Los señores Ministros Cossío Díaz y 
Valls Hernández reservaron su derecho de formular votos particulares; la señora Ministra Luna Ramos reservó 
su derecho de formular voto paralelo. Ausente el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel por estar 
cumpliendo con una comisión de carácter oficial. Fue ponente en este asunto el señor Ministro Juan Díaz 
Romero. Firman los Ministros Presidente y Ponente con el Secretario General de Acuerdos que da fe.- 
El Ministro Presidente, Mariano Azuela Güitrón.- Rúbrica.- El Ministro Ponente, Juan Díaz Romero.- 
Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos, José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica. 

NOTA: Esta hoja corresponde a la Controversia Constitucional 103/2003 promovida por el PODER 
EJECUTIVO FEDERAL, fallada el cuatro de abril de dos mil cinco por mayoría de ocho votos de los señores 
Ministros Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Díaz Romero, Gudiño Pelayo, Ortiz Mayagoitia, Sánchez Cordero, 
Silva Meza y Presidente Azuela Güitrón; los señores Ministros Cossío Díaz y Valls Hernández votaron en 
contra, y las señoras Ministras Luna Ramos y Sánchez Cordero y el señor Ministro Silva Meza formularon 
salvedades con algunas de las consideraciones del proyecto. Los señores Ministros Cossío Díaz y Valls 
Hernández reservaron su derecho de formular votos particulares; la señora Ministra Luna Ramos reservó su 
derecho de formular voto paralelo; habiendo resuelto el Pleno de este tribunal: PRIMERO.- Es procedente y 
fundada la presente controversia constitucional. SEGUNDO.- Se declara la invalidez de los artículos 46 BIS y 
46 TER de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto “593”, 
publicado en el Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos mil tres; asimismo, se declara 
la invalidez del Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad 
Civil, emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres y 
publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis del mismo mes y año. TERCERO.- Publíquese esta 
resolución en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el Diario Oficial de la Federación y en el 
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Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí. Ausente el señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel 
por estar cumpliendo con una comisión de carácter oficial. Conste.- Rúbrica. 

VOTO CONCURRENTE DE LA MINISTRA OLGA SANCHEZ CORDERO DAVILA Y DEL MINISTRO JUAN N. 
SILVA MEZA. 

Los suscriptores de este voto concurrente estimamos que las consideraciones que sustentan el voto de la 
mayoría, aunque coinciden con el resultado final del proyecto propuesto por el Ministro ponente, no agotan la 
totalidad de los temas que deben ser estudiados en la presente controversia constitucional. 

En efecto, el Pleno resolvió declarar fundado el concepto de invalidez planteado por la parte actora en el 
sentido de que los actos reclamados vulneran el principio de reserva de ley previsto en la fracción VII del 
artículo 3o. constitucional, el cual dispone que la autonomía sólo puede ser otorgada a una universidad o 
institución de educación superior mediante un acto formal y materialmente legislativo. 

En términos de lo dispuesto por el artículo 46 bis de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis 
Potosí, una vez satisfechos determinados requisitos, las instituciones de educación superior pueden adquirir el 
carácter de autónomas; calidad ésta que es otorgada mediante Decreto proveniente del Poder Ejecutivo del 
Estado, quien a su vez es la autoridad facultada para revocar la aludida autonomía en caso de que la 
institución respectiva deje de cumplir las condiciones y obligaciones impuestas en la legislación aplicable. 

En este sentido, el Pleno de este tribunal resolvió que el citado artículo va en contra de lo dispuesto por la 
fracción VII del artículo 3o. constitucional, al permitir que el otorgamiento y/o revocación de autonomía a una 
institución de educación superior pueda provenir de un Decreto expedido por el Ejecutivo Local, violando con 
ello la reserva expresa de ley prevista en el precepto constitucional de mérito. 

La invalidez apuntada se hizo extensiva al diverso artículo 46 ter de la Ley de Educación Pública del 
Estado de San Luis Potosí; lo anterior, toda vez que el precepto de mérito establece diversas facultades 
conferidas a favor de las instituciones de educación superior que obtengan su autonomía conforme al citado 
ordenamiento, entre las cuales se encuentran aquéllas que la adquieran por medio de Decreto emitido por el 
Ejecutivo Local, lo cual viola la reserva de ley antes referida. 

Asimismo, se declararon fundados los motivos de inconformidad planteados en torno al acto reclamado del 
Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, consistente en la expedición del 
acuerdo mediante el cual se le otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, sociedad civil, fechado 
el veintidós de septiembre de dos mil tres, y publicado el día siguiente en el Periódico Oficial del Estado; lo 
anterior, toda vez que la autonomía en comento se otorgó mediante decreto del Ejecutivo local en términos de 
los artículos 46 bis y 46 ter de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí, cuya invalidez 
fue declarada. 

Ahora bien, en la propia resolución se estableció que no pasaba inadvertido para el Pleno de este tribunal, 
que adicionalmente al concepto de invalidez antes referido, la parte actora formuló en su demanda diversos 
argumentos tendentes a acreditar que la autonomía prevista en la fracción VII del artículo 3o. constitucional, 
únicamente puede conferirse en favor de universidades públicas y no así de instituciones particulares de 
educación superior. 

Sin embargo, el Pleno resolvió abstenerse de hacer pronunciamiento alguno en torno a dicho 
planteamiento, al haber sido declarada fundada la violación a la reserva de ley prevista en el artículo 3o. 
constitucional, basando dicha abstención en la jurisprudencia P./J. 100/99 emitida por el Pleno, visible en la 
página 705, Tomo X Septiembre de 1999, correspondiente a la Novena Epoca del Semanario Judicial de la 
Federación, cuyo texto señala: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE 
INVALIDEZ. Si se declara la invalidez del acto impugnado en una controversia 
constitucional, por haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez propuestos 
por la parte actora, situación que cumple el propósito de este juicio 
de nulidad de carácter constitucional, resulta innecesario ocuparse de los restantes 
argumentos de queja relativos al mismo acto.” 

En este tenor de ideas, independientemente de lo resuelto por el Pleno de este tribunal, los signatarios del 
presente voto estimamos que contrario a lo que sostuvo la mayoría, sí deben ser analizados los conceptos 
de invalidez planteados por la parte actora en el sentido de que la autonomía a que se refiere la fracción VII 
del artículo 3o. constitucional únicamente puede otorgarse a universidades públicas y no privadas. 
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De igual forma, estimamos que resulta necesario hacer pronunciamiento expreso respecto de los motivos 
de inconformidad planteados por la actora, en el sentido de que los actos impugnados violan las facultades 
establecidas a favor del Congreso de la Unión en la fracción XXV del artículo 73 constitucional. 

En este sentido, a efecto de analizar los conceptos de invalidez antes precisados, conviene señalar en 
primer término que los artículos 3o. y 73, fracción XXV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que la actora considera violados, prevén: 

"ARTICULO 3o.- Todo individuo tiene derecho a "recibir educación. El Estado –
Federación, "Estados, Distrito Federal y Municipios- impartirá "educación preescolar, 
primaria y secundaria. La "educación preescolar, primaria y la secundaria "conforman 
la educación básica obligatoria. 

"La educación que imparta el Estado tenderá a "desarrollar armónicamente todas las 
facultades "del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor "a la Patria y la 
conciencia de la solidaridad "internacional, en la independencia y en la justicia. 

"I.- Garantizada por el artículo 24 la libertad de "creencias, dicha educación será laica 
y, por tanto, "se mantendrá por completo ajena a cualquier "doctrina religiosa; 

"II.- El criterio que orientará a esa educación se "basará en los resultados del 
progreso científico, "luchará contra la ignorancia y sus efectos, las "servidumbres, 
los fanatismos y los prejuicios. 

"Además: 

"a) Será democrático, considerando a la "democracia no solamente como una 
estructura "jurídica y un régimen político, sino como un "sistema de vida fundado en 
el constante "mejoramiento económico, social y cultural del "pueblo; 
"b) Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni "exclusivismos- atenderá a la 
comprensión de "nuestros problemas, al aprovechamiento de "nuestros recursos, a 
la defensa de nuestra "independencia política, al aseguramiento de "nuestra 
independencia económica y a la "continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, "y 
"c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, "tanto por los elementos que aporte a 
fin de "robustecer en el educando, junto con el aprecio "para la dignidad de la 
persona y la integridad de la "familia, la convicción del interés general de la 
"sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en "sustentar los ideales de fraternidad e 
igualdad de "derechos de todos los hombres, evitando los "privilegios de razas, de 
religión, de grupos, de "sexos o de individuos; 
"III.- Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en "el segundo párrafo y en la 
fracción II, el Ejecutivo "Federal determinará los planes y programas de "estudio de la 
educación preescolar, primaria, "secundaria y normal para toda la República. Para 
"tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la "opinión de los gobiernos de las 
entidades "federativas y del Distrito Federal, así como de los "diversos sectores 
sociales involucrados en la "educación, en los términos que la ley señale. 
"IV.- Toda la educación que el Estado imparta será "gratuita; 
"V.- Además de impartir la educación preescolar, "primaria y secundaria señaladas en 
el primer "párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los "tipos y modalidades 
educativos –incluyendo la "educación inicial y a la educación superior- "necesarios 
para el desarrollo de la nación, "apoyará la investigación científica y tecnológica, y 
"alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra "cultura. 
"VI.- Los particulares podrán impartir educación "en todos sus tipos y modalidades. 
En los términos "que establezca la ley, el Estado otorgará y retirará "el 
reconocimiento de validez oficial a los estudios "que se realicen en planteles 
particulares. En el "caso de la educación preescolar, primaria, "secundaria y normal, 
los particulares deberán: 
"a) Impartir la educación con apego a los mismos "fines y criterios que establecen el 
segundo párrafo "y la fracción II, así como cumplir los planes y "programas a que se 
refiere la fracción III, y 
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"b) Obtener previamente, en cada caso, la "autorización expresa del poder público, en 
los "términos que establezca la ley; 
"VII.- Las universidades y las demás instituciones "de educación superior a las que la 
ley otorgue "autonomía, tendrán la facultad y la "responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; "realizarán sus fines de educar, investigar y "difundir la cultura de acuerdo 
con los principios "de este artículo, respetando la libertad de cátedra "e investigación 
y de libre examen y discusión de "las ideas; determinarán sus planes y programas; 
"fijarán los términos de ingreso, promoción y "permanencia de su personal 
académico; y "administrarán su patrimonio. Las relaciones "laborales, tanto del 
personal académico como del "administrativo, se normarán por el apartado A del 
"artículo 123 de esta Constitución, en los términos "y con las modalidades que 
establezca la Ley "Federal del Trabajo conforme a las características "propias de un 
trabajo especial, de manera que "concuerden con la autonomía, la libertad de "cátedra e 
investigación y los fines de las "instituciones a que esta fracción se refiere, y 
"VIII.- El Congreso de la Unión, con el fin de unificar "y coordinar la educación en toda 
la República, "expedirá las leyes necesarias, destinadas a "distribuir la función social 
educativa entre la "Federación, los Estados y los Municipios, a fijar "las aportaciones 
económicas correspondientes a "ese servicio público y a señalar las sanciones 
"aplicables a los funcionarios que no cumplan o no "hagan cumplir las disposiciones 
relativas, lo "mismo que a todos aquéllos que las infrinjan”. 

"ARTICULO 73.- El Congreso tiene facultad:... 

"...XXV.- Para establecer, organizar y sostener en "toda la República escuelas rurales, 
elementales, "superiores, secundarias y profesionales; de "investigación científica, 
de bellas artes y de "enseñanza técnica; escuelas prácticas de "agricultura y de 
minería, de artes y oficios, "museos, bibliotecas, observatorios y demás "institutos 
concernientes a la cultura general de los "habitantes de la nación y legislar en todo lo 
que se "refiere a dichas instituciones; para legislar sobre "vestigios o restos fósiles y 
sobre monumentos "arqueológicos, artísticos e históricos, cuya "conservación sea 
de interés nacional; así como "para dictar las leyes encaminadas a distribuir 
"convenientemente entre la Federación, los "Estados y los Municipios el ejercicio de 
la función "educativa y las aportaciones económicas "correspondientes a ese 
servicio público, "buscando unificar y coordinar la educación en "toda la República. 
Los títulos que se expidan por "los establecimientos de que se trata surtirán sus 
"efectos en toda la República;...”. 

De los preceptos constitucionales reproducidos, en lo que al caso interesa, se desprende lo siguiente: 

a) Que los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades (preescolar, primaria, 
secundaria y superior), en los términos que establezca la ley. 

b) Que los planteles particulares requerirán, para impartir educación superior, del reconocimiento de 
validez oficial de estudios en los términos que establezca la ley, el cual será otorgado o retirado por el Estado. 

c) Que las universidades e instituciones de educación superior podrán obtener autonomía a través de 
una ley. 

d) Que la autonomía universitaria confiere a una institución educativa la facultad y responsabilidad de 
autogobernarse; de realizar sus fines educativos, investigación y difusión de la cultura, de acuerdo con los 
principios constitucionales, respetando la libertad de cátedra e investigación, así como de examen y discusión 
de las ideas; de determinar sus planes y programas; de fijar los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico; y de administrar su patrimonio propio. 

e) Que las relaciones laborales con sus trabajadores se regirán conforme al apartado A del artículo 123 
constitucional. 

f) Que con el fin de unificar y coordinar la educación en toda la República, se faculta al Congreso de la 
Unión a expedir las leyes necesarias para distribuir la función social educativa entre la Federación, los estados 
y los municipios, así como para establecer escuelas rurales, elementales, superiores, secundarias y 
profesionales. 
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De acuerdo con lo anterior y para lo que al caso interesa, debe decirse que la educación básica obligatoria 
(preescolar, primaria y secundaria), corresponde en principio al Estado, conforme a los principios que el 
precepto constitucional establece en su parte inicial, así como en las fracciones I, II y IV. 

Por otra parte, debe destacarse que el Estado promoverá todos los tipos educativos, siendo que los 
particulares se encuentran facultados para impartir educación en todos sus tipos y modalidades, pero 
tratándose de la educación básica y normal deben obtener autorización y cumplir otros requisitos, mientras 
que en los otros casos, entre los que se encuentra la educación universitaria, el Estado les otorgará o retirará 
el reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos que fije la ley. 

Ahora bien, a fin de que las instituciones de educación superior o universidades públicas puedan realizar 
su función con independencia académica y patrimonial, tendentes a determinar los términos y condiciones en 
que desarrollarán los servicios educativos que decidan prestar, los requisitos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico y la forma en que administrarán su patrimonio, el órgano reformador 
de la Constitución previó la autonomía de las universidades públicas, como una atribución de autogobierno 
que tiene su origen en un acto formal y materialmente legislativo proveniente del Congreso de la Unión o de 
las legislaturas estatales; autonomía que está supeditada a los principios constitucionales que rigen la 
actuación de cualquier órgano del Estado. 

Dicho criterio, en lo conducente, fue sustentado por este Tribunal Pleno en la Tesis número P. XXVIII/97, 
visible en la página ciento diecinueve, Tomo V, febrero de mil novecientos noventa y siete, Novena Epoca del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo tenor es el siguiente: 

"AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE "AMPARO. NO LO SON LOS 
FUNCIONARIOS DE "UNA UNIVERSIDAD CUANDO EL ACTO QUE SE "LES ATRIBUYE 
DERIVA DE UNA RELACION "LABORAL.- Los funcionarios de los organismos 
"públicos descentralizados, en su actuación, con "independencia de la disposición 
directa que "llegaren a tener o no de la fuerza pública, con "fundamento en una norma 
legal, pueden emitir "actos unilaterales a través de los cuales crean, "modifican o 
extinguen por sí o ante sí situaciones "jurídicas que afecten la esfera legal de los 
"gobernados; esto es, ejercen facultades "decisorias que les están atribuidas en la 
ley y que "por ende constituyen una potestad administrativa "cuyo ejercicio es 
irrenunciable y que por tanto se "traducen en verdaderos actos de autoridad al ser 
"de naturaleza pública la fuente de tal potestad, por "ello, el juzgador de amparo, a fin 
de establecer si "a quien se atribuye el acto es autoridad para "efectos del juicio de 
garantías, debe atender a la "norma legal y examinar si lo faculta o no para "tomar 
decisiones o resoluciones que afecten "unilateralmente la esfera jurídica del 
interesado, y "que deben exigirse mediante el uso de la fuerza "pública o bien a 
través de otras autoridades. Así, "las universidades, como organismos 
"descentralizados, son entes públicos que forman "parte de la administración pública 
y por ende del "Estado, y si bien presentan una autonomía "especial, que implica 
autonormación y "autogobierno, tal circunstancia tiende a la "necesidad de lograr 
mayor eficacia en la "prestación del servicio que les está atribuido y "que se 
fundamenta en la libertad de enseñanza, "pero no implica de manera alguna su 
"disgregación de la estructura estatal, ya que se "ejerce en un marco de principios y 
reglas "predeterminadas por el propio Estado, y "restringida a sus fines, por lo que 
no se "constituye como un obstáculo que impida el "ejercicio de las potestades 
constitucionales y "legales de éste para asegurar el regular y eficaz "funcionamiento 
del servicio de enseñanza. Por "ello, para analizar si los funcionarios de dichos 
"entes, con fundamento en una ley de origen "público ejercen o no un poder jurídico 
que afecte "por sí o ante sí y de manera unilateral la esfera "jurídica de los 
particulares, con independencia de "que puedan o no hacer uso de la fuerza pública, 
"debe atenderse al caso concreto. En el que se "examina, ha de considerarse que la 
universidad "señalada por el quejoso como responsable, al "negar el otorgamiento y 
disfrute del año sabático "a uno de sus empleados académicos, actuó con el 
"carácter de patrón en el ámbito del derecho "laboral que rige las relaciones de esa 
institución "con su personal académico, dentro del marco "constitucional previsto en 
la fracción VII del "artículo 3o. de la Constitución Política de los "Estados Unidos 
Mexicanos, y por ello en este "caso no resulta ser autoridad para efectos del "juicio 
de amparo, lo que desde luego no implica "que en otros supuestos, atendiendo a la 
"naturaleza de los actos emitidos, sí pueda tener "tal carácter”. 
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Con base en la tesis reproducida, la Primera Sala de este tribunal emitió la diversa tesis 1a. XI/2003, 
consultable en la página doscientos treinta y nueve, Tomo XVII, correspondiente a mayo de dos mil tres, 
Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

"AUTONOMIA UNIVERSITARIA. SU ALCANCE.- El "Tribunal Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de "la Nación, en la tesis P. XXVIII/97, publicada en el "Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, "Novena Epoca, Tomo V, febrero de 1997, 
página "119, determinó que conforme al artículo 3o., "fracción VII, de la Constitución 
Política de los "Estados Unidos Mexicanos, las universidades "públicas son 
organismos públicos "descentralizados con autonomía especial, que "implica 
autonormación y autogobierno, en "atención a la necesidad de lograr mayor eficacia 
"en la prestación del servicio que les está atribuido "y que se fundamenta en su 
libertad de enseñanza, "sin que ello signifique su disgregación de la "estructura 
estatal, ya que se ejerce en un marco "de principios y reglas predeterminadas por el 
"propio Estado, restringida a sus fines. En "congruencia con ese criterio, y en virtud 
de la "autonomía que el dispositivo constitucional citado "le concede a la Universidad 
Nacional Autónoma "de México, ésta se encuentra facultada para "gobernarse a sí 
misma, a través de sus propios "órganos, así como para autonormarse o 
"autoregularse, es decir, aprobar las normas que "habrán de regir a su interior, lo que 
se traduce "necesariamente en la aprobación y emisión de su "propia legislación, así 
como en la creación de sus "propios órganos de gobierno, entre ellos los 
"encargados de resolver las controversias que se "deriven del incumplimiento de su 
propia "normativa”. 

A fin de comprender la intención del órgano reformador de la Constitución al establecer el sistema 
educativo basado en los principios democráticos que se adoptaron en mil novecientos cuarenta y seis para 
superar los criterios exclusivistas de que adolecía el artículo 3o. constitucional reformado en mil novecientos 
treinta y cuatro, resulta conveniente transcribir, en las partes más importantes para el caso, la iniciativa de 
reformas que además de la firma del Presidente de la República, lleva la de don Jaime Torres Bodet, que en 
esa época era el Secretario de Educación Pública: 

“…Ardua y apasionante se ofrece ante nuestros ojos, en la perspectiva de los 
esfuerzos hechos por nuestro pueblo para dar realidad a sus libertades, la evolución 
de las varias doctrinas que han orientado a la educación. 
Semejantes doctrinas son testimonio de la firmeza con que nuestros legisladores se 
aproximaron en todo tiempo, al problema esencial del destino de la República. En 
efecto, una vez obtenida la autonomía política conquistada por nuestros héroes de 
Independencia, dicho problema tenía irremisiblemente que consistir en determinar los 
ideales que todo país deseoso de progresar y perfeccionarse ha de fijar claramente, 
en cada época de su vida, como objetivos de las futuras generaciones y como 
normas para alcanzarlos. 
Todo lo que somos y todo lo que vamos asegurando en constante pugna contra el 
dolor, la injusticia y el mal, los recelos y la ignorancia, no lo estimamos tanto por lo 
que vale para nosotros cuanto por lo que puede servir de guía para el bien de quienes 
vendrán a substituirnos en la tarea de mejorar y de enaltecer la función de México. Es 
natural, por lo mismo, que, a cada instante de hondas definiciones, haya 
correspondido en la historia de nuestra patria un intenso examen de los principios 
que rigen la educación; es decir: de la dirección en la que los hombres que están 
haciendo nuestro presente creen adecuado trazar la ruta por la que los hombres de 
mañana desfilarán. 
[…] 
A una actitud de ese género obedeció la modificación aprobada con el propósito de 
proporcionar al artículo tercero de nuestra Constitución Política una precisión que 
indicara patentemente la voluntad de justicia social que, como hombre y como 
revolucionario, soy el primero en reconocer. 
Pero acontece que la redacción del artículo que menciono ha servido para desviar el 
sentido de su observancia, para deformar parcialmente su contenido y para provocar, 
en algunos medios, un desconcierto que procede afrontar con resolución, eliminando 
en su origen las tendenciosas versiones propaladas con la intención de estorbar el 
progreso que ambicionamos. 
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[…] 
En momentos en los que es menester prepararnos a vencer los obstáculos del 
período de postguerra, creo que los miembros de esta Asamblea coincidirán conmigo 
en la convicción de que las tareas educativas son de importancia suprema ya que la 
escuela es el laboratorio del porvenir y de ella dependerá el éxito con que arrostren 
las próximas promociones todas las experiencias que les plantea un mundo en trance 
de urgente reconstrucción. 
De ahí que, en el proyecto que motiva esta exposición, el Ejecutivo se haya esforzado 
por definir el alcance de los términos empleados para eludir, así, los errores de 
interpretación que han deparado pretexto a las controversias y a los enconos y haya 
adoptado un criterio en el que los postulados de la Revolución Mexicana no sólo se 
manifiesten coherentemente sino rebasen el marco estrecho que limita el artículo en 
que me ocupo, pues, en la obra de redención cultural que nos interesa, no puede 
haber preferencia exclusiva para el camino intelectual de la formación del hombre, la 
cual requiere ante todo un acertado equilibrio de los valores espirituales y materiales 
y no se alcanzaría, de manera adecuada, sin un desarrollo congruente del 
conocimiento, el sentimiento y la voluntad. 
De ahí también la necesidad de extender la acción normativa de los preceptos 
encauzadores de la enseñanza a un campo que el texto de 1934 no enfoca 
concretamente: el de la educación para la defensa de la unidad nacional y el de la 
educación para el orden de la convivencia internacional. 

Uno y otro aspectos son, por naturaleza recóndita, inseparables. La conflagración que 
hemos atravesado atestiguó dolorosamente que la organización y la conservación de 
la paz no podrán lograrse sin dos condiciones complementarias: la existencia de 
unidades nacionales invulnerables a la corrupción de corrientes tiránicas y agresivas, 
como el nazifascismo, y el sentido universal de una democracia que haga imposible 
la acumulación de todo el poder de un pueblo en las manos de un dictador. 

Sin la primera de esas dos condiciones, la colaboración mundial implicaría una 
tentación perpetua de predominio para los poderosos y un peligro ininterrumpido, de 
sumisión y renuncia, para los débiles. Sin la segunda, la esencia misma de cualquier 
pacto sería frustrada, porque donde la arbitrariedad de un tirano se substituye a la 
soberanía del pueblo, desaparece la responsabilidad general y porque, para ser 
eficiente, la seguridad colectiva debe estar apoyada en la solidaridad de toda la 
Humanidad…”. 

Con posterioridad, vino la reforma al mencionado artículo 3o. constitucional que resulta especialmente 
importante para la controversia que se resuelve; se trata de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del nueve de junio de mil novecientos ochenta, cuya importancia específica deriva de que eleva a 
la categoría de norma constitucional la posibilidad de transformar las universidades públicas en autónomas, 
transformación que ya existía a nivel de legalidad, en relación con la ahora Universidad Nacional Autónoma de 
México a raíz del movimiento estudiantil de mil novecientos veintinueve, con motivo del cual se expidieron 
leyes orgánicas, la última de mil novecientos cuarenta y cinco, antes de la reforma constitucional de mil 
novecientos ochenta, cuya iniciativa establece: 

“…El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos define 
nuestra vocación por la libertad, la solidaridad en la independencia, la justicia y el 
desarrollo equitativo. Es, asimismo, el mandato que impone el carácter democrático 
de nuestro sistema de vida, fundado en el constante mejoramiento económico, social 
y cultural de los mexicanos. 

La filosofía educativa rechaza postulados cerrados a toda posibilidad dialéctica. 
Supone un sistema ajeno a fanatismos y prejuicios, abierto a todas las corrientes del 
pensamiento universal y atento a la convicción del interés general, a la comprensión 
de nuestros problemas y el acrecentamiento de nuestra cultura. 

Invocar a la autonomía universitaria es señalar la posibilidad que tienen desde hace 
50 años a nivel nacional estas comunidades de garantizar la educación superior y 
ofrecerla al alcance del pueblo. 
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La autonomía universitaria es una institución que hoy es familiar a la nación 
mexicana. Es compromiso permanente del Estado respetar irrestrictamente la 
autonomía para que las instituciones de cultura superior se organicen, administren y 
funcionen libremente, y sean sustento de las libertades, jamás como fórmula de 
enfeudamiento que implique un derecho territorial por encima de las facultades 
primigenias del Estado. Fortalecer estas instituciones arraigadas y obligadas con la 
colectividad nacional e independientes entre sí es requisito indispensable para el 
cumplimiento de su objeto. 

Las universidades e instituciones de educación superior que derivan su autonomía de 
la ley, deberán responsabilizarse primeramente ante las propias comunidades y en 
última instancia ante el Estado, del cumplimiento de sus planes, programas, métodos 
de trabajo y de que sus recursos han sido destinados a sus fines. La universidad se 
consolidará de esta manera idóneamente para formar individuos que contribuyan al 
desarrollo del país. 

Las universidades públicas del país han solicitado que se legisle a nivel 
constitucional para garantizar el ejercicio de su autonomía y precisar las modalidades 
de sus relaciones laborales, con la finalidad de hacer compatibles la autonomía y los 
fines de las instituciones de educación superior con los derechos laborales de los 
trabajadores tanto académicos como administrativos. El Gobierno de la República 
está persuadido de que estas precisiones auxiliarán a que las universidades cumplan 
cada día mejor sus finalidades y se superen académicamente para que México pueda 
lograr su independencia científica y tecnológica. 

Por ello, el Ejecutivo a mi cargo ofreció que enviaría a la consideración de vuestra 
Soberanía, este proyecto 
[…] 
Por lo expuesto anteriormente y con fundamento en la fracción I del artículo 71 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter, por el 
digno conducto de ustedes, al Honorable Constituyente Permanente la siguiente 
INICIATIVA DE DECRETO 
Artículo único. Se adiciona con una fracción VIII el artículo 3o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y cambia el número de la última fracción 
del mismo artículo, para quedar como sigue: 
Artículo 3o. 
I a VII. 
VIII. Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la 
ley otorgue autonomía tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo 
con los principios de libertad de cátedra e investigación y de libre examen y 
discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de 
ingreso y permanencia de su personal académico; y administrarán su patrimonio. El 
ejercicio de los derechos laborales tanto del personal académico; como del personal 
administrativo se realizará de acuerdo con las modalidades necesarias para hacerlo 
compatible con la autonomía y con la libertad de cátedra e investigación…”. 

Por otra parte, conviene hacer referencia en este apartado a las consideraciones que se establecieron en 
el dictamen que preparó la Cámara de Diputados con motivo de la reforma de mil novecientos ochenta, del 
cual se transcribe en la parte que interesa, lo siguiente: 

“…En la adición al Artículo 3o. que se propone en la Iniciativa, se incorpora la 
autonomía universitaria a los preceptos constitucionales que postulan 
dogmáticamente las decisiones fundamentales de la nación. Incluyendo la autonomía 
universitaria en estos principios básicos se enriquecen los postulados ideológicos 
normativos de la educación superior, los que están determinados por el proceso de 
evolución histórica de nuestras universidades, conforme a la realidad socio - política 
que vive el país. 



Viernes 12 de agosto de 2005 DIARIO OFICIAL 69 

Por otra parte, recoge la inquietud de las universidades y demás instituciones de 
educación superior a las que la ley otorgue autonomía, organismos estos, que 
solicitaron se legisle sobre esta materia a nivel constitucional, para sí afirmar la 
seguridad jurídica en el ejercicio de ese derecho, al pasar a la rigidez de una norma 
constitucional la autonomía universitaria otorgada por la ley. 
[…] 
Contempla el acceso al conocimiento universal en completa libertad, con el rechazo a 
todo postulado cerrado a discusión y aceptado o impuesto previamente como una 
verdad o realidad, sin fanatismos ni prejuicios, y abierto a todas las ideas, a todas las 
formas del pensamiento, con sentido nacional y con la perspectiva del pueblo de 
México. 
[…] 
En la Iniciativa se prevé que "el Ejercicio de los derechos laborales, tanto del personal 
académico como del personal administrativo, se realizará de acuerdo con las 
modalidades necesarias para hacerlo compatible con la autonomía y con la libertad 
de cátedra e investigación". Es decir, se reconoce la presencia de peculiaridades que 
requieren de un ordenamiento especial, en el que sin lesionar los principios de 
equidad y de justicia, relativos a quienes realizan un trabajo o prestan un servicio, se 
establezcan modalidades que impidan que las relaciones laborales desvirtúen los 
atributos de las universidades, de su autonomía o los principios fundamentales de 
libertad de cátedra, investigación y libre examen de las ideas a fin de que tales 
instituciones puedan "cumplir cada día mejor sus finalidades y se superen 
académicamente para que México pueda lograr su independencia científica y 
tecnológica". 

Ese reconocimiento no hace otra cosa que plantear a nivel constitucional la solución 
de un problema que ha preocupado a las universidades y a su personal, sin encontrar 
solución legal satisfactoria, porque las características de organismos que carecen de 
finalidades de lucro, que no son dependencias directas del Estado, pero reciben de 
éste la mayoría de los recursos económicos que permiten su funcionamiento; que 
han sido creadas para satisfacer exigencias de singular interés nacional en el orden 
de la cultura; que no pueden quedar comprendidos en todos sus aspectos en los 
preceptos del derecho aplicable a quienes realizan objetivos económicos a través de 
actos de dirección y dependencia. 

Porque lejos de limitar la libertad de aquellos que con ellos colaboran, los alientan a 
la libertad de investigación, enseñanza o discusión de las ideas, exigen un régimen 
singular en todos sus aspectos, que en aras de la libertad aleja la intervención del 
Estado y lo obliga a limitar su tradicional jurisdicción, pero a la vez impide que otras 
fuerzas o intereses restrinjan la ejecución de sus fines esenciales, reduciendo en 
cualquier forma su autonomía en nombre de principios que dejarían sin efecto los 
motivos que determinan y justifican que se gobierne por sí misma. 

"Las modalidades necesarias" de que habla la Iniciativa no pueden ser otras que 
aquellas que determine el Congreso de la Unión, con apego a la doctrina laboral de 
nuestra Carta Magna, y a las ideas contenidas en la Reforma Constitucional que se 
dictamina, y que deberán ser precisamente las "necesarias" que justifiquen una 
exigencia razonable derivada de la naturaleza y funcionamiento específico de las 
universidades autónomas, de manera tal, que de no establecerse la modalidad se 
lesionarían los propósitos, los fines y la función de estas instituciones. Todo lo que 
se aparte de estos lineamientos sería contrario a la recta interpretación de la 
propuesta nueva fracción VIII del Artículo 3o. constitucional. 

[…] 

En síntesis: las universidades, su autonomía, las libertades de cátedra, de 
investigación y de examen de las ideas para difusión de la cultura y sustento de la 
libertad, constituyen intereses superiores de la nación que imponen el 
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reconocimiento constitucional de su autonomía y la necesidad de establecer 
modalidades para que el ejercicio de los derechos laborales de su personal sea 
compatible con esos objetivos y no los limite o restrinja…”. 

Asimismo, resulta interesante transcribir algunas de las consideraciones que se establecieron en el 
dictamen que preparó la Cámara de Senadores con motivo de la reforma antes apuntada, las cuales son del 
siguiente tenor: 

“…Para el efecto, las universidades y los demás centros de estudio superior, deben 
gozar del más amplio ámbito de libertad de acción académica y educacional, que no 
limite ninguna posibilidad de obtener conocimientos o de realizar investigación, que 
no supedite su organización a fuerzas o intereses extraños, ajenos a una plena 
identidad con los superiores de la patria. 

La Cámara de Diputados estimó procedente modificar el texto de la Iniciativa, 
referente a la fracción VIII, para que las relaciones laborales tanto del personal 
administrativo como del académico, queden reguladas por el Apartado A del Artículo 
123 de la Constitución. 

En opinión de las Comisiones, la inclusión que la Colegisladora hace es muy positiva. 
Aun cuando pudiera llegar a estimarse que la adición efectuada por esa Cámara no 
responde a una depurada técnica jurídica, al proponer en un precepto constitucional 
la remisión a otro de la misma Ley Fundamental, debe anteponerse a esta 
consideración la necesidad e importancia de definir con claridad esas relaciones 
laborales, que han sido objeto de múltiples controversias y especulaciones y dejar 
precisado, al más alto nivel, que serán normadas por el Apartado A del Artículo 123 
Constitucional. 

Reiterado nuestro reconocimiento al sentido benéfico de esta adición debe señalarse, 
sin embargo, que la misma resulta incompleta. En efecto, los principios sustanciales 
de la Iniciativa y los que incluye la Cámara de Diputados son dos: el primero, definir 
la naturaleza jurídica de las relaciones laborales, tanto del personal académico como 
del administrativo en las universidades y centros de estudio superior, lo que hace 
encuadrándolos en el Apartado A del Artículo 123 Constitucional; y el segundo, 
prevenir que esas relaciones sean de "manera que concuerden con la autonomía, la 
libertad de cátedra e investigación y con los fines de las instituciones". 

Es decir, se deben reglamentar conforme a las características propias de un trabajo 
especial, para que las relaciones laborales que se lleven a cabo en las universidades 
y en las instituciones de educación superior, tengan las modalidades que las hagan 
concordantes con la autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines de 
las instituciones a que la propia fracción VIII se refiere. 

Es por eso que la sola remisión al Apartado A del Artículo 123 Constitucional, que 
hace la Colegisladora, no da cabal solución ni permite el debido desahogo de esas 
relaciones laborales y se hace necesario complementar, también positivamente, la 
adición de la Cámara de Diputados, en la parte relativa, para que quede en la 
siguiente forma: "Las relaciones laborales, tanto del personal académico como del 
administrativo, se normarán por el Apartado A del Artículo 123 de esta Constitución, 
en los términos y con las modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo 
conforme a las características propias de un trabajo especial, de manera que 
concuerden con la autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines de las 
instituciones a que esta fracción se refiere". La modificación que las suscritas 
Comisiones someten a su consideración, permitirá clarificar el precepto y 
concretarlo, haciendo operativa la adición de que se trata, sin alterar el sentido 
esencial que le dio la Colegisladora. 

La Cámara de Senadores estima conveniente precisar que en los términos de la 
Iniciativa Presidencial, las instituciones a que ésta se refiere, "realizarán sus fines de 
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educar, investigar y difundir la cultura, de acuerdo con los principios de este artículo, 
respetando la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las 
ideas". 

Así se interpreta esta disposición en el sentido de que los fondos que reciben esas 
instituciones de las entidades federal y estatales, deben tener como destino, la 
realización de los objetivos a que la Iniciativa se contrae y, consecuentemente que 
están obligadas a formar y justificar su debido manejo a estas autoridades. El 
Ejecutivo Federal y toda entidad pública o privada que recibe fondos para un destino 
específico, tienen esta obligación, máxime cuando, como en el caso, se trata de 
bienes que el Estado entrega a nombre del pueblo, que es, en última instancia a quien 
asiste el derecho de ser informado del adecuado manejo de ellos…”. 

Finalmente, resulta conveniente citar algunos de los argumentos expresados por el Senador Guillermo 
Morfín García, con motivo de la reforma constitucional de mil novecientos ochenta, en donde esencialmente 
sostuvo lo siguiente: 

“…Y es que concebimos a la Universidad no sólo como a la formadora de cuadros 
profesionales sino también como la entidad que coadyuva en la solución de los 
problemas que se le plantean a la sociedad mexicana. Se ha dicho, y es cierto, que la 
universidad por su razón misma de ser se convierte en la conciencia crítica de esa 
sociedad. Por ello no pretendemos, no, una universidad a la medida de lo que desean 
los partidarios del statu quo. Por el contrario, deseamos con sinceridad una 
universidad propiciadora del cambio; del cambio que nos conduzca a una sociedad 
más justa y rica en bienes materiales y espirituales y donde puedan garantizarse lo 
mismo la igualdad de oportunidades que de seguridades. 

[…] 

Y es en este punto donde el dictamen recoge una preocupación que está en el ánimo 
de vastos sectores de la sociedad mexicana; la de saber el destino que se da a los 
fondos que el pueblo por conducto del Estado pone en mano de las universidades. Es 
imperativo que las autoridades universitarias den cuenta fiel y oportuna, 
públicamente, de los fondos que reciben, cualquiera que sea su origen, el destino que 
les den y la justificación de su gasto. Para ello deben quedar sujetas a los 
mecanismos de vigilancia que las disposiciones reglamentarias determinen, los que 
en ningún caso podrán implicar injerencia alguna, por mínima que fuere, en las 
actividades académicas, respetándose en forma integral los principios de libertad de 
cátedra y de investigación. 

Es menester, entonces, como señala el dictamen sometido a vuestra soberanía, que 
la universidad informe y justifique ampliamente el subsidio que recibe, ya que en esa 
forma se mantendrá firme el principio de rendir cuentas al pueblo que las hace 
posible. 

El uso racional y escrupuloso de los recursos asignados a las universidades ayudará 
a que no se rezaguen en ningún momento frente a otras instituciones privadas de 
educación superior, que por sus características, han podido en alguna medida, 
aventajarla en no pocos campos, alterando la vía de nuestro desarrollo económico y 
social…”. 

Es importante señalar en este punto, que el texto íntegro de la fracción VIII se convirtió en la actual 
fracción VII del artículo 3o. constitucional, con motivo de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del cinco de marzo de mil novecientos noventa y tres. 

Sentados los motivos históricos antes reseñados, se desprende que la autonomía universitaria prevista por 
el órgano reformador de la Constitución reviste seis aspectos fundamentales: 

a) En cuanto a su origen, la autonomía universitaria sólo puede ser conferida mediante un acto formal y 
materialmente legislativo, toda vez que dicha reserva se encuentra expresamente establecida en el precepto 
de mérito. 
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b) En lo administrativo, se establece la posibilidad de que las universidades puedan autogobernarse, lo 
que implica la designación interna de sus órganos de gobierno sin injerencia alguna del Estado. 

c) En lo patrimonial, las universidades autónomas tienen la facultad de manejar libremente sus recursos, 
en el entendido de que, al ser entes públicos, la mayor parte de sus ingresos proviene de subsidios que les 
otorga el propio Estado, por lo que este último se encuentra facultado para vigilar la correcta aplicación de los 
recursos otorgados. 

d) En lo laboral, se establece una distinción respecto de los demás trabajadores del Estado, cuyas 
relaciones laborales se encuentran reguladas por el apartado B del artículo 123 constitucional; en este 
sentido, la autonomía universitaria implica que las relaciones entre ésta y su personal académico o 
administrativo, se regirán conforme al apartado A del precepto constitucional antes mencionado, en los 
términos que establezca la Ley Federal del Trabajo, siendo dicha regulación acorde a las características 
propias de un trabajo especial que va de acuerdo con los fines que persiguen las universidades. 

e) En lo académico, implica el respeto a los principios de libertad de cátedra e investigación sin injerencia 
del Estado, para lo cual, las universidades autónomas podrán establecer sus propios planes y programas de 
estudio, mismos que deberán respetar los postulados previstos en el artículo 3o. constitucional. 

f) En lo económico, es conveniente destacar que las universidades autónomas, al ser entes públicos, 
reciben la mayor parte de sus ingresos del propio Estado; en tal virtud, carecen de fines de lucro o 
preponderantemente económicos. 

Resulta conveniente señalar que la autonomía a que se refiere la fracción VII del artículo 3o. 
constitucional, no puede otorgarse a favor de instituciones privadas, si se destaca lo siguiente: 

a) Dicha disposición constitucional se refiere a las que la ley otorgue autonomía, en este punto hay que 
recordar que las instituciones públicas son las que se crean mediante una ley orgánica, en cambio, las 
instituciones privadas provienen de la voluntad de los particulares. 

Cabe agregar que las instituciones de educación privada derivan de la voluntad de los particulares y, por 
su naturaleza, pueden autogobernarse y administrarse libremente. 

b) La disposición en comento prevé que las instituciones autónomas determinarán sus planes y 
programas, lo que no pueden hacer los particulares que aspiren a obtener el reconocimiento de validez de 
estudios, ya que la legislación a la que remite la fracción VI del citado precepto, los restringe en ese sentido. 

c) Asimismo, el precepto de mérito establece que las relaciones laborales se normarán por el apartado A 
del artículo 123 de la propia Constitución, en términos de la Ley Federal del Trabajo. Esta previsión es de 
suma importancia, ya que implica un reconocimiento que estas relaciones de la institución con su personal 
académico y administrativo anteriormente podían regirse por el apartado B del precepto constitucional en cita, 
así como por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, es decir, se trataba de relaciones 
laborales entre el Estado y sus trabajadores. 

d) Por otra parte, debe decirse que las universidades privadas puede tener fines de lucro o 
preponderantemente económicos, lo que no acontece tratándose de universidades públicas a las que la ley 
otorga autonomía, ya que las mismas, al ser parte integrante del Estado, no persiguen dichos fines 
económicos, sino que por el contrario, pretenden brindar a la población la oportunidad de acceder a la 
educación superior. 

A mayor abundamiento, del análisis de los antecedentes históricos que dieron origen a la reforma de mil 
novecientos ochenta, resulta claro que el órgano reformador de la Constitución, al contemplar la autonomía 
universitaria, tuvo como propósito principal permitir que las universidades públicas pudieran deslindarse de la 
injerencia que tenía el Estado en la designación de sus órganos de gobierno, así como en la determinación de 
sus planes de estudio y en el manejo de sus recursos financieros. 

La reforma en cuestión, provino de reconocer la pugna que durante varios años habían sostenido 
estudiantes y académicos frente al Estado, con el único propósito de garantizar la libre expresión y discusión 
de las ideas, mediante el establecimiento de los principios de libertad de cátedra e investigación, que sólo 
podían alcanzarse si se aseguraba la autonomía universitaria. 

En términos de lo antes expuesto, una vez analizados los motivos que dieron origen a la reforma del 
artículo 3o. constitucional en mil novecientos ochenta, se puede concluir que la autonomía universitaria 
constituye un régimen especial exclusivamente para las instituciones de carácter público, puesto que son las 
que en todo caso requieren autogobernarse para alcanzar, a través de la libertad de cátedra y la libre 



Viernes 12 de agosto de 2005 DIARIO OFICIAL 73 

expresión y discusión de ideas, ajenas a líneas de criterios exclusivistas, nuevas visiones formativas; por ello 
la universidad autónoma, como se concibe en nuestro derecho, es auxiliada financieramente por el Estado 
pero, al mismo tiempo, no puede imponerle normas o prejuicios que distorsionen el libre análisis de las ideas; 
en suma, las características de las universidades autónomas, en nuestro medio jurídico, van más allá de la 
excelencia académica. 

El concepto apuntado de autonomía universitaria prevista en el artículo 3o., fracción VII de la Constitución 
Federal, se apoya en diversos tratadistas que coinciden en que sólo puede otorgarse a instituciones públicas 
de educación superior, entre ellos, Jorge Carpizo y Jorge Pinto Mazal, al señalar lo siguiente: 

Carpizo, Jorge, “Diccionario Jurídico”. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma 
de México, México, Tomo I, Editorial Porrúa, México 2002. 

"La autonomía es la facultad que poseen las "universidades para autogobernarse - 
darse sus "propias normas dentro del marco de su Ley "Orgánica y designar a sus 
autoridades -, para "determinar sus planes y programas dentro de los "principios de 
libertad de cátedra e investigación, y "para administrar libremente su patrimonio.- La 
"autonomía constitucional sólo se refiere a las "universidades públicas y no a las 
privadas”. 

Pinto Mazal, Jorge, “La Autonomía Universitaria”, México, UNAM, 1974. 

"La diferencia esencial consiste en que la "autonomía se refiere a las relaciones de la 
"Universidad con el Estado y, en general, con el "mundo externo, y la libertad de 
cátedra y de "investigación es un concepto interno relativo a la "vida dentro de la 
misma Universidad. Por otro "lado, es posible hablar de instituciones en las que 
"existe la libertad de cátedra sin ser autónomas, y "viceversa.- La autonomía es la 
facultad que el "Estado otorga a la Universidad, a través de una "ley, para dictarse a 
sí misma las normas que rijan "su organización y vida interna, sin la intervención "de 
éste. Podemos dividir en tres renglones esta "facultad; el académico, el de gobierno y 
el "financiero”. 

Por su parte, Eugenio Hurtado Márquez, en su libro titulado “La Universidad Autónoma 1929-1944”, 
UNAM, México 1976, hace referencia al estudio publicado en la Revista General de Derecho y Jurisprudencia, 
Tomo V, correspondiente al año de mil novecientos treinta y cuatro, por Manuel Sánchez Cuén, Angel 
Carbajal y Antonio Carrillo Flores, en el que, tratándose de la autonomía universitaria, llegaron a las siguientes 
conclusiones: 

“...c) La autonomía significa la desvinculación absoluta del Poder Ejecutivo Federal, 
pero no de los otros poderes que conservan sobre ella jurisdicción, como el Poder 
Legislativo, que tiene facultad para derogar o aprobar la ley en todo momento”. 

Todo lo anterior revela que del sólo artículo 3o. constitucional, se obtiene que la autonomía es una calidad 
de la que únicamente pueden participar las instituciones públicas de educación superior. 

Ahora bien, las conclusiones antes referidas se corroboran al analizar los diversos conceptos de invalidez 
planteados por la parte actora, en el sentido de que los actos impugnados violan las facultades reservadas al 
Congreso de la Unión conforme al artículo 73, fracción XXV constitucional. 

En este sentido, debe precisarse que las atribuciones en materia educativa establecidas a favor del 
Congreso de la Unión, conforme a los artículos 3o. y 73, fracción XXV constitucionales, provienen de la 
necesidad de coordinar la acción de los municipios, gobiernos locales y federación, para lograr la unificación 
de la educación a nivel nacional; esto es, sin eliminar las facultades legislativas y obligaciones de los 
gobiernos de los Estados en esa materia, la Constitución estableció un medio adecuado para el ejercicio de 
esas funciones y el cumplimiento de tales deberes, confiriendo al Congreso de la Unión la facultad de distribuir 
la función educativa entre esas entidades a través de las leyes necesarias, proponiendo así un sistema de 
legislación coordinada a efecto de que los gobiernos locales, dentro de los lineamientos de carácter general 
que marquen las leyes expedidas por el Congreso, dicten las normas destinadas a la materia de educación 
dentro del territorio de cada entidad. 

Así pues, de lo anterior se colige que se está ante las llamadas facultades “concurrentes”, que en el orden 
jurídico mexicano se establecen en la Constitución General de la República, entre otras materias, en la 
educativa (artículos 3o., fracción VIII, y 73, fracción XXV), en la salubridad (artículo 4o., párrafo tercero), 
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asentamientos humanos (27, párrafo tercero, y 73, fracción XXXIX-C), seguridad pública (73, fracción XXIII), 
limpieza ambiental (73, fracción XXXIX-G) y protección civil (73, fracción XXXIX-I) y deporte (73, fracción 
XXXIX-J). 

Por regla general, se parte del principio rector contenido en el artículo 124 de la Constitución Federal que 
establece una competencia expresa a favor de la Federación y residual tratándose de los Estados, pero el 
propio Organo Reformador de la Constitución ha venido introduciendo la facultad, en favor del Congreso de la 
Unión, de que establezca un reparto de competencias entre la Federación, las entidades federativas, los 
municipios e inclusive el Distrito Federal, como sucede en las materias mencionadas en el párrafo anterior, 
mediante una ley general. 

Esto es, que las entidades federativas, los municipios y la Federación pueden actuar respecto de una 
misma materia, pero es el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos de la participación 
de dichas entidades, a través de una ley. 

Así pues, de la facultad conferida al Congreso de la Unión en el artículo 73, fracción XXV, constitucional, al 
estar referida a la distribución de la función educativa, se advierte que se regula en leyes generales o marco, 
que cumplen dos propósitos simultáneos: a) distribuir competencias entre la Federación, Estados y Distrito 
Federal otorgando las bases para las leyes locales correlativas; y, b) establecer el régimen federal para 
regular la acción de los poderes en la materia de que se trate. 

Es cierto que el sistema constitucional no establece una preeminencia o superioridad de las leyes 
federales sobre las leyes de los Estados, pues ambas son de igual jerarquía ante nuestra Constitución, como 
lo ha sostenido este Alto Tribunal, apoyándose en los artículos 40, 41 y 133 del propio Magno Ordenamiento, 
de los que deriva que el pueblo mexicano tuvo la voluntad de constituirse en una república federal, compuesta 
de Estados libres y soberanos y el Distrito Federal. 

Los dos órdenes de gobierno (el federal y el de los Estados) son coextensos y, en consecuencia, se rigen 
por disposiciones constitucionales y legales distintas y que en su expresión conjunta dan como resultado una 
forma de organización jurisdiccional y política denominada Federación. Por tanto, en principio, ninguno de 
estos dos órdenes de gobierno es superior al otro, sino que cada uno tiene la competencia que le atribuye la 
Constitución Federal. 

Sin embargo, como excepción a esta regla se encuentran las leyes generales o marco, cuyo objeto, como 
se indicó, es la distribución de competencias en materias concurrentes, por lo que en este caso las leyes 
locales deben sujetarse a aquellas leyes. 

En el caso, precisamente en uso de la facultad que le confiere el artículo 73, fracción XXV, en congruencia 
con el 3o., constitucionales, el Congreso de la Unión expidió tanto la Ley General de Educación como la Ley 
para la Coordinación de la Educación Superior. 

Los artículos 1o. y 3o. de la Ley General de Educación señalan: 

"ARTICULO 1o..- Esta Ley regula la educación que "imparten el Estado -Federación, 
entidades "federativas y Municipios-, sus organismos "descentralizados y los 
particulares con "autorización o con reconocimiento de validez "oficial de estudios. 
Es de observancia general en "toda la República y las disposiciones que contiene 
"son de orden público e interés social”. 

"ARTICULO 3o..- El Estado está obligado a prestar "servicios educativos para que 
toda la población "pueda cursar la educación preescolar, la primaria "y la secundaria. 
Estos servicios se prestarán en el "marco del federalismo y la concurrencia previstos 
"en la Constitución Política de los Estados "Mexicanos y conforme a la distribución 
social "educativa establecida en la presente ley”. 

De estos preceptos se infiere que ese ordenamiento jurídico es el que contiene los lineamientos de 
distribución al que deben sujetarse la Federación, las entidades federativas y los municipios, en función social 
educativa y, por tanto, las normas que éstos expidan para regular dicha función dentro del ámbito territorial 
que les corresponda, deben ceñirse a dicha Ley General. 

Las consideraciones anteriores sirvieron de base para que el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación emitiera la Tesis Jurisprudencial número P./J. 143/2001, consultable en la página mil 
treinta y nueve del Tomo XV, correspondiente a enero de dos mil dos, Novena Epoca del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, cuyo tenor es el siguiente: 
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"EDUCACION. LAS LEYES QUE EXPIDAN LOS "ESTADOS Y EL DISTRITO FEDERAL 
EN ESTA "MATERIA, DEBEN SUJETARSE A LA LEY "RESPECTIVA EXPEDIDA POR 
EL CONGRESO DE "LA UNION, EN TERMINOS DE LO DISPUESTO "POR EL 
ARTICULO 3o., FRACCION VIII, DE LA "CONSTITUCION FEDERAL.- De lo dispuesto 
en "los artículos 3o., fracción VIII y 73, fracción XXV, "del Ordenamiento Fundamental 
citado, se aprecia "que el Congreso de la Unión está facultado para "distribuir la 
función social educativa mediante las "leyes que expida, proponiendo así un sistema 
de "legislación coordinada a efecto de que los "Gobiernos Locales, dentro de los 
lineamientos de "carácter general que marquen las leyes expedidas "por ese órgano 
legislativo, dicten las normas "destinadas a la materia de educación dentro del 
"territorio nacional. Por tanto, las normas que "expidan las entidades federativas, los 
Municipios "o el Distrito Federal sobre educación, deben "sujetarse a la ley general 
que en dicha materia "expida el Congreso de la Unión”. 

Siguiendo con la exposición anterior, conviene señalar que la Ley para la Coordinación de la Educación 
Superior constituye otra ley marco en materia educativa, de la cual resulta necesario transcribir los artículos 7, 
10, 16, 18 y 19, mismos que señalan lo siguiente: 

“Artículo 7o.- Compete a la Federación vigilar que las denominaciones de los 
establecimientos de educación superior correspondan a su naturaleza. 

Artículo 10.- Las instituciones públicas de educación superior y los particulares con 
autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios participarán en la 
prestación de los servicios educativos, de acuerdo con las disposiciones de este 
ordenamiento. 

Artículo 16.- La autorización para impartir educación normal y el reconocimiento de 
validez oficial a otros estudios de tipo superior, se regirán por la Ley Federal de 
Educación, por la presente Ley y por los convenios a que la misma se refiere, en la 
inteligencia de que para cada plantel, extensión, dependencia y plan de estudios se 
requerirá, según el caso, autorización o reconocimiento. 

La autorización a que se refiere el párrafo anterior, podrá ser otorgada por los 
gobiernos de los Estados sólo cuando los planteles funcionen en su territorio. 

Artículo 18.- Los certificados, diplomas, títulos y grados académicos que expidan los 
particulares respecto de estudios autorizados o reconocidos requerirán de 
autenticación por parte de la autoridad que haya concedido la autorización o 
reconocimiento o, en su caso, del organismo público descentralizado que haya 
otorgado el reconocimiento. 

La autoridad o el organismo público descentralizado que otorgue, según el caso, la 
autorización o el reconocimiento será directamente responsable de la supervisión 
académica de los servicios educativos respecto a los cuales se concedió dicha 
autorización o reconocimiento. 

Artículo 19.- Los particulares que impartan estudios de tipo superior con 
autorización o reconocimiento de validez oficial deberán registrarse en la Secretaría 
de Educación Pública. 

El incumplimiento de esta disposición motivará la imposición de multa hasta de cien 
mil pesos, y en caso de persistir el incumplimiento se podrá clausurar el servicio 
educativo.” 

Por su parte, los artículos 9, 10, 11, 13, 14, fracciones II y IV, 29, 30, 37, 47, 54, 55, 56, 57 y 58 de la Ley 
General de Educación, disponen lo siguiente: 

"ARTICULO 9o.- Además de impartir la educación preescolar, la primaria y la 
secundaria, el Estado promoverá y atenderá -directamente, mediante sus organismos 
descentralizados, a través de apoyos financieros, o bien, por cualquier otro medio- 
todos los tipos y modalidades educativos, incluida la educación superior, necesarios 
para el desarrollo de la Nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, y 
alentará el fortalecimiento y la difusión de la cultura nacional y universal. 
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ARTICULO 10.- La educación que impartan el Estado, sus organismos 
descentralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez 
oficial de estudios, es un servicio público. 

Constituyen el sistema educativo nacional: 

I.- Los educandos y educadores; 

II.- Las autoridades educativas; 

III.- Los planes, programas, métodos y materiales educativos; 

IV.- Las instituciones educativas del Estado y de sus organismos descentralizados; 

V.- Las instituciones de los particulares con autorización o con reconocimiento de 
validez oficial de estudios, y 

VI.- Las instituciones de educación superior a las que la ley otorga autonomía. 

Las instituciones del sistema educativo nacional impartirán educación de manera que 
permita al educando incorporarse a la sociedad y, en su oportunidad, desarrollar una 
actividad productiva y que permita, asimismo, al trabajador estudiar. 

ARTICULO 11.- La aplicación y la vigilancia del cumplimiento de esta Ley 
corresponden a las autoridades educativas de la Federación, de las entidades 
federativas y de los municipios, en los términos que la propia Ley establece. 

Para efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

I.- Autoridad educativa federal, o Secretaria, a la Secretaria de Educación Pública de 
la Administración Pública Federal; 

II.- Autoridad educativa local al ejecutivo de cada uno de los estados de la 
Federación, así como a las entidades que, en su caso, establezcan para el ejercicio de 
la función social educativa, y 

III.- Autoridad educativa municipal al ayuntamiento de cada municipio. 

ARTICULO 13.- Corresponden de manera exclusiva a las autoridades educativas 
locales, en sus respectivas competencias, las atribuciones siguientes: 

I.- Prestar los servicios de educación inicial, básica -incluyendo la indígena-, especial, 
así como la normal y demás para la formación de maestros; 

II.- Proponer a la Secretaría los contenidos regionales que hayan de incluirse en los 
planes y programas de estudio para la educación preescolar, la primaria, la 
secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educación básica; 

III.- Ajustar, en su caso, el calendario escolar para cada ciclo lectivo de la educación 
preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de 
maestros de educación básica, con respeto al calendario fijado por la Secretaría; 

IV.- Prestar los servicios de formación, actualización, capacitación y superación 
profesional para los maestros de educación básica, de conformidad con las 
disposiciones generales que la Secretaría determine; 

V.- Revalidar y otorgar equivalencias de estudios de la educación preescolar, la 
primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educación 
básica, de acuerdo con los lineamientos generales que la Secretaría expida; 

VI.- Otorgar, negar y revocar autorización a los particulares para impartir la educación 
preescolar, la primaria, la secundaria, la normal y demás para la formación de 
maestros de educación básica, y 

VII.- Las demás que con tal carácter establezcan esta Ley y otras disposiciones 
aplicables. 
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ARTICULO 14.- Adicionalmente a las atribuciones exclusivas a que se refieren los 
artículos 12 y 13, corresponden a las autoridades educativas federales y locales, de 
manera concurrente, las atribuciones siguientes: 

[…] 

II.- Determinar y formular planes y programas de estudio, distintos de los previstos en 
la fracción I "del artículo 12; 

[…] 

IV.- Otorgar, negar y retirar el reconocimiento de validez oficial a estudios distintos de 
los de primaria, secundaria, normal y demás para la formación de maestros de 
educación básica que impartan los particulares;… 

ARTICULO 29.- Corresponde a la Secretaría la evaluación del sistema educativo 
nacional, sin perjuicio de la que las autoridades educativas locales realicen en sus 
respectivas competencias. 

Dicha evaluación, y la de las autoridades educativas locales, serán sistemáticas y 
permanentes. Sus resultados serán tomados como base para que las autoridades 
educativas, en el ámbito de su competencia, adopten las medidas procedentes. 

ARTICULO 30.- Las instituciones educativas establecidas por el Estado, por sus 
organismos descentralizados y por los particulares con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios, otorgarán a las autoridades educativas 
todas las facilidades y colaboración para la evaluación a que esta sección se refiere. 

Para ello, proporcionarán oportunamente toda la información que se les requiera; 
tomarán las medidas que permitan la colaboración efectiva de alumnos, maestros, 
directivos y demás participantes en los procesos educativos; facilitarán que las 
autoridades educativas, incluida la Secretaría, realicen exámenes para fines 
estadísticos y de diagnóstico y recaben directamente en las escuelas la información 
necesaria. 

ARTICULO 37.- La educación de tipo básico está compuesta por el nivel preescolar, el 
de primaria y el de secundaria. 

El tipo medio-superior comprende el nivel de bachillerato, los demás niveles 
equivalentes a éste, así como la educación profesional que no requiere bachillerato o 
sus equivalentes. 

El tipo superior es el que se imparte después del bachillerato o de sus equivalentes. 
Está compuesto por la licenciatura, la especialidad, la maestría y el doctorado, así 
como por opciones terminales previas a la conclusión de la licenciatura. Comprende 
la educación normal en todos sus niveles y especialidades. 

ARTICULO 47.- Los contenidos de la educación serán definidos en planes y 
programas de estudio. 

En los planes de estudio deberán establecerse: 

I.- Los propósitos de formación general y, en su caso, de adquisición de las 
habilidades y las destrezas que correspondan a cada nivel educativo; 

II.- Los contenidos fundamentales de estudio, organizados en asignaturas u otras 
unidades de aprendizaje que, como mínimo, el educando deba acreditar para cumplir 
los propósitos de cada nivel educativo; 

III.- Las secuencias indispensables que deben respetarse entre las asignaturas o 
unidades de aprendizaje que constituyen un nivel educativo, y 

IV.- Los criterios y procedimientos de evaluación y acreditación para verificar que el 
educando cumple con los propósitos de cada nivel "educativo. 

En los programas de estudio deberán establecerse los propósitos específicos de 
aprendizaje de las asignaturas u otras unidades de aprendizaje dentro de un plan de 
estudios, así como los criterios y procedimientos para evaluar y acreditar su 
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cumplimiento. Podrán incluir sugerencia sobre métodos y actividades para alcanzar 
dichos propósitos. 

ARTICULO 54.- Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y 
modalidades. 

Por lo que concierne a la educación primaria, la secundaria, la normal y demás para la 
formación de maestros de educación básica, deberán obtener previamente, en cada 
caso, la autorización expresa del Estado. Tratándose de estudios distintos de los 
antes mencionados, podrán obtener el reconocimiento de validez oficial de estudios. 

La autorización y el reconocimiento serán específicos para cada plan de estudios. 
Para impartir nuevos estudios se requerirá, según el caso, la autorización o el 
reconocimiento respectivos. 

La autorización y el reconocimiento incorporan a las instituciones que los obtengan, 
respecto de los estudios a que la propia autorización o dicho reconocimiento se 
refieren, al sistema educativo nacional. 

ARTICULO 55.- Las autorizaciones y los reconocimientos de validez oficial de 
estudios se otorgarán cuando los solicitantes cuenten: 

I.- Con personal que acredite la preparación adecuada para impartir educación y, en 
su caso, satisfagan los demás requisitos a que se refiere el artículo 21; 

II.- Con instalaciones que satisfagan las condiciones higiénicas, de seguridad y 
pedagógicas que la autoridad otorgante determine. Para establecer un nuevo plantel 
se requerirá, según el caso, una nueva autorización o un nuevo reconocimiento, y 

III.- Con planes y programas de estudio que la autoridad otorgante considere 
procedentes, en el caso de educación distinta de la primaria, la secundaria, la normal 
y demás para la formación de maestros de educación básica. 

ARTICULO 56.- Las autoridades educativas publicarán, en el órgano informativo 
oficial correspondiente, una relación de las instituciones a las que hayan concedido 
autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios. Asimismo publicarán, 
oportunamente y en cada caso, la inclusión o la supresión en dicha lista de las 
instituciones a las que otorguen, revoquen o retiren las autorizaciones o 
reconocimientos respectivos. 

ARTICULO 57.- Los particulares que impartan educación con autorización o con 
reconocimiento de validez oficial de estudios deberán: 
I.- Cumplir con lo dispuesto en el artículo 3o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en la presente Ley; 
II.- Cumplir con los planes y programas de estudio que las autoridades educativas 
competentes hayan determinado o considerado procedentes; 
III.- Proporcionar un mínimo de becas en los términos de los lineamientos generales 
que la autoridad que otorgue las autorizaciones o reconocimientos haya determinado; 
IV.- Cumplir los requisitos previstos en el artículo 55, y 
V.- Facilitar y colaborar en las actividades de evaluación, inspección y vigilancia que 
las autoridades competentes realicen u ordenen. 
ARTICULO 58.- Las autoridades que otorguen autorizaciones y reconocimientos de 
validez oficial de estudios deberán inspeccionar y vigilar los servicios educativos 
respecto de los cuales concedieron dichas autorizaciones o reconocimientos. 
Para realizar una visita de inspección deberá mostrarse la orden correspondiente 
expedida por la autoridad competente. La visita se realizará en el lugar, fecha y sobre 
los asuntos específicos señalados en dicha orden. El encargado de la visita deberá 
identificarse adecuadamente. 
Desahogada la visita, se suscribirá el acta correspondiente por quienes hayan 
intervenido y por dos testigos. En su caso, se hará constar en dicha acta la negativa 
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del visitado de suscribirla sin que esa negativa afecte su validez. Un ejemplar del acta 
se pondrá a disposición del "visitado. 
Los particulares podrán presentar a las autoridades educativas documentación 
relacionada con la visita dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la 
inspección. 
ARTICULO 60.- Los estudios realizados dentro del sistema educativo nacional tendrán 
validez en toda la República. 
Las instituciones del sistema educativo nacional expedirán certificados y otorgarán 
constancias, diplomas, títulos o grados académicos a las personas que hayan 
concluido estudios de conformidad con los requisitos establecidos en los planes y 
programas de estudio correspondientes. Dichos certificados, constancias, diplomas, 
títulos y grados tendrán validez en toda la República. 
La Secretaría promoverá que los estudios con validez oficial en la República sean 
reconocidos en el extranjero.” 

De las disposiciones legales transcritas, en lo que al caso interesa, se desprende: 
a) Que el Estado promoverá y atenderá ya sea en forma directa, mediante sus organismos 

descentralizados, a través de apoyos financieros, o bien, por cualquier otro medio, todos los tipos y 
modalidades educativos, incluida la educación superior. 

b) Que los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades y, tratándose de 
estudios superiores, podrán obtener el reconocimiento de validez oficial de estudios, el cual se otorgará 
cuando los solicitantes cuenten, entre otros requisitos, con personal que acredite la preparación adecuada 
para impartir educación; con instalaciones que satisfagan las condiciones higiénicas, de seguridad y 
pedagógicas que la autoridad otorgante determine, así como con planes y programas de estudio que la 
autoridad otorgante considere. 

c) Que la educación que impartan el Estado, sus organismos descentralizados y los particulares con 
autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, es un servicio público. 

d) Que el reconocimiento de validez oficial de estudios no se otorga de manera general por institución 
educativa, sino respecto de cada plantel y cada plan de estudios, teniendo la autoridad que otorga el 
reconocimiento la obligación de supervisar los servicios educativos que comprende el reconocimiento y de 
autenticar los certificados, diplomas, títulos y grados académicos que expidan los particulares. 

e) Que la educación que imparten los particulares con reconocimiento de validez oficial de estudios, se 
regula por la Ley para la Coordinación de la Educación Superior; en tanto que la que imparten las 
universidades conforme a la fracción VII del artículo 3o. constitucional, se regula por la ley orgánica que rija a 
dicha institución. 

f) Que de manera concurrente, corresponde a las autoridades educativas tanto federal como locales, 
determinar y formular planes y programas de estudio para la educación superior, así como otorgar y retirar el 
reconocimiento de validez oficial de estudios a estas instituciones. 

g) Que la aplicación y la vigilancia del cumplimiento de la Ley General de Educación corresponde a las 
autoridades educativas de la Federación, de las entidades federativas y de los municipios, en los términos que 
la propia ley establece. 

h) Que corresponde a la Secretaría de Educación Pública la evaluación del sistema educativo nacional, sin 
perjuicio de la que las autoridades educativas locales realicen en sus respectivas competencias. 

i) Que las instituciones educativas establecidas por el Estado, por sus organismos descentralizados y por 
los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, tienen la obligación de 
otorgar a las autoridades educativas todas las facilidades y colaboración que resulten necesarias para la 
evaluación del sistema educativo nacional. 

En términos de lo expuesto en líneas precedentes puede concluirse que el artículo 73, fracción XXV 
constitucional, faculta expresamente al Congreso de la Unión para expedir normas que coordinen la 
educación en toda la República. En ejercicio de tal atribución, se expidió la Ley para la Coordinación de la 
Educación Superior, la cual prevé que los gobiernos de los Estados otorguen el reconocimiento de validez 
oficial a particulares que presten este servicio sobre estudios superiores distintos de la normal, pues este tipo 
de educación requiere de autorización para ser impartida. 
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Ahora bien, ese reconocimiento de validez oficial no se otorga de manera general por institución educativa, 
sino respecto de cada plantel y cada plan de estudios, teniendo la autoridad que otorga el reconocimiento la 
obligación de supervisar los servicios educativos que comprende el reconocimiento y de autenticar los 
certificados, diplomas, títulos y grados académicos que expidan los particulares. 

Entonces, las instituciones particulares que si bien por su propia naturaleza de ente de derecho privado 
tienen autonomía de voluntad para administrarse y gobernarse, no pueden tener autonomía académica, ya 
que de acuerdo con el ejercicio que el Congreso de la Unión hizo de su facultad de legislar en materia 
educativa, se advierte que sus planes y programas de estudios deben ser aprobados por la autoridad, la que 
supervisará su cumplimiento, así como vigilará que el personal académico cuente con la preparación 
necesaria para impartir las cátedras y materias que los estudios reconocidos abarquen. 

Igualmente, es necesario apuntar que si bien el Legislador Federal faculta para que los Gobiernos 
Estatales y los organismos descentralizados creados por éstos puedan otorgar el reconocimiento de validez 
oficial de estudios superiores, esta atribución está regulada por la Legislación Federal en los términos 
antes sintetizados. 

Todo lo anterior, nos lleva a insistir en que no es posible reconocer que las instituciones particulares de 
educación superior pueden gozar de autonomía, ya que en primer lugar no la necesitan para autogobernarse 
y administrarse debido a su naturaleza y origen; la autonomía que prevé el artículo 3o. constitucional es para 
instituciones públicas que sí requieren de la garantía de que el Estado, del que forman parte, no tendrá 
injerencia en su gobierno, en su administración, así como en las cuestiones académicas. 

Además, el legislador federal al ejercer su atribución constitucional expresa, en concordancia con la 
fracción VI del articulo 3o. constitucional, solamente estableció a favor de las instituciones particulares de 
educación superior, a las que el poder público les apruebe sus planes y programas de estudio, el otorgarles el 
reconocimiento oficial de los mismos. 

Bajo este contexto, se pasa al análisis de la constitucionalidad de los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley 
de Educación del Estado de San Luis Potosí, cuya invalidez se demanda en esta vía, los cuales prevén: 

"ARTICULO 46 BIS.- Las instituciones particulares "de educación superior del 
sistema educativo del "Estado, después de cinco años de contar con 
"reconocimientos de validez oficial de estudios en "los términos de esta Ley, 
obtendrán la condición "de instituciones autónomas de Educación "Superior, si 
además cumplen con los requisitos: 

"I.- Acreditar que en lo general su planta de "docentes tenga la preparación científica 
o "tecnológica indispensable; y que por lo menos el "cincuenta por ciento de ellos, 
tiene el grado de "maestría en la rama del saber humano en que "imparte su cátedra; 

"II.- Disponer de local adecuado a la enseñanza que "haya que impartirse; así como 
las instalaciones, "equipo y laboratorios convenientes, según el "caso; 

"III.- Reunir las condiciones necesarias de "seguridad e higiene en su 
establecimiento, y "cumplir con todas las disposiciones de carácter "administrativo; 

"IV.- Obtener de la Secretaría de Educación de "Gobierno del Estado, dictamen 
favorable en el "sentido de que la educación que imparte tiene un "alto nivel 
académico; 

"V.- Declarar, bajo protesta de decir verdad, que "mantendrán los altos niveles 
académicos, bajo "pena de revocación del decreto donde se otorga "autonomía a la 
institución; y que dará a la "Secretaría de Educación todas las facilidades que 
"requiera para que ejecute sus facultades de "inspección y vigilancia, con la finalidad 
de "constatar el mantenimiento permanente de los "altos niveles académicos, y 

"VI.- Publicar en el Periódico Oficial del Estado el "compromiso de mantener los altos 
niveles "académicos, bajo pena de revocación de su "calidad de autónoma conforme 
al procedimiento "previsto en el artículo siguiente. 

"Reunidos los requisitos enumerados, el titular del "Poder Ejecutivo del Estado, 
expedirá el decreto "respectivo que reconozca la calidad de las "instituciones 
autónomas de educación superior, "en donde se hará una relación sucinta de los 
"antecedentes académicos de la institución”. 
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"ARTICULO 46 TER.- Las instituciones de "educación superior que, conforme a esta 
Ley "reciban la calidad de autónomas, gozarán de plena "libertad académica, 
entendida no sólo como el "ejercicio de la más irrestricta libertad de cátedra, "sino 
como la autonomía para elaborar sus planes "y programas de estudio, los que sólo 
deberán "registrar ante la Secretaría de Educación de "Gobierno del Estado. 

"Las instituciones autónomas de educación "superior: 

"I.- Podrán impartir los conocimientos que ellas "mismas determinen; 

"II.- Señalarán los estudios que sirvan como "antecedente propedéutico para cursar 
los que "ellas mismas impartan; 

"III.- Gozarán de libertad administrativa para el "efecto de que puedan determinar 
libremente su "estructura, órganos de gobierno, normatividad "interna general y la 
forma de manejar, dirigir, "controlar y vigilar la documentación y su propio 
"patrimonio; 

"IV.- Contarán con validez oficial los estudios que "impartan, y los títulos que expidan 
serán "registrados, una vez que satisfagan los requisitos "de la ley federal 
reglamentaria al ejercicio de las "profesiones; 

"V.- Deberán publicar, en el Periódico Oficial del "Estado y en uno de los diarios de 
mayor "circulación de la Entidad, un informe anual donde "se expresen las labores 
desarrolladas durante ese "término, sus estados financieros, así como los "cambios 
hechos en su organización administrativa "y régimen académico, y 

"VI.- Estarán obligadas a mantener en forma "permanente programas de investigación 
científica "y tecnológica, sobre todo en su aspecto aplicado, "con miras a acrecentar 
los campos de producción "de bienes y servicios en el Estado. 

"La calidad de institución autónoma de educación "superior, sólo podrá ser revocada 
por decreto "expreso del titular del Poder Ejecutivo del Estado, "debidamente 
fundado y motivado, cuando a juicio "de éste, la institución haya dejado de cumplir 
las "condiciones y obligaciones impuestas por la "legislación aplicable”. 

De los preceptos legales transcritos, se desprende lo siguiente: 

a) Que las instituciones particulares de educación superior cuyo reconocimiento de validez oficial de 
estudios haya sido otorgado por el Estado de San Luis Potosí, con una antigüedad de cinco años, podrán 
obtener la condición de instituciones autónomas de educación superior. 

b) Que dichas instituciones, para obtener la autonomía universitaria, además del requisito de antigüedad 
mencionado, deberán acreditar, entre otras cuestiones, que su personal docente cuenta con la preparación 
científica o tecnológica indispensable, para lo cual, cuando menos el cincuenta por ciento de ellos deberá 
tener el grado de maestría; y, disponer de local, instalaciones, equipo y laboratorio adecuados. 

c) Que una vez reunidos los requisitos legales, será el titular del Poder Ejecutivo del Estado quien 
mediante decreto reconocerá la calidad de las instituciones autónomas de educación superior. 

d) Que las universidades privadas que obtengan su autonomía conforme a las disposiciones legales en 
comento, gozarán de plena libertad académica (cátedra y elaboración de planes y programas de estudio), así 
como administrativa (autogobierno). 

e) Contarán con validez oficial los estudios que impartan, y los títulos que expidan serán registrados, una 
vez que satisfagan los requisitos de la Ley Federal reglamentaria al ejercicio de las profesiones. 

f) Que la autonomía universitaria sólo podrá ser revocada por decreto del titular del Poder Ejecutivo de la 
entidad, cuando la institución respectiva haya dejado de cumplir las condiciones y obligaciones impuestas en 
la legislación aplicable. 

g) La autonomía universitaria a que se refieren los preceptos legales cuya invalidez se demanda, se 
encuentra dirigida exclusivamente a las instituciones de educación superior de carácter privado y no 
a las públicas. 

Como puede advertirse, la hipótesis contemplada en los preceptos legales controvertidos difiere en su 
esencia de la autonomía universitaria contemplada en la fracción VII del artículo 3o. de la Constitución 
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Federal, en tanto que ésta se traduce en la libertad que se otorga a las universidades públicas para 
autogobernarse, mientras que aquélla sólo implica un reconocimiento oficial al alto nivel educativo que 
imparten las universidades privadas a quienes se les otorga dicha calidad, dándoles un mayor prestigio 
académico. 

En este sentido, es necesario precisar que la autonomía otorgada a las instituciones en comento implica 
no sólo que puedan elaborar directamente sus planes y programas de estudio, en reconocimiento a su alto 
nivel académico, sino que también conlleva que escapen del control estatal, ya que si bien los artículos 
impugnados contemplan que deberán brindar a la Secretaría de Educación local todas las facilidades que 
requiera para ejecutar sus facultades de inspección y vigilancia, lo cierto es que las mismas únicamente van 
encaminadas a "constatar el mantenimiento permanente de los altos niveles académicos”; sin embargo, la 
autonomía en comento impide que se vigile el cumplimiento de otras obligaciones, como la de proporcionar un 
número mínimo de becas, o bien asegurar que se respeten los principios previstos en el artículo 3o. 
constitucional. 

Por otra parte, se estima que los preceptos legales impugnados también transgreden la fracción XXV, del 
artículo 73 constitucional, al invadir la esfera competencial conferida al Congreso de la Unión para expedir las 
leyes generales en materia educacional. 

Como se expuso con antelación, la materia educativa prevista en el artículo 73, fracción XXV 
constitucional, se regula tanto en la Ley General de Educación como en la Ley para la Coordinación de la 
Educación Superior, las cuales son leyes generales o marco, que cumplen dos propósitos simultáneos: a) 
distribuir competencias entre la Federación, Estados y Distrito Federal otorgando las bases para las leyes 
locales correlativas; y, b) establecer el régimen federal para regular la acción de los poderes en la materia de 
que se trate. 

Ahora bien, del análisis del artículo 10 de la Ley General de Educación, no se advierte que dentro del 
sistema educativo nacional se contemple la existencia de universidades autónomas privadas, y al referirse a la 
participación de los particulares, sólo se contempla en la fracción V, a las instituciones que cuenten con 
autorización o reconocimiento de validez oficial de estudios, siendo que corresponde a la Federación vigilar 
que las denominaciones de las instituciones de educación superior correspondan a su naturaleza, en términos 
del artículo 7 de la Ley para la Coordinación de la Educación Superior.. 

Por otra parte, en el artículo 13 de la Ley General de Educación, relativo a las facultades conferidas a las 
autoridades educativas locales, no se contempla que las mismas puedan dotar de autonomía a una 
universidad particular con motivo de su alto nivel académico. 

Asimismo, conforme a los artículos 29 y 30 de la Ley General de Educación, corresponde a la Secretaría 
de Educación Pública federal, la evaluación del sistema educativo nacional, sin perjuicio de la que realicen las 
autoridades educativas locales, para lo cual, los particulares que cuenten con autorización o reconocimiento 
de validez oficial de estudios, quienes deben obtener el registro a que se refiere el artículo 19 de la Ley para  
la Coordinación de la Educación Superior, deberán otorgar todas las facilidades y colaboración que se 
estimen necesarias. 

En este sentido, los preceptos impugnados establecen que la verificación de los niveles académicos de las 
universidades particulares autónomas, corresponderá únicamente a la Secretaría de Educación local, 
dejando de lado, las facultades conferidas en forma expresa a la autoridad federal para evaluar el sistema 
educativo nacional. 

Por otra parte, el artículo 18 de la Ley para la Coordinación de la Educación Superior establece que los 
diplomas, certificados y títulos que expidan las instituciones privadas de educación superior, deben ser 
autenticados por la autoridad que hubiere otorgado el reconocimiento de validez oficial de estudios, siendo 
que los preceptos impugnados, al otorgar autonomía a una universidad privada, no establecen dicho requisito. 

Finalmente, el artículo 57 de la Ley General de Educación, establece diversas obligaciones a cargo de los 
particulares que impartan educación con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios, las 
cuales no se refieren en forma exclusiva al nivel académico; para tal efecto, el diverso artículo 58 del citado 
ordenamiento establece la forma en que se inspeccionará y vigilará el cumplimiento de dichas obligaciones. 

Sin embargo, los preceptos impugnados establecen que las facultades de verificación únicamente se 
realizarán en torno a cuestiones académicas, sin referirse a ninguna otra obligación, como podría ser la de 
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asegurar un número mínimo de becas, con lo cual se permite que un establecimiento particular, no obstante 
que sea prestador de un servicio público, escape del control del Estado. 

Así, al resultar fundados los motivos de inconformidad analizados, es procedente declarar la invalidez de 
los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí. 

Esta declaración de invalidez debe hacerse extensiva al Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de 
autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí 
el veintidós de septiembre de dos mil tres, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis del 
mismo mes y año; lo anterior, en virtud de que el Decreto impugnado tuvo como fundamento legal los artículos 
46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, cuya invalidez fue declarada en 
esta ejecutoria. 

Las razones anteriores son las que sustentan nuestro voto concurrente para declarar la invalidez de los 
artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, adicionados mediante 
Decreto “593”, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos mil tres; así 
como del Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad Civil, 
emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres y 
publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis del mismo mes y año.- Olga María del Carmen 
Sánchez Cordero Dávila de García Villegas.- Rúbrica.- Juan N. Silva Meza.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO SERGIO A. VALLS HERNANDEZ, EN LA 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 103/2003, PROMOVIDA POR EL PODER EJECUTIVO FEDERAL. 

En la sentencia se determina que los artículos 46 BIS y 46 TER de la Ley de Educación del Estado de San 
Luis Potosí, violan el artículo 3, fracción VII, constitucional, ya que, conforme a éste sólo se puede otorgar 
autonomía a las universidades y demás instituciones de educación superior mediante un acto formal y 
materialmente legislativo, es decir, se establece para ello un principio de reserva de ley, por lo que si los 
artículos impugnados disponen que se otorgue autonomía mediante un decreto del Poder Ejecutivo local, lo 
vulneran; sin embargo, disiento del parecer mayoritario, por las siguientes consideraciones: 

El estudio se basa únicamente en que no se cumplió con el principio de reserva de ley que establece la 
fracción VII del artículo 3 constitucional, tratándose de la autonomía universitaria; por lo que, a mi parecer, se 
omiten diversos aspectos que definitivamente era necesario examinar a fin de resolver la cuestión 
efectivamente planteada, como son si constitucionalmente esa autonomía universitaria opera sólo para 
instituciones públicas o bien, para cualquiera que imparta educación de tipo superior, sea una institución 
pública o una particular, aspecto sobre el cual no se ocupa la sentencia y que, a mi juicio, es lo que en forma 
primordial debe determinarse para poder concluir en algún sentido, esto es, en la invalidez o la validez de la 
norma; así como qué señala la fracción VI tratándose de la educación que impartan los particulares, pues, 
precisamente, en este asunto se trata de una universidad privada. 

Ahora bien, sobre tales tópicos fundamentales, considero que el artículo 3, fracción VII, de la Constitución 
Federal alude a la autonomía que por ley puede otorgarse a las Universidades y demás instituciones de 
educación superior, en el que si bien, no señala expresamente que se trata de aquellas que son públicas, de 
la interpretación de ese numeral se tiene que sólo tratándose de ese tipo de instituciones sería necesario que 
mediante un acto legal y materialmente legislativo se les confiriera autonomía. 

En efecto, la noción de autonomía a que alude el artículo 3 constitucional para universidades y demás 
instituciones de educación superior, es la atribución de autogobierno, a través del cual se constituyen como un 
organismo descentralizado, con autoformación y autogobierno, esto es, con facultades para emitir sus propias 
normas y crear sus órganos de gobierno; así como con libertad de cátedra, todo ello, con el objeto de que 
presten con mayor eficacia el servicio que se les ha atribuido. De ahí que se requiera de un acto formal y 
materialmente legislativo. 

Tal criterio se apoya en la tesis del Tribunal Pleno, número P. XXVIII/97, visible en la página ciento 
diecinueve, Tomo V, febrero de mil novecientos noventa y siete, Novena Epoca del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, de rubro: “AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NO LO SON 
LOS FUNCIONARIOS DE UNA UNIVERSIDAD CUANDO EL ACTO QUE SE LES ATRIBUYE DERIVA DE 
UNA RELACION LABORAL.” 

Asimismo, con base en la tesis reproducida, la Primera Sala de este Alto Tribunal emitió la Tesis número 
1a. XI/2003, consultable en la página doscientos treinta y nueve, Tomo XVII, correspondiente a mayo de dos 
mil tres, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 
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"AUTONOMIA UNIVERSITARIA. SU ALCANCE.- El Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la tesis P. XXVIII/97, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo V, febrero de 1997, página 119, 
determinó que conforme al artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, las universidades públicas son organismos públicos 
descentralizados con autonomía especial, que implica autonormación y autogobierno, 
en atención a la necesidad de lograr mayor eficacia en la prestación del servicio que 
les está atribuido y que se fundamenta en su libertad de enseñanza, sin que ello 
signifique su disgregación de la estructura estatal, ya que se ejerce en un marco de 
principios y reglas predeterminadas por el propio Estado, restringida a sus fines. En 
congruencia con ese criterio, y en virtud de la autonomía que el dispositivo 
constitucional citado le concede a la Universidad Nacional Autónoma de México, ésta 
se encuentra facultada para gobernarse a sí misma, a través de sus propios órganos, 
así como para autonormarse o autorregularse, es decir, aprobar las normas que 
habrán de regir a su interior, lo que se traduce necesariamente en la aprobación y 
emisión de su propia legislación, así como en la creación de sus propios órganos de 
gobierno, entre ellos los encargados de resolver las controversias que se deriven del 
incumplimiento de su propia normativa”. 

Luego, los preceptos legales controvertidos, difieren en su esencia de la autonomía universitaria 
contemplada en la fracción VII del artículo 3o. de la Constitución Federal, en tanto que ésta se traduce en su 
desincorporación del poder público central al que originalmente pertenecen, con el fin de que, bajo este nuevo 
régimen, puedan alcanzar un mayor nivel educativo; en cambio, las universidades privadas, desde su 
creación, cuentan con libertad de autogobernarse, sujetándose únicamente a que el Estado les otorgue el 
reconocimiento de validez oficial de sus estudios y a los lineamientos generales que en materia educativa 
establecen la propia Constitución, las Leyes Generales que expida el Congreso de la Unión, así como las 
leyes que al efecto emitan las Legislaturas locales. Y, por ende, la “autonomía universitaria” a que se refieren 
los preceptos legales impugnados, sólo se traduce en un reconocimiento oficial al alto nivel educativo que 
imparten las universidades privadas a quienes se les otorga dicha calidad, por lo que se considera que la 
“autonomía” que establecen los preceptos cuestionados, no violenta por sí misma, el artículo 3o. de la 
Constitución Federal. 

Aunado a ello, si bien conforme al artículo 124 de la Constitución Federal se establece una competencia 
expresa a favor de la Federación y residual tratándose de los Estados, existe una excepción tratándose de 
ciertas materias, respecto de las cuales el órgano reformador de la Constitución ha instituido un sistema de 
reparto de competencias entre la Federación, las entidades federativas, los municipios e inclusive el Distrito 
Federal, a lo que se ha denominado facultades “concurrentes”, que se establecen en la Constitución 
tratándose de las materias educativa (artículos 3o., fracción VIII, y 73, fracción XXV); salubridad (artículo 
4o., párrafo tercero); asentamientos humanos (27, párrafo tercero, y 73, fracción XXXIX-C), seguridad pública 
(73, fracción XXIII), ambiental (73, fracción XXXIX-G), protección civil (73, fracción XXXIX-I) y deporte (73, 
fracción XXXIX-J). 

Sobre ese tema, el Tribunal en Pleno, al conocer de la Controversia Constitucional 29/2000, promovida en 
contra de la Ley de Educación del Distrito Federal, señaló que las facultades concurrentes consisten en que 
las entidades federativas, los municipios, el Distrito Federal y la Federación pueden actuar respecto de una 
misma materia, pero será el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos de la participación 
de dichas entidades, a través de una ley. Por tanto, la facultad conferida al Congreso de la Unión en el artículo 
73, fracción XXV, constitucional, al estar referida a la distribución de la función educativa, se regula en una 
Ley General o Ley Marco. Conforme estas disposiciones constitucionales estamos ante un sistema de 
legislación coordinada. 

De ese precedente derivaron diversas jurisprudencias, entre ellas, destacan para este caso, las de rubros: 
“FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURIDICO MEXICANO, SUS CARACTERISTICAS 
GENERALES” y “EDUCACION. LAS LEYES QUE EXPIDAN LOS ESTADOS Y EL DISTRITO FEDERAL 
EN ESTA MATERIA, DEBEN SUJETARSE A LA LEY RESPECTIVA EXPEDIDA POR EL CONGRESO DE 
LA UNION, EN TERMINOS DE LO DISPUESTO POR EL ARTICULO 3o., FRACCION VIII, DE LA 
CONSTITUCION FEDERAL.” 

Así pues, el Pleno sustentó que, aun cuando es cierto que una misma materia queda a cargo de la 
Federación, los Estados y los municipios, corresponde al Poder Legislativo Federal, en términos de los 
artículos 3, fracción VIII y 73, fracción XXV, constitucionales, establecer en qué términos participará cada una 
de estas entidades, así como los lineamientos generales a que debe sujetarse la función educativa, tanto 
pública como privada, a fin de cumplir con los principios que según el artículo 3o. constitucional deben regir a 
la educación. 
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En el caso, esas leyes marco son la Ley para la Coordinación de la Educación Superior, expedida por el 
Congreso de la Unión, que establece las bases para la distribución de la función educativa superior entre la 
Federación, los Estados y los Municipios (artículo 1o.), así como, a falta de disposición expresa, la Ley 
General de Educación, conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 2o. de la propia Ley para la 
Coordinación de la Educación Superior y, por tanto, también debieron tomarse en consideración para resolver 
el asunto. 

Por otro lado, es importante destacar que la “autonomía universitaria” prevista en los artículos 
impugnados, no se traduce en que a las universidades a quienes se les otorga no deban contar con el 
reconocimiento de validez oficial de estudios a que se refiere el artículo 14, fracción IV de la Ley General de 
Educación, por lo que, para conservar éste, es indispensable cumplir con todas y cada una de las 
obligaciones legales a que se encuentra condicionada su expedición, pues de lo contrario les será revocado, 
como lo prevé el citado ordenamiento legal y, como también se establece en los preceptos legales 
controvertidos, al disponer que la “autonomía universitaria” sólo podrá ser revocada por Decreto del Titular del 
Poder Ejecutivo de la entidad, cuando la institución respectiva haya dejado de cumplir las condiciones y 
obligaciones que prevé la legislación aplicable, lo que implica la vigilancia por parte de las autoridades 
educativas competentes, respecto del funcionamiento de las universidades privadas que obtengan la 
denominada autonomía. 

De acuerdo con lo anterior, considero que los artículos impugnados tampoco transgreden la fracción XXV 
del artículo 73 de la Constitución Federal, ya que no se invade la esfera competencial que la Constitución le 
confiere al Congreso de la Unión para expedir las leyes generales en materia educacional, puesto que la 
facultad legislativa en esta materia es concurrente y no exclusiva del Poder Legislativo Federal, sin que se 
advierta además, que se contravengan los lineamientos establecidos en las Leyes Generales citadas. 

Asimismo, si el concepto de “autonomía universitaria” a que se refieren los preceptos legales impugnados, 
difiere totalmente en su esencia del concepto y finalidad que se prevé en la fracción VII del artículo 3o. de la 
Constitución Federal, es inconcuso que no resulta aplicable que el otorgamiento de la autonomía se contenga 
en un acto formal y materialmente legislativo, que es el punto toral en que se basa la mayoría para declarar la 
invalidez de la norma; sino que basta con que el Titular del Poder Ejecutivo del Estado la otorgue mediante un 
decreto, dado que la regulación de dichas instituciones privadas se contiene en las leyes aplicables, 
estableciendo los requisitos para ello, como ocurre en el caso con la Ley de Educación del Estado de San Luis 
Potosí y, en consecuencia, el “Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad 
Abierta, Sociedad Civil”, emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí, que también se impugna, 
tampoco viola los artículos 3o. y 73, fracción XXV, constitucionales, ya que mediante ese Acuerdo se otorgó la 
calidad de “universidad autónoma” a una institución de carácter privado, bajo una noción diversa a la que 
prevé la Constitución Federal y en aplicación de las disposiciones legales impugnadas, por lo que debe 
reconocerse la validez de dicho Decreto. 

Por todo lo expuesto, considero que la cuestión fundamental que debió resolverse era lo relativo a si la 
“autonomía” puede otorgarse a universidades particulares y no circunscribir el estudio al principio de reserva 
de ley; y toda vez que lo que se impugnaba en este asunto era la inconstitucionalidad de una ley estatal en 
materia de educación, necesariamente se debió tener en consideración no sólo las fracciones VI y VII del 
artículo 3 constitucional, sino también su fracción VIII y las leyes generales que con base en esa norma ha 
expedido el Congreso de la Unión, pues, por mandato constitucional, en éstas se distribuye la función 
educativa entre los distintos órdenes jurídicos (federal, local, municipal), y se fijan los lineamientos a que debe 
sujetarse esa materia tanto por las instituciones públicas como por las privadas.- El Ministro, Sergio A. Valls 
Hernández.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSE RAMON COSSIO DIAZ A LA CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL NUMERO 103/2003. PROMOVIDA POR EL PODER EJECUTIVO FEDERAL EN CONTRA DEL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, POR CONDUCTO DE LOS PODERES LEGISLATIVO Y EJECUTIVO. 

La resolución de la mayoría determinó la invalidez de los artículos 46 bis y 46 ter, de la Ley de Educación 
de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto número 593, publicado en el Periódico Oficial de la 
entidad, el 16 de septiembre de 2003; así como el Acuerdo por el que se le otorgó la calidad de “autónoma” a 
la Universidad Abierta, S.C., emitido por el Gobernador del Estado el 22 de septiembre de 2003 y publicado 
en el Periódico Oficial Estatal el día 26 del mismo mes y año. 

Los numerales impugnados disponen que las instituciones particulares de educación superior del sistema 
educativo del Estado, después de cinco años de contar con reconocimientos de validez oficial de estudios en 
los términos de esa Ley, obtendrán la condición de instituciones autónomas de educación superior, si además 
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cumplen con los requisitos que en la propia Ley se establecen. Asimismo, el segundo de ellos dispone que las 
instituciones de educación superior que conforme a esta Ley reciban la calidad de autónomas, gozarán de 
plena libertad académica, entendida no sólo como el ejercicio de la más irrestricta libertad de cátedra, sino 
como la autonomía para elaborar sus planes y programas de estudio, los que sólo deberán registrar ante la 
Secretaría de Educación del Gobierno del Estado. 

La razón central que se expresa en la resolución es que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece una reserva de ley para la creación de universidades autónomas, de modo que si los 
artículos mencionados facultan al Gobernador del Estado para otorgar esa calidad a una universidad privada, 
contravienen dicha reserva. 

No comparto las consideraciones de la mayoría, ya que únicamente se hicieron cargo del problema de si 
la autonomía sólo podía ser conferida por ley (material y formalmente) emitida por el órgano legislativo 
facultado al efecto. Me parece que la cuestión efectivamente planteada es más compleja que 
la mera determinación de la concesión de autonomía mediante ley y la existencia de la reserva, por las 
siguientes razones. 

A) En primer término, considero que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no utiliza la 
expresión autonomía en un sentido unívoco, sino que la misma tiene varias acepciones: 

Así, el párrafo quinto del artículo 2o., establece la autonomía de los pueblos indígenas. Esta autonomía 
claramente se refiere a la libre determinación y se encuentra desarrollada en los diversos incisos del apartado 
A) del mismo artículo. Esta autonomía se refiere a la capacidad normativa para la solución de conflictos 
internos y elección de autoridades para el ejercicio de sus propias formas de gobierno interno. En segundo 
lugar, el artículo 28, en su párrafo sexto, se refiere a la autonomía del Banco de México en el ejercicio de sus 
funciones y en su administración, para procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la moneda nacional, y 
prohíbe, a cualquier autoridad, emitir de órdenes para concesión de financiamiento. En tercer lugar, el artículo 
41, fracción III, referido al Instituto Federal Electoral, establece la independencia en sus decisiones, 
funcionamiento profesional y desempeño, así como la composición de su estructura general de organización. 
En cuarto lugar, el artículo 79, referido a la entidad de fiscalización superior de la Federación de la Cámara de 
Diputados, otorga autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su 
organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley. Finalmente, el 
artículo 102, apartado b), párrafo cuarto, se refiere a la autonomía de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos, estable una autonomía de gestión presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios. 

En este contexto se encuentra la autonomía universitaria establecida en la fracción VII del artículo 3o. de 
la Constitución Federal. Si dejamos a un lado la autonomía de los pueblos indígenas, que se refiere 
claramente a una autonomía normativa, en los demás casos estamos frente a una autonomía orgánica que 
tiene como fundamento la realización de una función de Estado: procurar la estabilidad del poder adquisitivo 
de la moneda, lograr la organización de elecciones, llevar a cabo la fiscalización y control de la cuenta pública, 
lograr el correcto desempeño de las autoridades en relación con parámetros de derechos humanos. Así, la 
autonomía universitaria se refiere a la función de impartir educación en los niveles establecidos por 
la Constitución Federal. 

Asimismo, encontramos que en algunos casos la autonomía se encuentra directamente establecida en la 
Constitución con todas sus características, mientras que en otros casos la misma se encuentra sólo 
constitucionalmente esbozada y se delega, en lo esencial, al legislador que debe configurarla por medio 
de una ley. Este es el caso de la entidad superior de fiscalización de la Cámara de Diputados y de la 
autonomía universitaria. 

B) En cuanto a los antecedentes que ha tenido la autonomía universitaria, considero importante mencionar 
los siguientes: 

● En 1911, José I. Novelo elaboró un proyecto de ley para dar autonomía a la Universidad Nacional. 

● En el 1914, José Natividad Macías y Alfonso Cravioto elaboraron un proyecto de ley en el que se 
establecía la autonomía de la Universidad Nacional. Este proyecto cobró vigencia en virtud de los 
problemas políticos que tuvo que enfrentar Venustiano Carranza, particularmente, a partir de la 
defección de la División del Norte, lo que obligó a concentrar su atención fundamentalmente en 
cuestiones de carácter militar. 

● En 1914, se constituyó una comisión integrada por Julio García, Jesús Galindo y Valle y Ezequiel A. 
Chávez, para elaborar un proyecto de ley de independencia de la Universidad. El proyecto decía, en 
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su artículo 1o.; “se decreta la independencia de la Universidad Nacional Autónoma de México; en 
consecuencia no dependerá en lo sucesivo del Gobierno Federal, que se concretará a garantizar la 
autonomía y a administrarle los fondos indispensables para su subsistencia y desarrollo”. 

● En julio de 1917, un grupo de estudiantes universitarios presentó un memorial a la Cámara de 
Diputados solicitando el reconocimiento de la autonomía universitaria. Entre los signantes 
aparecieron Antonio Caso, Alfonso Pruneda, Enrique O. Aragón, Manuel Gómez Morín, Alfonso 
Caso, Antonio Castro Leal, Vicente Lombardo Toledano, entre otros. 

● En 1917, José Natividad Matías presentó un proyecto de ley en el que se declaró partidario de la 
autonomía de la Universidad independizándola por completo de la política. Para este efecto en el 
Congreso Constituyente de Querétaro se trabajó por la supresión de la Secretaría de la Instrucción 
Pública a efecto de que correspondiera a la Universidad la responsabilidad directa de atender las 
funciones de enseñanza superior, y para ponerla al margen de las inquietudes políticas que 
resultaban del manejo del Ministerio. 

● El 14 de julio de 1917, apareció publicado el proyecto de ley de Félix F. Palavicini para dar 
autonomía a la Universidad. Decía en sus considerandos que a efecto de conservar a la Universidad 
en aptitud de corresponder a los fines para los que había sido creada, era requisito fundamental 
sustraerla de las fluctuaciones de la política, hacerla independiente del Poder Público y ponerla a 
resguardo de toda intervención de la burocracia. 

● El 20 de julio de 1917, el Senador José I. Novelo, se pronunció en el sentido de que la Universidad 
Nacional fuera declarada autónoma. En su proyecto señaló que la autonomía técnica y docente de la 
Universidad se obtendría cuando la nueva ley estableciera que todo lo relativo a los planes, 
programas de estudio, estatutos y reglamentos de cada una de las instituciones universitarias se 
elabore, primeramente, por el cuerpo docente de cada institución y después se discuta y adopte 
definitivamente en una deliberación del Consejo Universitario. 

Es importante hacer énfasis en que, en cada uno de estos casos, la concesión de la autonomía de la 
Universidad se establecía por medio de ley, sin existir una disposición constitucional al respecto, aun cuando 
hay casos, como el otorgamiento de la autonomía a la Universidad Nicolaita en 1921 o a la Universidad de 
San Luis Potosí en 1923, cuya autonomía fue dada por Decreto del correspondiente Gobernador. 

Finalmente, en el año de 1929, en uso de facultades extraordinarias el Presidente Portes Gil, emitió la Ley 
Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México, que en su artículo 2o. decía: 

“La Universidad Nacional de México, es una corporación pública autónoma con plena 
personalidad jurídica y sin más limitaciones, que las señaladas por la Constitución General 
de la República, la autonomía de la Universidad no tendrá más limitaciones que las 
expresamente señaladas en esta ley”. 

Hay que destacar que el Presidente optó por el uso de facultades extraordinarias para la emisión de una 
ley de autonomía de la universidad y no por un decreto; esto es, eligió la fuente de ley y no una fuente 
reglamentaria. Esta tradición -legal- se continuó reflejando en la posterior Ley Orgánica de la Universidad de 
octubre de 1933 y de 1945. 

Como ejemplo a nivel local, en junio de 1971 se otorgó, mediante la Ley Orgánica, autonomía a la 
Universidad de Nuevo León; en 1973, se otorgó, por ley, autonomía a la Universidad Autónoma Metropolitana 
y, en febrero de 1992, se le otorgó autonomía a la Universidad Autónoma del Estado de México, también 
mediante ley, por citar sólo algunos ejemplos. 

De lo anterior se desprende que a partir de 1911 la autonomía universitaria se consideró una construcción 
legal, y no de otro tipo de fuente de derecho, como la reglamentaria por acuerdo o decreto. Este mismo 
criterio se expresó en varias tesis de la Suprema Corte, cuyo rubro y texto son los que a continuación se 
transcriben: 

Quinta Epoca 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo: XXXVIII 
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Página: 322 

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTONOMA, NATURALEZA JURIDICA DE LA. La sola 
lectura de los considerandos de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma, revela, de 
modo expreso y terminante, los caracteres que el legislador quiso otorgar a la Universidad 
Nacional. Aparecen como propósitos legislativos: crear a la propia universidad, como 
institución democrática, debidamente solidarizada con los principios y los ideales 
nacionales, y reconocerle una función social de alta importancia, atribuyéndole 
responsabilidad ante el pueblo. Asimismo se le delegaron funciones estatales, con definición 
de atribuciones y responsabilidades; se reconoció su autonomía como ideal de los 
gobiernos revolucionarios; se especificó a la propia universidad, dentro del ideal 
democrático revolucionario, para cumplir con los fines de impartir una educación superior y 
estudiar los problemas que afecten al país; se le dieron las más amplias facilidades de 
trabajo y de gobierno interior, se le proveyó de fondos o de elementos económicos, 
asignándole un subsidio anual, fijado en el presupuesto de egresos; y muy especialmente 
aparece la declaración expresa "tendrá " (tiempo futuro), que ir convirtiéndose, a medida 
que el tiempo pase, en una institución privada, no obstante las relaciones que con el Estado 
ha de conservar la universidad, y, por último, se hizo la declaración, en el considerando XIX, 
de ser de la responsabilidad revolucionaria de nuestro país, el encausamiento en la 
ideología y en las funciones universitarias, y de que la autonomía que se instituye quedará 
bajo la vigilancia de la opinión pública, de la revolución, y de los órganos representativos del 
gobierno. De tales propósitos terminantemente expresados, se desprende la conclusión de 
que la Universidad Nacional de México, tiene la naturaleza jurídica de una institución de 
Estado, y corresponde al concepto de corporaciones con determinadas funciones estatales; 
pero descentralizadas de la acción directa gubernamental, pudiendo ser más o menos 
estrechos los vínculos que unan a la propia corporación con el Estado, y que además, por el 
objeto de la institución, interesa asimismo a la colectividad social y a los altos fines 
de todo gobierno. 

Tomo XXXVIII, página 3435. Indice alfabético. Competencia 318/32. Suscitada entre la 
Junta Especial número Cinco de la Central de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal y 
el Juez Cuarto de Distrito del Distrito Federal. 13 de mayo de 1933. Mayoría de diez votos. 
Ausente: Paulino Machorro y Narváez. Disidentes: Salvador Urbina y Ricardo Couto. 
Relator: Francisco Díaz Lombardo. 

Tomo XXXVIII, página 3435. Indice alfabético. Competencia 317/32. Suscitada entre la 
Junta Especial número Cinco de la Central de Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal y 
el Juez Cuarto de Distrito del Distrito Federal. 13 de mayo de 1933. Mayoría de diez votos. 
Ausente: Paulino Machorro y Narváez. Disidentes: Salvador Urbina y Ricardo Couto. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

Tomo XXXVIII, página 322. Competencia 316/32. Suscitada entre el Juez Cuarto de Distrito 
en el Distrito Federal y la Junta Especial número Cinco, de la Central de Conciliación y 
Arbitraje. 13 de mayo de 1933. Mayoría de diez votos. Ausente: Paulino Machorro y 
Narváez. Disidentes: Salvador Urbina y Ricardo Couto. La publicación no menciona el 
nombre del ponente. 

Quinta Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LXX 
Página: 1432 
UNIVERSIDAD AUTONOMA DE MEXICO. Esta es una institución de carácter público, de 
servicio descentralizado, de acuerdo con lo prevenido por los artículos 1o., 2o., 3o. y 4o. de 
la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma de México, en relación con la fracción XXV del 
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artículo 73 del Constitución Federal, ya que se trata de un establecimiento público creado 
por una ley que le dio vida y le dotó de personalidad. 
Amparo administrativo en revisión 4908/40. Ponzanelli Conty Dante. 24 de octubre de 1941. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Manuel Bartlett Bautista. Relator: Franco Carreño. 
Quinta Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LXX 
Página: 1433 
UNIVERSIDAD AUTONOMA DE MEXICO. La Universidad Autónoma de México sigue 
impartiendo un servicio público descentralizado, como lo hacía conforme a la ley de 1929, y 
es que la naturaleza del servicio mismo no ha cambiado, por el hecho de que ahora no se 
designen ternas por el Ejecutivo, para nombrar rector, o porque la Universidad no rinda un 
informe anual al presidente de la República, al Congreso de la Unión y a la Secretaría de la 
Educación Pública, o porque el Ejecutivo no tenga facultades para designar, con cargo a su 
presupuesto, profesores extraordinarios y conferenciantes en las diversas facultades e 
instituciones universitarias, etcétera; porque las características absolutas de un servicio 
descentralizado, no son las que arrancan de las ligas que el Estado tiene con el servicio 
público, sino las que deja de tener, pues en estas condiciones no serían servicios 
descentralizados aquellos en que el Estado entrega, en virtud de una ley, una función, con 
patrimonio y responsabilidad técnica, a un grupo ya organizado con fines de servicio 
público. 
Amparo administrativo en revisión 4908/40. Ponzanelli Conty Dante. 24 de octubre de 1941. 
Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Manuel Bartlett Bautista. Relator: Franco Carreño. 

Como se desprende de las tesis transcritas, el trece de mayo de mil novecientos treinta y tres, el Pleno 
señaló que la sola lectura de los considerandos de la Ley Orgánica de la Universidad Autónoma, revela de 
modo expreso y terminante los caracteres que el legislador quiso otorgar a la Universidad Nacional, con lo 
que, en mi opinión, también se optó por una fuente legal. 

Por otro lado, la Segunda Sala, en octubre de 1941, resolvió en el mismo sentido, señalando que la 
Universidad Nacional es un establecimiento creado por una ley. En esta misma línea, la Segunda Sala, en el 
mes de febrero de dos mil dos, por unanimidad de cinco votos, teniendo como Ministro Ponente fue Guillermo 
Ortiz Mayagoitia, expresó: “la autonomía de las Universidades Públicas es una atribución de autogobierno que 
tiene su origen en un acto formal y materialmente legislativo proveniente del Congreso de la Unión, o de las 
legislaturas locales, a través del cual se le confiere independencia académica y patrimonial para determinar 
los términos y condiciones en que desarrollarán los servicios educativos que decidan prestar, los requisitos de 
ingreso, promoción y permanencia de su personal académico y la forma en que administrarán su patrimonio”∗. 
Por lo que se volvió a confirmar la idea de que la autonomía universitaria es una construcción legal. 

C) Sin embargo, considero que de la estructura de las disposiciones constitucionales referidas a la 
educación, se deriva una vertiente distinta, que en aquella que se refiere a las universidades privadas, la cual 
no fue analizada por la resolución de la mayoría. En este sentido, en la mayoría de los casos, las instituciones 
de educación privada dependen, para el reconocimiento de la validez de sus estudios y la emisión de títulos, 
de la autoridad federal o estatal facultada o de los organismos descentralizados a los que previamente se les 
haya concedido autonomía por ley conforme a lo dispuesto por la fracción VII de la Constitución Federal. 

Esta modalidad la encontramos desarrollada en la legislación secundaria del siguiente modo. Por un lado, 
la Ley General de Educación, en su Capítulo Quinto, “De la educación que imparten los particulares”, contiene 
disposiciones de gran trascendencia para la materia que se analiza. El artículo 54, señala que los particulares 
podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades, estableciendo que, tratándose de estudios 
distintos a los antes mencionados, podrá obtener el reconocimiento de validez oficial de estudios. Asimismo, 
se refiere varias veces a la autorización o reconocimiento respectivo. El artículo 55 dispone que las 
autorizaciones y los reconocimientos de validez oficial de estudios solamente los otorgarán cuando los 
solicitantes cuenten (fracc. III), con planes y programas de estudio que la autoridad otorgante considere 

                                                 
∗ La tesis derivada de este criterio referencia es consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XV de abril de 2002, pág. 576 con el número XXXVI/2002. “AUTONOMIA UNIVERSITARIA. ORIGEN Y ALCANCE DE LAS 
ATRIBUCIONES DE AUTOGOBIERNO CONFERIDAS A LAS UNIVERSIDADES PUBLICAS.”   
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procedentes, en el caso de educación distinta a la preescolar, la primaria, la secundaria y la normal y demás 
para la formación de maestros de educación. 

Por otro lado, la Ley para la Coordinación de la Educación Superior dispone en su artículo 10 que las 
instituciones públicas de educación superior y los particulares con autorización o reconocimiento de validez 
oficial de estudios, participarán en la prestación de los servicios educativos, de acuerdo con las disposiciones 
de este ordenamiento. El artículo 18 señala que los certificados, diplomas, títulos y grados académicos que 
expidan los particulares respecto a estudios autorizados o reconocidos, requerirán de autenticación por parte 
de la autoridad que haya concedido la autorización o reconocimiento o, en su caso, el organismo público 
descentralizado que haya otorgado el reconocimiento. 

Sin embargo, existe otra posibilidad en lo que se refiere a las instituciones privadas de educación superior, 
las cuales han obtenido un cierto grado de autonomía por medio de decreto del ejecutivo fundado en diversas 
disposiciones reglamentarias y, los más recientes, en la vigente Ley General de Educación. 

El primer antecedente lo encontramos en el artículo 37 de la Ley Orgánica de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, emitida en uso de facultades extraordinarias, que señala lo siguiente: 

“La reglamentación de las escuelas libres en que se impartan enseñanzas de grado 
universitario y la determinación de la validez y equivalencia de los estudios en ella hechos y 
de los títulos que expida, quedarán a cargo del ciudadano presidente de la República, quien 
por conducto de la Secretaría de Educación podrá expedir los reglamentos y demás 
disposiciones que sobre el particular estime oportunos.” 

Es claro que la situación de las universidades privadas fue distinta desde el comienzo, primordialmente 
porque se fue construyendo desde una fuente distinta, es decir, a través de decretos presidenciales. 

El Reglamento para la Regulación de Grados y Títulos otorgados por escuelas libres universitarias -que es 
el Reglamento del artículo 37 de la Ley Orgánica de la Universidad de mil novecientos veintinueve- publicado 
en marzo del treinta y dos, establece en su artículo 3 que las escuelas universitarias que deseen obtener el 
reconocimiento deberán comprobar satisfactoriamente, a juicio de la Secretaría de Educación Pública, lo 
siguiente: “cuando las escuelas reconocidas, organizadas o realicen ciclos de estudios distintos a los 
establecidos en la Universidad de México, la Secretaría de Educación fijará el mínimo de materias 
indispensables para obtener el grado o título que trate de otorgarse y el tiempo mínimo en que deban ser 
desarrollados los programas”. Por su parte, el artículo 9o., establece que el reconocimiento será otorgado 
mediante acuerdo expreso del Presidente de la República. 

La Ley Orgánica de Educación emitida en febrero de 1940, dispone en su artículo 3o. que: 
“La Universidad Autónoma de México no queda comprendida en los términos de la ley y en 
consecuencia se regirá por los preceptos de su Ley Orgánica de treinta y tres. Los institutos 
particulares de tipo universitarios gozarán de la misma franquicia siempre que la Secretaría 
de Educación Pública les expida su carta de autorización.” 

Más adelante, se volvió a emitir un Reglamento de Revalidación de Grados y Títulos otorgados 
para las escuelas libres universitarias en julio de 1940, que tiene algunas disposiciones que considero 
importante destacar: 

“Artículo 1o: Las escuelas universitarias particulares que deseen obtener la revalidación por 
el Gobierno Federal de los estudios, grados y títulos que confieran, podrán acogerse a las 
disposiciones de este Reglamento.” 
“Artículo 2o: Se considerarán escuelas universitarias aquellas que impartan enseñanzas que 
requieran como antecedente, además de los estudios pre-vocacionales o secundarios, los 
vocacionales o preparatorios que confieren el grado de Bachiller […].” 
“Artículo 3o: Las escuelas universitarias que deseen obtener reconocimiento, deberán 
comprobar satisfactoriamente, a juicio de la Secretaría de Educación Pública […].” 
“Artículo 5o: Las escuelas reconocidas elaborarán libremente sus planes de estudio, 
programas, métodos de enseñanza, pero no podrán ponerlos en vigor sin la autorización 
previa de la Secretaría de Educación Pública […].” 

Bajo esta reglamentación es como ciertas escuelas universitarias, o instituciones universitarias, adquieren 
cierto grado de autonomía. Por ejemplo, en el Decreto emitido por el Presidente Adolfo López Mateos, 
publicado en enero de sesenta y tres, se reconoció como escuela de tipo universitario al Instituto Tecnológico 
de México para los fines y los efectos establecidos en el Reglamento para la Revalidación de Grados y Títulos 
otorgados por la escuela libre universitaria de fecha veintidós de abril de 1940. El artículo 3o. de dicho Decreto 
señala que el Instituto Tecnológico de México, como escuela libre universitaria reconocida por el Gobierno 
Federal, gozará de la autonomía que establecen y definen los artículos 4o., 5o. y 6o. del Reglamento citado, 
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permitiendo que elabore libremente sus planes de estudio y programas y métodos de enseñanza, pero no 
podrá ponerlos en vigor sin la previa autorización de la Secretaría de Educación Pública. 

En este mismo orden de ideas, el Secretario de Educación Pública, emitió un Decreto en julio de 1991, 
otorgando cierto grado de autonomía a la Universidad Autónoma de Guadalajara, disponiendo en el artículo 
tercero que: 

“La Universidad de Guadalajara podrá elaborar sus planes y programas de estudio; estos 
planes y programas, así como los planteles que en su caso establezca, requerirán de la 
previa aprobación y autorización de la Secretaría de Educación Pública.” 

Finalmente, cabe destacar el caso de El Colegio de México A.C. El diecinueve de agosto de 1990, el 
Presidente Ernesto Zedillo emitió un Decreto por el que se reformó el diverso en el que se reconoce como 
escuela de tipo universitario a El Colegio de México. En el artículo 1 se estableció que tiene por fines impartir 
educación de tipo superior, así como realizar actividades de investigación y de difusión de la cultura, entre 
ellas, dispone la fracción II, determinar sus planes y programas de estudio. Asimismo, el artículo 3 del Decreto 
le da la calidad de escuela libre universitaria reconocida por el Gobierno Federal, que goza de autonomía para 
impartir todos los conocimientos que desee, para elaborar libremente sus planes y programas de estudio, así 
como sus métodos de enseñanza. 

D) Con base en esta serie de elementos previos y algunos posteriores a la reforma constitucional de mil 
novecientos ochenta, considero que es posible introducir una distinción en el artículo 3o constitucional. Del 
análisis de este precepto constitucional, antecedentes y normas legales que lo configuran, podemos hablar de 
dos tipos de autonomía universitaria, misma que para efectos de distinción conviene denominar como 
“autonomía de rango constitucional” y “autonomía de rango legal” 

La primera es la prevista en el artículo 3o., particularmente en su fracción VII, que determina cuáles son 
las características de aquella que deriva de la Constitución, ello en virtud del ordenamiento en que 
está previsto: 

“Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorga 
autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí mismos: revisarán 
sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo con los principios de este 
artículo, respetando la libertad de cátedra, investigación y libre examen y discusión de las 
ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de ingreso, promoción y 
permanencia de su personal académico, y administrarán su patrimonio.” 

Creo que esta fracción VII establece dos cosas: en primer término, una reserva de fuente legal para la 
concesión de autonomía universitaria, de la que los destinatarios naturales son instituciones públicas, como 
previamente lo han establecido las tesis de este Alto Tribunal; en segundo término, parámetros sustantivos o 
materiales respecto a lo que significa la autonomía universitaria concedida por ley referidos a: autogobierno, 
finalidades, libertad de cátedra, investigación, determinación de planes y programas, términos de ingreso 
promoción y permanencia del personal académico y, finalmente, su situación patrimonial. En este sentido, 
creo que la autonomía universitaria de la fracción VII tiene una sola forma de ejecución, que es la ley -federal 
o ley estatal- y se encuentra referida solamente a instituciones públicas, lo que hace sentido con las 
características de autogobierno y administración del patrimonio, como se encuentra establecido en las tesis 
previamente citadas en el inciso B). Esto es consistente con la configuración legal de las instituciones públicas 
de educación superior como organismos descentralizados del Gobierno Federal o estatal, según se trate, al 
ser esta una materia concurrente. 

Así en este primer supuesto caben, como lo señalé anteriormente, la Universidad Nacional Autónoma de 
México, la Universidad Autónoma Metropolitana, la Universidad de Nuevo León o la Universidad de 
Guadalajara, por ejemplo, que parten de la previsión constitucional de la fracción VII del artículo 3 y su 
desarrollo es por ley federal o estatal, constituyéndose como organismos descentralizados federales o 
estatales, según corresponda. 

Sin embargo, considero que existe una segunda especie de “autonomía”, que es aquella que se encuentra 
prevista en ley -en la Ley General de Educación- y que puede desarrollarse por vía de normas administrativas 
generales como el decreto o el acuerdo por parte del Ejecutivo, federal o estatal. Este segundo supuesto no 
se encuentra establecido en la fracción VII del artículo 3o. constitucional, sino que sería producto del 
desarrollo legal de lo establecido en la fracción V y la primera parte de la fracción VI del mismo artículo 3o. 
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En este segundo supuesto encontramos una variedad de casos, con diversas variantes, las que se 
encuentran establecidas en un Decreto del Ejecutivo Federal o estatal, como es el caso del Instituto 
Tecnológico Autónomo de México o la Universidad Autónoma de Guadalajara. Como ya se dijo, el caso más 
conspicuo de este segundo supuesto lo encontramos con el Decreto publicado en el Diario Oficial de 20 de 
agosto de 1998, fundamentado en lo dispuesto en los artículos 1, 9, 10 de la Ley General de Educación, cuyo 
artículo 3 establece, de manera literal, lo siguiente: 

“Artículo 3o.- El Colegio de México, como escuela libre universitaria reconocida por el 
Gobierno Federal, goza de autonomía para impartir todos los conocimientos que desee, 
elaborar libremente sus planes de estudio, así como sus métodos de enseñanza. Además, 
tendrá completa libertad respecto de todas las cuestiones administrativas concernientes al 
plantes, sin más limitaciones que las establecidas por las leyes; sus relaciones laborales se 
regirán conforme a las características propias de un trabajo especial.” 

En este sentido, considero que las instituciones privadas pueden acceder a cierta autonomía, que si bien 
no es de rango constitucional (cuya finalidad es otorgar una protección por medio de la reserva de fuente 
legal), si mediante la emisión de decretos por parte del Ejecutivo Federal o locales fundamentados en las 
leyes que desarrollan la participación de las instituciones privadas en la educación superior: la Ley General de 
Educación y la Ley de Coordinación de Estudios Superiores. Esta autonomía no goza de la protección y 
elementos necesarios establecidos en el artículo 3o. de la Constitución, sino que tiene una variedad de grados 
dependiendo del contenido del decreto específico emitido con base en las leyes secundarias. En algunos de 
ellos, se establece la necesidad de autorización, por parte de la Secretaría de Educación Pública, para la 
entrada en vigor de sus programas, la autenticación de títulos por parte de ella misma, requerimientos 
específicos para la aceptación de alumnos como el certificado de bachillerato o equivalente, por ejemplo. 
En el caso del Colegio de México, como lo mencionamos, en donde no existe ninguna exigencia para la o 
aprobación de los planes y programas de estudios ni autenticación de títulos, mucho menos exigencias para la 
aceptación de alumnos o el otorgamiento de becas. 

E) El artículo 46 bis de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, prevé que las instituciones 
particulares de educación superior del sistema educativo del Estado, después de cinco años de contar con 
reconocimiento y validez oficial de estudios, en los términos de esta ley, obtendrán la condición de 
instituciones autónomas de educación superior, si además cumplen con determinados requisitos. Y en su 
último párrafo, dice: “Reunidos los requisitos enumerados, el titular del Poder Ejecutivo del Estado expedirá el 
decreto respectivo que reconozca la calidad de las instituciones autónomas de educación superior, en donde 
se hará una relación sucinta de los antecedentes académicos de la institución”. 

Desde mi punto de vista, este precepto no puede ser inconstitucional, porque para lo único que faculta es 
para que el Gobernador pueda otorgar autonomía, que será aquella prevista en ley y desarrollada por medio 
de un decreto. Considero que en la presente controversia constitucional no se presenta el problema 
primeramente tratado de la reserva de fuente. Es decir, el precepto no se refiere a la autonomía establecida 
en la fracción VII del artículo 3 constitucional, la autonomía constitucional, sino a la autonomía propia de las 
instituciones privadas que se desarrolla por vía de decreto del Ejecutivo Federal o local. 

Donde puede existir un problema de constitucionalidad es en el artículo 46 ter, que señala que: “las 
instituciones de educación superior que, conforme a esta ley, reciban la calidad de autónomas, gozarán de 
plena libertad académica, entendida no sólo como el ejercicio de la más irrestricta libertad de cátedra, sino 
como la autonomía para elaborar sus planes y programas de estudio, los que sólo deberán registrar ante la 
Secretaría de Educación del Gobierno del Estado”. 

En este sentido, el análisis del proyecto se debió centrar en los elementos de autonomía posibles, por 
medio de decreto, a las instituciones privadas, analizando y contrastando estos elementos con lo establecido 
por la Ley de Educación del Estado, la Ley General de Educación y la Ley de Coordinación de Estudios 
Superiores. Esta es la única manera de determinar cuáles de estos elementos se encuentran contenidos en el 
término autonomía que pueden ser establecidos por vía de decreto para estas instituciones. Dentro de los 
problemas sustantivos posibles, podríamos pensar, a modo de ejemplo, en la capacidad de la institución 
educativa, otorgada por la legislación local, para la elaboración libre de planes de estudio y la falta de 
exigencia de su aprobación por parte de la Secretaría de Educación del Estado. Si se considera que dentro de 
la autonomía otorgada por decreto a las instituciones privadas no puede incluir un acto de mero registro, sino 
tiene que ser un acto de aprobación. Esto es así ya que, como se señaló anteriormente, el Estado tiene que 
atender y promover todas las modalidades de educación -incluida la superior-. La función que se protege es la 
educativa. Esta función se expresa claramente en dos vertientes sustantivas: en la formulación de planes de 
estudio y la expedición de títulos universitarios. Esta segunda vertiente, claramente relacionada con el 
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ejercicio de profesiones y con la validez de los títulos expedidos en otros estados establecidas en el segundo 
párrafo del artículo 5 y en la fracción V del artículo 121 de la Constitución, respectivamente. Lo que se tiene 
que establecer por parte de esta Alto Tribunal es, por tanto, el criterio sustantivo y la extensión posible de la 
concesión de autonomía a instituciones de educación superior privadas. 

En el caso ejemplificado se podrían adoptar dos alternativas: 
a) Elaborar una sentencia interpretativa, como sucedió en el expediente Varios 698/2000, en donde 

esta Suprema Corte, en relación con el Instituto Federal de Especialistas de Concursos Mercantiles, 
estableció que el precepto debía interpretarse y darse un sentido distinto del sentido literal contenido 
en el artículo. En este caso, tendríamos que interpretar que la ley local, en donde establece que lo 
planes de estudio solamente se deben “registrar” ante la Secretaría de Educación del Estado, en 
realidad quiere o debe decir “aprobar”. 

b) Señalar que el término “registrar” es simplemente poner en papel lo que el otro está mandando, por 
lo que tendríamos que declarar una inconstitucionalidad en el caso concreto. 

Por lo anterior, considero que en la presente controversia constitucional se debió distinguir, en primer 
lugar, entre los dos tipos de autonomías, las cuales tienen ámbitos, fuentes orígenes, propósitos y estructura 
normativa distinta. La autonomía constitucional, que deriva de lo establecido en la fracción VII del artículo 3o. 
de la Constitución Federal, que se configura mediante la emisión de una ley, se refiere a organismos 
descentralizados de las administraciones federal y locales y que tiene sus características generales 
enunciadas en la misma fracción VII. La autonomía legal, de configuración puramente legal que se desarrolla 
por vía de normas administrativas generales emitidas por el Poder Ejecutivo (Federal o local), que se deriva 
de las fracciones V y VI del mismo artículo 3 constitucional, así como de las leyes que las individualizan, como 
la Ley General de Educación y la Ley para la Coordinación de la Educación Superior. Las consideraciones de 
la resolución, por tanto, no debieron limitarse al análisis de la reserva de fuente legal para la concesión de 
autonomía, sino que deberá analizar la extensión de la autonomía conferida por decreto del ejecutivo y así 
contrastar los elementos y características establecidos por los artículos impugnados de la Ley de San Luis 
Potosí, para así determinar si lo que establecen es acorde a este tipo de autonomía, análisis que se ha hecho 
en el presente voto.- El Ministro, José Ramón Cossío Díaz.- Rúbrica. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 103/2003 

ACTOR: PODER EJECUTIVO FEDERAL 

MINISTRO PONENTE: JUAN DIAZ ROMERO. 

SECRETARIOS: PEDRO ALBERTO NAVA MALAGON 

 VICTOR MIGUEL BRAVO MELGOZA. 

VOTO PARALELO QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS, EN LA 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 103/2003. 

Aun cuando estoy de acuerdo con el criterio mayoritario y comparto el sentido del proyecto en cuanto 
sostiene que es procedente y fundada la controversia constitucional; declara la invalidez de los artículos 46 bis 
y 46 ter de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, adicionados mediante Decreto “593”, 
publicado en el Periódico Oficial de la entidad el dieciséis de septiembre de dos mil tres; y, asimismo, declara 
la invalidez del Acuerdo mediante el cual se otorga la calidad de autónoma a la Universidad Abierta, Sociedad 
Civil, emitido por el Gobernador del Estado de San Luis Potosí el veintidós de septiembre de dos mil tres y 
publicado en el Periódico Oficial de la entidad el veintiséis del mismo mes y año, por los motivos que más 
adelante mencionaré me permito formular este voto paralelo en los términos que a continuación se 
reproducen: 

En efecto, en el proyecto se afirma lo siguiente: 
“En términos de lo dispuesto por el artículo 46 bis de la Ley de Educación Pública del 
Estado de San Luis Potosí, una vez satisfechos determinados requisitos, las 
instituciones de educación superior podrán adquirir el carácter de autónomas; 
calidad ésta que será otorgada mediante Decreto proveniente del Poder Ejecutivo del 
Estado, quien a su vez será la autoridad facultada para revocar la aludida autonomía 
en caso de que la institución respectiva hubiera dejado de cumplir las condiciones y 
obligaciones impuestas en la legislación aplicable. 

Atento a lo anterior, puede concluirse que el citado artículo va en contra de lo 
dispuesto por la fracción VII, del artículo 3o. constitucional, al permitir que el 
otorgamiento y/o revocación de autonomía a una institución de carácter superior 
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pueda provenir de un Decreto expedido por el Ejecutivo Local, violando con ello la 
reserva expresa de la ley prevista en el precepto constitucional antes señalado. 

La invalidez apuntada debe hacerse extensiva al diverso artículo 46 ter de la Ley de 
Educación Pública del Estado de San Luis Potosí; lo anterior es así, al tomarse en 
consideración que el precepto de mérito establece las diversas facultades conferidas 
a favor de las instituciones de educación superior a las que dicho ordenamiento 
hubiere otorgado autonomía, entre las cuales se encuentran aquéllas que la hubieran 
obtenido por medio de Decreto emitido por el Ejecutivo Local, lo cual se insiste, viola 
la reserva expresa de la ley prevista en la fracción VII, del artículo 3o. Constitucional. 

En virtud de lo antes expuesto, procede declarar fundados los conceptos de invalidez 
aducidos por la parte actora en contra de los artículos 46 bis y 46 ter de la Ley de 
Educación Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Atento a lo señalado en líneas precedentes, de igual forma resultan fundados los 
motivos de inconformidad planteados en torno al acto reclamado del Gobernador 
Constitucional del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, consistente en la 
expedición del acuerdo mediante el cual se le otorga la calidad de autónoma a la 
Universidad Abierta, Sociedad Civil, fechado el veintidós de septiembre de dos mil 
tres, y publicado el día siguiente en el Periódico Oficial del Estado. 

Esto es así, toda vez que la autonomía en comento se otorgó en términos de los 
artículos 46 bis y 46 ter de la Ley de Educación Pública del Estado de San Luis Potosí, 
cuya invalidez ha sido declarada, esto es, la citada autonomía no fue conferida 
mediante un acto formal y materialmente legislativo, como lo exige la fracción VII, del 
artículo 3o. constitucional, sino mediante decreto expedido por el Ejecutivo Local, lo 
cual viola la reserva de ley apuntada con antelación.” 

Ahora bien, me permito hacer un voto paralelo en cuanto a si bien ciertamente la adquisición y la 
revocación de la autonomía de las instituciones de educación superior a que se refieren las disposiciones 
impugnadas provienen, en el caso, de un decreto del Poder Ejecutivo estatal lo cual contraviene la reserva 
expresa de ley a que se refiere la fracción VII, del artículo 3o. constitucional, también conviene tener presente 
que cuando se trata de dar autonomía a través de una ley, como acto formal y materialmente legislativo, debe 
considerarse si tal atribución solamente se encuentra precisada en tal ordenamiento, o bien, tomar en cuenta 
si en un momento dado es la propia ley la que puede darle la facultad para otorgarla a determinado 
funcionario, aspecto que no se distinguió en el proyecto. 

Razones las anteriores por las que estimo que en el caso particular se debió haber considerado que la 
declaratoria de autonomía no pudo provenir de una facultad otorgada por la ley de manera expresa al Poder 
Ejecutivo estatal por no haberlo considerado específicamente de esa manera.- La Ministra, Margarita Beatriz 
Luna Ramos.- Rúbrica. 

LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cien fojas útiles, concuerda 
fiel y exactamente con su original que obra en el expediente relativo a la controversia constitucional 103/2003, 
promovida por el Poder Ejecutivo Federal, en contra del Congreso y del Gobernador del Estado de San Luis 
Potosí, se certifica para efectos de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, en términos de lo 
dispuesto en el párrafo Segundo del artículo 44 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en cumplimiento de lo ordenado por el 
Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el punto Tercero resolutivo de su sentencia 
dictada en la sesión pública celebrada el cuatro de abril del año en curso.- México, Distrito Federal, a tres de 
agosto de dos mil cinco.- Conste.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
ACUERDO General 28/2005 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que regula el plan de pensiones 
complementarias de magistrados de circuito y jueces de Distrito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la 
Judicatura Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 28/2005, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REGULA EL 
PLAN DE PENSIONES COMPLEMENTARIAS DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE DISTRITO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Que el servicio civil de carrera es una realidad en virtud de la cual los funcionarios que laboran 
en el Poder Judicial de la Federación y ascienden en la carrera judicial permanecen gran parte de su vida, 
profesional y personal, al servicio de la impartición de justicia, especializándose en las materias de derecho 
constitucional y ordinario que se involucran en sus decisiones, logrando así la presencia de jueces y 
magistrados más aptos, capaces y expertos en el ejercicio de la función judicial que, por tanto, se 
desempeñan con excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo e independencia; consecuentemente, 
su esfuerzo y dedicación constantes, sin más compromiso que el cumplimiento del deber en beneficio de la 
Nación, deben ser recompensados de tal manera que, cuando se vean obligados a retirarse del servicio 
activo, tengan la seguridad de que la fiel dedicación a su alta función jurisdiccional y su recta actuación en la 
autonomía e independencia de sus decisiones, están respaldadas no sólo por la inamovilidad de sus cargos y 
remuneraciones actuales, sino por condiciones de jubilación y retiro que les permitan vivir, una vez concluida 
su carrera judicial, con el decoro y la dignidad que el desempeño honesto, responsable y valiente en sus 
cargos les merecen. Por ello, el Consejo de la Judicatura Federal ha resuelto constituir un plan que tiene por 
objeto establecer un sistema de pensiones complementarias a las otorgadas por el Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, en beneficio de los funcionarios que se hubieran 
retirado o que en el futuro se retiren de los cargos de Magistrado de Circuito o Juez de Distrito; 

SEGUNDO.- Que el tres de abril de mil novecientos noventa y seis, se celebró el contrato de constitución 
del fideicomiso de inversión y administración número 2626-0 (ahora 4657-4), entre la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, por un lado, como parte fideicomitente y, por la otra, HSBC México, Sociedad Anónima, 
Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero HSBC (antes Bital), como fiduciaria; con la finalidad de que 
esta última recibiera, custodiara, invirtiera, administrara y aplicara el fondo fideicomitido para crear un 
patrimonio que generara rendimientos que se destinaran al pago de pensiones complementarias a las 
otorgadas por el Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del Estado, en beneficio de los 
servidores públicos que la fideicomitente designara con base en el Plan de Pensiones Complementarias que 
se emitiera para tal efecto; 

TERCERO.- Que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó a HSBC, fiduciaria con el 
contrato de fideicomiso 2626-0 (ahora 4657-4), que el Plan de Pensiones Complementarias para Magistrados 
de Circuito y Jueces de Distrito a aplicar para determinar a los beneficiarios del Fondo del Fideicomiso 
reservado al Consejo de la Judicatura Federal sea el que para tal efecto emita dicho órgano, a fin de permitir 
que tanto éste como la Suprema Corte de Justicia de la Nación concentren sus esfuerzos en atender a los 
servidores públicos y pensionados de cada una de esas instituciones de conformidad con el régimen de 
administración autónomo previsto en el artículo 94, párrafo segundo, de la Constitución. 

En consecuencia, se expide el siguiente 

ACUERDO 

TITULO PRIMERO 
Disposiciones Generales 

Artículo 1.- El presente acuerdo tiene por objeto establecer las bases de funcionamiento del Plan de 
Pensiones Complementarias de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito del Poder Judicial de la 
Federación. 

Artículo 2.- Para los efectos de este acuerdo se entenderá por: 

I. Poder Judicial: Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y del Tribunal Electoral; 

II. Consejo: Consejo de la Judicatura Federal; 
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III. Pleno: Pleno del Consejo de la Judicatura Federal; 

IV. Comisión: Comisión de Administración del Consejo de la Judicatura Federal; 

V. Magistrados y Jueces: Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; 

VI. Secretario de Finanzas: El Secretario Ejecutivo de Finanzas del Consejo de la Judicatura Federal; 

VII. Recursos Humanos: La Dirección General de Recursos Humanos del Consejo de la Judicatura Federal; 

VIII. ISSSTE: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; 

IX. Salario Neto: Es la retribución que se paga al trabajador por el ejercicio de su empleo, cargo 
o comisión, en cantidad líquida, por nómina, sin considerar deducciones personales; 

X. Salario Pensionable: Es el salario mensual neto vigente, percibido por el servidor público respectivo, 
a la fecha de su baja en el cargo correspondiente; 

XI. Jubilación: Es el retiro del servicio activo otorgado a los servidores públicos del Poder Judicial por 
haber cumplido la edad y los años de servicio determinados en este acuerdo, para tener derecho a gozar de la 
pensión complementaria en él regulada. La jubilación puede ser de dos tipos, a saber: 

- Jubilación forzosa, se presenta cuando el juez o magistrado cumple la edad límite de 75 años  
y necesariamente debe retirarse de su cargo. 

- Jubilación anticipada, es la posibilidad que tienen los jueces y magistrados para solicitar su retiro 
voluntario cuando hayan cumplido 65 años de edad y, por lo menos, 25 años de servicio. 

XII. Pensión del ISSSTE: Es la retribución mensual que otorga el ISSSTE a los trabajadores que se jubilen, 
ya sea forzosa o anticipadamente, la que se concede de conformidad con lo previsto en los artículos 60 a 66 
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado vigente en la fecha 
de firma del presente acuerdo, o bien, de acuerdo con las disposiciones que establezcan una prestación 
sustituta a la mencionada; 

XIII. Pensión Complementaria: Es la retribución mensual vitalicia que se otorga conforme a este Acuerdo; 

XIV. Pensión por jubilación: Es la retribución mensual que se integra con la pensión del ISSSTE más la 
pensión complementaria; 

XV. Plan: El Plan de Pensiones Complementarias de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito del 
Poder Judicial de la Federación, y 

XVI. Fondo: La cantidad de dinero de la que se dispone para el financiamiento del Plan, mediante el 
fideicomiso de inversión constituido para tal efecto. 

TITULO SEGUNDO 
Del los Beneficiarios de la Pensión Complementaria 

Artículo 3.- Serán beneficiarios de la pensión complementaria las siguientes personas: 

I. El servidor público que se hubiera jubilado o en el futuro se jubile del cargo de Magistrado de Circuito  
o Juez de Distrito; 

II. El cónyuge o concubino supérstite del servidor público mencionado en la fracción anterior, que hubiere 
fallecido ya jubilado, siempre y cuando no contraiga nuevo matrimonio, entre en concubinato o dependa 
económicamente de otra persona; circunstancias que podrán ser verificadas en cualquier momento por 
Recursos Humanos, y 

III. Los hijos menores de edad o incapaces de los servidores públicos mencionados en la fracción I de este 
artículo, hasta cumplir la mayoría de edad, excepto los incapaces. 

La cantidad total a que tengan derecho los beneficiarios señalados en las fracciones II y III de este artículo, 
se dividirá en partes iguales entre ellos. Cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y alguno de 
ellos perdiese el derecho a percibirla, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los 
restantes. 
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TITULO TERCERO 
De la Cuantía de la Pensión por Jubilación 

Artículo 4.- La pensión total por jubilación que reciban los servidores públicos, ya sea por retiro forzoso 
o anticipado, podrá alcanzar hasta el 80% del total de los ingresos netos mensual que correspondan a los 
mismos funcionarios en activo, sumada a la que otorgue el ISSSTE de acuerdo con su ley. 

Artículo 5.- Los montos de las pensiones complementarias serán determinados conforme a las reglas de 
este acuerdo. 

Artículo 6.- La Comisión deberá ordenar, al menos una vez cada año, la práctica de estudios actuariales 
profesionales con el fin de disponer de elementos suficientes para la toma de decisiones que aseguren la 
suficiencia del Fondo y la supervivencia indefinidida del Plan, teniendo siempre como objetivo, alcanzar el 
porcentaje establecido en el artículo 4 de este Acuerdo. 

Artículo 7.- Para calcular cada pensión en particular, el titular de Recursos Humanos deberá considerar el 
salario pensionable, el cual deberá calcularse a su vez, partiendo de la base del salario neto de cada servidor 
público en especial y de la pensión que deba recibir del ISSSTE. 

Artículo 8.- Las pensiones complementarias a que se refiere este acuerdo podrán dejarse de otorgar, o 
modificarse en cantidad o en el lapso durante el cual se otorgarán, en cualquier momento, por decisión del 
Pleno, aun cuando se cumplan todas las condiciones que en él se establecen, atendiendo a las circunstancias 
especiales de cada caso en particular o a las generales que obliguen a ello. 

TITULO CUARTO 
De la Procedencia de la Pensión Complementaria 

Artículo 9.- El pago de las pensiones complementarias deberá condicionarse al cumplimiento de los 
siguientes requisitos de edad y antigüedad: 

I. Para tener derecho al total de la pensión complementaria por jubilación forzosa, los Magistrados  
y Jueces deberán haber cumplido 75 años de edad; 

II. Para tener derecho a solicitar la pensión complementaria por jubilación anticipada, los Magistrados y 
Jueces deberán haber cumplido, cuando menos, 65 años de edad y 25 años de servicio en el Poder Judicial; 
en cuyo caso, la pensión complementaria sufrirá un descuento proporcional por cada año que falte para que 
se cumplan los 75 años de edad, en los términos de la fracción II del artículo 13 de este Acuerdo. 

Artículo 10.- La hipótesis prevista en la fracción I del artículo 9 de este Acuerdo se equipara al retiro por 
incapacidad física o mental, siempre que tal circunstancia sea diagnosticada por el servicio médico 
del ISSSTE. 

Artículo 11.- En caso de que un Juez de Distrito o Magistrado de Circuito fallezca durante el ejercicio de 
su cargo, se equiparará al caso de jubilación forzosa a que se refiere la fracción I del artículo 9 de este 
acuerdo, por lo que sus beneficiarios tendrán derecho a recibir la pensión complementaria prevista en el 
numeral 14 de este Acuerdo. 

Artículo 12.- No procederá el otorgamiento de la pensión complementaria cuando no se reúnan los 
requisitos previstos en el artículo 9 y demás aplicables de este Acuerdo. 

TITULO QUINTO 
Del Monto de la Pensión por Jubilación o Retiro Anticipado 

Artículo 13.- Los montos de las pensiones complementarias a que se refiere este Acuerdo se sujetarán a 
lo siguiente: 

I. La pensión complementaria por jubilación forzosa deberá ser tal que, sumada a la pensión del ISSSTE, 
dé por resultado una cantidad equivalente al 80% del ingreso mensual neto que corresponda al último cargo 
desempeñado por el trabajador en el Poder Judicial y por el que disfrute de la pensión del ISSSTE. En ningún 
caso, el monto de la pensión por jubilación podrá exceder de tal porcentaje; 

II. La pensión complementaria por jubilación anticipada se determina mediante una proporción ascendente 
que de manera equitativa considera los años de servicio y la edad en una línea oblicua. En los casos en que el 
funcionario determine su retiro después de los 70 años de edad, se establece una compensación que le 
permitirá alcanzar con mayor anticipación el total de la pensión. Así, la pensión por jubilación anticipada, 
deberá ser tal que, sumada a la pensión del ISSSTE, dé por resultado el porcentaje que se establece 
a continuación: 
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1.- A los 65 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
45% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
47.5% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
50% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
52.5% del sueldo pensionable; 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
55% del sueldo pensionable; 

f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
57.5% del sueldo pensionable; 

g) 31 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

h) 32 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

i) 33 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

j) 34 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

k) 35 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

2.- A los 66 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
47.5% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
50% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
52.5% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
55% del sueldo pensionable; 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
57.5% del sueldo pensionable; 

f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

g) 31 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

h) 32 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

i) 33 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

j) 34 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 
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3.- A los 67 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
50% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
52.5% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
55% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
57.5% del sueldo pensionable; 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

g) 31 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

h) 32 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

i) 33 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

4.- A los 68 años de edad y: 
a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

52.5% del sueldo pensionable; 
b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

55% del sueldo pensionable; 
c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

57.5% del sueldo pensionable; 
d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

69% del sueldo pensionable; 
e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

73% del sueldo pensionable; 
f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

76% del sueldo pensionable; 
g) 31 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

78% del sueldo pensionable, y 
j) 32 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 

equivalente al 80% del sueldo pensionable. 
5.- A los 69 años de edad y: 
a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

55% del sueldo pensionable; 
b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 

57.5% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

g) 31 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 
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6.- A los 70 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
57.5% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

f) 30 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

7.- A los 71 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
69% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

e) 29 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

8.- A los 72 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
73% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

d) 28 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

9.- A los 73 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
76% del sueldo pensionable; 

b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 

c) 27 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

10.- A los 74 años de edad y: 

a) 25 años de servicios efectivos en el Poder Judicial, la pensión ascenderá a la cantidad equivalente al 
78% del sueldo pensionable, y 
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b) 26 años de servicios efectivos en el Poder Judicial o más, la pensión ascenderá a la cantidad 
equivalente al 80% del sueldo pensionable. 

La información anterior se representa gráficamente en la siguiente tabla: 

Edad Antigüedad 
% 25 26 27 28 29 30 31 32 33 34 35

65 45 47.5 50 52.5 55 57.5 69 73 76 78 80

66 47.5 50 52.5 55 57.5 69 73 76 78 80 80

67 50 52.5 55 57.5 69 73 76 78 80 80 80

68 52.5 55 57.5 69 73 76 78 80 80 80 80

69 55 57.5 69 73 76 78 80 80 80 80 80

70 57.5 69 73 76 78 80 80 80 80 80 80

71 69 73 76 78 80 80 80 80 80 80 80

72 73 76 78 80 80 80 80 80 80 80 80

73 76 78 80 80 80 80 80 80 80 80 80

74 78 80 80 80 80 80 80 80 80 80 80

75 80 80 80 80 80 80 80 80 80 80 80
 

Artículo 14.- La pensión complementaria para los beneficiarios a que se refiere el artículo 3, fracciones II y 
III, deberá representar el 50% de la que correspondiera a los servidores públicos jubilados beneficiados por el 
Plan y, en ningún caso, podrá ser superior a tal porcentaje. 

Artículo 15.- El Pleno podrá incrementar las pensiones complementarias otorgadas, siempre y cuando los 
recursos del Plan lo permitan y tal incremento no ponga en riesgo la solidez financiera del Plan, previo estudio 
actuarial señalando los criterios que haya tomado en cuenta para determinar el incremento. 

TITULO SEXTO 
Del Procedimiento de Solicitud de la Pensión Complementaria 

Artículo 16.- Para recibir la pensión complementaria a que se refiere este Acuerdo, será necesario que el 
beneficiario interesado lo solicite mediante escrito dirigido a la Comisión, el que deberá ser presentado en la 
Oficina de Correspondencia del Consejo, directamente o por correo certificado. 

Artículo 17.- Una vez presentada la solicitud de pensión complementaria el titular de Recursos Humanos, 
dentro de los treinta días siguientes a su recepción, deberá ordenar se recabe la información necesaria y, con 
base en ella, elaborar un proyecto de resolución en el que proponga a la Comisión, previo visto bueno 
del titular de la Contraloría, el sentido de la resolución que determine sobre la procedencia o no de la 
pensión solicitada. 

De toda resolución que dicte la Comisión deberá informar al Pleno en la siguiente sesión ordinaria; así 
como a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su conocimiento. 

Artículo 18.- Las resoluciones serán firmadas por el Presidente de la Comisión y por el titular de 
Recursos Humanos. 

Artículo 19.- Las resoluciones que determinen sobre la procedencia o no de la pensión complementaria 
deberán notificarse al peticionario correspondiente, a más tardar dentro de los cinco días hábiles siguientes a 
su emisión, mediante el servidor público que al efecto se habilite, entregándole copia certificada 
de la resolución. 

Artículo 20.- Tanto el titular de Recursos Humanos como el de la Contraloría, serán responsables en la 
determinación de la procedencia y monto de la pensión complementaria. 

TITULO SEPTIMO 
Del Recurso de Reconsideración 

Artículo 21.- Las resoluciones por las que la Comisión determine negar la pensión complementaria 
solicitada, así como los términos en que se hubiere otorgado, podrán ser impugnadas por el interesado ante el 
Pleno mediante recurso de reconsideración. 
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Artículo 22.- El plazo para interponer el recurso de reconsideración será de treinta días hábiles siguientes 
al en que surta efectos la notificación de la resolución respectiva. 

Artículo 23.- El recurso de reconsideración deberá interponerse por el interesado, mediante escrito dirigido 
al Pleno, el que deberá ser presentado en la Oficina de Correspondencia del Consejo, directamente  
o por correo certificado. 

Artículo 24.- El recurso de reconsideración se substanciará de plano por el Pleno, quien deberá emitir la 
resolución que corresponda dentro de los treinta días hábiles siguientes al de su recepción. 

Artículo 25.- En contra de la resolución que decida sobre el recurso de reconsideración no procederá 
medio de impugnación alguno. 

TITULO OCTAVO 
Del Pago de la Pensión Complementaria 

Artículo 26.- El derecho a recibir la pensión complementaria se origina a partir de la fecha de baja en el 
cargo del que se retire el servidor público de que se trate, siempre y cuando la solicitud de pensión 
complementaria sea procedente. 

El pago de las pensiones complementarias que sean procedentes, en su caso, se realizará dentro de los 
últimos tres días del mes vencido; tratándose del primer pago, éste se hará retroactivo a partir de la fecha de 
baja del servidor público. 

Artículo 27.- Tratándose de los beneficiarios, el pago de la pensión complementaria se realizará a partir de 
la fecha de fallecimiento del servidor público beneficiado por el Plan. 

En los casos en que el fallecimiento del titular de la pensión complementaria ocurra antes de que 
transcurra el periodo por el cual ya se hubiese realizado el pago, el excedente será compensado del monto de 
la pensión que corresponda al beneficiario. 

Artículo 28.- En caso de fallecimiento de un beneficiario de la pensión, la devolución del excedente que en 
su caso se hubiera pagado, será resuelta por la Comisión, previo informe que al respecto rinda el titular de 
Recursos Humanos. 

Artículo 29.- Una vez otorgada la pensión complementaria por la Comisión o el Pleno, en su caso, se 
girarán instrucciones conducentes al Comité Técnico de Inversión del Fideicomiso respectivo, para que 
proceda a su pago. 

Artículo 30.- El titular de Recursos Humanos informará mensualmente a la Comisión de las labores 
desarrolladas en relación con este acuerdo. 

TITULO NOVENO 
De la Suspensión y Cancelación de la Pensión Complementaria 

Artículo 31.- Se suspenderá el pago de la pensión complementaria cuando el servidor público jubilado, o 
bien, su cónyuge o concubina (o) supérstite que la estuviere recibiendo, por cualquier causa, regresaren al 
servicio activo en cualquier cargo dentro del Poder Judicial. La suspensión surtirá efectos a partir de la fecha 
de reinicio de actividades; sin embargo, la pensión podrá ser reiniciada a partir de la fecha en que el 
beneficiario se retire del servicio activo del Poder Judicial, siempre y cuando no reciba alguna otra pensión en 
el Poder Judicial. 

Artículo 32.- Se cancelará la pensión complementaria a que se refiere este Acuerdo, cuando, para 
obtenerla, cualquiera de los beneficiarios hubiese proporcionado datos falsos que induzcan al error o se 
aprovechen de aquél en que Recursos Humanos hubiese incurrido. La resolución que determine la 
cancelación de la pensión complementaria será emitida por el Pleno. 

Artículo 33.- Tratándose del supuesto previsto en la fracción III del artículo 3 de este Acuerdo, la 
cancelación de la pensión procederá de pleno derecho, sin substanciación de procedimiento alguno, cuando 
los beneficiarios cumplan la mayoría de edad, excepto los incapaces. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Este Acuerdo entrará en vigor a partir del uno de septiembre de dos mil cinco. 
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SEGUNDO.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación y así como en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. 

TERCERO.- Los Jueces de Distrito, Magistrados de Circuito y demás funcionarios que, a la fecha de 
entrada en vigor de este Acuerdo, estén recibiendo una cantidad conforme al diverso acuerdo de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, tendrán derecho a recibir la pensión a que se refiere el Plan que ahora se 
aprueba, en las condiciones que actualmente se establecen, conforme a la edad y tiempo de servicio en que 
se hubieran retirado del cargo, o por retiro forzoso. 

CUARTO.- En caso de que los funcionarios mencionados en el artículo anterior, no reúnan los requisitos 
en él señalados, siempre que se encontraren en situación de retiro, por cualquier causa, al momento de 
entrada en vigor de este Acuerdo, tendrán derecho a recibir una cantidad igual a la que les correspondió 
conforme a lo dispuesto en el Plan de Pensiones Complementarias 8/2000 de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, la que será incrementada conforme a los aumentos porcentuales que correspondan a los mismos 
funcionarios en activo. 

EL MAESTRO EN DERECHO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGAN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 28/2005, del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que Regula el Plan de Pensiones Complementarias de Magistrados de Circuito y 
Jueces de Distrito, fue aprobado por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión de trece de julio 
de dos mil cinco, por unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente en funciones Ministro Juan 
Díaz Romero, Luis María Aguilar Morales, Adolfo O. Aragón Mendía, Constancio Carrasco Daza, María 
Teresa Herrera Tello y Miguel A. Quirós Pérez.- México, Distrito Federal, a trece de julio de dos mil cinco.- 
Conste.- Rúbrica.  

 

 

ACUERDO General 31/2005 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece el módulo de consulta 
de expedientes por Internet, respecto de los asuntos del conocimiento de los Tribunales de Circuito y Juzgados de 
Distrito del Poder Judicial de la Federación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva del Pleno. 

ACUERDO GENERAL 31/2005, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE ESTABLECE EL 
MODULO DE CONSULTA DE EXPEDIENTES POR INTERNET, RESPECTO DE LOS ASUNTOS DEL CONOCIMIENTO 
DE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO Y JUZGADOS DE DISTRITO DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- Por decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de 
mil novecientos noventa y cuatro, veintidós de agosto de mil novecientos noventa y seis y once de junio de mil 
novecientos noventa y nueve, se reformaron, entre otros, los artículos 94, 99 y 100 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, modificando la estructura y competencia del Poder Judicial de 
la Federación; 

SEGUNDO.- En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo, 100, párrafos primero 
y octavo, de la Carta Magna; 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el 
Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la administración, vigilancia y disciplina del Poder 
Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Tribunal Electoral, 
con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones; además, está facultado para expedir 
acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de sus funciones; 

TERCERO.- El artículo 81, fracciones XVIII y XXXV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, dispone que son atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal, establecer la normatividad y 
los criterios para modernizar las estructuras orgánicas, los sistemas y procedimientos administrativos internos, 
así como los de servicios al público; y fijar las bases de la política informática y de información estadística que 
permitan conocer y planear el desarrollo del Poder Judicial de la Federación; 

CUARTO.- Los beneficios de la informática no han pasado inadvertidos para el Poder Judicial de la 
Federación pues constituyen un vínculo con la sociedad, proporcionándole una percepción real de 
la impartición de justicia; 
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QUINTO.- El derecho a la información a partir de su incorporación al artículo 6 de la Constitución General 
de la República, mediante reforma de 1977, ha tenido una evolución considerable en la que el Poder Judicial 
de la Federación ha desarrollado un papel de avanzada y de consolidación del ejercicio de los derechos 
fundamentales; 

SEXTO.- Atendiendo a la transparencia que deben observar los órganos del estado encargados de 
administrar justicia, y teniendo en cuenta que no se considera confidencial la información que se halle en los 
registros públicos o en fuentes de acceso público, en términos de lo previsto en los artículos 28, fracción III, 
párrafo último, de la Ley de Amparo, 107 del Código Federal de Procedimientos Penales y 1068, fracciones II 
y III, del Código de Comercio, constituye un principio procesal que en las notificaciones por lista, por estrados, 
por rotulón o por boletín judicial debe señalarse el nombre de las personas respecto de las cuales se tramita 
algún derecho en el juicio respectivo, bien sea quejoso, inculpado o cualquiera otra denominación procesal 
que tengan, pues sólo de esa manera pueden tener conocimiento de la determinación respectiva, de donde se 
sigue que en la versión impresa o electrónica, se deben conservar los nombres de las partes, sin menoscabo 
de suprimir los demás datos personales, en la medida en que tal supresión no impida conocer el criterio 
contenido en la resolución judicial; 

SEPTIMO.- Conforme al artículo 3, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, los datos personales se refieren a la información concerniente a una 
persona física, identificada o identificable, entre otra, la relativa a su origen étnico o racial, o que esté referida 
a las características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, 
patrimonio, ideología y opiniones políticas, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de 
salud físicos o mentales, las preferencias sexuales, u otras análogas que afecten su intimidad; 

OCTAVO.- La legislación ha establecido que, en principio, aún los datos personales de las partes, que 
constan en una resolución judicial, son públicos y para su difusión no se requiere el consentimiento 
de aquéllas, pues sólo su oposición impedirá su publicación, entendiéndose por ésta, el acto de poner 
a disposición del público la información en medios impresos o archivos públicos en formatos electrónicos 
consultables en internet o por cualquier otro medio que permita a los interesados su consulta; 

NOVENO.- Con la publicación de los listados de captura de datos de los diversos tipos de asunto del 
conocimiento de los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, para su consulta en Internet, se da 
cumplimiento a un importante servicio al público usuario pues el desarrollo de la informática ha repercutido en 
todos los ámbitos de la vida social del hombre, y el derecho no es la excepción; 

DECIMO.- En sesión de dieciséis de mayo de dos mil uno, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
aprobó el acuerdo general 28/2001, que establece la obligatoriedad del uso del Sistema Integral de 
Seguimiento de Expedientes (SISE), como programa de captura y reporte de los datos estadísticos sobre los 
movimientos de asuntos del conocimiento de los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, con objeto de 
contar con información completa, veraz, oportuna y uniforme para la toma de decisiones; 

DECIMOPRIMERO.- En sesión extraordinaria de diez de diciembre de dos mil uno, el Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal aprobó el acuerdo general 91/2001, que determina la publicación por Internet de las 
listas de acuerdos de los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito del Poder Judicial de la Federación, 
mismas que pueden ser consultadas por el público usuario en la página de Internet del Consejo de la 
Judicatura Federal; 

En consecuencia, a fin de normar este sistema de consulta, con fundamento en las disposiciones 
constitucionales y legales invocadas, el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal expide el siguiente 

ACUERDO 

PRIMERO.- Los listados de captura de datos de los asuntos del conocimiento de los tribunales de Circuito 
y juzgados de Distrito del Poder Judicial de la Federación, se publicarán para su consulta en el medio de 
comunicación informático denominado Internet. 

SEGUNDO.- Tratándose de la materia de Procesos Penales Federales, el listado de captura comprenderá 
a partir de la declaración preparatoria y se excluirán los datos personales del inculpado; así como los acuerdos 
asociados y todos aquellos expedientes que se encuentren en archivo provisional, con motivo del sigilo que se 
debe guardar al respecto. 
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TERCERO.- Los listados de captura a que se refieren los puntos anteriores, quedarán a disposición del 
público usuario para su consulta en la dirección de Internet www.cjf.gob.mx. 

CUARTO.- Los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito, deberán mantener actualizados los registros 
de datos de los expedientes a su cargo, en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- El presente acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDO.- Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, así como en dos diarios de circulación nacional. 

EL MAESTRO EN DERECHO GONZALO MOCTEZUMA BARRAGAN, SECRETARIO EJECUTIVO DEL PLENO DEL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: Que este Acuerdo General 31/2005, del Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal, que Establece el Módulo de Consulta de Expedientes por Internet, Respecto de los 
Asuntos del Conocimiento de los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito del Poder Judicial de la 
Federación, fue aprobado por el Pleno del propio Consejo, en sesión de seis de julio de dos mil cinco, por 
unanimidad de votos de los señores Consejeros: Presidente Ministro Mariano Azuela Güitrón, Luis María 
Aguilar Morales, Adolfo O. Aragón Mendía, Elvia Díaz de León D’Hers, María Teresa Herrera Tello y 
Miguel A. Quirós Pérez.- México, Distrito Federal, a seis de julio de dos mil cinco.- Conste.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO CCNO/17/2005 de la Comisión de Creación de Nuevos Organos del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo a la exclusión del turno de nuevos asuntos al Tercer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, Adscripción y Creación de Nuevos Organos. 

ACUERDO CCNO/17/2005, DE LA COMISION DE CREACION DE NUEVOS ORGANOS DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA EXCLUSION DEL TURNO DE NUEVOS ASUNTOS AL TERCER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. 

CONSIDERANDO 

PRIMERO.- En términos de lo dispuesto por los artículos 94, párrafo segundo; 100, párrafos primero y 
octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 68 y 81, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano encargado de la 
administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y del Tribunal Electoral, con independencia técnica, de gestión y para emitir sus 
resoluciones; además, está facultado para expedir acuerdos generales que permitan el adecuado ejercicio de 
sus funciones; 

SEGUNDO.- El artículo 17 de la Constitución Federal establece que toda persona tiene derecho a que se 
le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 
las leyes; 

TERCERO.- El artículo 81, fracción XXIV, de la citada Ley Orgánica, otorga facultades al Consejo de la 
Judicatura Federal para dictar las disposiciones necesarias para regular el turno de los asuntos de 
la competencia de los tribunales de Circuito, cuando en un mismo lugar haya varios de ellos; atribución que 
ejerce a través de la Comisión de Creación de Nuevos Organos, mediante el artículo 65, fracción III, del 
Acuerdo General 48/1998, del Pleno del propio Consejo; 

CUARTO.- En términos de lo dispuesto por el artículo 12, fracción XXIX, del Acuerdo General 5/2000, del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, corresponde a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, 
Adscripción y Creación de Nuevos Organos del propio Consejo, proponer a la Comisión de Creación de 
Nuevos Organos las disposiciones necesarias para regular el turno de los asuntos de la competencia de los 
tribunales de Circuito, cuando en un mismo lugar haya varios de ellos; por lo que realizó el análisis de las 
estadísticas relativas a los asuntos que se tramitan en los tribunales colegiados del Quinto Circuito; 

QUINTO.- La Comisión de Creación de Nuevos Organos advierte que el número de asuntos radicados en 
el Tercer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, excede a los demás tribunales colegiados de ese mismo 
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Circuito, por lo que es necesario adoptar medidas conducentes a una administración pronta, completa y eficaz 
de la justicia federal, mediante el equilibrio de las cargas de trabajo en los órganos jurisdiccionales, razón por 
la que se considera conveniente excluir del turno de nuevos asuntos al tribunal colegiado citado en 
primer término. 

En consecuencia, con fundamento en las disposiciones constitucionales y legales citadas, la Comisión de 
Creación de Nuevos Organos del Consejo de la Judicatura Federal expide el siguiente 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se excluye del turno de nuevos asuntos al Tercer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, por 
el lapso de dos meses. 

El periodo de exclusión señalado comprenderá del seis de agosto al cinco de octubre de dos mil cinco; por 
ende, los asuntos nuevos presentados en ese lapso en la Oficina de Correspondencia Común de los 
Tribunales Colegiados del Quinto Circuito, serán del conocimiento del primero, segundo, cuarto y quinto, 
tribunales colegiados del Quinto Circuito, con excepción de los asuntos relacionados los que serán turnados al 
órgano jurisdiccional correspondiente con el propósito de aprovechar el conocimiento previo y evitar el 
pronunciamiento de resoluciones contradictorias, conforme a lo dispuesto en el considerando octavo del 
Acuerdo General 23/2002, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal. 

SEGUNDO.- Una vez transcurrido el plazo señalado en el punto anterior, el órgano jurisdiccional excluido 
se reincorporará al turno de asuntos nuevos, conforme al sistema computarizado que se utiliza para 
esos efectos. 

TERCERO.- Al finalizar el periodo de exclusión otorgado, el presidente del tribunal colegiado de que se 
trata deberá informar sobre los resultados obtenidos a la Comisión de Creación de Nuevos Organos del 
Consejo de la Judicatura Federal. 

CUARTO.- El Pleno y la Comisión de Creación de Nuevos Organos del Consejo de la Judicatura Federal, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, resolverán las cuestiones administrativas que se susciten con 
motivo de la aplicación de este acuerdo, así como cualquier cuestión relacionada con la conclusión anticipada 
o extensión del plazo previsto en el punto primero de este acuerdo. 

TRANSITORIOS 
PRIMERO.- Este acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 
SEGUNDO.- Publíquese en el Diario Oficial de la Federación, así como en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. 
LA LICENCIADA GUADALUPE MARGARITA ORTIZ BLANCO, SECRETARIA EJECUTIVA DE CARRERA JUDICIAL, 

ADSCRIPCION Y CREACION DE NUEVOS ORGANOS DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, CERTIFICA: 
Que este Acuerdo CCNO/17/2005, de la Comisión de Creación de Nuevos Organos del Consejo de la 
Judicatura Federal, relativo a la exclusión del turno de nuevos asuntos al Tercer Tribunal Colegiado del Quinto 
Circuito, fue aprobado por la propia Comisión en sesión privada ordinaria celebrada el cuatro de agosto de dos 
mil cinco, por los señores Consejeros: Presidente Adolfo O. Aragón Mendía, Elvia Díaz de León D’Hers y 
María Teresa Herrera Tello.- México, Distrito Federal, a cuatro de agosto de dos mil cinco.- Conste.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la  
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 
TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA  

PAGADERAS EN LA REPUBLICA MEXICANA 

Con fundamento en el artículo 35 de la Ley del Banco de México; en los artículos 8o. y 10o. del 
Reglamento Interior del Banco de México, y en los términos del numeral 1.2 de las Disposiciones Aplicables a 
la Determinación del Tipo de Cambio para Solventar Obligaciones Denominadas en Moneda Extranjera 
Pagaderas en la República Mexicana, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 22 de marzo de 1996, 
el Banco de México informa que el tipo de cambio citado obtenido el día de hoy conforme  
al procedimiento establecido en el numeral 1 de las Disposiciones mencionadas, fue de $10.5815 M.N. 
(DIEZ PESOS CON CINCO MIL OCHOCIENTOS QUINCE DIEZMILESIMOS MONEDA NACIONAL) por un dólar 
de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones de 
crédito del país. 

Atentamente 
México, D.F., a 11 de agosto de 2005.- BANCO DE MEXICO: El Director de Disposiciones de Banca 

Central, Fernando Corvera Caraza.- Rúbrica.- El Gerente de Operaciones Nacionales, Carlos Pérez Verdía  
Canales.- Rúbrica. 
TASAS de interés de instrumentos de captación bancaria en moneda nacional. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TASAS DE INTERES DE INSTRUMENTOS DE CAPTACION BANCARIA EN MONEDA NACIONAL 
Para los efectos a que se refiere la publicación de este Banco de México en el Diario Oficial de  

la Federación de fecha 11 de abril de 1989, se informa que el promedio de las tasas de interés ofrecidas  
por las instituciones de banca múltiple a las personas físicas y a las personas morales en general, a la 
apertura del día 11 de agosto de 2005, para DEPOSITOS A PLAZO FIJO a 60, 90 y 180 días es de  
3.57, 3.68 y 3.58, respectivamente, y para PAGARES CON RENDIMIENTO LIQUIDABLE AL VENCIMIENTO 
a 28, 91 y 182 días es de 3.38, 4.06 y 4.08, respectivamente. Dichas tasas son brutas y se expresan en por 
ciento anual. 

México, D.F., a 11 de agosto de 2005.- BANCO DE MEXICO: El Director de Disposiciones de Banca 
Central, Fernando Corvera Caraza.- Rúbrica.- El Director de Información del Sistema Financiero, 
Cuauhtémoc Montes Campos.- Rúbrica. 

(R.- 216044) 
 
 

TASA de interés interbancaria de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

TASA DE INTERES INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO 

Según resolución de Banco de México publicada en el Diario Oficial de la Federación del 23 de marzo  
de 1995, y de conformidad con lo establecido en el Anexo 1 de la Circular 2019/95, modificada mediante 
Circular-Telefax 4/97 del propio Banco del 9 de enero de 1997, dirigida a las instituciones de banca múltiple,  
se informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio a plazo de 28 días, obtenida el día de 
hoy, fue de 10.0050 por ciento. 

La tasa de interés citada se calculó con base a las cotizaciones presentadas por: BBVA Bancomer, S.A., 
Banco Santander Serfin S.A., Banco Nacional de México S.A., IXE Banco, S.A., Banco J.P.Morgan S.A., ING 
Bank México S.A., ScotiaBank Inverlat, S.A. y Banco Mercantil Del Norte S.A. 
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México, D.F., a 11 de agosto de 2005.- BANCO DE MEXICO: El Director de Disposiciones de Banca 
Central, Fernando Corvera Caraza.- Rúbrica.- El Gerente de Operaciones Nacionales, Carlos Pérez Verdía  
Canales.- Rúbrica. 

 

 

COSTO de captación de los pasivos a plazo denominados en dólares de los EE.UU.A., a cargo de las instituciones  

de banca múltiple del país (CCP-Dólares). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México. 

COSTO DE CAPTACION DE LOS PASIVOS A PLAZO DENOMINADOS EN DOLARES DE LOS EE.UU.A.,  

A CARGO DE LAS INSTITUCIONES DE BANCA MULTIPLE DEL PAIS (CCP-Dólares) 

Según resolución del Banco de México publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 6 de mayo de 

1996, el costo de captación de los pasivos a plazo denominados en dólares de los EE.UU.A.  

(CCP-Dólares), expresado en por ciento anual, de las instituciones de banca múltiple del país, fue de 3.61 

(tres puntos y sesenta y un centésimas) en el mes de julio de 2005. 

México, D.F., a 11 de agosto de 2005.- BANCO DE MEXICO: El Director de Disposiciones de Banca 

Central, Fernando Corvera Caraza.- Rúbrica.- El Director de Información del Sistema Financiero, 

Cuauhtémoc Montes Campos.- Rúbrica. 
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SECCION DE AVISOS 
 

AVISOS JUDICIALES 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 
Sección Amparos 

Mesa VI 
Juicio de Amparo 

Expediente 1046/2004 
EDICTO 

Armando Martínez González. 
En el Juicio de Amparo 1046/2004, promovido por Vicenta, Pilar y Fernando, todos de apellidos Ulacia y 

Esteve, por su propio derecho, así como por la sucesión de Ramón Ulacia y Esteve, por conducto de su 
albacea Josefina Consuelo Fresnedo Ulacia viuda de Ulacia y por la sucesión de Manuel Ulacia y Esteve, por 
conducto de su albacea apoderado de esta última Isabel Paloma Altolaguirre Méndez y José Luis Ulacia 
Altolaguirre, contra actos del Juez Trigésimo de lo Civil del Distrito Federal, y de otras autoridades, y en virtud 
de ignorar el domicilio del tercero perjudicado Armando Martínez González, por auto de seis de julio del año 
dos mil cinco, se ordenó emplazarlo al presente juicio de garantías por medio de edictos, haciendo de su 
conocimiento que deberá presentarse dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al 
de la última publicación; apercibida que de no presentarse en dicho término, se le harán las ulteriores 
notificaciones por medio de lista, aun las de carácter personal. 

Atentamente 
México, D.F., a 6 de julio de 2005. 

La Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 
Lic. Lourdes García Nieto 

Rúbrica. 
(R.- 214886)   

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Octavo de Distrito en el Estado 
Puebla, Pue. 

EDICTO 
A Hipólito Jiménez López, Zenaida Jiménez López y María Eugenia Ibarrarán Viniegra. 
En acuerdo de fecha veintiséis de julio de dos mil cinco, dictado en los autos del Juicio de Amparo número 

154/2005 promovido por Compañía Importadora y Exportadora Hermosillo, S.A. de C.V., a través de su 
apoderado J. Guadalupe Reynaldo Gallegos Villegas, contra actos del Juez Décimo Primero de lo Civil en 
Puebla y Diligenciarios adscritos al Juzgado Décimo Primero de lo Civil en Puebla, acto reclamado consistente 
en: "... a).- El juicio seguido en contra de mi representada identificado con el rubro Antonio Merchant Perdomo 
y Adolfo Ignacio Merchant Perdomo vs. Compañía Importadora y Exportadora Hermosillo, S.A. de C.V., 
número de expediente 238/2003, radicado en el Juzgado Décimo Primero de lo Civil en Puebla, Puebla; así 
como todas y cada una de las resoluciones dictadas en el mismo, incluyendo la sentencia definitiva, ya que no 
se llamó ni emplazó a juicio a mi representada como se desprende de los autos del mismo..." Se han señalado 
a ustedes como terceros perjudicados, y como se desconoce su domicilio, con fundamento en los artículos 30, 
fracción II, de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente 
a la Ley anterior, se les emplaza por edictos que se publicarán por tres veces de siete en siete días en el 
Diario Oficial de la Federación y periódico "Reforma" deberán presentarse en el término de treinta días 
contados al día siguiente a la última publicación y señalar domicilio para recibir notificaciones en esta ciudad, 
apercibidos que de no hacerlo las subsecuentes notificaciones que les correspondan se les harán por lista, 
aun las de carácter personal. Queda a su disposición en la Secretaría de este Juzgado copia simple de la 
demanda de garantías, señalándose para la audiencia constitucional las diez horas con veinte minutos del día 
quince de agosto de dos mil cinco. Doy Fe. 

Puebla, Pue., a 3 de agosto de 2005. 
El Actuario Adscrito al Juzgado Octavo de Distrito en el Estado 

Lic. Juan Manuel Ordóñez Ruiz 
Rúbrica. 
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(R.- 215853) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Décimo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 

EDICTO 
Operadora de Activos Alfa, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
En los autos del Juicio de Amparo número 346/2005-VI, promovido por Katia Patiño Ortiz, contra actos de 

la Juez Vigésimo Quinto Civil del Distrito Federal; al ser señalada como tercero perjudicada y desconocerse 
su domicilio actual, a pesar de que este Juzgado realizó diversas gestiones para localizarlo, sin lograrlo; 
en consecuencia, con fundamento en la fracción II del artículo 30 de la Ley de Amparo, así como en el 
artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, ordenamiento aplicado supletoriamente a la Ley en 
cita, se ordena su emplazamiento por edictos, que se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el 
Diario Oficial de la Federación y en alguno de los periódicos de mayor circulación, haciendo de su 
conocimiento que en la Secretaría de este Juzgado queda a su disposición copia simple de la demanda de 
amparo, y que cuenta con un término de treinta días, contados a partir de la última publicación de tales 
edictos, para que ocurra al Juzgado a hacer valer sus derechos, con apercibimiento que en caso de no 
comparecer por sí, o por conducto de su apoderado que lo represente, las subsecuentes notificaciones se le 
harán por lista aun las de carácter personal. 

Atentamente 
México, D.F., a 12 de julio de 2005. 

El Secretario del Juzgado Décimo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 
Lic. Sergio Raúl Núñez Cajigal 

Rúbrica. 
(R.- 214915)   

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 
Juzgado Primero de Distrito 

Pachuca, Hgo. 
Sección Amparo 

EDICTO 
Feliciano Jesús Jurado Chein 
Donde se encuentre. 
En cumplimiento al auto de veinticuatro de junio de dos mil cinco, dictado en el Juicio de Amparo 

344/2004-IV-A, promovido por Juan López Chávez, contra actos del Procurador y Subprocurador General de 
Justicia, ambos en el Estado de Hidalgo, dentro del cual fue señalado como tercero perjudicado y en el que se 
ordena convocarlo a usted por medio de edictos por ignorarse su domicilio, de conformidad con el artículo 30 
fracción II de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a 
la Ley de Amparo, a efecto de que se apersone en el presente juicio de garantías y señale domicilio para oír y 
recibir notificaciones en esta ciudad de Pachuca de Soto, Hidalgo, apercibido que de no hacerlo así, las 
ulteriores, aun las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fije en los estrados de este 
Juzgado Federal. Se le hace de su conocimiento que debe de presentarse dentro del término de treinta días, 
contados a partir del siguiente al de la última publicación, el presente edicto deberá de ser publicado por tres 
veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en un periódico diario de mayor 
circulación en la República Mexicana. 

Pachuca, Hgo., a 4 de julio de 2005. 
La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Hidalgo 

Lic. Angélica Pérez Hernández 
Rúbrica. 

(R.- 214975)   
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Décimo Primero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 

EDICTO 

Para emplazar a juicio a: 

Ingeniería y Precisión Electrónica, Sociedad Anónima de Capital Variable, “IPESA” 
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En los autos del Juicio Ordinario Civil 231/2004-A, promovido por el Hospital General “Dr. Manuel Gea 
González” en contra de Ingeniería y Precisión Electrónica, Sociedad Anónima de Capital Variable, “IPESA”, 
se dictó el siguiente proveído: 

“... En quince de julio de dos mil cinco, se ordenó notificar por edictos a la demandada Ingeniería 

y Precisión Electrónica, S.A. de C.V., “IPESA”, toda vez que se giraron oficios a diversas dependencias 

a efecto de que manifestaran si contaban con algún domicilio de la parte demandada Ingeniería y Precisión 

Electrónica, Sociedad Anónima de Capital Variable “IPESA”, y las mismas manifestaron no contar con 

domicilio alguno de la citada demandada, a solicitud del ocursante y con fundamento en lo dispuesto por el 

artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, edictos que se deberán publicar en el Diario Oficial 

de la Federación y en el periódico El Sol de México, debiendo publicarse una relación sucinta de la demanda y 

del auto admisorio, por tres veces de siete en siete días, haciéndose del conocimiento de la parte demandada 

que deberá presentarse por conducto de quien legalmente le represente ante este Juzgado dentro del término 

de treinta días contados del siguiente al de la última publicación, ya que de no hacerlo se le harán las 

subsecuentes notificaciones por medio de rotulón que se fije en los estrados de este Juzgado...” 

“En veintidós de diciembre de dos mil cuatro, se tuvo a Juan Carlos Alejandro Mouret Ramírez, apoderado 

legal del Hospital General “Dr. Manuel Gea González”, demandando en la Vía Ordinaria Civil de Ingeniería y 

Precisión Electrónica, S.A. de C.V. “IPESA”, entre otras la siguiente prestación: 

“1.- El cumplimiento del Pedido No. 12502 de fecha 12 de julio de 2001, que mi representado formalizó 

con la hoy demandada, para la adquisición del equipo médico consistente en un Ventilador 840, Volumétrico 

Adulto y de Presión Avanzado Modelo 840, Marca Nellcor Puritan Bennette, documento que se constituye en 

contrato al contar con los elementos previstos en el artículo 45 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos 

y Prestación de Servicios Relacionados con Bines Muebles. Dicha adquisición se realizó con fundamento en 

lo dispuesto en los artículos 22 fracción II, 25, 26 fracción III, 40 y 41 fracción III de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público, así como en los dispuesto en los artículos 17 fracción V y 49 

del Reglamento de la Ley en cita. 

El cumplimiento que se reclama de la hoy demandada se hace consistir en la sustitución del referido 

equipo médico, respondiendo así la hoy demandada de los defectos y vicios ocultos que desde la fecha en 

que dicho equipo adquirido (sic) por el Hospital actor, ha presentado severas fallas de funcionamiento como 

se precisará en el cuerpo del presente líbelo (sic). 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 104, fracciones I y III de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 53 fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, 19, 24, fracción IV, 

322, 323, 324 y 327 del Código Federal de Procedimientos Civiles, se admite a trámite la demanda en la vía 

y forma propuesta contra la persona y en los términos que demanda. 

Con fundamento en a lo dispuesto por los artículos 323 y 324 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, se tiene al promovente exhibiendo con su demanda diversas documentales, las cuales se ordena 

guardar en el seguro de esta Secretaría. 

Asimismo, conforme a lo dispuesto por el Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 

Consejo de la Judicatura Federal para la Aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental, que establece criterios, procedimientos y órgano para garantizar el 
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acceso a la información en posesión de esos órganos del Poder Judicial de la Federación, tribunales de 

Circuito y juzgados de Distrito, en concordancia con el artículo 8o. de la Ley Federal de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se hace del conocimiento de las partes el derecho que les 

asiste para omitir sus datos personales cuando se haga la pública la sentencia respectiva que se dicte en el 

presente asunto, en la inteligencia de que la falta de oposición expresa conlleva su consentimiento para que 

dicha sentencia se publique sin supresión de datos....” 

Edictos que se publicarán por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación. 

México, D.F., a 27 de julio de 2005. 
La Secretaria del Juzgado Décimo Primero de Distrito en Materia Civil 

en el Distrito Federal 
Lic. Elvia Lidia Esquivel Pérez 

Rúbrica. 
(R.- 215690)   

Estados Unidos Mexicanos 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 

México 
Segunda Sala de lo Civil 

Toca 232/2003 
Especial de Fianzas 

EDICTO 

Fideicomiso Liquidador de Instituciones y Organizaciones Auxiliares de Crédito vs. Afianzadora Capital, S.A., 
Grupo Financiero Capital. 

En el cuaderno de amparo formado en lo autos del toca citado al rubro, esta Sala dictó el siguiente acuerdo: 
“México, Distrito Federal, once de julio de dos mil cinco. 
Agréguese a sus autos el oficio de cuenta de la C. Titular de la División de la Dirección Jurídica del Instituto 

Mexicano del seguros Social, con el cual informa la razón por la cual no le es posible informar el domicilio del 
tercero perjudicado Incobusa, S.A. de C.V.; en consecuencia, al haberse cumplimentado la hipótesis prevista 
en el artículo 30 fracción II de la Ley de Amparo en lo que respecta a la investigación del domicilio del tercero 
perjudicado antes mencionado por parte de esta autoridad responsable; se ordena lo siguiente: emplácese al 
citado tercero perjudicado por medio de edictos que se publiquen en el Diario Oficial de la Federación 
así como en el Periódico “La Prensa”. Lo anterior, con fundamento en el artículo 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; en la inteligencia, que deberá quedar a disposición de la citada tercera perjudicada, 
una copia simple de la demanda de garantías en la Secretaría de esta Sala. Por lo tanto, prevéngase 
mediante notificación personal al quejoso Arrendadora y Capitalizadora, S.A. de C.V. para que en el término 
de tres días acredite la gestión y publicación de los edictos antes mencionados, apercibida que en caso de no 
hacerlo sin causa justificada, se rendirá el informe con justificación ordenado en auto de fecha veintiséis de 
abril del año en curso, haciéndole del conocimiento de la autoridad judicial federal oficiante que conozca 
del presente asunto, la falta de interés jurídico del citado quejoso para la tramitación del presente asunto 
constitucional que nos ocupa. Notifíquese. Lo acordó la Segunda Sala y firma el C. Magistrado Semanero. 
Doy fe.” 

Lo anterior se hace de su conocimiento, a fin de que se presente dentro de treinta días contados a partir 
del día siguiente al de la última publicación; ante el H. Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
en turno como tercero perjudicado en el juicio de garantías promovido por Afianzadora y Capitalizadora, 
S.A. de C.V. contra actos de esta Sala en el procedimiento referido al inicio de este edicto. 

Atentamente 
Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, D.F., a 15 de julio de 2005. 
La C. Secretaria Auxiliar de Acuerdos encargada de la Mesa de Amparos 
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de la Segunda Sala de lo Civil del H. Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal 
Lic. María de Lourdes Pérez García 

Rúbrica. 
(R.- 215374) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito 
Ciudad Victoria, Tamps. 

EDICTO 

Unión de Crédito Agropecuaria e Industrial de Tamaulipas, S.A. de C.V. 
Presente. 
En los autos del Juicio Ordinario Mercantil número 2/2004, promovido por el licenciado René Trigo Rizo, 

en su carácter de Director General Contencioso y representante legal de la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, por auto de veinticinco de febrero de dos mil cinco, se ordenó regularizar el procedimiento dentro del 
presente asunto, a efecto de que se emplace en forma correcta a la parte demandada Unión de Crédito 
Agropecuaria e Industrial de Tamaulipas, S.A. de C.V., a través de edictos que se habrán de publicar como lo 
ordena el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, tomando en cuenta que los mismos 
deberán contener una relación sucinta de la demanda se publicarán por tres veces de siete en siete días en el 
Diario Oficial de la Federación; en uno de los periódicos de circulación amplia y cobertura nacional y en un 
periódico local del Estado; por lo tanto, emplácese a la citada demandada en la forma ordenada, haciéndole 
saber: Que René Trigo Rizo, en su carácter de Director General Contencioso y representante legal de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, personalidad que acredita al tenor de la constancia que anexa a su 
demanda, a nombre de la citada Comisión, reclama en la vía ordinaria mercantil a la Unión de Crédito 
Agropecuaria e Industrial de Tamaulipas, S.A. de C.V., lo siguiente: 

“Que acate la orden que tenga a bien girar esta Autoridad Judicial al titular del Registro Público de la 
Propiedad (Sección Comercio), en esta ciudad, para que con fundamento en lo preceptuado por el artículo 78 
de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, proceda a cancelar la inscripción de 
la Unión de Crédito Agropecuaria e Industrial de Tamaulipas, S.A. de C.V., ante la imposibilidad de su 
liquidación, en virtud de desconocerse su ubicación actual y cierta, toda vez que no se localizó a la Unión de 
Crédito en el domicilio que tiene registrado en la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin que a la fecha, 
bajo protesta de decir verdad se tenga conocimiento de la existencia de algún otro domicilio en donde pueda 
ser localizada, aunado a que su concesión para operar como Organización Auxiliar del Crédito, le ha sido 
revocada, como quedará acreditado oportunamente.” 

En esa media y tomando en cuenta que a pesar de diversos esfuerzos realizados por este Juzgado, no fue 
posible localizar el domicilio de la persona moral demandada, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 1068 fracción IV y 1070 del Código de Comercio, 
se hace saber a la Unión demandada que deberá presentarse ante este Juzgado, dentro del término de treinta 
días, contados del siguiente al de la última publicación, a dar contestación a la demanda instaurada en su 
contra, bajo el apercibimiento de que si pasado ese término no comparece por sí, por apoderado o por gestor 
que pueda representarla, se seguirá el juicio en rebeldía y las ulteriores notificaciones conforme lo ordenan los 
artículos 1068, fracción III y 1069 del Código de Comercio, se le practicarán por estrados. También se hace 
de su conocimiento que se fijará, además, en la puerta de este Juzgado Primero de Distrito, en el Estado de 
Tamaulipas, con residencia en Ciudad Victoria, una copia íntegra del presente acuerdo, por todo el tiempo del 
emplazamiento, quedando a su disposición en la Secretaría de la Sección Civil de este Tribunal las copias 
de la demanda y sus anexos. 

Notifíquese. 
Así lo proveyó y firma el licenciado Gonzalo Higinio Carrillo de León, Juez Primero de Distrito en el Estado, 

quien actúa con la licenciada María Elizabeth Sierra Castillo, Secretaria que autoriza y da fe.” 
“Firmado. Rúbricas”. 
Lo cual se hace de su conocimiento para los efectos legales a que haya lugar. 

Ciudad Victoria, Tamps., a 17 de junio de 2005. 
El Juez Primero de Distrito en el Estado 
Lic. Gonzalo Higinio Carrillo de León 

Rúbrica. 
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La Secretaria del Juzgado Primero de Distrito 
Lic. Ma. Elizabeth Sierra Castillo 

Rúbrica. 
(R.- 215361) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Morelos 
Cuernavaca, Mor. 

EDICTO 

A: Cementos y Aceros del Papaloapan, Sociedad Anónima de Capital Variable y/o quien legalmente lo 
represente. 

En el lugar donde se encuentre. 
En los autos del Juicio Ordinario Mercantil número 11/2004-V, promovido por el organismo descentralizado 

denominado Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos, por conducto de su apoderado 
legal en contra de Cementos y Aceros del Papaloapan, Sociedad Anónima de Capital Variable, de quien se 
reclaman las siguientes prestaciones: 

"A).- El cumplimiento del convenio número 163/97 de fecha 6 de junio de 1997, celebrado por una parte 
por Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos quien lo celebra a nombre propio, por 
cuenta y orden del fideicomiso Mc-Cuernavaca y por cuenta del fideicomiso F/3718, representado por su 
Director de Operación el Ing. Enrique Luis Salvador Mora Soler y por la otra parte Cementos y Aceros de 
Papaloapan, S.A. de C.V. representada en este acto por el señor Germán Tapia Olguín, en su carácter 
de apoderado de la misma. 

B).- Como consecuencia de lo anterior, el pago de la cantidad de $6,189.02 (seis mil ciento ochenta y 
nueve pesos 02/100 M.N.), por concepto de suerte principal cantidad que nuestro mandante dejó de percibir a 
partir de las semanas del 1 al 10 de abril de 2001, del 11 al 20 de abril de 2001, al haber utilizado la hoy 
demandada, los caminos y puentes que se encuentran bajo la administración de nuestra representada y no 
haberse cubierto las cuotas correspondientes, lo que se acredita con los originales de las facturas números 
440292 I, 440293 I, 443723 I mismas que se anexan al presente escrito de demanda, cruces que 
corresponden a la Red que administra y opera el Organismo Descentralizado Caminos y Puentes Federales 
de Ingresos y Servicios Conexos. 

C).- El pago de la cantidad de $2,356.69 (dos mil trescientos cincuenta y seis pesos 69/100 M.N.), por 
concepto de intereses moratorios generados por la falta de pago oportuno el día 29 de febrero de 2004, los 
cuales se establecieron en la cláusula sexta del referido convenio, más los que se sigan generando hasta la 
total liquidación del adeudo, tal y como se acredita con el cálculo de intereses elaborado por el C. Daniel 
Morales Catalán, Analista en Sistemas Administrativos y revisado por el L.A. Fernando Ortega López, 
Encargado del Departamento de Cobranza del Organismo, el cual en este acto se exhibe. 

D).- El pago de la cantidad de $353.50 (trescientos cincuenta y tres pesos 50/100 M.N.), por concepto de 
impuestos al Valor Agregado de los intereses generados, lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 12 y 18 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, misma que se detalla en el cálculo de los intereses 
elaborados por el C. Daniel Morales Catalán, Analista en Sistemas Administrativos y revisado por el L.A. Fernando 
Ortega López, Encargado del Departamento de Cobranza del Organismo, el cual en este acto se exhibe. 

E).- El pago de los gastos y costas que se originen con el presente juicio." 
Consecuentemente, al agotarse las gestiones para su emplazamiento sin haberse conseguido, por 

acuerdo de veintiuno de julio de dos mil cinco, se ordenó emplazarla en su carácter de demandada por edictos 
para que comparezca al juicio por apoderado que pueda representarla, en treinta días siguientes a la última 
publicación de estos edictos a este Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, ubicado en calle Gutenberg, 
número dos, colonia Centro, Cuernavaca, Morelos, si a sus intereses legales conviene, a efecto de entregarle 
copia de la demanda y documentos adjuntos, así como del auto de admisión de la misma. Asimismo, se le 
apercibe que en caso de no hacerlo así y no señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, 
se le tendrá debidamente emplazada, se seguirá el juicio y las subsecuentes notificaciones se le harán por 
lista de estrados que se fija en este órgano jurisdiccional. 

Para su publicación por tres veces, de siete en siete días hábiles, en el Diario Oficial de la Federación 
y en un periódico diario de mayor circulación en la República Mexicana, en los términos ordenados en 
proveído de veintiuno de julio de dos mil cinco. 

Cuernavaca, Mor., a 28 de julio de 2005. 
El Secretario Encargado del Despacho por Vacaciones del Titular 

Lic. Sergio Ortiz de la Cruz 



Viernes 12 de agosto de 2005 DIARIO OFICIAL 113 

Rúbrica. 
El Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Morelos 

Lic. Mario Alejandro Torres Pacheco 
Rúbrica. 

(R.- 215742) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Octavo de Distrito 

Tijuana, B.C. 
EDICTO 

En los autos del Juicio de Garantías número 303/2005-V, promovido por Tecnología del Pacífico, Sociedad 
Anónima de Capital Variable, contra actos del Presidente de la Junta Especial número Dos de la Local de 
Conciliación y Arbitraje, con sede en esta ciudad, por actos relacionados con el Juicio Laboral 5117/2003I, 
mediante auto de seis de julio del año en curso, se ordenó emplazar a juicio mediante edictos, al tercero 
perjudicado Patrick W. Mamode, los cuales se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el Diario 
Oficial de la Federación, así como en el Periódico Reforma, de la ciudad de México, Distrito Federal, para el 
efecto de que comparezca ante este Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Baja California, si así 
conviene a sus intereses en el término de treinta días contado a partir del siguiente al de la última publicación, 
quedando en la Secretaría, la copia simple de la demanda de garantías para su traslado. 

Atentamente 
Tijuana, B.C., a 6 de julio de 2005. 

El Secretario del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado 
José Abraham López Flores 

Rúbrica. 
(R.- 215281)   

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 
Sección Amparos 

Mesa II 
Juicio de Amparo 

Expediente 202/2005 
EDICTO 

Casa Hogar Marillac, Asociación Civil. 
En el Juicio de Amparo 202/2005, promovido por David Leonardo Cid Guerrero, contra actos del Juez 

Trigésimo Cuarto de lo Familiar del Distrito Federal, y en virtud de ignorar el domicilio de la tercera perjudicada 
Casa Hogar Marillac, Asociación Civil, por auto de treinta de junio del año en curso, se ordenó emplazarlo al 
presente juicio de garantías por medio de edictos, haciendo de su conocimiento que deberá presentarse 
dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación; apercibido 
que de no presentarse en dicho término, se le harán las ulteriores notificaciones por medio de lista, aun las de 
carácter personal. 

México, D.F., a 30 de junio de 2005. 
El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal 

Lic. Alan Velázquez Contreras 
Rúbrica. 

(R.- 215877)   
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito “B” de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal 

EDICTO 

Jorge Mondragón Cabrera. 
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En los autos del Juicio de Amparo número 406/2005-VI, promovido por José Leonel Peña Ramírez, 

apoderado legal de Grupo Collado, Sociedad Anónima de Capital Variable, contra actos del Subprocurador de 

Averiguaciones Previas Centrales, licenciado Renato Sales Heredia, Agente del Ministerio Público, licenciado 

Manuel García Garfías y la Oficial Secretario, licenciada Alma Rosa Rodríguez Vera, todos pertenecientes a la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, radicado en el Juzgado Sexto de Distrito "B" de Amparo 

en Materia Penal en el Distrito Federal, en el cual se reclama la resolución, emitida por el Subprocurador de 

Averiguaciones Previas Centrales de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, licenciado 

Renato Sales Heredia, mediante la propone el No Ejercicio de la Acción Penal dentro de la Averiguación 

Previa 31/2176/00-06, notificada el veintisiete de enero de dos mil cinco, señalando como precepto violado el 

artículo 21; asimismo, se le ha señalado como tercero perjudicado, y, toda vez que se desconoce su domicilio 

actual, se ha ordenado mediante proveído de siete de julio de dos mil cinco, emplazarlo por edictos, que 

deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en un 

periódico de mayor circulación en la República, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 30 fracción II 

de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Por lo anterior, se encuentra a su 

disposición en la Actuaría de este Juzgado, copia simple de la demanda de garantías, haciéndoles saber que 

cuentan con un plazo de treinta días, contados a partir de la última publicación de tales edictos, para 

apersonarse en el juicio de referencia, y haga valer sus derechos; así también, se le informa que deberá 

señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en esa ciudad, apercibido que de no hacerlo, las 

subsecuentes, aun las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se publica en este órgano 

jurisdiccional, según lo dispone el artículo 30 de la Ley de Amparo. 

Atentamente 

México, D.F., a 12 de julio de 2005. 

La Secretaria del Juzgado Sexto de Distrito "B" de Amparo en Materia Penal en el Distrito Federal 

Lic. Argelia Román Mojica 
Rúbrica. 

(R.- 215158) 
 

 

AVISOS GENERALES 
 

 
COLOR KING DE MEXICO, S.A. DE C.V. 
AVISO DE ESCISION DE LA SOCIEDAD 

Por acuerdo de la asamblea general extraordinaria de accionistas, celebrada el día 20 de diciembre de 
2004, se aprobó la escisión de Color King de México, S.A. de C.V., sociedad escindente, que cambiará su 
denominación social por la de Elansar, S.A. de C.V., surgiendo una sociedad de nueva creación que se 
denominará Color King de México, S.A. de C.V., la sociedad escindida. 

La sociedad escindente mantendrá la operación inmobiliaria, es decir, el terreno y las construcciones con 
el pasivo inherente a tales propiedades, con un capital social de $3,450,000.00. En la sociedad escindida se 
alojará el resto de la operación, o sea, los equipos y demás activos necesarios para la actividad de lavado 
de vehículos de autotransporte, con los pasivos relacionados con dicha actividad, con un capital social de 
$50,000.00. 

La escisión surtirá efectos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 228 Bis de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, al transcurrir el plazo de cuarenta y cinco días naturales después de haberse 
efectuado la inscripción del acuerdo de escisión en el Registro Público de Comercio. 
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El texto completo de la resolución de escisión estará a disposición de socios y acreedores en el domicilio 
social de la sociedad, durante el mencionado plazo de cuarenta y cinco días. 

Santiago de Querétaro, Qro., a 20 de diciembre de 2004. 
Administrador Unico 

Ing. Pedro García García 
Rúbrica. 

(R.- 215765) 
MONTES URALES III, S.A. DE C.V. 

AVISO DE REDUCCION DE CAPITAL EN SU PARTE FIJA 
PRIMERA PUBLICACION 

Se hace del conocimiento de los accionistas de Montes Urales III, S.A. de C.V., que por acuerdo de su 
asamblea general extraordinaria de accionistas celebrada el 3 de agosto de 2005, se acordó y se llevó a cabo 
una reducción de capital social de dicha sociedad en su parte fija mediante el reembolso de acciones. 

Por lo anterior Montes Urales III, S.A. de C.V., mediante el presente y con fundamento en el artículo 9 de 
la Ley General de Sociedades Mercantiles, pide a los accionistas y/o acreedores de dicha sociedad se dirijan 
a la Secretaría de la sociedad para exigir su correspondiente reembolso de acciones, o bien, se opongan a 
dicha reducción del capital social en su parte fija, dentro de los términos de Ley. 

México, D.F., a 3 de agosto de 2005. 
Secretario del Consejo de Administración 

Ignacio Cervantes Trejo 
Rúbrica. 

(R.- 215863)   
INMOBILIARIA NEXTREMOR, S.A. DE C.V. 

SEGUNDA CONVOCATORIA 
En virtud de que no fue posible la celebración de la asamblea convocada para el día 6 de agosto de 2005, 

por no encontrarse reunido el quórum señalado en el artículo 190 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, a petición del accionista señor Margarito Trejo Mendoza, con fundamento en los artículos 184 y 
191 de la citada Ley y por la fracción IV del artículo 9o. de los estatutos sociales, se convoca nuevamente a 
todos los accionistas de Inmobiliaria Nextremor, S.A. de C.V., a la Asamblea General Extraordinaria que se 
celebrará a las 20:00 horas del día 27 de agosto del año 2005, en el domicilio social, ubicado en calle Robelo 1 
número 56, interior 1, colonia Jardín Balbuena, Delegación Venustiano Carranza, en esta ciudad, bajo el siguiente: 

ORDEN DEL DIA 
I.- Reforma total de los estatutos sociales. 
II.- Reestructuración del Consejo de Administración. 
III.- Otorgamiento de poderes. 
IV.- Cambio de domicilio social. 
V.- Designación de delegado especial de la Asamblea. 
Suplicamos su puntual asistencia. 

Atentamente 
México, D.F., a 9 de agosto de 2005. 

Comisario de la sociedad 
José Antonio Aldana 

Rúbrica. 
(R.- 215871)   

OPERADORA NEXTREMOR, S.A. DE C.V. 
SEGUNDA CONVOCATORIA 

En virtud de que no fue posible la celebración de la asamblea convocada para el día 6 de agosto de 2005, 
por no encontrarse reunido el quórum señalado en el artículo 190 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, a petición del accionista señor Margarito Trejo Mendoza, con fundamento en los artículos 184 y 
191 de la citada Ley y por la fracción IV del artículo 9o. de los estatutos sociales, se convoca nuevamente a 
todos los accionistas de Operadora Nextremor, S.A. de C.V., a la Asamblea General Extraordinaria que se 
celebrará a las 17:00 horas del día 27 de agosto del año 2005, en el domicilio social, ubicado en calle Robelo 1 
número 56, interior 1, colonia Jardín Balbuena, Delegación Venustiano Carranza, en esta ciudad, bajo el siguiente: 

ORDEN DEL DIA 
I.- Reforma total de los estatutos sociales. 
II.- Reestructuración del Consejo de Administración. 
III.- Otorgamiento de poderes. 
IV.- Cambio de domicilio social. 
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V.- Designación de delegado especial de la Asamblea. 
Suplicamos su puntual asistencia. 

Atentamente 
México, D.F., a 9 de agosto de 2005. 

Comisario de la Sociedad 
José Antonio Aldana 

Rúbrica. 
(R.- 215873) 

TELEVISION METROPOLITANA, S.A. DE C.V. 
CANAL 22 

INFORMACION AL SEGUNDO TRIMESTRE DE 2005 
Clave de Registro: 200411MHL01365 
Coordinación Sectorial: Educación Pública 
Ramo: 11 
Denominación: Fideicomiso para el pago de Primas de Antigüedad y Pensiones por Jubilación 
Tipo de Acto Jurídico: Fideicomiso 
Grupo Temático: Prestaciones Laborales 
Tipo Fideicomitente: Federal 
Fideicomitente: Televisión Metropolitana, S.A. de C.V. 
Fiduciario: Grupo Nacional Provincial, S.A. 
Objeto: Ser el mecanismo que permita crear la reserva financiera suficiente para cumplir 

con las obligaciones laborales del fideicomitente de acuerdo a los planes 
establecidos a favor de los trabajadores sindicalizados, de conformidad con el 
contrato Ley de la Industrial de la Radio y la Televisión que les aplica y para los 
demás trabajadores en términos de la Ley Federal del Trabajo. 

Programa al que 
está Vinculado: 6-Programa Nacional de Cultura 
Rendimientos 
Financieros: $12,738.32 
Egresos: $64,392.92 
Destino: Pago de gastos administrativos de la Fiduciaria y Honorarios Actuariales por la 

Valuación Actuarial correspondiente al ejercicio 2005, así como el pago de Prima de 
Antigüedad de la C. María del Carmen de la Torre León, por retiro voluntario, en 
términos de lo dispuesto por el artículo 68 del contrato ley de la Industria de la Radio 
y la Televisión aplicable a los trabajadores sindicalizados de Canal 22. 

Disponibilidad: $495,189.69 
Tipo de Disponibilidad: Patrimonio 
Observaciones: No se reportan ingresos en virtud de que sólo una vez al año se hace la aportación al 

Fideicomiso de acuerdo con el resultado de la Valuación Actuarial efectuada y a la 
fecha no se ha efectuado el depósito de la aportación de este ejercicio. 

México, D.F., a 9 de agosto de 2005. 
Responsable de la información 

Cargo: Gerente de Administración de Personal 
Nombre: Lic. José Luis Solís Hidalgo 

 Firma: Rúbrica. (R.- 215850)   
CENTRO DE VERIFICACION MORELOS, S.A. DE C.V. 

CONVOCATORIA A ASAMBLEA ORDINARIA DE ACCIONISTAS 
Los suscritos con el carácter de comisarios de la sociedad mercantil denominada Centro de Verificación 

Morelos, S.A. de C.V., con fundamento en lo dispuesto por los artículos 155 fracción II, 166 fracción VI y 183 
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, y noveno fracción III de los estatutos sociales, citamos en 
primera convocatoria a los señores accionistas de esta sociedad, a las 11:00 horas del próximo día 30 de 
agosto del presente año de 2005, en el domicilio social sito en: Peluqueros número 99, colonia Morelos, 
Delegación Venustiano Carranza, código postal 15260, México, Distrito Federal, a efecto de celebrar 
Asamblea Ordinaria de Accionistas, la que se desarrollará conforme al siguiente: 

ORDEN DEL DIA 
I.- Integración de la presidencia de la Asamblea, nombramiento de escrutador, elaboración de la lista de 

asistencia y declaración, en su caso, respeto de su legalidad; 
II.- Análisis, discusión y, en su caso, ratificación por el órgano supremo de la designación provisional 

efectuada al C. Gustavo Alvarado Javier, como administrador único, con motivo de la renuncia presentada por 
el C. José Vital León, al cargo de administrador único y, en su caso, designación de nuevo administrador único; 

III.- Revocación de los poderes conferidos al C. José Vital León, con motivo de la renuncia al cargo de 
administrador único y, en su caso, otorgamiento de poderes al nuevo administrador único; 

IV.- Asuntos generales relacionados con los puntos anteriores, y 
V.- Nombramiento de delegados especiales. 
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De no haber acreditado con anterioridad la titularidad de sus acciones ante el órgano supremo, los 
interesados deberán presentar al inicio de la Asamblea los documentos con los que acrediten la titularidad de 
las acciones de que sean dueños. 

Atentamente 
México, D.F., a 2 de agosto de 2005. 

 Comisario Comisario 
 Lic. Reynaldo Palomares Merienne Lic. Ramón Patricio Zentella Castro 
 Rúbrica. Rúbrica. 

(R.- 215862) 
Servicio de Administración Tributaria 

Administración General de Innovación y Calidad 
CONVOCATORIA PUBLICA PARA OBTENER TITULOS DE AUTORIZACION 

A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 16 DE LA LEY ADUANERA 
No. SAT. AGIC-006/2005 

Con fundamento en los artículos 16 de la Ley Aduanera y 3 transitorio de la Ley del Servicio de Administración 
Tributaria, esta última publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995; 28 fracción L 
del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 6 de junio de 2005, el Servicio de Administración Tributaria (SAT), Organo Desconcentrado de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público (SHCP), convoca a las personas morales mexicanas,  interesadas en obtener 
un título de autorización para prestar al SAT, los servicios que a continuación se describen: 

Servicios de capacitación (formación de personal). 
El Servicio de Administración Tributaria, desarrollará múltiples programas de capacitación y formación de 

sus recursos humanos, para alinear las competencias a los requerimientos de diversos proyectos tecnológicos 
que actualmente se están ejecutando. 

Para ello, se requiere capacitación en los siguientes rubros: 
A) Formación técnico tributaria para desarrollar las competencias técnicas de los trabajadores. 
B) Formación en competencias resultantes del rediseño de procesos que cambiará el ciclo de gestión 

de la organización. 
C) Formación orientada a fortalecer la cultura de procesos en la institución. 
D) Formación orientada a fortalecer las habilidades gerenciales de los mandos en el SAT. 
E) Formación orientada al fortalecimiento de los valores institucionales y mejoramiento del clima de 

la organización. 
Para lo anterior, se requiere contratar los servicios de instituciones educativas, despachos de capacitación 

y/o empresas relacionadas con los ámbitos de conocimiento que demanden estos programas. 
Los servicios de capacitación (formación de personal) deberán cubrir, por lo menos, con los siguientes aspectos: 
• Desarrollo de programas formativos relacionados con los grupos de formación que se mencionan de 

manera previa, cuya ejecución presencial y/o a distancia deberá apegarse a los modelos educativos del SAT. 
• Elaboración de materiales de capacitación presenciales y/o a distancia en las diferentes modalidades 

educativas del SAT. 
• Ejecución de programas presenciales y/o a distancia con una plantilla de instructores y/o diseñadores  

expertos en la materia. 
• Desarrollo de servicios adicionales a productos educativos ya existentes, tales como soporte a la implantación 

de programas virtuales de estudio. 
Requisitos: 
Los interesados en obtener un título de autorización deberán cumplir, de conformidad con el artículo 16 de 

la Ley Aduanera, con los siguientes requisitos: 
I. Tener cinco años de experiencia, prestando los servicios que se vayan a autorizar. 
II. Tener un capital social pagado de por lo menos $1’373,988.00 M.N. (actualizado de conformidad con el 

anexo 2 de las reglas de carácter general en materia de comercio exterior publicadas en el Diario Oficial de 
la Federación el 4 de abril de 2005). 

III. Cumplir con los requisitos de procedimiento que la SHCP establezca en la convocatoria que para estos 
efectos publique en el Diario Oficial de la Federación. 

De conformidad con la fracción III del artículo 16 de la Ley Aduanera, se fijan los siguientes requisitos de 
procedimiento: 
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Acto Fecha y hora Dirección  

Reunión para aclaración 
de dudas 

16 de agosto de 2005 
12:00 horas 

Sinaloa No. 43, piso 2, Col. Roma, 
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06700 

Entrega de documentos A partir del día siguiente 
de su publicación hasta 
el 19 de agosto de 2005 
de 9:00 a 14:00 horas 

Sinaloa No. 43, piso 2, Col. Roma, 
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06700, en atención 

a la Lic. Luz Angélica Ramírez Medina 

Resolución 31 de agosto de 2005 
12:00 horas 

Sinaloa No. 43, piso 2, Col. Roma, 
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06700 

Entrega títulos de 
autorización 

Se realizará a partir del 
5 de septiembre de 2005, 

en horario de 
9:00 a 14:00 horas 

En la Administración Central de Apoyo Jurídico, 
sita en Sinaloa No. 43, piso 1, Col. Roma, 
Del. Cuauhtémoc, C.P. 06700. Previa cita 

con el Lic. Víctor Camacho González, 
Tel. 91 58 90 80 o 90 15 

 
Con el objeto de agilizar la reunión para aclaración de dudas, se les solicita a los interesados 

presentarlas con anticipación en disco magnético de 3.5 pulgadas en Sinaloa número 43, piso 2, colonia 
Roma, Delegación Cuauhtémoc, código postal 06700 o mediante correo electrónico a la siguiente dirección: 
luz.ramirez@sat.gob.mx o al inicio de la reunión. 

Asimismo, para satisfacer los requisitos anteriormente señalados, los interesados deberán entregar la 
documentación que se detalla a continuación: 

a. Carta en papel membretado de la persona moral, en la cual manifieste su interés en obtener el título de 
autorización motivo de esta convocatoria, debiendo indicar el número de ésta. 

b. Copia del testimonio de la escritura pública que contenga el acta constitutiva y sus reformas. 
c. Copia del testimonio de la escritura pública o estados financieros donde acredite contar con el capital 

social pagado actualizado a que se refiere el artículo 16 fracción II de la Ley Aduanera, en el caso de 
instituciones educativas que se encuentren constituidas como asociación civil, deberán demostrar mediante 
estados financieros del año 2004, elaborados y firmados por contador público, anexando copia de la cédula 
profesional del mismo, contar con un patrimonio equivalente al estipulado en el citado artículo de la Ley Aduanera. 

d. Copia de la cédula de identificación fiscal y copia de documento con que acredite domicilio fiscal. 
e. Estados financieros del año 2004 auditados y dictaminados. 
f. Carta en la que manifieste bajo protesta de decir verdad, estar al corriente en el cumplimiento de sus 

obligaciones fiscales. 
g. Carta en la que el representante legal manifieste bajo protesta de decir verdad, que el capital social 

pagado o patrimonio de la solicitante, que se requiere, no ha sido disminuido con  posterioridad a la fecha 
del documento con el que acredite el cumplimiento de ese requisito. 

h. Identificación oficial vigente con foto y firma del representante legal de la empresa solicitante. 
i. Copia del poder notarial del representante legal donde acredite tener facultades para actos de administración. 
j. Curriculum, anexando los documentos que permitan conocer su experiencia de al menos cinco años en 

la prestación de los servicios que se pretende autorizar, tales como facturas, órdenes de servicio, cartas de 
recomendación y cualquier información técnica que permita validar su experiencia, pudiendo, en su caso, 
eliminar los montos. 

k. Copia de al menos dos contratos de prestación de servicios similares a los señalados en esta 
convocatoria, celebrados en los últimos cinco años y, copia de al menos un contrato de prestación de 
servicios similares a los señalados en esta convocatoria, celebrado con anterioridad a los últimos cinco años. 
En caso de ser contratos confidenciales o reservados, deberán presentar una breve descripción técnica de los 
servicios proporcionados de cada uno de los contratos que hayan celebrado con los requisitos señalados en 
este inciso, dentro de la cual deberá de incluir de manera obligatoria la siguiente información: tipo de servicios 
y fecha de celebración, el nombre, teléfono, correo electrónico y domicilio de la dependencia, entidad o 
empresa contratante, así como el nombre del responsable técnico de sus clientes, para que el Servicio de 
Administración Tributaria pueda verificar si así lo requiere  la información señalada en los incisos j y k de esta 
convocatoria. En este último caso, la breve descripción deberá venir con firma autógrafa del representante 
legal de la empresa. 

l. Escrito que concentre la información curricular respectiva al grupo de expertos que formen parte de su 
equipo de trabajo actual. 
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m. Escrito en el que declare bajo protesta de decir verdad, de que cumple con todos los requisitos 
establecidos en la presente convocatoria. 

n. Escrito en el que declare bajo protesta de decir verdad, que no se encuentra inhabilitado para 
contratar con las dependencias, entidades, organismos descentralizados y órganos desconcentrados de la 
Administración Pública Federal, Procuraduría General de la República y gobiernos estatales. 

Los documentos solicitados en original deberán estar debidamente firmados por el representante legal, 
los documentos solicitados en copia deberán estar debidamente rubricados por el representante legal de la 
empresa y se acompañarán del original o copia certificada para cotejo. 

Todos los documentos que se presenten deberán ser en idioma español, legibles, sin tachaduras 
ni enmendaduras. 

En el caso de los contratos, éstos podrán estar en otro idioma, pero se deberá entregar conjuntamente 
una traducción simple del mismo en idioma español firmado por el representante legal. 

Efectos y alcances del título de autorización. 
Los títulos de autorización que se otorguen de conformidad con la presente convocatoria, no eximen a los 

autorizados de la obligación de sujetarse al o los procedimientos de contratación que se instrumenten para la 
prestación de los servicios motivo de esta convocatoria; por lo que el SAT no estará obligado a contratar los 
servicios con todos los tenedores de los títulos, sino sólo con aquellos a quienes se adjudique el contrato 
respectivo, en términos de las disposiciones legales en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios 
del sector público. 

El SAT, en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables en materia de arrendamientos, 
adquisiciones y servicios del sector público, podrá requerir que los licitantes cuenten con el título de autorización 
correspondiente, en el o los procesos de adquisición o contratación de servicios que se requieran. 

Para efecto de notificación, transparencia, difusión y consulta de este proceso de autorización, las actas 
de los actos que se realicen, se publicarán en la página de Internet del SAT: www.sat.gob.mx, en la sección: 
Ley de Transparencia, subsección Obligaciones de Transparencia, al siguiente día hábil de su celebración. 

México, D.F., a 12 de agosto de 2005. 
El Administrador General de Innovación y Calidad 

del Servicio de Administración Tributaria 
Ing. Juan José Bravo Moisés 

Por ausencia del Administrador General de Innovación y Calidad, del Administrador Central de Recursos 
Financieros, del Administrador Central de Recursos Humanos, del Administrador Central de Recursos 

Materiales y Servicios Generales, con fundamento en los artículos 2 y 8, segundo párrafo, 
en concordancia con el 28 fracción L, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 6 de junio de 2005, 
firma en suplencia, el Administrador Central de Apoyo Jurídico 

Lic. Roberto Ramírez de la Parra 
Rúbrica. 

(R.- 215867)   
TAPER MEXICO, S.A. DE C.V. 

BALANCE FINAL DE LIQUIDACION AL 30 DE ABRIL DE 2005 
(expresado en pesos) 

Activo 
Total activo  $479,194.38 
Pasivo y capital contable 
Total capital contable  $1,829,032.30 
Utilidad (o pérdida) del ejercicio  -$1,349,837.92 
Total pasivo y capital  $479,194.38 
Integración capital % Acciones Pérdida 
Grupo Taper, S.A. 100.00% -$1,349,837.71 
Lic. José Antonio Tarín 0.00% -$0.21 
Total 100.00% -$1,349,837.92 
Integración capital % Acciones Activo a repartir socios 
Grupo Taper, S.A. 100.00% -$479,194.31 
Lic. José Antonio Tarín 0.00% -$0.07 
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Total 100.00% -$479,194.38 
Cuota de reembolso por acción $9.58 

En cumplimiento con lo dispuesto por el artículo 247 fracción II de la Ley General de Sociedades Mercantiles, 
se publica el balance final de liquidación de la sociedad al 30 de abril de 2005. 

México, D.F., a 30 de abril de 2005. 
Liquidador 

Ma. del Pilar Martínez Ruiz 
Rúbrica. 

(R.- 214810)
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Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Tesorería de la Federación 
FIDEICOMISOS Y MANDATOS AL 30 DE JUNIO DE 2005 

(cifras en pesos) 
 

Tipo Ambito Fideicomitente 

o mandante 

Denominación Ingresos

(pesos) 

Rendimientos

(pesos) 

Egresos

(pesos) 

Destino Disponibilidad

(pesos) 

Tipo de 

disponibilidad 

Mandato Federal SHCP Mandato 5002-0 Mexplus,

S.A. de C.V. 

0 0 0 No se tienen ingresos 

ni egresos en virtud 

de que se trata 

de la vigilancia y administración de las acciones propiedad

del Gobierno Federal 

en Mexplus, 

S.A. de C.V. 

SINCA 

164’306,663.84 Patrimonio La disponibilidad

 
México, D.F., a 20 de julio de 2005. 
Responsable(s) de la Información 

 
 Cargo: Directora General Adjunta de Administración Cargo: Directora de Cartera 
 de Cartera y Activos no Monetarios Nombre: Esther Vicente González 
 Nombre: Lilia Sifuentes Hernández Firma: Rúbrica. 
 Firma: Rúbrica. 
 

Cargo: Subdirector de Cartera 
Nombre: José Luis Ledesma Castro 

Firma: Rúbrica. 
(R.- 215870) 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
Dirección General de Promoción Cultural, Obra Pública y Acervo Patrimonial 
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Tipo/ 

Ambito 
Fideicomitente 

o mandante 
Denominación Ingresos 

(pesos) 
Rendimientos 

(pesos) 
Egresos 
(pesos) 

Destino Disponibilidad 
(pesos) 

Tipo de 
disponibilidad 

Observaciones 

Fideicomiso/
privado 

Doña Dolores 
Olmedo Patiño 

Museo Dolores 
Olmedo Patiño

 55,221.41 4,282,054.71 Gastos de 
operación 

2,277,476.70 (DTS) Fórmula de 
la disponibilidad 

del saldo trimestral 
de los criterios 

Unicamente se 
están reportando los 
recursos otorgados 

en diciembre 
de 2004 por 
esta unidad 

administrativa, el 
donativo que se 
otorgó fue por 
un importe de 
$6,500,000.00, 

cabe aclarar que 
fue necesario 

para la apertura 
de una subcuenta 
específica realizar 

un depósito de 
$4,310.00 de donde 
se desprende que 
la disponibilidad a 
diciembre de 2004 

es de $6,504,310.00 
 

México, D.F., a 27 de julio de 2005. 
Responsable(s) de la información 
El Director de Acervo Patrimonial 

Hermann A. Sieber Gross 
Rúbrica. 

(R.- 215868) 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
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Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
 
En cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 18 párrafo décimo inciso c) del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2005, 

se publica información relativa del fideicomiso en que participa la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
 
FIDEICOMISOS Y MANDATOS AL 30 DE JUNIO DE 2005 
INFORMACION QUE DEBERA REPORTARSE EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACION 
(cifras en pesos) 
 

Tipo Ambito Fideicomitente 

o mandante 

Denominación Ingresos 

(pesos) 

Rendimientos 

(pesos) 

Egresos 

(pesos) 

Destino Disponibilidad 

(pesos) 

Tipo de 

disponibilidad 

Observaciones 

Fideicomiso Prestaciones 

laborales 

Secretaría de 

Hacienda y 

Crédito Público 

Fideicomiso Fondo 

de Apoyo a los 

Trabajadores de 

Confianza de la 

Comisión Nacional 

Bancaria y 

de Valores 

$820,335,443.57 $39,212,467.25 $3,093,436.13 Pago del saldo disponible 

de las cuentas individuales 

de los trabajadores de 

confianza que dejaron 

de prestar sus servicios 

a la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores 

por $2,776,696.11 

Pago de honorarios 

fiduciarios por $316,740.02 

$856,454,474.69 (DTS) Fórmula de 

la disponibilidad 

del saldo 

trimestral de 

los criterios 

La disponibilidad al 

30 de junio de 2005, 

se encuentra integrada 

por la disponibilidad 

de diciembre de 2004 

de $820,335,443.57, 

más los rendimientos 

financieros del periodo 

por $39,212,467.25, 

menos los egresos de 

$3,093,436.13 

 
México, D.F., a 29 de julio de 2005. 

El Director General de Programación, Presupuesto y Recursos Materiales 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 

Fernando Chavero Mosqueda 
Rúbrica. 

(R.- 215866) 
Secretaría de Economía 
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Fideicomiso de Fomento Minero 

Con base en el artículo 18 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación vigente para el ejercicio fiscal 2005; establece que las dependencias y 
entidades para la integración de los informes trimestrales a que se refiere el artículo 74 fracciones VIII y IX del mismo decreto, será de acceso público en términos de 
lo dispuesto por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y para tal efecto deberán publicarla en sus respectivas páginas 
de Internet desde su portal principal y en el Diario Oficial de la Federación. 

Se dan a conocer los formatos con la información referente a los 7 actos jurídicos que se encuentran a cargo del Fideicomiso de Fomento Minero (FIFOMI), 
entidad paraestatal bajo la coordinación de la Secretaría de Economía. 

EVALUACION DEL REGISTRO DE FIDEICOMISOS. 
En términos del artículo 18, inciso c), del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2005. 
Enero-marzo 2005. 
Dependencia/Entidad _1/:_Fideicomiso de Fomento Minero_ 

Estatus No. de casos 
Total 7 
Registrados   
Renovación de clave _2/   
Envío de reporte financiero _3/: 7 
Entidades no apoyadas 2 
Ley de Ciencia y Tecnología   
Estatales 4 
Privados   
En proceso de extinción y con saldo cero de recursos públicos federales. 1 

_1/ Se refiere a la dependencia o entidad coordinadora del acto jurídico sin estructura o con cargo a cuyo presupuesto se otorgan los recursos. 
_2/ Actos jurídicos renovados en términos de lo señalado en el artículo 167, tercer párrafo, del Manual de Normas Presupuestarias para la Administración Pública Federal. 
_3/ Actos jurídicos renovados en términos de lo señalado en el artículo 167, tercer párrafo, del Manual de Normas Presupuestarias para la Administración Pública Federal. 
Nota: la entidad paraestatal opera con recursos propios por lo que sólo está obligada a enviar reportes financieros. Se encuentra en proceso de extinción el 

Mandato de Liquidación de cartera litigiosa 
 
ENTIDAD: FIDEICOMISO DE FOMENTO MINERO 
Información al primer trimestre de 2005. 
ANEXO 23. FONDOS Y FIDEICOMISOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA PARAESTATAL 
Clasificación por Programa 
(pesos) 

Saldo Denominación Clave de Registro Fiduciario Fideicomisario Programa Objetivo Fecha de 
Constitución 

Ingreso Egreso Disponibilidad al 
31 de diciembre 

de 2003 

Disponibilidad al 
31 de diciembre  

de 2004 
Inicial 

(Dic. 2004) 
Final 

(Mar. 2005) 
Fideicomiso Plan 
de Pensiones y 

Jubilaciones 
FIFOMI 

199810K2O00733 Skandia Personal del 
FIFOMI 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Contar con recursos 
suficientes para 

sufragar los gastos 
por concepto del pago 

de la obligación 
contraída con el 

reglamento interior 
del trabajo 

3-Feb.-90 705,384.79 340,896.72 38,602,340.06 44,986,043.90 44,986,043.90 46,191,666.14 
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Fideicomiso de 
Prima de 

obligación del 
FIFOMI 

199810K2O00734 Skandia Personal del 
FIFOMI 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Contar con recursos 
suficientes para 

sufragar los gastos 
por concepto del pago 

de la obligación 
contraída con el 

reglamento interior 
del trabajo 

3-Feb.-90 0.00 34,953.36 3,069,490.35 3,280,215.41 3,280,215.41 3,306,459.17 

 
Saldo Denominación Clave de 

Registro 
Fiduciario Fideicomisario Programa Objetivo Fecha de 

Constitución 
Ingreso Egreso Disponibilidad al 

31 de diciembre 
de 2003 

Disponibilidad al 
31 de diciembre 

de 2004 
Inicial 

(Dic. 2004) 
Final 

(Mar. 2005) 
Fondo de Fomento 
Minero de Oaxaca 

(FIMO) 

700010600141 Nacional 
Financiera, 

S.N.C. 

Pequeños y 
medianos 

mineros y los 
que conforman la 

cadena 
productiva 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Impulsar la micro y pequeña 
minería mediante el apoyo 
económico temporal para 

exploración y evaluación de 
yacimientos minerales en el 

Estado de Oaxaca 

12-Jun.-96 0.00 0.00 5,980,484.42 5,858,934.53 5,858,934.53 5,978,558.21 

Fideicomiso de 
Apoyo al 

Programa Minero 
en Sinaloa 

700010600142 Nacional 
Financiera, 

S.N.C. 

Pequeños y 
medianos 

mineros y los 
que conforman la 

cadena 
productiva 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Impulsar la micro y pequeña 
minería mediante el apoyo 
económico temporal para 

exploración y evaluación de 
yacimientos minerales en el 

Estado de Sinaloa 

5-Abr.-94 0.00 0.00 1,535,196.65 1,602,592.50 1,602,592.50 1,615,561.79 

Fideicomiso de 
Apoyo al 

Programa Minero 
en el Estado de 

Sonora 

700010600143 Nacional 
Financiera, 

S.N.C. 

Pequeños y 
medianos 

mineros y los 
que conforman la 

cadena 
productiva 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Impulsar a la micro y pequeña 
minería mediante el apoyo 
económico temporal para 

exploración y evaluación de 
yacimientos minerales en el 

Estado de Sonora 

25-Ago.-93 0.00 0.00 576,950.79 284,989.86 284,989.86 232,461.76 

Mandato FIFOMI 
Recuperación de 
Cartera Litigiosa y 

Regularización 
Jurídica 

700010K2O379 Fideicomiso 
Liquidador de 
Instituciones y 

Organizaciones 
Auxiliares de 

Crédito 

Fideicomiso de 
Fomento Minero 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Recuperación de cartera 
litigiosa y regularización 
jurídica, administración, 

vigilancia y comercialización 
de los bienes que reciba en 

pago por la recuperación de la 
cartera del FIFOMI 

28-Nov.-96 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

Fideicomiso de 
Apoyo al 

Programa de 
Explotación 
Minera en el 
Estado de 
Chihuahua 
(FIEMECH) 

800010K2M420 Nacional 
Financiera, 

S.N.C. 

Pequeños y 
medianos 

mineros y los 
que conforman la 

cadena 
productiva 

44- Programa 
Nacional de 
Desarrollo 

Minero 

Impulsar la micro y pequeña 
minería mediante el apoyo 
económico temporal para 

exploración y evaluación de 
yacimientos minerales 

24-Ene.-93 0.00 0.00 6,445,065.99 5,857,090.76 5,857,090.76 5,858,787.88 

 
ENTIDAD: FIDEICOMISO DE FOMENTO MINERO 
Información al primer trimestre de 2005 
ANEXO 24. FONDOS Y FIDEICOMISOS DE LA ADMINISTRACION PUBLICA PARAESTATAL 
Clasificación por Función _1/ 
(pesos) 

Entidad GF FN SF Denominación Monto de los egresos del periodo 
K2O- Fideicomiso de 

Fomento Minero 
3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fideicomiso Plan de Pensiones 
y Jubilaciones FIFOMI 

340,896.72 

K2O- Fideicomiso de 
Fomento Minero 

3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fideicomiso de Prima de Antigüedad 
del FIFOMI 

34,953.36 



 

126 
K2O- Fideicomiso de 

Fomento Minero 
3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fondo de Fomento Minero de Oaxaca 
(FIMO) 

0.00 

K2O- Fideicomiso de 
Fomento Minero 

3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fideicomiso de Apoyo al Programa 
Minero en Sinaloa 

0.00 

K2O- Fideicomiso de 
Fomento Minero 

3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fideicomiso de Apoyo al Programa 
Minero en el Estado de Sonora 

0.00 

 
Entidad GF FN SF Denominación Monto de los egresos del periodo 

K2O- Fideicomiso de 
Fomento Minero 

3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Mandato FIFOMI Recuperación 
de Cartera Litigiosa y 

Regularización Jurídica 

0.00 

K2O- Fideicomiso de 
Fomento Minero 

3- Desarrollo 
Económico 

4- Temas 
Empresariales 

1- Micro, Pequeñas y 
Medianas Empresas 

Fideicomiso de Apoyo al Programa de 
Explotación Minera en el Estado 

de Chihuahua (FIEMECH) 

0.00 

_1/ La clasificación por función corresponderá a la agrupación de los Fondos y Fideicomisos con la metodología de la Clasificación Funcional del gasto 
programable del Sector Público. 

Dependencia / Entidad _1/:_Secretaría de Economía_ 
 
AVANCE EN MATERIA DE EXTINCION DE FIDEICOMISOS, MANDATOS O ACTOS ANALOGOS, INCLUYENDO EL MONTO DE RECURSOS 

CONCENTRADOS EN LA TESORERIA DE LA FEDERACION Y LA RELACION DE AQUELLOS EXTINTOS O TERMINADOS. 
En términos del artículo 18 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2005. 
Enero-marzo 2005 
(cifras en pesos) 

Universo de actos jurídicos 
En proceso de extinción  Extintos 

Dependencia/ 
Entidad 1_/ 

Denominación Clave Avance % en 
el proceso de 

extinción 

Acciones realizadas  Denominación Clave Recursos públicos 
reintegrados o por 

reintegrar  

Fecha del 
convenio de 

extinción 

Fecha de baja de la 
clave de registro 
presupuestario 

10- Economía/ 
FIFOMI 

Mandato FIFOMI 
Recuperación de 
Cartera Litigiosa 
y Regularización 

Jurídica 

700010K2O379 75 Se encuentra en proceso de extinción y se 
está en espera de los comprobantes 

restantes por aproximadamente 
200,000.00 pesos para su revisión, 

autorización, pago y firma del convenio 
de extinción del Mandato 

     

1_/ Se refiere a la dependencia o entidad coordinadora del acto jurídico sin estructura o con cargo a cuyo presupuesto se otorgan los recursos. 
2_/ De acuerdo con el contrato respectivo y las disposiciones aplicables. 
Nota: se consideran los actos jurídicos en proceso de extinción a cargo del FIFOMI y FONAES, como entidad paraestatal coordinada por la SE. 

 
29 de abril de 2005. 

El Subdirector Jurídico 
Lic. Luis Carlos Cabrera Guerrero 

Rúbrica. 
(R.- 215840) 


